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Iniciativas

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 35 DE LA LEY DE MIGRA-
CIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO LUIS JAVIER ALEGRE SA-
LAZAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

“Ley del viajero confiable”

El que suscribe, diputado Luis Javier Alegre Salazar,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de la
Cámara de Diputados de la LXIV Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el segundo párrafo del artículo 35 de la Ley de Migra-
ción, para que el personal del Instituto Nacional de
Migración (Inami), pueda auxiliarse de herramientas
tecnológicas automatizadas en la vigilancia de entrada
y salida de nacionales y extranjeros, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

La migración, es un acto inmanente al ser humano.
Desde sus orígenes el hombre ha buscado mejores
condiciones para vivir, desarrollarse, de aventura y ex-
ploración y también de esparcimiento. La historia de la
humanidad es, en gran medida, la historia de millones
de personas caminando a lo largo del mundo, en bus-
ca de un lugar diferente.

Todos los países tienen, en algún sentido un origen mi-
gratorio, por eso la migración en el mundo se conside-
ra un derecho humano. Cada estado, cada país ha ido
perfeccionado su legislación en materia migratoria.

En la actualidad, las causas de la migración son diver-
sas, entre las que se encuentran: causas ecológicas vin-
culadas a catástrofes naturales, que obligan a las per-
sonas a abandonar su lugar de residencia; causas
económicas, vinculadas a la falta de desarrollo o crisis
económicas de su país de origen, ya que los migrantes
salen de sus países buscando mejores oportunidades
económicas; por causas políticas o por causa de gue-
rras, y por diversas causas de esparcimiento como el
turismo.

En 2018 se estimaron 272 millones de migrantes –de
acuerdo a la Organización Internacional de Migración
de la ONU. El país que más migrantes registra es Es-
tados Unidos de América (EUA), con 50 millones de
personas (MP), Alemania 13.1 MP, Arabia Saudita
13.1 MP, Federación Rusa 11.6 MP, Reino Unido 9.6
MP, Francia 8.3 MP, Australia 7.5 MP, Italia 6.3 MP,
España 6.1 MP, e India 5.2 MP, entre otros. China y Ja-
pón que pudieran ser países con alta migración, real-
mente son de las más bajas, lo mismo que nuestro pa-
ís México con 1.1 MP.

Sin embargo, nuestro país que comparte más de 3 mil
kilómetros de frontera con Estados Unidos, con movi-
mientos migratorios por décadas y con un intercambio
comercial que supera los 500 mil millones de dólares,
para ambos países la relación entre naciones va mucho
más allá de una relación bilateral.

Sólo como un dato. Los más de 30 millones de perso-
nas de origen mexicano que viven en Estados Unidos,
generan poco más de 8 por ciento del producto interno
bruto (PIB) de EUA. Este PIB supera los 18 billones
de dólares. Lo que quiere decir, que nuestros paisanos
en el vecino país del norte generan más de 1 billón 400
mil millones de dólares, más que el PIB de nuestro pa-
ís que alcanza los 1.3 billones de dólares.

Dice la hoy diputada Gabriela Cuevas Barron, siendo
entonces senadora de la Republica y presidenta de la
Comisión de Relaciones Exteriores: La importancia
de Estados Unidos para México es indudable, existe
una comunidad de 35 millones de personas de origen
mexicano que residen en nuestro país vecino. Ellos
aportan al desarrollo social y económico de ese país
a través de su trabajo diario. Esta comunidad contri-
buye con 8 por ciento del PIB estadounidense y con
570 mil empresas en ese país, esto significa que más
de 1 de cada 25, son propiedad de migrantes mexica-
nos. Estados Unidos es nuestro principal socio co-
mercial: en 2015 enviamos 80 por ciento de nuestras
exportaciones totales hacia allá. El año pasado co-
merciamos 525 mil millones de dólares en bienes.
Somos el primer, segundo o tercer socio principal de
30 de 50 de sus estados y más de 5 millones de tra-
bajos en nuestro país vecino dependen de la relación
bilateral con México.1

No solamente eso, también, las remesas que ingresan
a nuestro país por nuestros connacionales son funda-
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mentales para la estabilidad económica y macroeconó-
mica de México.

Según la Organización Mundial de Turismo (OMT),
la actividad turística en el mundo participa con 10.4
por ciento del PIB del orbe. Para ponerlo en perspec-
tiva, el PIB del planeta suma poco más de 80.7 billo-
nes de dólares. El PIB turístico equivale a 8.4 billones
de dólares, casi dos veces todo el PIB de Japón o el
PIB de Francia y Alemania juntas; o 8 veces nuestro
PIB. Asimismo, representa poco más de 313 millones
de empleos directos, más los indirectos, con ello po-
demos decir, que casi 800 millones de trabajadores
dependen de esta noble actividad sin chimeneas, que
es el turismo.

En el último reporte de la OMT en el 2018, los ingre-
sos generados por el turismo internacional ascendieron
a 1.7 billones de dólares (1 billón 448 mil millones de
dólares por concepto de turismo internacional y 256
mil millones de dólares en servicio de transporte inter-
nacional), en un mercado que comprende mil 400 mi-
llones de personas que viajan en el mundo.

Turismo Internacional

Cuadro 1. 2018

Como se puede observar en el cuadro 1, el principal
mercado se encuentra en Europa con más de 713 mi-
llones de personas, seguido de Asia y Pacífico con 345
millones y el Continente Americano en tercer lugar
con 217 millones.

Los países más visitados durante el 2018

Cuadro 2

En cuanto a los 10 países más visitados en su mayoría
son europeos, que son Francia, España, Italia, Turquía,
Alemania y Reino Unido; absorben el 62 por ciento
como se observa en el Cuadro 2.

Países con más ingresos por recepción 2018

Cuadro 3

Por lo que se refiere a ingresos por turistas extranjeros,
como se muestra en el Cuadro 3, Estados Unidos es el
país que más ingresos recibe, seguido de España,
Francia y Tailandia. Aquí podemos observar, que no
siempre el país que más visitantes recibe, sus ingresos
serán mayores. Francia es el país que más visitantes
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extranjeros recibe, sin embargo, en ingresos ocupa el
tercer lugar. Estado Unidos que en número de visitan-
tes ocupa el tercer lugar, en ingresos ocupa el primer
lugar. O en el caso de México que ocupa el séptimo lu-
gar en visitantes extranjeros, pero en ingresos ocupa el
decimosexto y no se diga en gasto per cápita que se
ubica en un rango de 40 a 43 lugar.

Origen de los extranjeros que más visitan México 

Cuadro 4

Estos 15 países que más vistan nuestro país son los
más significativos, ya que representan 90 por ciento de
todos los visitantes. Estados Unidos aparece a la cabe-
za, ese es nuestro principal mercado con 62.4 por cien-
to, seguido de Canadá con 13.1 por ciento, Reino Uni-
do con 3.5 por ciento y 3 países sudamericanos
–Colombia, Argentina, Brasil– con 8.6 por ciento re-
presentan casi el 88 por ciento.

Ese es nuestro nicho en el turismo internacional, sin
embargo, mucho se tiene que hacer para que México
pueda ser más competitivo para absorber más de ese
mercado, que representan los mil 400 millones de per-
sonas y 1 billón 700 mil millones de dólares.

Es en ese sentido que proponemos esta iniciativa. Mé-
xico cuenta con un potencial turístico de los mejores
del mundo y una gran infraestructura turística en co-
municación y conectividad, entre esta se cuentan sus
aeropuertos, muchos de ellos como el de Cancún, Los
Cabos o el de la Ciudad de México, los cambios y am-
pliaciones que han realizado y que en la actualidad si-

guen realizando, resultan insuficientes para responder
a una demanda turística internacional cada vez más
creciente.

Para México su turismo internacional, así como el en-
vío de remesas de nuestros connacionales son funda-
mentales para la estabilidad financiera de la Republi-
ca. Podemos decir, que dos movimientos que tienen
que ver con la migración representan dos de las más
importantes entradas de divisas al país. En 2018 ingre-
saron a México por concepto de remesas 33.7 miles de
millones de dólares y turismo internacional 22.5 miles
de millones de dólares. Esta suma nos da 56.2 miles de
millones de dólares.

Esta cantidad representa casi 2 veces los ingresos de
todas las exportaciones agropecuarias y agroindustria-
les o 2 veces todas las exportaciones petroleras ocurri-
das en el 2018 (Banxico).

Sin estos dos ingresos de divisas, es seguro que la esta-
bilidad financiera del país enfrentaría serios riesgos. En
el caso de los ingresos por el turismo internacional –que
90 por ciento corresponde al llamado turismo de inter-
nación– se hace por los aeropuertos del país la balanza
comercial es superavitaria en más de 11 mil millones de
dólares. Fortalecer este sector del turismo, no solo es
importante para la actividad turística, sino también para
la estabilidad macroeconómica de nuestra nación.

Durante 2018 el turismo de internación sumó 23.3 mi-
llones de pasajeros. Estos turistas para ingresar a nues-
tro país, tienen que pasar una verdadera Odisea en
tiempo y en tramitación para legalizar su entrada al pa-
ís. Esto debe cambiar y ese es el objetivo de esta ini-
ciativa. La experiencia que deben tener los turistas en
México debe ser bueno desde el momento que llegan
a nuestros aeropuertos. Sin embargo en varios aero-
puertos internacionales, especialmente durante tempo-
radas altas, las filas para pasar trámites migratorios,
suelen ser demasiado largas e incluso pasan a esperar
en el sol al exterior del edificio dónde se tramita su en-
trada a nuestro país, sin confort, y muchas veces con
maletas e infantes.

Anteriormente dimos cuenta de países como Francia,
España, Estados Unidos, Italia y China, cuyo número
de turistas internacionales supera considerablemente
al nuestro, incluso países como Francia o España es
casi 100 por ciento mayor.
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Uno se imagina, qué sería de estos países que cuentan
con una amplia demanda turística si no contaran con
herramientas biométricas en sus aeropuertos, además
de la seguridad que representa para su país este tipo de
trámite migratorio.

La biometría, se define como un método de autentifi-
cación, medición, cálculo y verificación automatizada
de indicadores biológicos únicos, para el reconoci-
miento de personas que utiliza técnicas de reconoci-
miento de patrones, siendo estos rasgos físicos o de
conducta, como lo son: las huellas dactilares, la retina,
el iris, los patrones faciales, de venas de la mano o de
la geometría de la palma de mano. Con esta técnica se
puede identificar nuestra identidad, siendo inequívoca
en un individuo. Diversos aeropuertos en el planeta,
están implementando esta tecnología del reconoci-
miento biométrico de personal y pasajeros.

En México, la biometría ha estado presente desde ha-
ce muchos años en nuestras vidas, un ejemplo de ello
es la huella dactilar que colocamos en nuestros docu-
mentos oficiales identificativos (INE, pasaporte, cedu-
la profesional, entre otros).

En la actualidad los aeropuertos, compañías aéreas y
autoridades son conscientes de que para no retroceder
el crecimiento del transporte aéreo, ni en la demanda
de pasajeros sean estos turistas o no, se deben instalar
sistemas que sean rápidos, fiables y fáciles de usar, pa-
ra el usuario y asimismo mejorar su experiencia.

Por eso es tan importante que México, esté en la mis-
ma dirección que demanda la conectividad internacio-
nal en materia aeroportuaria. A continuación, señala-
mos algunos aeropuertos que ya implementan algunas
de estas herramientas biométricas automatizadas.

1. La tecnología de Idemia convierte a la Terminal
4 del aeropuerto Changi de Singapur en la pri-
mera con flujo libre de pasajeros del mundo. Ide-
mia, líder mundial en identidades confiables para
un mundo cada vez más digitalizado, proporciona
un sistema biométrico completo para el control de
pasajeros en la Terminal 4 del aeropuerto Changi de
Singapur. Este sector fue inaugurado el 31 de octu-
bre de 2017.

En septiembre de 2015, el aeropuerto Changi, clasi-
ficado como el mejor aeropuerto del mundo por

quinto año consecutivo, seleccionó a Idemia para
proporcionar servicios de autenticación e identifica-
ción biométrica de los pasajeros que atraviesan la
terminal más innovadora del aeropuerto.

2. El aeropuerto internacional Hartsfield Jack-
son de Atlanta y Delta Air Lines, abrieron la pri-
mera terminal totalmente biométrica de Estados
Unidos, con la finalidad de mejorar la seguridad de
la aviación al tiempo que mueve a los viajeros más
rápido. Cabe mencionar que el aeropuerto de Atlan-
ta, es el más transitado del mundo, además de que
es el primer aeropuerto que lo implementa en Esta-
dos Unidos.

La tecnología de identificación biométrica que se
utiliza en este aeropuerto es el reconocimiento fa-
cial. Es un sistema basado en cámara que compara
los escaneos de las caras de los viajeros con una ba-
se de datos de fotos de identificación verificadas cu-
radas por la Oficina de Aduanas y Protección de
Fronteras de los Estados Unidos (CBP, por sus si-
glas en inglés).

3. Los aeropuertos australianos, han reemplazado
los pasaportes por controles biométricos en la tota-
lidad del país. En su caso, ellos utilizarán el reco-
nocimiento de la huella dactilar, el iris y el rostro.
Para el año 2020 se espera que este sistema se ex-
tienda al 90 por ciento de los pasajeros.

4. El aeropuerto de Schiphol, en Ámsterdam, y la
compañía KLM han comenzado las pruebas de un
sistema de embarque biométrico, según el cual los
pasajeros no tienen que mostrar ni tarjeta ni pasa-
porte, gracias al hecho de acceder por una puerta es-
pecial donde se les reconoce facialmente.

5. El aeropuerto Charles de Gaulle, en París, ha
comenzado la expansión de su sistema de reconoci-
miento biométrico, que se comenzó a usar en 2010
y que escanea los pasaportes biométricos y las hue-
llas dactilares de los pasajeros. Desean llegar en el
presente ejercicio a 20 por ciento de los pasajeros
que utilizan diariamente el aeropuerto.

6. En algunos aeropuertos españoles como los de
Madrid, Barcelona  o Málaga, se pusieron en mar-
cha en 2010 iniciativas tendentes al registro biomé-
trico de los pasajeros. La verificación coteja la in-
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formación del pasaporte digital, huella dactilar y re-
conocimiento facial. Desde 2015, este sistema se
está extendiendo a otros aeropuertos españoles.

7. En los aeropuertos Silvio Pettirossi y Guaraní,
en Paraguay, desde el pasado año funcionan siste-
mas de control de pasajeros basados en la huella
dactilar, el rostro y lectura digital de pasaportes.

8. El aeropuerto Jorge Chávez, en Lima, implan-
tó en 2016 varias puertas biométricas conectadas
con las bases de datos de varios cuerpos de seguri-
dad nacionales e internacionales, donde se toma la
huella dactilar del pasajero y su imagen facial faci-
litando, de momento, el paso rápido de quienes po-
sean pasaporte electrónico.

9. El aeropuerto internacional de Chengdu-
Shuangliu, China, por medio de un monitor con
información del aeropuerto, la cámara puede esca-
near el rostro de los pasajeros para identificarlos, y
en poco segundos el monitor muestra el estado de
su vuelo y la ruta desde ese punto hasta su puerta de
embarque.

Como se observa el uso de herramientas tecnológicas
biométricas, aparte de que hace el proceso más rápido
para los viajeros, también ayuda a que los aeropuertos
sean más seguros, ya que en la actualidad la aviación
se ha visto vulnerable y amenazada por grupos delin-
cuenciales y terroristas, no solo para los aeropuertos,
sino para la población de muchas naciones.

Porque es tan importante para nuestro país agili-
zar esta medida aeroportuaria. Veamos algunos an-
tecedentes:

En los últimos años, se ha presentado un incremento
importante en el número de turistas internacionales.
En 2011, se registraron 23.4 millones, para 2018 estos
ascendieron a 41.4 millones. Un crecimiento en el pe-
riodo 2011-2018 de 77.0 por ciento. Una tasa prome-
dio anual de 8.5 por ciento.

En 2018 arribaron 23.3 millones de turistas vía aérea
(llamada de internación), en el 2012 este fue de 13.7
millones, un incremento de 70.1 por ciento. Es expo-
nencial su crecimiento. El registro de turistas extranje-
ros que arriban a México por principales aeropuertos
son: Cancún con 42.7 por ciento; Ciudad de México

con 25.1; Los Cabos 9.4; Puerto Vallarta con 8.3 y
Guadalajara con 5.6 por ciento.

Cabe mencionar, que en la mayoría de estos aeropuer-
tos, se ha rebasado la capacidad operativa del personal
encargado para autorizar el ingreso de los turistas in-
ternacionales al país, incrementando sensiblemente el
tiempo de espera, sobretodo en horas de alta afluencia
llegando a superar más de 30 minutos. Es muy proba-
ble que si logramos implementar un mecanismo de trá-
mite migratorio más ágil, esta tasa podría incrementar-
se más aún.  Cabe mencionar que no es un tema de
infraestructura aeroportuaria la que genera las filas lar-
gas sino el propio trámite migratorio. Lo que se busca
es un marco regulatorio que permita la introducción de
tecnologías modernas que agilicen el trámite migrato-
rio y lo haga de forma aún más segura y eficiente que
los mecanismos actuales.

El Servicio de Administración Tributaria, ha implanta-
do medidas tecnológicas para simplificar el trámite
aduanal y sin requerir personal adicional. En el mismo
sentido Secretaría de Turismo en coordinación con la
de Comunicaciones y Transportes, el Inami, el aero-
puerto internacional de la Ciudad de México, Grupo
Aeroportuario del Sureste, Grupo Aeroportuario del
Pacifico, impulsaron el denominado “Registro Auto-
matizado de Internación de Pasajeros”, con el propósi-
to de agilizar el trámite migratorio de mexicanos pro-
cedentes de vuelos internacionales y extranjeros que
no requieren visa, a través de 40 quioscos instalados
en el aeropuerto de la Ciudad de México, 40 en el de
Cancún y 20 en el de Los Cabos.

En estos quioscos los pasajeros pueden proporcionar
información general de su viaje, escanean sus huellas
dactilares, pasaporte y fotografía y una vez que su
identidad ha sido verificada con base en los datos del
Inami, se autoriza su ingreso al país.

Cada quiosco tiene la capacidad de realizar este pro-
cedimiento en menos de un minuto, además, es una al-
ternativa al sistema tradicional de entrevista con un
agente aduanal que seguirá vigente, por lo que los pa-
sajeros podrán optar por uno o por otro.

Los quioscos podrán operar en 7 idiomas (inglés, ale-
mán, francés, español, italiano, japonés y portugués) y
con accesibilidad a personas con discapacidad (fun-
cionalidades ADA), bajo un esquema estándar a los

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria7



que se utilizan en otras naciones, por lo que gran par-
te de los pasajeros ya se encuentran familiarizados con
el uso de estas herramientas tecnológicas.

Actualmente no se pueden usar por una razón. Es-
te tipo de uso y aplicación de herramientas tecnoló-
gicas no están contempladas en nuestra legislación.

Transitar a estos medios requiere de reformar la Ley
de Migración, lo que permitirá agilizar el ingreso de
turistas, como una alternativa para que los mexicanos
y los turistas de cuya nacionalidad no se requiera visa,
y con ello, hacer más eficiente la atención migratoria,
dada la creciente demanda de internación turística.

Con esta iniciativa que proponemos ante esta sobera-
nía, la normatividad reconocerá el proceso que se lle-
vará a cabo en los quioscos de los aeropuertos de la
Ciudad de México, Cancún y Los Cabos. Sólo con es-
tos tres aeropuertos se cubriría casi 80 por ciento (77.1
por ciento) de los pasajeros internacionales que vienen
a México. Es un buen precedente, para avanzar en esa
dirección en otros aeropuertos como los de Mazatlán,
Puerto Vallarta, Guadalajara, Culiacán, Tijuana, Mon-
terrey, El Bajío, Cozumel, entre otros.

Cabe mencionar, que de acuerdo al artículo 18 de la
Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que
a la letra dice:

A toda propuesta de aumento o creación de gasto
del proyecto de Presupuesto de Egresos, deberá
agregarse la correspondiente iniciativa de ingreso
distinta al financiamiento o compensarse con re-
ducciones en otras previsiones de gasto. Sin perjui-
cio de lo dispuesto en el artículo 54, no procederá
pago alguno que no esté comprendido en el Presu-
puesto de Egresos…

Esta propuesta, no contempla ningún impacto presu-
puestal, puesto que los equipos ya existen y están ins-
talados para operar estas tecnologías, lo mismo que el
personal para supervisar. Subrayamos que la pro-
puesta no trae en ningún caso impacto presupues-
tal.

En materia de protección de datos personales que lo
contempla nuestra legislación, esta iniciativa propone
la incorporación de un aviso de privacidad en un lugar
visible donde se vaya a realizar el trámite, como se es-

tablece en los artículos 3 y 27 de la Ley General de
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos
Obligados.

Por lo anterior, someto a consideración de esta Asam-
blea el siguiente:

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo
del artículo 35 de la Ley de Migración, para que el
personal del Instituto Nacional de Migración pue-
da auxiliarse de herramientas tecnológicas automa-
tizadas en la vigilancia de entrada y salida de na-
cionales y extranjeros

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del ar-
tículo 35 de la Ley de Migración para quedar como si-
gue:

Artículo 35. …

Corresponde de forma exclusiva al personal del Insti-
tuto vigilar la entrada y salida de los nacionales y ex-
tranjeros y revisar la documentación de los mismos,
para lo cual se podrán auxiliar de herramientas
tecnológicas automatizadas, observando lo dispues-
to en el artículo 16 de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Informe que presenta la senadora Gabriela Cuevas Barron sobre

su visita de trabajo a Estados Unidos. 8-14 de febrero de 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Luis Javier Alegre Salazar (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 199 DEL CÓDIGO DE JUSTI-
CIA MILITAR, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ABSALÓN GAR-
CÍA OCHOA E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

El que suscribe, diputado federal Absalón García
Ochoa, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LXIV Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de este
pleno la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 199, del Código de
Justicia Militar, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La “amnistía” (del griego amnestia: olvido) es una fa-
cultad del Congreso, mediante la cual establece el ol-
vido legal de la comisión de alguna clase de delitos.
Con esta figura jurídica se invalidan los procesos co-
menzados o por comenzar, así como las condenas ya
pronunciadas.

En la antigua Europa el olvido, el perdón de las con-
ductas delictivas era una atribución del soberano; más
tarde, “el derecho de gracia, el indulto, pasó a ser fa-
cultad del jefe del Estado”1, con el paso de los años y
gracias al derecho constitucional moderno, la facultad
de conceder la “amnistía” se declaró exclusiva del Po-
der Legislativo.

Esta figura jurídica ha sido criticada profundamente
por juristas, criminólogos y filósofos de renombre. El
marqués de Beccaria, Enrico Ferri, Immanuel Kant, y
Cesare Lombroso la consideraron opuesta al principio
de igualdad, puesto que consideraron que colaboraba
con las tendencias delincuenciales de los amnistiados.
Pero a pesar de ello se ha mantenido la corriente favo-
rable hacia esta figura. Los juristas Stanislao Mancini
y Joseph Story la fundamentan desde la misma sobe-
ranía, ya que la potestad de clemencia es uno de sus
atributos.

Resulta ser que en casos “muy particulares” es más
práctico y conveniente conceder el perdón y olvidar,
que perseguir e imponer un castigo. Es por ello que la
“amnistía” es una disposición de carácter político, em-

pleada para aplacar los ánimos adversos producidos
por disputas políticas y sociales.

En México, el Congreso Constituyente de 1856 propu-
so la amnistía como una facultad exclusiva del Poder
Ejecutivo, por los delitos que conocían los Tribunales
de la Federación. En la Constitución de 1917 dicha fa-
cultad será atribuida exclusivamente al Congreso. En
este sentido, la actual Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece en su fracción
XXII, del artículo 73, Sección III, que el Congreso tie-
ne facultad “Para conceder amnistías por delitos cuyo
conocimiento pertenezca a los tribunales de la federa-
ción.”

La “amnistía” es una disposición de carácter general, la
cual únicamente puede ser concedida por el Congreso,
quien la establecerá en una ley en favor de un grupo de-
terminado de personas a quienes se les ha ejercido ac-
ción penal ante los tribunales por la comisión en un ti-
po determinado de conductas catalogadas como
delitos; se expide por móviles políticos; “se justifica
por la utilidad que puede tener para la sociedad, que se
den al olvido ciertos hechos…”2 es decir, “borra el pa-
sado”; su aplicación puede o no estar condicionada a
factores de tiempo, modo y lugar; sus beneficios pue-
den alcanzan a quienes se encuentren sustraídos de la
acción de la justicia; en definitiva extingue toda acción
penal y sanción impuesta; en cuanto al derecho de los
terceros que hayan resultado perjudicados por el delito,
únicamente subsisten las consecuencias civiles de la in-
fracción, perdurando el derecho de la parte civil perju-
dicada de demandar ante los tribunales la reparación de
los daños y perjuicios, en resumen, se trata del olvido
de la comisión de un delito, ya que es una gracia que se
concede al presunto culpable produce efectos retroacti-
vos, haciendo que este readquiera su anterior estado le-
gal que le permite hacer valer todos los derechos que le
correspondían.

En este sentido debe considerarse absurdo que bajo su
amparo se lleguen a justificar la comisión continuada
de actos delictuosos revestidos de legalidad, tal es el
caso de la violación de los derechos humanos; si se
aplica e interpreta de esta manera, la “amnistía” resul-
tara inconciliable con el estado de derecho de todo or-
den democrático.

La justicia penal militar debe ajustarse a la realidad ac-
tual, por ello se debe reconstruir su normatividad, ha-
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ciéndola más transparente. Los delitos y las faltas de
orden militar tienen una regulación especial, la cual
está reglamentada en la respectiva normatividad se-
cundaria; tratándose de los delitos, en el Código de
Justicia Militar. Si bien es cierto que el derecho penal
militar resulta idóneo normativamente para el conve-
niente funcionamiento y control del personal militar al
servicio del Estado, recuérdese que estos además de
atender lo ordenado por sus normas particulares, tam-
bién están obligados a cumplir con los demás ordena-
mientos a que están sujetos los civiles con pena de ser
sancionados, es decir que por el papel y funciones tan
importantes que desarrollan dentro del Estado mexica-
no, están sujetos de manera más férrea que cualquiera
otra persona común y corriente a las disposiciones le-
gales, a las cuales siempre deben sujetar su conducta.

En México, los delitos que constituyen violaciones a
derechos humanos cometidos por militares se han
vuelto una práctica.3 De acuerdo a los estándares inter-
americanos, la jurisdicción penal militar debe quedar
excluida de violaciones a los derechos humanos. To-
mando en cuenta que el sistema de justicia militar en
México no es independiente e imparcial debido a la es-
tructura que mantiene, disposiciones del Código de
Justicia Militar como la figura de la “amnistía” que
contravienen los estándares internacionales en materia
de la aplicación de justicia en los casos que implican
violaciones de los derechos humanos, resulta necesa-
rio reformar la Fracción II, del Artículo 186, del Códi-
go de Justicia Militar.

Téngase en cuenta que la propia Corte Interamericana
ha dispuesto que las “Amnistías” deben ser nulas por
lo que toca a la comisión de violaciones graves de de-
rechos humanos, que de acuerdo a su jurisprudencia
“…no poseen efectos jurídicos y resultan ser contra-
rias a los postulados más elementales de la Conven-
ción Interamericana de Derechos Humanos.”4 El Có-
digo de Justicia Militar contiene dicha figura jurídica
en su texto, la cual es un elemento necesario para que
proceda la extinción de la acción penal en contra de
militares, pero ello, sin tomarse en cuenta si los delitos
cometidos por estos implican violaciones de derechos
humanos.

Conforme a lo referido, la figura de la “amnistía” ma-
neja en el Código de Justicia Militar resulta ser in-
compatibles con la Convención Americana de los De-
rechos Humanos, además de estar demostrado que los

gobiernos del continente Americano que han concedi-
do “amnistías” a los militares de sus países que han
violado de forma sistemática los derechos humanos de
su población “…bloquean a las víctimas el derecho a
la tutela judicial efectiva.”; representan un obstáculo
para la investigación de los hechos delictivos; median-
te su instauración perpetúan una situación de impuni-
dad por esa falta de “…investigación, persecución,
captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables
de los hechos,…”5; en consecuencia, impiden el escla-
recimiento de la verdad, del derecho a la verdad.

Es por eso que, de acuerdo a lo dispuesto por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, los Estados
que son parte de la Convención Americana no pueden
ni deben invocar alguna disposición de su derecho in-
terno como la figura de la “Amnistía” para quebrantar
su obligación de garantizar el debido acceso a la justi-
cia de las víctimas; en consecuencia, cuando militares
cometan violaciones de los derechos humanos, no se
les debe aplicar esta figura ya que el olvido no debe
imperar.

Dice:

Artículo 199. Código de Justicia Militar

La amnistía aprovecha a todos los responsables del
delito, aun cuando ya estén ejecutoriamente conde-
nados. A los que se hallen presos, se les pondrá des-
de luego en libertad.

Debe decir:

Artículo 199. Código de Justicia Militar.

La amnistía aprovecha a todos los responsables del
delito, aun cuando ya estén ejecutoriamente conde-
nados. A los que se hallen presos, se les pondrá des-
de luego en libertad.

La amnistía se concederá únicamente cuando no
se hayan violado derechos humanos de civiles o
militares.

Proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 199, del
Código de Justicia Militar
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Primero: Titulo Quinto, De la Extinción de la Acción
Penal y de la Pena; capítulo II, De la extinción de la
pena; artículo 199.

La amnistía aprovecha a todos los responsables del de-
lito, aun cuando ya estén ejecutoriamente condenados.
A los que se hallen presos, se les pondrá desde luego
en libertad.

La amnistía se concederá únicamente cuando no se
hayan violado derechos humanos de civiles o mili-
tares. 

Transitorio

Único. La reforma entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Diccionario jurídico mexicano, Instituto de Investigaciones Jurí-

dicas, Universidad Nacional Autónoma de México. Editorial Po-

rrúa, Tomos: A-C, D-H, I-O, P-Z, Serie E, Varios, Número 93 Bis,

México, 2007.

2 Tesis Aislada; Semanario Judicial de la Federación; Quinta Épo-

ca; Segunda Sala; Tomo LX; Materia(s): Penal, Administrativa;

Registro digital: 330276; Pág. 1017.

3 Consúltese: Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de

Las Casas, Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vito-

ria, Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez,

Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinollan, Centro

por la Justicia y el Derecho Internacional, Comisión Mexicana de

Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Fundar, Centro

de Análisis e Investigación, Red Nacional de Organismos Civiles

de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos,

Violaciones a la Convención Americana por la aplicación del fue-

ro militar a casos de violaciones de derechos humanos en México,

Documento preparado para la Comisión Interamericana de Dere-

chos Humanos en el marco de la audiencia temática llevada a ca-

bo en este tema el 20 de marzo de 2009.

4 Esteve Moltó José Elías, “La jurisprudencia de la Corte Inter-

americana de Derechos Humanos ante las leyes de amnistía: un re-

ferente para la necesaria ´fertilización trasatlántica´; Eunomía. Re-

vista en Cultura de la Legalidad, Número 9, octubre 2015-marzo

2016, Universitat de València, páginas 105-123.

5 Caso masacres de El Mozote y lugares aledaños versus El Salva-

dor, resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,

supervisión de cumplimiento de sentencia, 31 de agosto de 2017.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Absalón García Ochoa (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY GENERAL DE

DESARROLLO SOCIAL, A CARGO DEL DIPUTADO ERNESTO

JAVIER NEMER ÁLVAREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PRI

Quien suscribe, Ernesto Javier Nemer Álvarez, diputa-
do federal integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional en la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de esta soberanía la presente Iniciativa con
proyecto de decreto que se adiciona la fracción VI del
artículo 14 de la Ley General de Desarrollo Social, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la protección de la salud1 es esencial pa-
ra el desarrollo de toda persona. Preservarla y fomen-
tarla es responsabilidad individual, de los gobiernos y
de las organizaciones de la sociedad civil, porque so-
lamente en conjunto se pueden multiplicar los esfuer-
zos en las tareas de prevención, atención hospitalaria,
impacto en la calidad de vida, así como en los apoyos
para el gasto catastrófico2 que deriva de algunas en-
fermedades.

Este último aspecto tiene que ver con los hogares que
destinan más de 30 por ciento de su capacidad de pa-
go para el financiamiento de la salud de sus integran-
tes; en ello va el gasto de bolsillo, contribuciones a la
seguridad social y el presupuesto público transferido
en distintas modalidades a los hogares.3

Desde esta perspectiva, es evidente que el ámbito de la
conservación de la salud trasciende al estado de bien-
estar físico, mental y social, puesto que, la protección
implica la extensión de actitudes solidarias y respon-
sables para la restauración de la misma, tal como dis-
ponen los artículos 1o. y 2o. de la Ley General de la
Salud.4

Brindar apoyo solidario a las personas y familias con
enfermedades no transmisibles5 sigue siendo un des-
afío para la política pública en México, sin dejar de re-
saltar el impacto financiero que representa la pérdida
de vidas en etapas productivas de la vida laboral.

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional
de Empleo y Seguridad Social de 2017 se reportaron
102.3 millones de personas afiliadas a alguna institu-
ción de salud, lo que representa 82.7 por ciento de la
población total.

El entonces Seguro Popular y el Instituto Mexicano de
Seguridad Social fueron los que reportaron el mayor
porcentaje de afiliados y solo el 1.1 por ciento de po-
blación dijo contar con un seguro de gastos médicos
mayores.

Para nadie es un secreto que las enfermedades como el
cáncer, la leucemia, el VIH-sida, cirrosis hepática,
trasplantes o los cuidados intensivos neonatales y tras-
tornos pediátricos, generan un fuerte efecto en la eco-
nomía de las familias y de los gobiernos. Esto ha sido
refrendado por el representante de la Organización
Panamericana para la Salud en México, Gerry Eijke-
mans,6 quien en 2018 durante su participación en el
Senado de la República, compartió estimaciones por
pérdidas cercanas a los 7 billones de dólares para el
2025, casi el equivalente al 4 por ciento del Producto
Interno Bruto, en caso de hacer caso omiso a la pro-
blemática alrededor del cáncer.

Este panorama evidencia el tamaño del reto para cum-
plir la meta 3.4 del Objetivo para el Desarrollo Soste-
nible,7 “Salud y bienestar”, que insta a reducir en 33
por ciento para 2030 las muertes prematuras por en-
fermedades no transmisibles.

Estas enfermedades –entre las que se encuentran los
diferentes tipos de cáncer– son responsables de 77 por
ciento de las muertes en México y a escala mundial de
41 millones de personas.
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Desafortunadamente, en el mundo pierden la vida por
esta razón 15 millones de personas en etapa producti-
va, esto es entre 30 y 69 años de edad y más del 85 por
ciento ocurre en países de ingresos bajos y medianos8

como México.

Sin embargo, los sobrevivientes de cáncer no pueden
contar una historia mejor, derivado de las consecuen-
cias alternas –físicas, psicológicas y materiales– de las
quimioterapias, muchas veces perdiendo el empleo.

Lamentablemente, no hay ejemplos de apoyos finan-
cieros a las personas sobrevivientes de algún tipo de
cáncer, en el mundo se registran diversas variantes co-
mo reducciones o exenciones fiscales; universalidad
de la atención médica, créditos privados y así en gene-
ral, pero no hubo alguno referente al subsidio directo
para lograr una verdadera reinserción social de los so-
brevivientes de cáncer.

En Estados Unidos existe el Deferment9 for Active
Cancer Treatment Act 2018, cuyo planteamiento es
excusar a los alumnos universitarios del pago de la
cuota mensual cuando se encuentren en tratamiento y
durante los seis meses posteriores. También existen
instituciones privadas de crédito cuya focalización son
las personas con diagnóstico de cáncer, como Life
Credit Company,10 que otorgan un crédito de hasta el
50 por ciento del total del seguro de vida que el solici-
tante tenga contratado previamente con una póliza de
vida que cubra al menos 75 mil dólares, es decir, un
millón 500 mil pesos mexicanos.

En Reino Unido existió el Employment Support Allo-
wance,11 que luego se transformó en el Universal Cre-
dit, con el cual se provee un subsidio a quienes pade-
cen cáncer y que debido a sus efectos secundarios no
han podido cumplir con su empleo de manera directa
o indirecta –lo cual ocurre a 83 por ciento de los pa-
cientes– y les representa un gasto mensual12 promedio
de 570 libras esterlinas, es decir, cerca de 15 mil pesos
mexicanos.

En Chile se creó la Estrategia13 contra el Cáncer en
2016, que consideró acciones para mejorar el acceso a
beneficios, seguros y créditos, pero no consolidó avan-
ces hasta la firma del Plan14 Nacional de Cáncer 2018-
2028 en donde se reconoce que es necesario abordar la
problemática económica derivada de padecer esta en-
fermedad.

Chile apostó por consolidar un “grupo de prestaciones
priorizadas” en aras de monitorear la calidad de vida
de los sobrevivientes de cáncer.

México también tuvo su estrategia denominada “Jun-
tos contra el Cáncer”15 2018-2024 que no propuso de
manera directa el acceso a créditos, pero evidenció la
necesidad de replantear los estándares mínimos de
atención de los seguros de gastos médicos públicos y
privados a fin de garantizar una reincorporación digna
a la cotidianeidad de la vida.

Precisamente este es el área de oportunidad que la pre-
sente iniciativa busca atender, a fin de que las perso-
nas con condiciones de salud asociadas al cáncer pue-
dan acceder a un crédito o subsidio vía El Banco del
Bienestar.16

Sobre este último asunto, cabe recordar que los artícu-
los 2 y 3 de la Ley Orgánica del Banco de Bienestar se-
ñalan como su objetivo promover, facilitar, gestionar y
financiar toda clase de proyectos, operaciones y activi-
dades que atiendan las necesidades de servicios finan-
cieros de los integrantes del sector, entendiendo este
como las personas físicas y morales que –de acuerdo
con los criterios definidos por el consejo directivo–
tengan acceso limitado a los servicios financieros por
su condición socioeconómica o ubicación geográfica…

El beneficio sería muy trascendente para los sobrevi-
vientes de cáncer ya que el Banco del Bienestar al cie-
rre de 2018 contaba con 2 mil 421 puntos de atención
en todo México. Con ello la inclusión financiera de los
sobrevivientes de cáncer sería una realidad y un pro-
grama realmente exitoso entre quienes han dejado to-
do para dar su lucha por la vida.

Ésta es una gran oportunidad para demostrar solidari-
dad y fraternidad con las personas guerreras que salie-
ron exitosas frente a algún tipo de cáncer. El doctor
Abelardo Meneses,17 titular del Instituto Nacional de
Cancerología, ha señalado que cada año se registran
190 mil nuevos casos de pacientes con cáncer, de los
cuales, desafortunadamente la mitad fallece, pero po-
co se hace por los sobrevivientes.

El instituto puso en marcha desde julio de 201418 el
primer Registro de Supervivientes de Cáncer en Méxi-
co que en sólo 4 años reportó a 3 mil 726 supervivien-
tes.
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Todos ellos padecen secuelas como fatiga, dolor óseo
y neuropatías, que pueden persistir hasta cinco años
después de haber sido vencida la enfermedad. No de-
be olvidarse que el costo promedio del tratamiento de
cáncer con lesiones tempranas puede rondar entre 20 y
30 mil pesos19 o incrementarse hasta el millón, según
el avance de la metástasis.

La Ley General de Salud20 ya considera la elaboración
oficial de un Registro Nacional de Cáncer, de cuyo ar-
tículo 161 Bis se desprende que contendrá la informa-
ción del paciente, información demográfica, informa-
ción del tumor, información respecto al tratamiento
que se ha aplicado al paciente y el seguimiento que se
ha dado al mismo. Además de información de curación
y supervivencia. Y podrá agregarse toda aquella infor-
mación adicional que determine la secretaría.

El presente planteamiento es que a los casi 4 mil so-
brevivientes de cáncer se les apoye con un subsidio
durante un año para reincorporarse a tareas producti-
vas, ya sea en un empleo o en una actividad económi-
ca. La idea es que sea igual que los 2 mil 620 pesos bi-
mestrales que reciben de pensión los adultos mayores
de 68 años y quienes tienen alguna discapacidad, solo
que el universo de los sobrevivientes de cáncer es de 4
mil individuos –según datos aproximados del Incan–,
lo que representaría una erogación anual de 62 millo-
nes 880 mil pesos.21

Esta cifra representaría un porcentaje muy menor del
presupuesto previsto en el ramo 20, “Bienestar”,22 pa-
ra el Programa de Pensión para el Bienestar de las Per-
sonas Adultas Mayores que consideró para 2020 una
cantidad mayor de 181 mil millones de pesos.

Así, se considera que se puede coadyuvar a combatir
las desigualdades causadas por pérdida de la salud23

originadas por el cáncer y se sugiere adicionar una
fracción VI al artículo 14 de la Ley General de Des-
arrollo Social,24 como en el siguiente cuadro:

Por todo lo expuesto someto a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona la fracción VI del artículo 14 de la
Ley General de Desarrollo Social para quedar como
sigue:

Artículo 14. La política nacional de desarrollo Social
debe incluir cuando menos las siguientes vertientes:

I. Superación de la pobreza a través de la educación,
la salud, de la alimentación nutritiva y de calidad, la
generación de empleo e ingreso, autoempleo y ca-
pacitación;

II. Seguridad social y programas asistenciales;

III. Desarrollo Regional;

IV. Infraestructura social básica;

V. Fomento del sector social de la economía;

VI. Fomento a la calidad de vida de las personas
supervivientes de cáncer, conforme al Registro
Nacional de Cáncer elaborado por la Secretaría
de Salud.

Transitorios

Primero. La o las comisiones dictaminadoras de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en el
marco de las atribuciones establecidas en el artículo 18
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de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria deberán acompañar el dictamen corres-
pondiente a la presente iniciativa con la valoración del
impacto presupuestario respectivo, para su análisis y
posible integración en el Presupuesto de Egresos de la
Federación subsecuente.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Tercero. El Ejecutivo federal, por conducto de las Se-
cretarías de Salud, de Bienestar y de Hacienda y Cré-
dito Público, preverá para el ejercicio fiscal de 2021
los recursos financieros para la implementación del
programa apoyo a la calidad de vida de las personas
supervivientes de cáncer, conforme los datos obteni-
dos del Registro Nacional de Cáncer que elabora la
Secretaría de Salud.

Cuarto. La Secretaría de Salud actualizará la base de
datos del Registro Nacional de Cáncer para obtener el
número oficial de supervivientes de Cáncer en Méxi-
co, con base en lo dispuesto en el artículo 161 Bis de
la Ley General de Salud.

Notas

1 Previsto en el párrafo cuarto de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos.

2 Consultado en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

3 Consultado en 

http://www.salud.gob.mx/unidades/evaluacion/evaluacion/protec-

cion.pdf

4 Consultado en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/142_241218.pdf

5 También conocidas como crónicas.

6 Consultado en 

https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view

=article&id=1349:fundamental-respuesta-a-enfermedades-no-

transmisibles-para-el-cumplimiento-de-la-agenda-2030&Ite-

mid=499

7 Consultado en 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/

8 Consultados en: https://www.who.int/es/news-room/fact-she-

ets/detail/noncommunicable-diseases

9 Consultado en https://www.congress.gov/bill/115th-congress/se-

nate-bill/3207/text

Consultado en https://perlmutter.house.gov/news/documentsin-

gle.aspx?DocumentID=2246

10 Consultado en http://lifecreditcompany.com/how-it-works/

11 Consultado en https://www.thesun.co.uk/money/2247842/uni-

versal-credit-payments-eligibility-claim-benefit-2018/

12 De acuerdo con los datos de la asociación civil MacMillan Can-

cer Support.

Consultado en https://medium.com/macmillan-press-releases-and-

statements/universalcreditfailingcancerpatients-80017a32d824

13 Consultado en 

https://www.minsal.cl/wp-content/uploads/2016/10/Estrategia-

Nacional-de-Cancer-version-consulta-publica.pdf

14 Consultado en 

https://cdn.digital.gob.cl/filer_public/d3/0a/d30a1f5e-53d9-4a31-

a4fe-e90d8d9a2348/documento_plan_nacional_de_cancer.pdf

15 Consultado en 

h t t p : / / j u n t o s c o n t r a e l c a n c e r . m x / j c c / w p -

content/uploads/2018/05/DOCPosicionamientoJCC2018.pdf

16 Consultado en https://www.gob.mx/bansefi/que-hacemos

17 Consultado en 

https://saludiario.com/conoce-los-resultados-del-primer-registro-

de-supervivientes-de-cancer-en-mexico/

18 Consultado en 
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https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/387572/6o_In-

forme_de_Labores_SS_2017-2018.pdf

19 Consultado en 

https:/ /www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/socie-

dad/2017/06/4/tratar-un-cancer-avanzado-cuesta-hasta-un-millon-

de-pesos

20 Consultado en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/142_240120.pdf

21 Consultado en 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5581629&fe-

cha=11/12/2019

22 Consultado en 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5547479&fe-

cha=28/12/2018

23 Ésta es una de las líneas de investigación del Instituto Nacional

del Cáncer de Estados Unidos.

Consultado en https://www.cancer.gov/espanol/investigacion/are-

as/desigualdades

24 Consultado en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/264_250618.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Ernesto Javier Nemer Álvarez (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE GESTIÓN INTEGRAL

DEL RIESGO DE DESASTRES Y PROTECCIÓN CIVIL, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA MARGARITA GARCÍA GARCÍA E

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada Margarita García García,
integrante del Partido del Trabajo, y perteneciente a la
Comisión de Protección Civil y Prevención de Desas-
tres de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, 73, fracción XXIX-I, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presento y someto a consideración de esta
honorable soberanía, la siguiente iniciativa de decre-
to por el que se expide la Ley General de Gestión
Integral de Riesgos de Desastres y Protección Civil.

Exposición de Motivos

La protección civil es un conjunto de actividades que,
con apoyo gubernamental, se aplican en la mayoría de
los países y tiene como objeto apoyar a las poblacio-
nes que habitan en zonas vulnerables para hacer fren-
te a las amenazas naturales o de carácter antrópico.1

También es el conjunto de personas representativas
de una comunidad que desarrollan y ejecutan activi-
dades de protección civil en un determinado lugar,
orientando las acciones a proteger la integridad físi-
ca de la población y su patrimonio, ante los efectos
de los fenómenos naturales o tecnológicos que gene-
ran siniestros.

Algunos desastres naturales son consecuencia de ac-
ciones del ser humano, acciones como lo son:

La deforestación y la agricultura, ambas son fac-
tores clave, y existen evidencias que sugieren que el
clima de los países del Mediterráneo fue cambiado
permanentemente por la deforestación generalizada
entre el año 700 a. C. y el 1 d. C. (para construcción
naval, edificios y combustible) transformándolo en
un clima más cálido y seco.

Por poner algunos ejemplos, se altera la cantidad de
agua que entra y sale de una zona concreta; el riego
por aspersión modifica el nivel de humedad del am-
biente. La composición de la superficie también es im-
portante ya que ésta determina el albedo de esa super-
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ficie (el porcentaje de la radiación que una superficie
refleja sobre la que recibe). 

La ganadería es responsable del 18 por ciento de
las emisiones de efecto invernadero en el mundo,
medido en equivalentes de CO2, más que el sector
de transporte. Esto incluye el cambio de utilización
del suelo, en la habilitación de tierras para pastos o
las emisiones directas de los animales. Aparte de las
emisiones de CO2, la ganadería produce el 65 por
ciento del óxido nítrico (con un potencial de calen-
tamiento global 296 veces superior al CO2) y el 37
por ciento del metano (con un potencial 23 veces
mayor que el CO2.

Transporte. Se considera que 135 aviones supersó-
nicos se encuentran permanentemente en vuelo a
una velocidad inferior a match 1,1, y que cada uno
emite 20 kg de carbono por kilómetro; 5 y en vue-
los civiles, promedio por cada kilómetro recorrido y
cada pasajero transportado, un avión emite más de
100 g de carbono en vuelos cortos y de 30 a 50 g en
vuelos largos. Un automóvil europeo emite en pro-
medio 70 g de carbono por pasajero y kilómetro, y
un tren unos 10 g.6.

Las Etapas en la Protección Civil

Etapa de Prevención

En esta etapa se pueden distinguir las siguientes fases.

Fase de Información

Protección civil o defensa civil se mantiene en esta
etapa como informador y educador para las personas,
para que conozcan sobre los desastres, sus consecuen-
cias y los daños que se podrían evitar si el pueblo cum-
pliese con las actividades de prevención.

Fase de Preparación

Es la etapa en la que se practican las actividades de
prevención, en esta etapa se pone en práctica los fa-
mosos Simulacros, en las escuelas o en cualquier lugar
donde estemos.

El simulacro es el grupo de actividades preventivas
(salida rápida del domicilio y/o lugar, buena ubicación
de zonas seguras, etcétera) que se ponen en práctica en

todo el mundo, de la manera organizada correspon-
diente ante un desastre.

Fase de Alerta

Es la etapa constante, en la que defensa civil tiene vi-
gilando cualquier alerta de desastre, listo para infor-
mar al pueblo y recurrir a su ayuda, igualmente el pue-
blo se mantiene informado mediante los medios de
comunicación.

Etapa de Emergencia (Durante el Desastre)

Esta es la etapa en la cual se pone en práctica todos los
medios y actividades preventivas aprendidas durante
las charlas y los simulacros constantes que se hacen en
los centros educativos y otros lugares. En esta etapa se
encuentran también otras fases.

Fase de Supervivencia

Es la etapa en la que la persona tiene que aplicar lo
aprendido para sobrevivir ante el desastre y a la vez
tiene la obligación de ayudar a los demás. Los simula-
cros juegan un rol muy importante para esta etapa, el
cual es el principal objetivo de estos; los simulacros
nos indican que debemos de salir de manera ordenada
y por supuesto preparada hacia las zonas de seguridad
indicadas, para así prevenir el instinto de superviven-
cia egoísta, ya que la persona en el momento verdade-
ro del desastre, por instinto saldrá con el único instin-
to de sobrevivir, pero si la persona ha practicado en los
simulacros de una manera rápida y ordenada al salir,
sabrá cómo salir cuidadosamente sin dañar a los de-
más, y lo contrario, ayudarlos en el desastre.

Etapa de Reconstrucción

La etapa de reconstrucción también puede dividirse en
varias fases, como: restablecimiento de los servicios
básicos y reconstrucción.

El restablecimiento de los servicios básicos como
abastecimiento de agua potable, abastecimiento de
energía eléctrica, telecomunicaciones, recolección y
tratamiento de las aguas servidas, puede ser rehabili-
tando las infraestructuras existentes antes de la ocu-
rrencia del daño, o mediante sistemas provisorios, que
seguirán operando durante la fase siguiente de recons-
trucción.
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La fase siguiente, de reconstrucción y rehabilitación
generalmente no está a cargo de la protección civil.

La importancia de la gestión integral de riesgo se
da en la prevención, a largo plazo, a medio plazo y a
corto plazo, es la encargada de declarar la alerta, la
emergencia, Coordina las acciones que están destina-
das a mitigar las situaciones de emergencia y participa
en los programas de reconstrucción, una vez pasada la
situación de emergencia.

El vasto territorio que conforma nuestro país, es muy
vulnerable a sufrir una gran cantidad de desastres na-
turales, tales como son:

-Sismos

-Huracanes.

-Inundaciones.

-Tsunamis.

-Vulcanismo.

-Inestabilidad de laderas entre muchos otros más.

El Centro Nacional de Prevención de Desastres (Ce-
napred) estima que, en promedio, los desastres natura-
les cobran 480 vidas humanas y 25 mil millones de pe-
sos al año.

Nuestro país se encuentra catalogado como uno de la
mayor actividad sísmica en el mundo, experimentando
anualmente más de 90 sismos con una magnitud de 4
grados o más de magnitud.

Aproximadamente el 40 por ciento del territorio mexi-
cano y más de una cuarta parte de su población se en-
cuentra expuestos a tormentas huracanes e inundaciones.

Tan solo en el sismo ocurrido el día 19 de septiembre
de 2017 se estima que fue un total de 245 defunciones
por evento sísmico.

La única vía para reducir los costos de la recuperación
es invertir en prevención y el primer paso que se debe
dar es el diagnóstico, es decir, saber dónde impactan
los fenómenos naturales, que daños pueden ocasionar,
cual es la población que se encuentra en peligro.

No cabe duda que es necesario conocer la vulnerabili-
dad y cuáles son las medidas de mitigación que se de-
ben de tomar para su mitigación, desafortunadamente
ese diagnóstico o atlas de riesgo de nuestro país se en-
cuentra incompleto, de los 2 mil 446 municipios, en
México solo 393 cuentan con un atlas de riesgos y es
decir solo 16 por ciento del país ha sido diagnosticado,
pese a que la anterior Ley General de Protección Civil,
estableció en el artículo 83 la promoción para la crea-
ción de los atlas de riesgo.

En la mayoría del territorio nacional los gobiernos pla-
nean y despliegan la protección civil en su demarca-
ción utilizando los atlas de riesgos hasta con 12 años
de haber sido actualizado por última vez.

Las importancias de los atlas de riesgo sirven para pla-
near la política pública que implementan contra desas-
tres naturales causados por sismos, inundaciones, tor-
mentas, derrumbes y hundimientos entre otros.

México invierte en promedio de 21 veces más en re-
construcción y atención a desastres VS prevención
para hacer frente a los desastres naturales; solo el 4.9
en promedio del total de presupuesto se invierte en
prevención, según datos de la OMS por cada peso
que se invierte en prevención se ahorran 10 en aten-
ción.

Esa es la importancia de la prevención en todas las áre-
as de las políticas públicas.

Son los argumentos anteriores algunos el por qué es
necesario evolucionar y perfeccionar la antigua ley de
protección civil a una Ley General de Gestión Integral
del Riesgo del Desastres y Protección civil, lo anterior
es sin duda imperante, ya que la prevención es funda-
mental para encarar los fenómenos naturales de la me-
jor manera, logrando con esto salvar la vida de los ciu-
dadanos , y sus pertenencias, así como sus animales de
compañía, y teniendo en cuenta el enfoque protector
de los derechos humanos.

Decreto por el que se expide la Ley General de Ges-
tión Integral de Riesgo de Desastres y Protección
Civil

Artículo Único. Se expide la Ley General de Gestión
Integral de Riesgos de Desastres y Protección Civil
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Título Primero
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e in-
terés social y tiene por objeto establecer las bases de
coordinación entre los distintos órdenes de gobierno
en materia de gestión integral de riesgos de desastres y
protección civil. Los sectores privado y social partici-
parán en la consecución de los objetivos de esta Ley,
en los términos y condiciones que la misma establece.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende
por:

I. Agente afectable: Sistema o conjunto de bienes
o personas expuestos a un incidente, siniestro,
emergencia o desastre. Se considera agente afecta-
ble al ser humano, sus bienes, los animales de com-
pañía, la infraestructura estratégica, la planta pro-
ductiva y el medio ambiente; 

II. Agente perturbador: Acontecimiento que pue-
de impactar un agente afectable y transformar su es-
tado normal en un estado de daños que puede llegar
al grado de desastre;

III. Agente regulador: Lo constituyen las accio-
nes, instrumentos, normas, obras y en general todo
aquello destinado a proteger a las personas, bienes,
infraestructura estratégica, planta productiva, el pa-
trimonio cultural y el medio ambiente, a reducir los
riesgos y a controlar y prevenir a través del segui-
miento de los efectos adversos de un agente pertur-
bador;

IV. Albergado: Persona que en forma temporal re-
cibe asilo, amparo, alojamiento y resguardo ante la
amenaza, inminencia u ocurrencia de un agente per-
turbador;

V. Albergue: Instalación destinada a prestar auxi-
lio, alojamiento y resguardo a las personas ante la
amenaza, inminencia u ocurrencia de un agente per-
turbador;

VI. Apoyo psicológico: Primer acercamiento de
ayuda profesional, enfocado en el acercamiento em-
pático y la ayuda práctica a las personas afectadas,
posterior a la ocurrencia de un agente perturbador
con alta carga emocional y que tiene por objeto ayu-

dar a normalizar las posibles respuestas e iniciar
mecanismos de recuperación;

VII. Atlas de Riesgos: Sistema integral de infor-
mación geoespacial de ámbito estatal, regional, mu-
nicipal y de demarcación territorial, el cual integra
a los agentes perturbadores, la vulnerabilidad de los
agentes afectables y los daños esperados ante la po-
sible presencia de un agente perturbador, resultado
de un análisis espacial y temporal sobre la interac-
ción entre los peligros, la vulnerabilidad y la expo-
sición de los agentes afectables;

VIII. Atlas Nacional de Riesgos: Sistema integral
de información geoespacial de los Atlas Estatales,
Regionales, Municipales y de las demarcaciones te-
rritoriales, el cual integra a los agentes perturbado-
res, la vulnerabilidad de los agentes afectables y los
daños esperados, ante la posible presencia de un
agente perturbador, resultado de un análisis espacial
y temporal sobre la interacción entre los peligros, la
vulnerabilidad y el grado de exposición de los agen-
tes afectables;

IX. Autoprotección: Acción de contribuir a la pro-
tección de sí mismo, de la familia y de la comuni-
dad a la que se pertenece, para disminuir las afecta-
ciones a su persona y a la pérdida de bienes o su
menoscabo al realizarse algún agente perturbador;

X. Auxilio: Respuesta de ayuda a las personas en
riesgo o las víctimas de un siniestro, emergencia o
desastre, por parte de grupos especializados públi-
cos o privados, o por las unidades internas de pro-
tección civil, así como las acciones para salvaguar-
dar los demás agentes afectables;

XI. Brigada: Grupo de personas que se organizan
dentro de un inmueble, capacitadas, adiestradas y
certificadas en funciones básicas de respuesta a
emergencias tales como: primeros auxilios, comba-
te a conatos de incendio, evacuación, búsqueda y
rescate; designados en la Unidad Interna de Protec-
ción Civil como encargados del desarrollo y ejecu-
ción de acciones de prevención, auxilio y recupera-
ción, con base en lo estipulado en el Programa
Interno de Protección Civil del inmueble;

XII. Brigada Comunitaria: Personas organizadas,
y certificadas por la autoridad competente que vi-
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ven en un mismo ámbito territorial y que están ca-
pacitadas por la autoridad, el sector privado o social
para dar respuesta a emergencias tales como: pri-
meros auxilios, combate a conatos de incendio,
evacuación, búsqueda y rescate de personas;

XIII. Cambio Climático: Variación del clima, atri-
buido directa o indirectamente a la actividad huma-
na, que altera la composición de la atmósfera global
y se suma a la variabilidad natural del clima obser-
vada durante períodos comparables;

XIV. Capacitación: Conjunto de procesos organi-
zados u dirigidos a iniciar, complementar y desarro-
llar los conocimientos en materia de reducción del
riesgo de desastre, de las personas, las organizacio-
nes y los sistemas o entidades responsables de la
gestión integral de riesgos de desastres en los dife-
rentes órdenes de gobierno, mediante la generación
de conocimientos, el desarrollo de habilidades y el
cambio de actitudes, con el fin de incrementar la ca-
pacidad individual y colectiva;

XV. Cenapred: Centro Nacional de Prevención de
Desastres;

XVI. Comisión: Comisión Intersecretarial de Ges-
tión Integral de Riesgos de Desastres;

XVII. Comité Nacional: Al Comité Nacional de
Emergencias y Desastres de Protección Civil;

XVIII. Comité Científico Asesor: Conjunto de
profesionistas especializados en el estudio de algún
agente perturbador, que cuentan con la capacidad
técnica e investigación científica para emitir opi-
niones y recomendaciones respecto del origen, evo-
lución y consecuencias de dichos agentes perturba-
dores, a efecto de inducir la toma de decisiones
basada en evidencia para la gestión integral de ries-
gos de desastres, estos comités deberán instalarse a
nivel de demarcación territorial, municipal, regio-
nal, estatal y nacional;

XIX. Consejo Consultivo: Al Consejo Consultivo
Permanente de Protección Civil, como órgano ase-
sor del Consejo Nacional;

XX. Consejo Nacional: Al Consejo Nacional de
Protección Civil;

XXI. Consejo Nacional de Riesgos: Al Consejos
Nacional de Riesgos de Desastres;

XXII. Continuidad de operaciones: Al proceso de
planeación, documentación y actuación que garan-
tiza que las actividades sustantivas de las institucio-
nes públicas, privadas y sociales, afectadas por un
agente perturbador, puedan recuperarse y regresar a
la normalidad en un tiempo mínimo. Esta planea-
ción deberá estar contenida en un documento o se-
rie de documentos cuyo contenido se dirija hacia la
prevención, respuesta inmediata, recuperación y
restauración, todas ellas avaladas por sesiones de
capacitación continua y realización de simulacros;

XXIII. Coordinación Nacional: A la Coordina-
ción Nacional de Protección Civil de la Secretaría
de Seguridad y Protección Ciudadana;

XXIV. Damnificado: Persona directamente afecta-
da por un agente perturbador, ya sea que haya sufri-
do daños en su integridad física o un perjuicio en
sus bienes de tal manera que requiere asistencia ex-
terna para su subsistencia; considerándose con esa
condición en tanto no se concluya la emergencia o
se restablezca la situación de normalidad previa al
desastre;

XXV. Declaratoria de Desastres: Acto mediante el
cual el gobierno federal reconoce que se ha presen-
tado un desastre y ha causado daños que rebasan la
capacidad de recuperación de una comunidad, una
sociedad o un sistema;

XXVI. Declaratoria de Emergencia: Reconoci-
miento parte del gobierno federal de una potencial
emergencia o la ocurrencia de la misma con posibi-
lidad de afectar el funcionamiento de una comuni-
dad, sociedad o sistema, en términos de vidas hu-
manas, salud, bienes o medio ambiente, que puede
ser mitigada o manejada a partir de las capacidades
disponibles en ellas;

XXVII. Demarcaciones territoriales: Los órganos
político-administrativos de la Ciudad de México;

XXVIII. Desastre: Al resultado de la ocurrencia de
uno o más agentes perturbadores severos y o extre-
mos, concatenados o no, de origen natural, de la ac-
tividad humana o aquellos provenientes del espacio
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exterior, que cuando acontecen en un tiempo y en
una zona determinada, causan daños y que por su
magnitud exceden la capacidad de respuesta de la
comunidad afectada;

XXIX. Donativo: La aportación en dinero o en es-
pecie que realizan las diversas personas físicas o
morales, nacionales o internacionales, a través de
los centros de acopio autorizados o en las institu-
ciones de crédito, para ayudar a las entidades fede-
rativas, municipios, las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México o comunidades en emer-
gencia o desastre;

XXX. Emergencia: Situación anormal que puede
causar un daño a la sociedad y propiciar un riesgo
excesivo para la seguridad e integridad de la pobla-
ción en general, generada o asociada con la inmi-
nencia, alta probabilidad o presencia de un agente
perturbador;

XXXI. Enaproc: Escuela Nacional de Protección
Civil;

XXXII. Estrategias Estatales: A las Estrategias de
Gestión Integral de Riesgos de Desastres de las en-
tidades federativas;

XXXIII. Estrategias Locales: A las Estrategias de
Gestión Integral de Riesgos de Desastres de los
Municipios y de las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México;

XXXIV. Estrategia Nacional: A la Estrategia Na-
cional de Gestión Integral de Riesgos de Desastres;

XXXV. Estrategias Regionales: A las Estrategias
de Gestión Integral de Riesgos de Desastres cuyo
ámbito territorial es de más de dos entidades fede-
rativas, dos municipios y/o más de dos demarcacio-
nes territoriales;

XXXVI. Evacuado: Persona que, con carácter
preventivo y provisional ante la posibilidad o cer-
teza de una emergencia o desastre, se retira o es re-
tirado de su lugar de residencia o alojamiento
usual, para garantizar su integridad física y su vi-
da, antes, durante o después de una emergencia o
desastre; 

XXXVII. Fenómeno Antrópico: Agente perturba-
dor producido por la actividad humana;

XXXVIII. Fenómeno Astronómico: Eventos, pro-
cesos o propiedades a los que están sometidos los
objetos del espacio exterior incluidos estrellas, pla-
netas, cometas y meteoros. Algunos de éstos fenó-
menos interactúan con la Tierra, ocasionándole si-
tuaciones que generan perturbaciones que pueden
ser destructivas tanto en la atmósfera como en la
superficie terrestre, entre ellas se cuentan las tor-
mentas magnéticas y el impacto de meteoritos;

XXXIX Fenómeno Geológico: Agente perturbador
que tiene como causa directa las acciones y movi-
mientos de la corteza terrestre. A esta categoría per-
tenecen los sismos, las erupciones volcánicas, los
tsunamis, la inestabilidad de laderas (deslizamien-
tos, flujos, caídos y derrumbes), la karstificación, la
licuación de suelos, los hundimientos, la subsiden-
cia y los agrietamientos siempre que no sean causa-
dos por fenómeno antrópico;

XL. Fenómeno Hidrometeorológico: Agente per-
turbador que se genera por la acción de fenómenos,
tales como: ciclones tropicales y sus efectos (vien-
to, oleaje y marea de tormenta); tormentas severas
y sus manifestaciones (tormentas de granizo, elec-
tricidad, tornados y corrientes descendentes); llu-
vias y sus manifestaciones (inundaciones pluviales,
fluviales y lacustres); tormentas de polvo; nevadas;
heladas; frentes fríos; ondas cálidas y gélidas; se-
quias y mar de fondo;

XLI. Fenómeno Natural Perturbador: Agente
perturbador producido por la naturaleza;

XLII. Fenómeno Químico-Tecnológico: Agente
perturbador que se genera por la acción de las sus-
tancias químicas, ya sea derivada de su interacción
molecular o nuclear, o debido a su manejo, trans-
porte, producción, almacenamiento o utilización.
Comprende fenómenos tales como: incendios, ex-
plosiones, fugas tóxicas, derrames y radiaciones, in-
cluye los incendios forestales;

XLIII. Fenómeno Sanitario-Ecológico: Agente
perturbador que se genera por la acción de agentes
biológicos y/o químicos que afectan a la población,
a los animales y a los cultivos, causando una altera-
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ción a la salud o la muerte. Están constituidos por
las epidemias, las plagas y la contaminación del ai-
re, agua, suelo y alimentos;

XLIV. Fenómeno Socio-Organizativo: Agente
perturbador que se genera con motivo de errores hu-
manos o por acciones premeditadas, que se dan en
el marco de grandes concentraciones o movimien-
tos masivos de población, tales como: demostracio-
nes de inconformidad social, concentración masiva
de población, tales como: eventos de entretenimien-
to, culturales, deportivos, oficiales, religiosos, tra-
dicionales, turísticos o de otra índole;

XLV. Gestión Integral de Riesgos de Desastres:
Proceso de planeación, participación, evaluación y
toma de decisiones, que basado en el conocimiento
de los riesgos y su proceso de construcción, deriva
de un modelo de intervención de los tres órdenes de
gobierno y sectores de la sociedad, para implemen-
tar políticas públicas, estrategias, procedimientos y
acciones, cuyo fin último es la previsión, reducción
y control permanente del riesgo de desastre, com-
batir sus causas de fondo, siendo parte de los pro-
cesos de planeación urbana y del desarrollo sosteni-
ble, enfocados a lograr territorios seguros y
resilientes. Involucra las etapas de: identificación
de los riesgos y/o su proceso de formación, previ-
sión, prevención, mitigación, preparación, auxilio,
recuperación y reconstrucción;

XLVI. Grupos Voluntarios: Las personas morales
o las personas físicas, que se han acreditado ante las
autoridades competentes, y que cuentan con perso-
nal, conocimientos, experiencia y equipo necesa-
rios, para prestar de manera altruista y comprometi-
da, sus servicios en programas y acciones de
atención de emergencias y desastres; 

XLVII. Hospital Seguro: Establecimiento de ser-
vicios de salud que debe ser estructuralmente segu-
ro, permanecer accesible y funcionando a su máxi-
ma capacidad, para proveer servicios de salud con
la misma estructura, bajo una situación de emer-
gencia o de desastre;

XLVIII. Identificación de Riesgos: Es el recono-
cimiento y valoración de las pérdidas y daños pro-
bables sobre los agentes afectables y su distribución
geográfica, a través del análisis de los peligros, las

condiciones de vulnerabilidad; incluye el análisis
de las causas y factores que han contribuido a la ge-
neración de los riesgos, así como escenarios proba-
bles; 

XLIX. Infraestructura Estratégica: Aquella que
es indispensable para la provisión de bienes y ser-
vicios públicos, y cuya destrucción o inhabilitación
es una amenaza en contra de la seguridad nacional
y ocasionaría una afectación a la población, sus
bienes o entorno. La unidad mínima de dicha In-
fraestructura Estratégica es la instalación vital;

L. Instrumentos Financieros de Gestión de Ries-
gos de Desastres: Son aquellos programas y meca-
nismos de financiamiento y cofinanciamiento con
el que cuenta el gobierno federal para apoyar a las
instancias públicas federales, entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México, en la ejecución de proyectos
y acciones derivadas de la gestión integral de ries-
gos de desastres, para la prevención y atención de
situaciones de emergencia y/o desastre de origen
natural;

LI. Instrumentos de administración y transfe-
rencia de riesgos de desastres: Son aquellos pro-
gramas o mecanismos financieros que permiten a
las entidades públicas de los diversos órdenes de
gobierno, compartir o cubrir sus riesgos catastrófi-
cos, transfiriendo el costo total o parcial a institu-
ciones financieras nacionales o internacionales;

LII. Instrumentos de Planeación: Son los progra-
mas de ordenamiento ecológico y de ordenamiento
territorial y desarrollo urbano previstos en la legis-
lación correspondiente;

LIII. Inventario Nacional de Necesidades de In-
fraestructura: Inventario integrado por las obras
de infraestructura que son consideradas estratégicas
para disminuir el riesgo de la población y su patri-
monio;

LIV. Ley: Ley General de Gestión Integral de Ries-
gos de Desastres y Protección Civil;

LV. Marco de Sendai: Instrumento internacional
voluntario, aprobado en la Tercera Conferencia
Mundial de las Naciones Unidas sobre la Reduc-
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ción del Riesgo de Desastres, el cual tiene un enfo-
que preventivo del riesgo de desastre, centrado en
las personas;

LVI. Mitigación: Aplicación de políticas y accio-
nes destinadas a disminuir el impacto o daños ante
la presencia de un agente perturbador sobre un
agente afectable;

LVII. Peligro: Probabilidad de ocurrencia en un in-
tervalo de tiempo determinado de un agente pertur-
bador con un periodo de retorno e intensidad aso-
ciado;

LVIII. Persona con discapacidad: Toda persona
que por razón congénita o adquirida presenta una o
más deficiencias de carácter físico, mental, intelec-
tual o sensorial, ya sea permanente o temporal y que
al interactuar con las barreras que le impone el en-
torno social, pueda impedir su inclusión plena y
efectiva, en igualdad de condiciones con los demás;

LIX. Preparación: Actividades y medidas tomadas
anticipadamente para asegurar una respuesta eficaz
ante el impacto de un fenómeno perturbador en el
corto, mediano y largo plazo;

LX. Prevención: Conjunto de acciones y mecanis-
mos implementados con antelación a la ocurrencia
de los agentes perturbadores, con la finalidad de co-
nocer los peligros o los riesgos, identificarlos, eli-
minarlos o reducirlos; evitar o mitigar su impacto
destructivo sobre las personas, bienes, infraestruc-
tura, patrimonio cultural, así como anticiparse a los
procesos sociales de construcción de los mismos;

LXI. Previsión: Tomar conciencia de los riesgos
que pueden causarse y las necesidades para enfren-
tarlos a través de las etapas de identificación de
riesgos, prevención, mitigación, preparación, aten-
ción de emergencias, recuperación y reconstruc-
ción;

LXII. Profesionales Públicos de Protección Ci-
vil: Personas físicas certificadas que desempeñen
un empleo, cargo o comisión en las dependencias y
entidades del sector público en los tres órdenes de
gobierno, que tengan conocimientos, experiencia,
capacitación y adestramiento profesional en emer-
gencias tales como: primeros auxilios, combate a

connatos de incendio, evacuación, búsqueda y res-
cate, tomando todas las medidas y acciones necesa-
rias para salvaguardar la vida, integridad y salud de
las personas, así como sus bienes; los animales de
compañía, la infraestructura, la planta productiva y
el medio ambiente;

LXIII. Programa Escolar de Protección Civil:
Instrumento de planeación y operación, circunscri-
to al ámbito de una escuela pública de nivel básico
que se compone por el plan operativo para el Comi-
té de Protección Civil y Seguridad Escolar y el plan
de contingencias y tiene como propósito mitigar los
riesgos previamente identificados y definir acciones
preventivas y de respuesta para estar en condiciones
de atender la eventualidad de alguna emergencia o
desastre;

LXIV. Programa Especial de Protección Civil:
Instrumento de planeación y operación cuyo conte-
nido establecen las medidas de prevención y res-
puesta derivados de actividades, eventos o espectá-
culos públicos de afluencia masiva en áreas o
inmuebles diferentes a su uso habitacional y que
lleva a cabo cualquier persona física o moral, públi-
ca o privada;

LXV. Programa Familiar de Protección Civil:
Conjunto de actividades y preparativos a realizar
antes, durante o después de una emergencia o de-
sastre por los miembros de una familia;

LXVI. Programa Interno de Protección Civil: Es
un instrumento de planeación y operación, circuns-
crito al ámbito de una dependencia, entidad, institu-
ción u organismo del sector público, privado o so-
cial; que se compone por el plan operativo para la
Unidad Interna de Protección Civil, el plan para la
continuidad de operaciones y el plan de contingen-
cias, y tiene como propósito mitigar los riesgos pre-
viamente identificados y definir acciones preventi-
vas y de respuesta para estar en condiciones de
atender la eventualidad de alguna emergencia o de-
sastre;

LXVII. Programas Generales: Los Programas de
Protección Civil de las entidades federativas;

LXVIII. Programa Municipal y de las Demarca-
ciones Territoriales: Programa de Protección Civil
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de los municipios y de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México;

LXIX. Programa Nacional: Al Programa Nacio-
nal de Protección Civil;

LXX. Protección Civil: Es la acción solidaria y
participativa, que en consideración tanto de los ries-
gos de origen natural o antrópico como de los efec-
tos adversos de los agentes perturbadores, prevé la
coordinación y concertación de los sectores públi-
co, privado y social en el marco del Sistema Nacio-
nal, con el fin de crear un conjunto de disposicio-
nes, planes, programas, estrategias, mecanismos y
recursos para que de manera corresponsable, y pri-
vilegiando la gestión integral de riesgos de desas-
tres y la Continuidad de Operaciones, se apliquen
las medidas y acciones que sean necesarias para
salvaguardar la vida, integridad y salud de la pobla-
ción, así como sus bienes; la infraestructura, la
planta productiva y el medio ambiente;

LXXI. Reconstrucción: La acción transitoria
orientada a alcanzar el entorno de normalidad social
y económica que prevalecía entre la población an-
tes de sufrir los efectos producidos por un agente
perturbador en un determinado espacio o jurisdic-
ción. Este proceso debe buscar en la medida de lo
posible la reducción de los riesgos existentes, ase-
gurando la no generación de nuevos riesgos y me-
jorando para ello las condiciones preexistentes;

LXXII. Recuperación: Proceso que inicia durante
la emergencia, consistente en acciones encaminadas
al retorno a la normalidad de la comunidad afecta-
da;

LXXIII. Reducción de Riesgos de Desastres: In-
tervención preventiva de individuos, instituciones y
comunidades que nos permite eliminar o reducir,
mediante acciones de preparación y mitigación, el
impacto adverso de los desastres. Contempla la
identificación de riesgos y el análisis de vulnerabi-
lidades, resiliencia y capacidades de respuesta, el
desarrollo de una cultura de la protección civil, el
compromiso público y el desarrollo de un marco
institucional, la implementación de medidas de pro-
tección del medio ambiente, uso del suelo y plane-
ación urbana, protección de la infraestructura críti-
ca, generación de alianzas y desarrollo de

instrumentos financieros y transferencia de riesgos,
y el desarrollo de sistemas de alerta temprana;

LXXIV. Refugio Temporal: Inmueble habilitado
para brindar temporalmente alojamiento a las per-
sonas afectadas por desastres, que forman parte de
un programa de reconstrucción de vivienda o de
reubicación;

LXXV. Reglamento: Al Reglamento de la Ley Ge-
neral de Gestión Integral de Riesgos de Desastres y
Protección Civil;

LXXVI. Resiliencia: Es la capacidad de un indivi-
duo, familia, sistema, comunidad o sociedad poten-
cialmente expuesta a un agente perturbador para en-
frentar, resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse de
los efectos adversos en un corto plazo y de manera
eficiente, a través de la preservación y restauración
de sus estructuras básicas y funcionales, logrando
una mejor protección futura y mejorando las medi-
das de reducción de riesgos de desastres;

LXXVII. Riesgo: Daños o pérdidas probables so-
bre un agente afectable derivado de su vulnerabili-
dad y un peligro determinado;

LXXVIII. Riesgo de desastres: Posibilidad o pro-
babilidad de que se produzcan muertes, lesiones,
destrucción o daño en bienes de un agente afectable
durante un periodo concreto causado por un agente
perturbador; 

LXXIX. Riesgo Inminente: Aquel riesgo que, se-
gún la opinión de una instancia técnica especializa-
da, debe considerar la realización de acciones in-
mediatas en virtud de existir condiciones o altas
probabilidades de que se produzcan los efectos ad-
versos sobre un agente afectable;

LXXX. Secretaría: La Secretaría de Seguridad y
Protección Ciudadana;

LXXXI. Seguro: Instrumento de Administración y
Transferencia de Riesgos;

LXXXII. Simulacro: Representación mediante
una simulación de las acciones de respuesta previa-
mente planeadas con el fin de observar, probar y co-
rregir una respuesta eficaz ante posibles situaciones
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reales de emergencia o desastre. Implica el montaje
de un escenario en terreno específico, diseñado a
partir de la identificación y análisis de riesgos y la
vulnerabilidad de los sistemas afectables;

LXXXIII. Sistema de Alerta Temprana: Conjun-
to de elementos que proveen a la población infor-
mación de manera oportuna y eficaz, sobre la pre-
sencia y el desarrollo de un fenómeno perturbador
potencialmente peligroso que permita a las perso-
nas expuestas y autoridades a tomar acciones anti-
cipadas para evitar o reducir riesgos, prepararse pa-
ra una respuesta efectiva y con ello proteger su
integridad física, mitigar los daños en su patrimo-
nio, proteger el medio ambiente y reducir afectacio-
nes en los servicios estratégicos;

LXXXIV. Sistema de Monitoreo: Conjunto de
equipamiento para medición de algún fenómeno y
forman parte de la gestión integral de riesgos de de-
sastres al proveer información para la toma de deci-
siones en materia de Protección Civil, por lo tanto,
son herramientas necesarias para mejorar el conoci-
miento y análisis sobre los peligros, vulnerabilida-
des y riesgos, para el diseño de medidas de reduc-
ción de riesgos, así como para el desarrollo de
Sistemas de Alerta Temprana;

LXXXV. Sistema Nacional: El Sistema Nacional
de Protección Civil;

LXXXVI. Sistema Nacional de Riesgos: El Siste-
ma Nacional de Gestión Integral de Riesgos de De-
sastres;

LXXXVII. Siniestro: Situación crítica y dañina
generada por la incidencia de uno o más agentes
perturbadores en un inmueble o instalación afectan-
do a su población y equipo, con posible afectación
a instalaciones circundantes;

LXXXVIII. Unidad Interna de Protección Civil:
El órgano normativo y operativo responsable de
desarrollar y dirigir las acciones de protección civil,
así como elaborar, actualizar, operar y vigilar el
Programa Interno de Protección Civil en los inmue-
bles e instalaciones fijas y móviles de una depen-
dencia, institución o entidad perteneciente a los sec-
tores público, privado y social; también conocidas
como Brigadas Institucionales de Protección Civil;

LXXXIX. Unidades de Protección Civil: Los or-
ganismos de la administración pública de las enti-
dades federativas, municipales y de las demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México,
encargados de la organización, coordinación y ope-
ración del Sistema Nacional en su ámbito territo-
rial;

XC. Unidades de Planeación: Los organismos de
la administración pública de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México, encargados del segui-
miento de las estrategias estatales, locales y
regionales;

XCI. Vulnerabilidad: Susceptibilidad o propen-
sión de un agente afectable a sufrir daños o pérdidas
ante la presencia de un agente perturbador, determi-
nado por factores físicos, sociales, económicos, am-
bientales, educativos, institucionales, políticos o
cualquier otra de sus dimensiones;

XCII. Zona de Desastre: Espacio territorial deter-
minado en el tiempo por la declaración formal de la
autoridad competente, en virtud del desajuste que
sufre en su estructura social, impidiéndose el cum-
plimiento normal de las actividades de la comuni-
dad. Puede involucrar el ejercicio de recursos pú-
blicos a través del Fondo de Desastres;

XCIII. Zona de Alto Riesgo: Espacio territorial
determinado por el Atlas de Riesgo en el que existe
la probabilidad de que se produzca un daño, origi-
nado por un agente perturbador;

Artículo 3. Los distintos órdenes de gobierno deberán
sustentar en todo momento, los programas y estrate-
gias dirigidas al fortalecimiento de los instrumentos de
organización y funcionamiento de las instituciones de
protección civil, bajo un enfoque de gestión integral
del riesgo de desastres, inclusivo, con perspectiva de
género y de respeto a los derechos humanos; 

Artículo 4. Las políticas públicas en materia de ges-
tión integral de riesgos de desastres y protección civil,
se ceñirán al Plan Nacional de Desarrollo y al Progra-
ma Nacional de Gestión Integral de Riesgos de Desas-
tres y Protección Civil, identificando para ello las si-
guientes prioridades:

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria25



I. La identificación, análisis y comprensión de la
gestión de riesgos de desastres como sustento para
la implementación de medidas de prevención y mi-
tigación, que traigan consigo la deconstrucción so-
cial de los factores de vulnerabilidad;

II. Conocimiento del origen y naturaleza de los ries-
gos, además de los procesos de construcción social
de los mismos para una mejor compresión y con-
cientización de los riesgos;

III. La identificación de peligros, vulnerabilidades y
riesgo, así como sus escenarios, análisis y evalua-
ción de los posibles efectos, queden como sustento
para la implementación de medidas de prevención y
mitigación;

IV. Revisión de controles para la mitigación del im-
pacto de los fenómenos naturales y antrópicos;

V. Prever acciones y mecanismos para la preven-
ción y mitigación de riesgos;

VI. La elaboración, actualización y difusión perma-
nente de los Atlas de Riesgos, en un formato ade-
cuado que garantice en todo momento su compren-
sión por parte de las personas, incluidas las
personas con discapacidad; 

VII. Promoción, desde la niñez, de una cultura de
responsabilidad social dirigida a la protección civil
con énfasis en la prevención y autoprotección res-
pecto de los riesgos y peligros que representan los
agentes perturbadores y su vulnerabilidad;

VIII. Obligación del Estado en sus distintos órdenes
de gobierno, para reducir los riesgos sobre los agen-
tes afectables y llevar a cabo las acciones necesarias
para la identificación y el reconocimiento de la vul-
nerabilidad de las zonas bajo su jurisdicción;

IX. El fomento de la participación social para crear
comunidades resilientes, y por ello capaces de re-
sistir los efectos negativos de los desastres, median-
te una acción solidaria, y recuperar en el menor
tiempo posible sus actividades productivas, econó-
micas y sociales;

X. Incorporación de la gestión integral del riesgo de
desastres, como aspecto fundamental en la planea-

ción urbana y ordenamiento territorial del país para
revertir el proceso de generación de riesgos y pro-
mover un desarrollo sostenible; 

XI. El establecimiento de la acreditación y certifi-
cación de habilidades, conocimientos y actitudes
que garanticen un perfil adecuado en el personal
responsable de la protección civil en los tres órde-
nes de gobierno;

XII. El conocimiento y la adaptación al cambio cli-
mático, y en general a las consecuencias y efectos
del calentamiento global provocados por el ser hu-
mano y la aplicación de las tecnologías;

XIII. La promoción, la difusión de información so-
bre los impactos, vulnerabilidad y medidas de adap-
tación al cambio climático;

XIV. El fomento a las inversiones públicas y/o pri-
vada en investigación y desarrollo tecnológico para
la innovación a largo plazo sobre amenazas múlti-
ples y orientadas a la búsqueda de soluciones en la
gestión integral de riesgos de desastres; 

XV. La promoción del diálogo, la cooperación y la
celebración de convenios entre las comunidades
científicas y los responsables de formular las políti-
cas públicas a fin de adoptar decisiones en la ges-
tión integral de riesgos de desastres; 

XVI. La evaluación, registro y difusión de las pér-
didas causadas por los agentes perturbadores a fin
de que las personas comprendan su impacto econó-
mico, social, sanitario, educativo, y ambiental; y

XVII. El acceso a una vivienda adecuada, a la edu-
cación, la alimentación y el trabajo de las personas
afectadas por un agente perturbador;

XVIII. El apoyo psicológico de las personas afecta-
das por un agente perturbador;

XIX. La atención adecuada a las personas con dis-
capacidad de manera previa, durante y posterior a la
emergencia o al desastre; y 

XX. La atención prioritaria para las personas con
discapacidad;
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Artículo 5. Las autoridades de la gestión integral de
riesgos de desastres y protección civil, deberán actuar
con base en los siguientes principios:

I. Priorizar la protección a la vida, el derecho a la
salud y la integridad y el patrimonio de las perso-
nas;

II. Inmediatez, equidad, profesionalismo, eficacia y
eficiencia en la prestación del auxilio y entrega de
recursos a la población en caso de emergencia o de-
sastre;

III. Subsidiariedad, complementariedad, transver-
salidad, integralidad y proporcionalidad en las
funciones asignadas a las diversas instancias del
gobierno;

IV. Publicidad y participación social en todas las fa-
ses de la gestión integral de riesgos de desastres y
protección civil, particularmente en la de preven-
ción;

V. Establecimiento y desarrollo de una cultura de la
gestión integral de riesgos de desastres y protección
civil, con énfasis en la prevención en la población
en general;

VI. Legalidad, control, eficacia, racionalidad, equi-
dad, transparencia y rendición de cuentas en la ad-
ministración de los recursos públicos y privados en
casos de donación;

VII. Corresponsabilidad entre sociedad y gobierno,
y

VIII. Honradez y de respeto a los derechos huma-
nos;

Artículo 6. La aplicación de esta Ley y las acciones
de coordinación que prevé, se harán con respeto ab-
soluto a las atribuciones constitucionales y legales
de las autoridades e instituciones que intervienen en
el Sistema Nacional y con pleno respeto a los dere-
chos humanos, así como el cumplimiento de las obli-
gaciones que tiene el Estado Mexicano para promo-
verlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos
plenamente;

Capítulo II
De la Gestión Integral de Riesgos 

de Desastres y Protección Civil

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo federal en mate-
ria de gestión integral de riesgos de desastres y pro-
tección civil:

I. Asegurar el correcto funcionamiento del Sistema
Nacional y del Sistema Nacional de Riesgos, así co-
mo dictar los lineamientos generales para coordinar
las labores de protección civil en beneficio de la po-
blación, sus bienes y entorno, induciendo y condu-
ciendo la participación de los diferentes sectores y
grupos de la sociedad;

II. Promover la incorporación de la gestión integral
de riesgos de desastres en la planeación del des-
arrollo local y regional, estableciendo estrategias y
políticas basadas en el análisis y comprensión de
los riesgos, con el fin de evitar la construcción de
riesgos futuros y la realización de acciones de inter-
vención para reducir los riesgos existentes;

III. Promover desde la niñez de una cultura de res-
ponsabilidad social dirigida a la gestión integral
de riesgos de desastres, protección civil, autopro-
tección, respecto de los riesgos y peligros que re-
presentan los agentes perturbadores y su vulnera-
bilidad, así como una estrategia nacional para
reforzar la educación y sensibilización pública en
la materia;

IV. Incluir, en el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de cada ejercicio fiscal, recur-
sos para el óptimo funcionamiento y operación de
los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos
de Desastres garantizando el porcentaje a que se re-
fiere la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, con el fin de promover y apoyar la
realización de acciones de orden preventivo; así co-
mo las orientadas tanto al auxilio de la población en
situación de emergencia, como la atención de los
daños provocados por los desastres de origen natu-
ral;

V. Emitir declaratorias de emergencia o desastre de
origen natural, en los términos establecidos en esta
Ley y en la normatividad administrativa;
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VI. Disponer la utilización y destino de los recursos
de los instrumentos financieros de gestión integral
de riesgos de desastres, con apego a lo dispuesto
por la normatividad administrativa en la materia;

VII. Promover, ante la eventualidad de los desastres
de origen natural, la realización de acciones dirigi-
das a una estrategia integral de transferencia de
riesgos, a través de herramientas tales como la iden-
tificación de la infraestructura por asegurar, el aná-
lisis de los riesgos, las medidas para su reducción y
la definición de los esquemas de retención y asegu-
ramiento, entre otros;

VIII. Dictar los lineamientos generales en materia
de protección civil para inducir y fomentar que el
principio de la gestión integral de riesgos de desas-
tres y la continuidad de operaciones, sea un valor de
política pública y una tarea transversal para que con
ello se realicen acciones de orden preventivo, con
especial énfasis en aquellas que tienen relación di-
recta con la salud, la educación, el ordenamiento te-
rritorial, la planeación urbano-regional, la conser-
vación y empleo de los recursos naturales, la
gobernabilidad y la seguridad;

IX. Vigilar, mediante las dependencias y entidades
competentes y conforme a las disposiciones legales
aplicables, que no se autoricen centros de población
en zonas de riesgo y, de ser el caso, se notifique a
las autoridades competentes para que proceda a su
desalojo, así como al deslinde de las responsabili-
dades en las que incurren por la omisión y compla-
cencia ante dichas irregularidades;

X. Elaborar el Programa Nacional de Protección Ci-
vil y la Estrategia Nacional de Gestión Integral de
Riesgos de Desastres;

XI. Dotar a los planteles educativos de nivel básico
a cargo de la Federación de los insumos necesarios
para la implementación de los Programas Escolares
de Protección Civil; y 

XII. Promover ante los titulares de los Poderes Eje-
cutivo y Legislativo de las entidades federativas, la
homologación del marco normativo y las estructu-
ras funcionales de la gestión integral de riesgos de
desastres y protección civil.

Artículo 8. Los Poderes Legislativo y Judicial de la
Unión, los poderes de las entidades federativas, los
municipios, las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, los organismos descentralizados, los
organismos constitucionales autónomos y los sectores
privado y social, así como la población en general, de-
berán coadyuvar para que las acciones de gestión inte-
gral de riesgos de desastres y protección civil se reali-
cen en forma coordinada y eficaz.

Artículo 9. La organización y la prestación de la polí-
tica pública de la gestión integral de riesgos de desas-
tres y protección civil corresponden al Estado quien
deberá realizarlas en los términos de esta Ley y de su
Reglamento, por conducto de la federación, las entida-
des federativas, los municipios y las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México, en sus respectivos
ámbitos de competencia.

La Secretaría deberá promover la interacción de la ges-
tión integral de riesgos de desastres y protección civil
con los procesos de información, a fin de impulsar ac-
ciones a favor del aprendizaje y práctica de conductas
seguras, mediante el aprovechamiento de los tiempos
oficiales en los medios de comunicación electrónicos.

Artículo 10. La gestión integral de riesgos de desas-
tres considera, entre otras, las siguientes fases antici-
padas a la ocurrencia de un agente perturbador:

I. Conocimiento del origen y naturaleza de los ries-
gos, además de los procesos de construcción social
de los mismos;

II. Identificación de peligros, vulnerabilidades y
riesgos, así como sus escenarios;

III. Análisis y evaluación de los posibles efectos;

IV. Revisión de controles para la mitigación del im-
pacto;

V. Acciones y mecanismos para la prevención y mi-
tigación de riesgos;

VI. Desarrollo de una mayor comprensión y con-
cientización de los riesgos, y

VII. Fortalecimiento de la resiliencia de la socie-
dad.
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Artículo 11. Para que los particulares o dependencias
públicas puedan ejercer la actividad de asesoría, capa-
citación, evaluación, elaboración de programas inter-
nos y especiales de protección civil, de continuidad de
operaciones y estudios de vulnerabilidad y riesgos en
materia de protección civil, deberán contar con el re-
gistro expedido por la autoridad competente de pro-
tección civil, de acuerdo con los lineamientos estable-
cidos en el Reglamento de esta Ley.

El registro será obligatorio y permitirá a los particula-
res o dependencias públicas referidas en el párrafo an-
terior, emitir la carta de corresponsabilidad que se re-
quiera para la aprobación de los programas internos y
especiales de protección civil.

Artículo 12. El emblema distintivo de la protección
civil en el país deberá contener el adoptado en el ám-
bito internacional, conforme a la imagen institucional
que se defina en el Reglamento y solamente será utili-
zado por el personal y las instituciones autorizadas en
los términos del propio Reglamento.

Las personas o instituciones no autorizadas por el re-
glamento para utilizar la imagen serán sancionadas de
conformidad con el mismo.

Artículo 13. Los medios de comunicación masiva
electrónicos y escritos, al formar parte del Sistema Na-
cional, colaborarán de manera gratuita tratándose de
emergencias con las autoridades con arreglo a los con-
venios que se concreten sobre el particular, orientando
y difundiendo oportuna y verazmente, información en
materia de protección civil y de la gestión integral de
riesgos de desastres.

Los convenios de concertación contendrán las accio-
nes, derechos y obligaciones para el cumplimiento de
este artículo.

Título Segundo
De la Gestión Integral de Riesgos de Desastres

Capítulo I
De la Estrategia Nacional

Artículo 14. La Estrategia Nacional, es el instru-
mento rector encaminado a proteger a las personas,
sus bienes, infraestructura estratégica, planta pro-
ductiva, el patrimonio cultural y el medio ambiente

a través de la identificación, análisis, evaluación,
control y reducción del riesgo de desastres, con un
enfoque preventivo y de desarrollo sustentable, por
medio de la implementación de políticas públicas
transversales y coordinadas entre los tres niveles de
gobierno.

La Secretaría, a través del Cenapred, elaborará la Es-
trategia Nacional, con la opinión del Consejo Nacional
de Riesgos, siendo aprobada por la Comisión Interse-
cretarial y publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

En los procesos de elaboración, actualización y ejecu-
ción de la Estrategia Nacional participaran los sectores
social y privado. 

Artículo 15. La Estrategia Nacional tendrá una visión
de veinte años, la cual será revisada por el Cenapred
con la participación de la Comisión por lo menos cada
seis años para revisar su cumplimiento.

La Estrategia Nacional de gestión integral de riesgos
de desastres deberá:

I. Identificar las zonas que se encuentran expuestas
a la ocurrencia de un riesgo por los diversos agen-
tes perturbadores y amenazas;

II. Determinar calendarios de ejecución de accio-
nes, con metas, indicadores y plazos a fin de redu-
cir los peligros, las vulnerabilidades y las amenazas
identificadas;

III. Implementar campañas de sensibilización pú-
blica sobre la reducción del riesgo de desastre;

IV. Incorporar en la educación académica los cono-
cimientos sobre la prevención, mitigación, prepara-
ción, respuesta, recuperación y rehabilitación en ca-
sos de desastre, en todos los casos se deberá prever
que sean en lenguas maternas; 

V. Adoptar mecanismos que incrementen la resi-
liencia económica, social, sanitaria y ambiental; y

VI. Establecer los mecanismos para su implementa-
ción y su articulación intersectorial e interguberna-
mental, así como su evaluación.
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Capítulo II
Comisión Intersecretarial de Gestión 

Integral de Riesgos de Desastres

Artículo 16. La Comisión tendrá carácter permanente
y será presidida por el titular del Ejecutivo federal,
quién podrá delegar esa función al titular de la Secre-
taría de Seguridad y Protección Ciudadana o al titular
de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano.

La Comisión se integrará por los titulares de las Se-
cretarías de Seguridad y Protección Ciudadana; de
Desarrollo Agrario Territorial y Urbano; de Medio
Ambiente y Recursos Naturales; de Salud; de Comu-
nicaciones y Transportes; de Agricultura y Desarrollo
Rural; de Turismo; de Bienestar; de Energía; de Edu-
cación; de Hacienda y Crédito Público; de Economía;
y de Relaciones Exteriores.

Cada titular de secretaría designará a un representante
que deberá tener al menos el nivel de dirección gene-
ral, el cual será el responsable de coordinar los traba-
jos al interior de la secretaria y de dar seguimiento a
los trabajos de la Comisión.

Los titulares de las Secretarías que integran la Comi-
sión se deberán reunir al menos una vez al año.

Artículo 17. La Comisión contará con una secretaría
técnica que tendrá las siguientes atribuciones:

I. Emitir las convocatorias para las sesiones de la
Comisión;

II. Llevar el registro y control de las actas, acuerdos
y toda la documentación relativa al funcionamiento
de la Comisión;

III. Dar seguimiento a los acuerdos de la Comisión
y promover su cumplimiento; 

IV. Elaborar un informe anual de cumplimiento de
los acuerdos tomado por la Comisión a fin de remi-
tírselo al Titular del Ejecutivo Federal y a los inte-
grantes de la Comisión; y

V. Las demás que establezca el reglamento que pa-
ra el efecto se expida.

Artículo 18. La Comisión convocará a otras depen-
dencias y entidades gubernamentales entre ellos a la
Comisión Nacional del Agua, así como invitar a repre-
sentantes de la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos y a representantes de los sectores público, so-
cial y privado a participar en sus trabajos cuando se
aborden temas relacionados con el ámbito de su com-
petencia.

Artículo 19. La Comisión tendrá las siguientes atribu-
ciones:

I. Aprobar la Estrategia Nacional;

II. Formular políticas públicas transversales e inte-
grales en materia de gestión integral de riesgos de
desastres para que sean instrumentadas por las de-
pendencias y entidades de la administración públi-
ca federal, centralizada y paraestatal, encaminadas
a revertir la construcción social del riesgo a través
de la reducción de los factores de vulnerabilidad y
exposición;

III. Establecer los mecanismos de coordinación de
acciones de las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal en materia de gestión
integral de riesgos de desastres;

IV. Impulsar la investigación integral del riesgo de
desastres con una perspectiva de investigación fo-
rense con la finalidad de identificar las causas sub-
yacentes y los factores impulsores del riesgo de de-
sastre a fin de generar mecanismos y políticas de
reducción y manejo del riesgo;

V. Formular propuestas de acuerdos que determinen
el posicionamiento nacional para ser presentados
ante los foros y organismos internacionales sobre
gestión integral de riesgos de desastres;

VI. Difundir entre las autoridades de los tres nive-
les de gobierno y la población en general la identi-
ficación de los factores que generan situaciones de
riesgo, a fin de desarrollar una mayor comprensión
y concientización de los riesgos;

VII. Formular e instrumentar políticas que garanti-
cen a la población la accesibilidad al conocimiento
sobre las dimensiones del riesgo;
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VIII. Promover la inversión pública y privada para
la prevención y reducción del riesgo de desastres;

IX. Promover la incorporación de las evaluaciones
del riesgo de desastres en la elaboración y aplica-
ción de políticas territoriales, consideradas en los
diversos instrumentos de planeación;

X. Impulsar las acciones necesarias para el cumpli-
miento de las prioridades contenidas en el Marco de
Sendai o algún otro acuerdo o pacto internacional
que sea ratificado en la materia;

XI. Promover la incorporación de la evaluación, la
representación cartográfica y la gestión del riesgo de
desastre en la planeación y gestión del desarrollo ru-
ral, de las montañas, los ríos, las llanuras costeras in-
undables, las tierras áridas, los humedales y todas
las demás zonas propensas a sequías e inundaciones;

XII. Impulsar entre las entidades federativas y los
municipios la revisión de los reglamentos de cons-
trucción a fin de actualizarlos con un enfoque ade-
cuado con miras a promover estructuras resistentes
a los desastres;

XIII. Aprobar su reglamento interno; y

XIV. Las demás que le confiera esta ley, el regla-
mento de la misma y el reglamento interno de la
Comisión.

Capítulo III
Del Sistema Nacional de Gestión 
Integral de Riesgos de Desastres

Artículo. 20. El Sistema Nacional de Riesgos, es un
conjunto orgánico y articulado de estructuras, relacio-
nes funcionales, métodos, normas, instancias, princi-
pios, instrumentos, estrategias, políticas, procedimien-
tos, servicios y acciones, que establecen
corresponsablemente las dependencias y entidades del
sector público de los tres niveles de gobierno entre sí,
con los sectores social y privado y con Organismos
Constitucionales Autónomos, los Poderes Legislativo,
Ejecutivo y Judicial de la Federación y de las entida-
des federativas, los municipios y las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México a fin de realizar ac-
ciones coordinadas en materia de gestión integral de
riesgos de desastres.

Artículo. 21. El objetivo general del Sistema Nacional
de Riesgos es el de proteger a la persona, sus bienes,
infraestructura estratégica, planta productiva, el patri-
monio cultural y el medio ambiente, a través de la ins-
trumentación de estrategias fundamentadas en los
principios de integralidad, transversalidad, correspon-
sabilidad, eficiencia y equidad encaminadas a revertir
la construcción social del riesgo.

Artículo. 22. El Sistema Nacional de Riesgos se en-
cuentra integrado por todas las dependencias y entida-
des de la administración pública federal, por los siste-
mas de gestión integral de riesgos de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México; por los sectores social
y privado, los medios de comunicación y los centros de
investigación, educación y desarrollo tecnológico. 

Artículo. 23. Los integrantes del Sistema Nacional de
Riesgos deben de compartir con las autoridades com-
petentes que soliciten, la información de carácter téc-
nico, relativa a la planeación del ordenamiento territo-
rial y a los sistemas y/o redes de detección, monitoreo,
pronóstico y medición de los riesgos.

Artículo. 24. Los titulares de los Poderes Ejecutivos
de las 32 entidades federativas, los presidentes muni-
cipales y los alcaldes de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México, tendrán dentro de su ju-
risdicción la responsabilidad sobre la integración y
funcionamiento de los sistemas de gestión integral de
riesgos de desastres a nivel estatal, municipal y de de-
marcación territorial. 

Igualmente, en cada uno de sus ámbitos, se asegurarán
del correcto funcionamiento de los consejos y de las
unidades de planeación, promoviendo para que sean
constituidos, con un nivel no menor a Dirección Ge-
neral preferentemente, dependiente de la dependencia
responsable de la regulación, el control y la vigilancia
de los usos de suelo.

Artículo 25. La coordinación ejecutiva del Sistema
Nacional de Riesgos, recaerá en la autoridad que de-
termine el Reglamento, la cual tendrá las siguientes
atribuciones en materia de gestión integral de riesgos
de desastres:

I. Garantizar el correcto funcionamiento del Siste-
ma Nacional de Riesgos a través de la supervisión y
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la coordinación de acciones en materia de gestión
integral de riesgos de desastres que realicen las au-
toridades, mediante la identificación, análisis, eva-
luación, control y reducción del riesgo de desastres,
con un enfoque preventivo y de desarrollo sustenta-
ble, por medio de la implementación de políticas
públicas transversales y coordinadas entre los tres
niveles de gobierno;

II. Promover y apoyar la creación de instancias, me-
canismos, instrumentos y procedimientos de carác-
ter técnico-operativo, de servicios y logística que
permitan identificar los riesgos en que se encuen-
tran las personas, la planta productiva, la infraes-
tructura estratégica, el patrimonio cultural y el me-
dio ambiente;

III. Proponer políticas para la elaboración de las es-
trategias estatales, locales y regionales en gestión
integral de riesgos de desastres, que reviertan la
construcción social del riesgo a través de la reduc-
ción de los factores de vulnerabilidad;

IV. Investigar, estudiar y evaluar riesgos, peligros y
vulnerabilidades, integrando y ampliando los cono-
cimientos de los mencionados acontecimientos en
coordinación con las instancias responsables; 

V. Suscribir convenios en materia de gestión inte-
gral de riesgos de desastres en el ámbito nacional e
internacional, en coordinación con las autoridades
competentes de la materia;

VI. Suscribir convenios de colaboración adminis-
trativa con las entidades federativas en materia de
gestión integral de riesgos de desastres;

VII. Gestionar ante las autoridades correspondien-
tes, la incorporación y ampliación de contenidos en
materia de gestión integral de riesgos en el Sistema
Educativo Nacional, en todos los niveles, en todos
los casos se deberá prever en lenguas maternas;

VIII. Promover la elaboración de las estrategias re-
gionales de gestión integral de riesgos de desastres
entre entidades federativas, municipios de un mis-
mo estado, municipios de distintos estados, entre
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México
y entre municipios y demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México;

IX. Supervisar, a través del Cenapred, que se reali-
ce y se mantenga actualizado el Atlas Nacional de
Riesgos, así como los correspondientes a las entida-
des federativas, municipios y demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México; 

X. Promover entre los gobiernos de las entidades
federativas, municipios y demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México, la construcción de
obras que mitiguen los riesgos previamente identi-
ficados;

XI. Las demás que señalen los ordenamientos apli-
cables o que le atribuyan el titular del Ejecutivo Fe-
deral o el Consejo Nacional de Riesgos, dentro de
sus esferas de facultades.

Artículo 26. Para el mejor cumplimiento de sus fun-
ciones, la coordinación ejecutiva del Sistema Nacional
de Riesgos deberá integrar Comités Interinstituciona-
les para la identificación de los distintos riesgos, que
permita realizar el análisis de los mismos a fin de pro-
poner acciones que los reduzcan.

Capítulo IV
Del Consejo Nacional de Riesgos

Artículo. 27. El Consejo Nacional es un órgano gu-
bernamental consultivo en materia de gestión integral
de riesgos de desastres, teniendo las siguientes atribu-
ciones:

I. Opinar en torno a la propuesta elaborada del Ce-
napred de la Estrategia Nacional;

II. Proponer la implementación de políticas públi-
cas transversales a través de la identificación, análi-
sis, evaluación, control y reducción del riesgo de
desastres, así como impedir la construcción de nue-
vos riesgos, con un enfoque preventivo y de des-
arrollo sustentable;

III. Proponer la emisión de acuerdos y resoluciones
generales, para el funcionamiento del Sistema Na-
cional de Riesgos;

IV. Fungir como órgano de consulta y de coordina-
ción de acciones del gobierno federal y de las enti-
dades federativas para convocar, concertar, inducir
e integrar actividades de los diversos participantes e
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interesados en la materia, a fin de garantizar la con-
secución del objetivo del Sistema Nacional de Ries-
gos;

V. Promover la efectiva coordinación de las instan-
cias que integran el sistema nacional de riesgos y
dar seguimiento de las acciones que para tal efecto
se establezcan;

VI. Proponer el establecimiento de medidas que
vinculen al sistema nacional de riesgos con los sis-
temas de gestión integral de riesgos de desastres a
nivel estatal, municipal y de demarcación territo-
rial;

VII. Promover la participación de los niños, niñas y
adolescentes para construir comunidades resilientes
en todas las fases de la gestión integral de riesgos de
desastres;

VIII. Convocar, coordinar y armonizar, con pleno
respeto a sus soberanías, la participación de las en-
tidades federativas y por conducto de éstas, de los
municipios, las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México y de los diversos grupos sociales
locales organizados, en la identificación y atención
de los factores que generan situaciones de riesgo,
así como la implementación de acciones para su mi-
tigación;

IX. Fomentar la participación inclusiva e intercultu-
ral de la población, con perspectiva de género y sin
discriminación para construir comunidades resilien-
tes; 

X. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus fun-
ciones y;

XI. Las demás que se establezcan en otras disposi-
ciones normativas y las que sean necesarias para el
correcto funcionamiento del Sistema Nacional de
Riesgos

Artículo 28. El Consejo Nacional de Riesgos estará
integrado por el Presidente de la República, quien lo
presidirá y por los titulares de las Secretarías de Esta-
do, los gobernadores de los Estados, el Jefe de Go-
bierno de la Ciudad de México, quienes podrán ser su-
plidos por servidores públicos que ostenten cargos con
nivel inmediato inferior y las Juntas Directivas de las

Comisiones de Protección Civil y Prevención de De-
sastres; de Medio Ambiente Sustentabilidad, Cambio
Climático y Recursos Naturales y de Desarrollo Me-
tropolitano, Urbano, Ordenamiento Territorial y Movi-
lidad, de la Cámara de Diputados y las Mesas Directi-
vas de las Comisiones de Gobernación; Desarrollo
Urbano, Ordenamiento Territorial y Vivienda; y de
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Cambio Cli-
mático del Senado de la República. En el caso del Pre-
sidente de la República, lo suplirá el funcionario que
determine el Reglamento.

El Reglamento determinará quién será el Secretario
Ejecutivo del Consejo Nacional de Riesgos, el Direc-
tor General del Cenapred fungirá como secretario téc-
nico.

Corresponde al Secretario Ejecutivo:

I. Fungir como enlace con la Comisión Intersecre-
tarial para el seguimiento de la Estrategia Nacional;

II. Presentar a la consideración del Consejo Nacio-
nal el informe del avance de la Estrategia Nacional;

III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y re-
soluciones del Consejo Nacional de Riesgos y de su
Presidente;

IV. Informar periódicamente al Consejo Nacional
de Riesgos de sus actividades;

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Con-
sejo Nacional de Riesgos, llevar el archivo de éstos
y de los instrumentos jurídicos que deriven y expe-
dir constancias de los mismos;

VI. Celebrar convenios de coordinación, colabora-
ción y concertación necesarios para el cumplimien-
to de los fines del Sistema Nacional de Riesgos;

VII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones
de esta Ley, los convenios generales y específicos
en la materia, así como las demás disposiciones
aplicables e informar lo conducente al Consejo Na-
cional de Riesgos;

VIII. Presentar al Consejo Nacional de Riesgos los
informes respecto al seguimiento de los acuerdos y
resoluciones que se adopten en su seno;
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IX. Colaborar con las instituciones que integran
el Sistema Nacional de Riesgos, para fortalecer y
hacer eficientes los mecanismos de coordina-
ción;

X. Supervisar, en coordinación con las demás ins-
tancias competentes, la correcta aplicación de los
recursos de los fondos por las entidades federativas,
los municipios y las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México; y

XI. Las demás que le otorgue esta Ley y demás dis-
posiciones aplicables, así como las que le enco-
miende el Consejo Nacional de Riesgos o su Presi-
dente.

Artículo 29. Corresponde al secretario técnico:

I. Suplir a secretario ejecutivo en sus ausencias;

II. Elaborar y someter a la consideración del secre-
tario ejecutivo, el proyecto de calendario de sesio-
nes del Consejo Nacional de Riesgos y el proyecto
de orden del día de cada sesión, para que en su mo-
mento sean sometidos a la aprobación del Consejo
Nacional de Riesgos; 

III. Coordinar la realización de los trabajos especí-
ficos y acciones que determine el Consejo Nacional
de Riesgos;

IV. Coordinar la realización de estudios especiali-
zados sobre la gestión integral de riesgos de de-
sastres;

V. Verificar que las estrategias estatales, locales y
regionales de gestión integral de riesgos de desas-
tres sean acordes con la estrategia nacional, de igual
forma verificara que las políticas que adopten las
entidades federativas cumplan con los lineamientos
y acuerdos generales que dicte el Consejo Nacional
de Riesgos; y

VI. Las demás funciones que se señalen en el Re-
glamento de esta Ley o que le sean encomendados
por el Presidente o el Secretario Ejecutivo del Con-
sejo Nacional de Riesgos.

Capítulo V
Del Comité Nacional de Emergencias 

y Comité Nacional de la 
Gestión Integral del Riesgo de Desastres

Artículo. 30. El Comité Nacional es el mecanismo de
coordinación de las acciones en situaciones de emer-
gencia y desastre ocasionadas por la presencia de ame-
nazas que pongan en riesgo a la población, bienes y
entorno, sin menoscabo de lo establecido en el artícu-
lo 16 de esta Ley y de conformidad con el Manual de
Organización y Operación del Sistema Nacional y en
los términos que se establezcan en el Reglamento.

Artículo.31. El Comité Nacional estará constituido
por los titulares o por un representante de las depen-
dencias y entidades de la administración pública fede-
ral, con rango no inferior de dirección general o equi-
valente, que de acuerdo a su especialidad asume la
responsabilidad de asesorar, apoyar y aportar, dentro
de sus funciones, programas, planes de emergencia y
recursos humanos y materiales, al Sistema Nacional,
así como por el representante que al efecto designe el
o los titulares de los Poderes Ejecutivos de las entida-
des federativas afectadas.

El Comité Nacional estará presidido por el Titular de
la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, o
en su ausencia por el titular de la Coordinación Nacio-
nal, quienes podrán convocar para sesionar en forma
extraordinaria cuando se presenten situaciones extre-
mas de emergencia o desastre, o cuando la probabili-
dad de afectación por una amenaza sea muy alta, po-
niendo en inminente riesgo a grandes núcleos de
población e infraestructura del país.

El secretario técnico del Comité Nacional recaerá en el
Titular de la Coordinación Nacional o el servidor pú-
blico que éste designe para el efecto, debiendo tener
un nivel jerárquico de dirección general o su equiva-
lente.

Los esquemas de coordinación de este comité serán
precisados en el Reglamento.

Artículo. 32. El Comité Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Analizar la situación de emergencia o desastre
que afecte al país, a fin de evaluar el alcance del im-
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pacto o formular las recomendaciones necesarias
para proteger a la población, sus bienes, animales
de compañía y de servicio, infraestructura estratégi-
ca, planta productiva, patrimonio cultural y medio
ambiente;

II. Determinar las medidas urgentes que deben po-
nerse en práctica para hacer frente a la situación, así
como los recursos indispensables para ello;

III. Proveer de los programas instituciones, los me-
dios materiales y financieros necesarios para las ac-
ciones de auxilio, recuperación y reconstrucción;

IV. Vigilar el cumplimiento de las acciones acorda-
das y dar seguimiento a la situación de emergencia
o desastre, hasta que ésta hay sido superada, y

V. Emitir boletines y comunicados con una perspec-
tiva de inclusión, igualdad y no discriminación hacia
los medios de comunicación y público en general.

Artículo. 33. El Comité Nacional de Emergencias, se
constituirá como Comité Nacional de Gestión Integral
de Riesgos de Desastre, tendrá las siguientes atribu-
ciones:

I. Proponer a las Secretarías de Estado la actualiza-
ción de las reglas y lineamientos de operación de
los programas destinados al ordenamiento territo-
rial y ecológico; de vivienda; y de infraestructura
social a fin de que consideren los componentes del
proceso de intervención del riesgo de desastres;

II. Proponer estudios de investigación prospectiva y
correctiva del proceso de intervención del riesgo de
desastres, los cuales serán publicados, con una pers-
pectiva de inclusión, igualdad y no discriminación;

III. Elaborar la Estrategia Nacional;

IV. Elaborar el Programa Especial de Gestión Inte-
gral del Riesgo de Desastres;

V. Formular los lineamientos y criterios de las ac-
ciones de gestión prospectiva y correctiva del pro-
ceso de intervención del riesgo de desastre, así co-
mo su incorporación en los programas sectoriales,
especiales y regionales que prevé la Ley de Planea-
ción;

VI. Elaborar los Programas de Reconstrucción en
donde participe la federación;

VII. Presentar la Estrategia Nacional al Consejo
Nacional, a fin de que éste la remita al Titular del
Ejecutivo Federal para su aprobación y publicación
en el Diario Oficial de la Federación;

VIII. Promover ante las autoridades correspondien-
tes los proyectos prioritarios de reducción de las
vulnerabilidades y mitigación de amenazas que se
encuentran contempladas en la Estrategia Nacional;

IX. Promover la adopción integral y transversal del
proceso de intervención del riesgo de desastres, en
las acciones de las dependencias y entidades de la
administración pública federal;

X. Revisar el cumplimiento de la Estrategia Nacio-
nal y el Programa Especial, e informar de los resul-
tados al Consejo Nacional, y

XI. Las demás que esta Ley, su reglamento y el Ma-
nual de Organización y Operación del Sistema Na-
cional, que le confieran.

Artículo.34. El Comité Nacional de la GIRD contará
con un Consejo Consultivo, integrado por:

I. Organizaciones de la Sociedad Civil cuyo trabajo
esté enfocado a la gestión integral del riesgo de de-
sastres;

II. Organismos empresariales;

III. Instituciones de Educación Superior, y

IV. Representantes de las agrupaciones de los mu-
nicipios.

El Manual de Organización y Operación del Sistema
Nacional, determinará el procedimiento de integración
del Consejo Consultivo.

Artículo. 35. Los integrantes del Consejo Consultivo
ejercerán su encargo de manera honorífica.

Artículo. 36. El Comité Nacional de la GIRD, será
presidido por la Coordinación Nacional de Protección
Civil, y contará con una Secretaría Técnica a cargo del
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representante de la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano.

La Coordinación Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Presidir y convocar las sesiones ordinarias del
Comité Nacional de la GIRD;

II. Proponer la formulación y adopción de las polí-
ticas, estrategias y acciones necesarias para el cum-
plimiento de las atribuciones del Comité Nacional
de la GIRD;

III. Proponer el programa anual de trabajo y pre-
sentar el informe anual al Consejo Nacional;

IV. Presentar al Titular del Poder Ejecutivo Federal
los programas de reconstrucción;

V. Presentar ante el Consejo Nacional la Estrategia
Nacional y el Programa Especial;

VI. Coordinar los trabajos del Comité Nacional de
la GIRD, y

VII. Las demás que le confiera el reglamento de es-
ta Ley y el Manual de Organización y Operación
del Sistema Nacional.

Artículo. 37. Corresponde a la Secretaría Técnica:

I. Suplir al titular de la Coordinación Nacional;

II. Coordinar la formulación de la Estrategia Nacio-
nal, del Programa Especial y de los Programas de
Reconstrucción;

III. Coordinar la realización de estudios especiali-
zados sobre el proceso de intervención del riesgo de
desastres;

IV. Elaborar y someter a la consideración del titu-
lar de la Coordinación Nacional, el proyecto de ca-
lendario de sesiones del Comité Nacional de la
GIRD y el proyecto de orden del día de cada se-
sión;

V. Convocar a los sectores social y privado a parti-
cipar en la formulación de la Estrategia Nacional,

del Programa Especial y de los Programas de Re-
construcción;

VI. Verificar que las estrategias, acciones y políticas
que se adopten por las entidades federativas sean
acordes a la Estrategia Nacional y que cumplan con
los lineamientos y acuerdos generales que dicte el
Consejo Nacional;

VII. Preparar la evaluación de cumplimiento de la
Estrategia Nacional, así como su revisión, y

VIII. Las demás funciones que se señalen en el Re-
glamento de esta Ley o las encomendadas por el Ti-
tular del Ejecutivo Federal o la Secretaría Ejecutiva
del Consejo Nacional.

Artículo. 38. El Comité Nacional de la GIRD contará
por lo menos con los siguientes grupos de trabajo:

I. Para la formulación de la Estrategia Nacional y el
Programa Especial;

II. Para la transversalización del proceso de inter-
vención del riesgo de desastres, en las políticas de
ordenamiento territorial, ecológico, vivienda y
cambio climático;

III. Para la participación social en el proceso de in-
tervención del riesgo de desastres;

IV. Para el fortalecimiento y financiamiento de ac-
ciones preventivas en las entidades federativas y
municipios, y

V. Los demás que el Comité Nacional de la GIRD
determine.

Capítulo VI
De los Instrumentos Financieros

Artículo. 39. Para acceder a los recursos de los instru-
mentos financieros de gestión de riesgos, se deberá:

I. Presentar a la Secretaria de Seguridad y Protec-
ción Ciudadana una solicitud firmada por el titular
de la instancia pública federal, o bien, del Poder
Ejecutivo en caso de que se trate de una entidad fe-
derativa, de acuerdo a los requisitos y términos pre-
vistos en la normatividad administrativa respectiva;
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II. La manifestación expresa y por escrito de que se
evitarán las duplicaciones con otros programas y
fuentes de financiamiento; y

III. Para el caso de que la situación de emergencia
y/o desastre haya superado la capacidad operativa y
financiera para atender la contingencia, está se ma-
nifestará por escrito.

Artículo. 40. Las disposiciones administrativas, regu-
larán los procedimientos, fórmulas de financiamiento
y cofinanciamiento y demás requisitos para el acceso
y ejercicio de los recursos de los instrumentos finan-
cieros de gestión del riesgo, constituidos para tal efec-
to. En cuanto a la formulación y ejecución de las dis-
posiciones administrativas, se atenderá a los principios
establecidos en esta ley.

La retención injustificada de dichos recursos por parte
de los servidores públicos federales involucrados en el
procedimiento de acceso, será sancionada de confor-
midad con la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas.

Cuando se autoricen los recursos con cargo a los ins-
trumentos financieros de gestión de riesgo, la Secreta-
ria informará trimestralmente del uso y destino a la Se-
cretaria de Hacienda y Crédito Público, para que esta
los incluya en los informes trimestrales sobre la situa-
ción económica, las finanzas públicas y la deuda pú-
blica.

Dentro de los instrumentos financieros de gestión de
riesgos se constituirá una subcuenta del Fondo de De-
sastres Naturales en el Banco del Bienestar, que admi-
nistrará las donaciones en efectivo destinadas a aten-
der desastres o procesos de reconstrucción, que
realicen personas físicas o morales, nacionales o ex-
tranjeras.

La aplicación, erogación, regulación, justificación,
comprobación, rendición de cuentas y transparencia
de los recursos autorizados en los instrumentos finan-
cieros de gestión de riesgos se sujetarán a las reglas y
demás disposiciones aplicables que garantizarán los
principios de honradez, eficacia y eficiencia en la uti-
lización de los recursos.

Las dependencias y entidades federales facilitarán que
la Secretaria de la Función Pública directamente o, en

su caso, a través de los órganos internos de control en
las dependencias y entidades federales puedan reali-
zar, en cualquier momento, de acuerdo a su ámbito de
competencia, la inspección, fiscalización y vigilancia
de dichos recursos, incluyendo la revisión programáti-
ca presupuestal y la inspección física de las obras y ac-
ciones apoyadas con recursos federales, así como reci-
bir, turnar y dar seguimiento a las quejas y denuncias
que se presenten sobre su manejo.

Lo anterior, sin menoscabo de las acciones que en el
ámbito de su competencia le corresponda a la Audito-
ría Superior de la Federación.

Artículo. 41. El Reglamento de esta Ley, así como las
disposiciones administrativas en la materia, regulará
los medios, formalidades y demás requisitos para ac-
ceder y hacer uso de los recursos financieros tendien-
tes a la prevención y atención de desastres, atendiendo
al principio de inmediatez.

Una vez presentada la solicitud de declaratoria de de-
sastre, la autoridad tendrá un plazo de hasta cinco días
naturales para su emisión, en términos de las disposi-
ciones administrativas en la materia.

El plazo para que los gobiernos de las entidades fede-
rativas tengan acceso a los recursos tendientes a la
atención de desastres, será de hasta diez días naturales,
contados a partir del día en que se emita la declarato-
ria de desastres, será de hasta diez días naturales, con-
tados a partir del día en que se emita la declaratoria de
desastres respectiva, siempre que los gobiernos hayan
cumplido con los requisitos previstos en esta Ley, su
Reglamento y demás disposiciones administrativas.

Artículo. 42. La Secretaria también tendrá a su cargo
el Fondo para la Prevención y Reducción del Riesgo
del Desastre, el cual tiene como objetivo la promoción
y fomento a la actividad preventiva tendiente a reducir
los riesgos, y disminuir o evitar los efectos del impac-
to destructivo originado por amenazas, bajo los si-
guientes principios:

I. Reducción, previsión y control permanente y
priorizado del riesgo del desastre en la población;

II. Combate a las causas estructurales de los mis-
mos; y
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III. Fortalecimiento de las capacidades de resilien-
cia de la sociedad.

Las reglas de Operación del fondo preverán que los
municipios y las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México soliciten de manera directa re-
cursos del Fondo para la Prevención y Reducción
del Riesgo del Desastre.

Titulo Tercero
De los Atlas de Riesgos

Artículo.43. Es obligación de la federación, estados y
municipios garantizar los recursos financieros para la
elaboración de los Atlas de Riesgos Estatales y Muni-
cipales, a través de diversos programas a fin de que la
política en materia de detección oportuna y prevención
de riesgos en asentamientos humanos cuente con fon-
dos suficientes que permitan elaborar, actualizar y
mantener los sistemas de información geográfica que
deberán de brindar información de los peligros, ries-
gos y vulnerabilidad a la cual está expuesta la pobla-
ción ante fenómenos naturales o de origen antrópico
que puedan causar daño a la sociedad, sus bienes o la
infraestructura pública existente en un determinado te-
rritorio. 

Artículo. 44. Deberá ser obligatorio la consulta del
Atlas de Riesgos Nacional, Estatal y Municipal, para
el desarrollo de cualquier asentamiento humano de
nueva creación. Ya sea una zona habitacional, indus-
trial, de recreación, de comunicación (caminos, puen-
tes, carreteras, puertos, aeropuertos, etc.), agrícola, ga-
nadero, pesquero o forestal. A fin de no emitir
permisos o licencias de construcción en zonas no ap-
tas para asentamientos humanos por el alto peligro que
estos sitios dadas sus condiciones geográficas, geoló-
gicas o meteorológicas, pudieran representar para la
vida de forma segura en el corto, mediano, mediano y
largo plazo.

Artículo. 45. La omisión por parte del ejecutivo en tur-
no a nivel federal, estatal o municipal, para la elabora-
ción, actualización y mantenimiento de los Atlas de
Riesgos, será considerado como un delito grave. Toda
vez que la emisión de permisos o licencias de cons-
trucción sin contar con un diagnóstico de riesgos opor-
tuno y de manera preventiva. Puede poner en riesgo la
vida de las personas, sus actividades y la infraestructu-
ra pública y privada de un determinado territorio.

Artículo. 46. Es facultad exclusiva del Cenapred y de
Sedatu determinar y publicar los términos de referen-
cia para la elaboración de los Atlas de Riesgos Nacio-
nal, Estatal y Municipal. Considerando las caracterís-
ticas propias de cada zona geográfica y los recursos
humanos y financieros disponibles en cada entidad fe-
derativa y municipio. Asimismo es faculta exclusiva
de Cenapred y Sedatu aprobar y avalar que un atlas de
riesgos cumple con los parámetros técnicos mínimo
necesarios para ser considerado como un instrumento
de planeación urbana.

Artículo. 47. Los Atlas de Riesgos Nacional, Estatal y
Municipal deberán funcionar como base para la con-
tratación de instrumentos financieros de gestión de rie-
gos y de transferencia de riesgo.

Artículo. 48. El gobierno federal otorgará subsidios a
dichos fondos de protección civil conforme a los re-
cursos que, en su caso sean aprobados para dicho fin
en el Presupuesto de Egresos de la Federación, consi-
derando los daños a los cuales ha sido expuesto el te-
rritorio Estatal o Municipal causado por desastres de
origen natural o antropogénico, con base en las decla-
ratorias de emergencia del año anterior.

Transitorios

Artículo Primero. Se abroga la ley General de Pro-
tección Civil Publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el seis de junio de 2010 y sus subsecuentes
reformas.

Artículo Segundo. El presente decreto entrará en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Tercero. Los titulares de las dependencias
mencionadas en esta ley tendrán 90 días para hacer las
adecuaciones pertinentes con el fin de adecuarlas a la
presente ley.

Artículo Cuarto. La Cámara de Diputados, en con-
junto con la Secretaría de Seguridad y Protección Ciu-
dadana, emitirá el Reglamento correspondiente en un
plazo no mayor a los seis meses posteriores a la entra-
da en vigor de esta Ley.

Artículo Quinto. Las disposiciones reglamentarias y
administrativas de protección civil se seguirán apli-
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cando en lo que no se opongan a esta Ley, en tanto se
emite el nuevo Reglamento.

Artículo Sexto. Los desastres y las emergencias que
hayan ocurrido con anterioridad a la entrada en vigor
de esta Ley, se atenderán conforme a los recursos fi-
nancieros y a las disposiciones administrativas vigen-
tes a la fecha en que sucedieron.

Artículo Séptimo. Se abrogan todas las disposiciones
que se opongan a esta Ley.

Nota

1 El impacto humano sobre el medioambiente, influencia antrópi-

ca o antropogénica (o simplemente impacto ambiental) es el con-

junto de efectos producidos por las actividades humanas en el me-

dio ambiente de la Tierra. No solo se estudian los efectos en épocas

recientes como resultado de la industrialización, sino las influen-

cias que pudieron causar cambios ecológicos (en particular cam-

bios climáticos) en épocas preindustriales, sobre todo a través de

la deforestación y la conversión de tierras para sus actividades

agrarias y ganaderas. En primer lugar, se explicará la más vieja de

las maneras que ha tenido el humano de cambiar su entorno: con-

vertir bosques en campos. Luego se presenta la que surge con la re-

volución industrial y, finalmente, el más aterrador de los mecanis-

mos, el de la guerra nuclear.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputados: Margarita García García, Alfredo Porras Domínguez,

José Luis Montalvo Luna, Claudia Angélica Domínguez Vázquez,

Martha Huerta Hernández, Dionicia Vázquez García, Maribel

Martínez Ruiz, Reginaldo Sandoval Flores, Ángel Benjamín Ro-

bles Montoya, Francisco Javier Huacus Esquivel, José Gerardo

Rodolfo Fernández Noroña, (ilegible), Alfredo Femat Bañuelos,

Silvano Garay Ulloa, Armando Reyes Ledesma, Emilio Manzani-

lla Téllez, Ana Ruth García Grande, Maricruz Roblero Gordillo,

Luis Enrique Martínez Ventura, María Rosella Jiménez Pérez,

Claudia Elena Lastra Muñoz, Ana Laura Bernal Camarena, Óscar

González Yáñez, María Teresa Marú Mejía, Clementina Marta

Dekker Gómez, Ana Karina Rojo Pimentel, José Luis García Du-

que, Olga Juliana Elizondo Guerra y José de la Luz Sosa Salinas

(rúbricas).

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE CONSULTA Y CONSEN-
TIMIENTO LIBRE, PREVIO, DE BUENA FE, CULTURALMEN-
TE ADECUADO E INFORMADO DE LOS PUEBLOS Y COMU-
NIDADES INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS, A CARGO DE LA

DIPUTADA JULIETA MACÍAS RÁBAGO, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, Julieta Macías Rábago, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como de los artículos 6, nume-
ral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía, ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley General de Consulta y Consentimiento Libre, Pre-
vio, de Buena Fe, Culturalmente Adecuado e Informa-
do de los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afro-
mexicanas, de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en
su informe de 2016 La consulta previa, libre, informa-
da, de buena fe y culturalmente adecuada: pueblos in-
dígenas, derechos humanos y el papel de las empresas1

define el derecho a la consulta previa (énfasis propio)
como el derecho de participación de los pueblos in-
dígenas en situaciones que impliquen una afecta-
ción a ellos y a sus derechos. Es un método de reco-
nocimiento de los pueblos como autónomos y con
libre determinación para darles la posibilidad de
definir sus prioridades para desarrollarse. Es el de-
recho de los pueblos indígenas de elaborar las normas,
buscando un acuerdo con ellos en los aspectos que los
involucren.

Continúa afirmando que la consulta previa, libre, in-
formada, de buena fe y culturalmente adecuada es un
derecho humano colectivo de los indígenas que les
ayuda a prevenir el que puedan ser vulnerados sus de-
rechos y se sustenta en principios internacionales co-
mo la libre determinación, la igualdad, la identidad
cultural, el pluralismo, el respeto a la tierra, territorio,
recursos naturales, entre otros.

Adelante enumera las características mínimas que la
consulta debe tener, a saber (igualmente énfasis añadi-
do):

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria39



- Libre. No debe haber interferencias ni presiones;

- Previa. Debe ser anterior a la adopción y aplica-
ción de la medida legal o la administración nacio-
nal y a la ejecución del proyecto o actividad;

- Informada. Se debe dar a conocer el objeto de la
ley, decreto o proyecto a los posibles afectados;

Culturalmente adecuada. Se debe realizar a través de
asambleas y de las instituciones representativas de
cada pueblo indígena. Se debe tener en cuenta las pe-
culiaridades de los pueblos, formas de gobierno,
usos y costumbres. Así como tener un diálogo inter-
cultural con las partes y,

De buena fe. Debe haber buena disposición, un diá-
logo equitativo, imparcial, con igualdad de oportu-
nidades de poder influir en la decisión final, y con
reconocimiento del otro como interlocutor válido,
legítimo y en igualdad de condiciones.

En paralelo, de acuerdo con el derecho a la consulta
previa: Normas jurídicas, prácticas y conflictos en
América Latina, publicación de 2013 de la Unidad Co-
ordinadora sobre Pueblos Indígenas en América Lati-
na y el Caribe KIVLAK del Ministerio Federal de Co-
operación Económica y Desarrollo de Alemania2 (el
subrayado es nuestro), el derecho a la consulta y/o al
consentimiento previo de los pueblos indígenas es la
expresión del reconocimiento de los mismos como
pueblos autónomos dentro de un territorio nacional so-
berano. De ello se deriva el derecho de los pueblos in-
dígenas a la autodeterminación en todo lo que con-
cierne a sus formas de vida. El reconocimiento como
pueblo con derechos a la autodeterminación es un gran
logro en relación a la superación histórica del dominio
colonial, el cual discriminaba a los pueblos indígenas
no solo como ciudadanos de segunda clase, sino que
los privaba de su autonomía cultural. El derecho a la
consulta tiene por objeto asegurar tanto los medios de
subsistencia como la supervivencia de los pueblos in-
dígenas, según las propias concepciones culturales.

Prosigue postulando que el derecho a la consulta y al
consentimiento informado es, conforme a la concepción
jurídica imperante, un derecho humano colectivo de los
pueblos indígenas. A la vez, el derecho a la consulta y/o
al consentimiento previo garantiza otros derechos hu-
manos individuales y colectivos de dichos pueblos.

No obstante que el tema del reconocimiento y visibili-
zación de los derechos de los pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanas se puso en la agenda na-
cional hace poco más de 25 años, existe un anteceden-
te previo que se gestó desde el Congreso Constituyen-
tes de 1917.

De acuerdo con El derecho de los pueblos indígenas

de México a la consulta, de Francisco López Bárce-
nas3, publicado en 2013 por la asociación civil oaxa-
queña Servicios para una Educación Alternativa, en
nuestra Carta Magna de 1917 existió un reconoci-
miento a los pueblos originarios, habida cuenta que el
Congreso Constituyente aprobó una fracción VI den-
tro de su artículo del artículo (sic) 27, estableciendo
que “los condueñazgos, rancherías, pueblos, congre-
gaciones, tribus y demás corporaciones de población,
que de hecho y por derecho guarden el estado comu-
nal, tendrán capacidad para disfrutar en común las tie-
rras, bosques y aguas que les pertenezcan o que les ha-
yan restituido o les restituyesen, conforme a la ley del
6 de enero de 1915; entre tanto la ley determina la ma-
nera de hacer el repartimiento únicamente de las tie-
rras (énfasis añadido).

Abunda López Bárcenas (el subrayado es nuestro):
Aunque en forma desordenada, la Constitución apro-
bada reconocía, como se hizo en la colonia, a los pue-
blos como sujetos de derechos agrarios, el cual abar-
caba la posibilidad de reconocimiento de las tierras
bosques y aguas que tuvieran en común, recuperar las
que se les hubieran despojado, y si no pudieran hacer-
lo, el estado los dotara de las suficientes para seguir
existiendo como pueblos. Los condueñazgos, ranche-
rías, congregaciones, tribus y demás corporaciones de
población, a que la Constitución aprobada hacía refe-
rencia, eran formas de denominar a los pueblos, o co-
mo las comunidades en la colonia. Aunque solo en el
ámbito agrario, la revolución de 1917 devolvía a los
pueblos su derecho a seguir existiendo, pues ese era
uno de los fines de garantizarles su derecho a la tierra.

El dato más interesante para el caso que nos ocupa, lo
aporta cuando narra que así se mantuvo hasta el 10 de
enero de 1934, en que una reforma al artículo 27 de la
Constitución federal desapareció a los pueblos como
titulares de derechos agrarios. La reforma partió de
una iniciativa del Presidente de la república, Abelardo
L. Rodríguez, para crear un Departamento Agrario que
atendiera los problemas de las tierras, pero las Comi-
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siones Unidas, Primera Agraria, Segunda de Puntos
Constitucionales y Primera de Gobernación, así como
el presidente de la Gran Comisión de la Cámara de Di-
putados, al dictaminarla, consideraron importante mo-
dificar las disposiciones que consagraban derechos
agrarios a los pueblos. En su argumento para hacerlo
asentaron “el punto de categoría política, por ejemplo,
ha quedado totalmente eliminado, y en el texto que
hoy se propone se habla genéricamente de núcleos de
población, en lugar de hacer la enumeración, posible-
mente restrictiva, de pueblos, rancherías, etcétera”.

La interpretación de López Bárcenas es contundente:
Los miembros de las mencionadas comisiones confun-
dieron a los pueblos indígenas, los habitantes origina-
rios de estas tierras, con una categoría política admi-
nistrativa y en esa confusión sustentaron su argumento
para desaparecer de la Constitución Federal los con-
dueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, tri-
bus y demás corporaciones de población como titula-
res de derechos agrarios, sustituyéndolos por el
genérico de “núcleos de población”. …Los pueblos in-
dígenas quedaron subsumidos en la expresión “núcle-
os de población…

De cualquier modo, el marco del derecho doméstico y
el de las convenciones y sistemas internacionales de
protección de los derechos humanos ha evolucionado
y, principalmente, para el caso que ahora nos ocupa te-
nemos la normatividad siguiente:

Al día de hoy, el segundo y tercer párrafo del artículo
2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos disponen que (el subrayado es nuestro):

La nación tiene una composición pluricultural
sustentada originalmente en sus pueblos indíge-
nas que son aquellos que descienden de poblacio-
nes que habitaban en el territorio actual del pa-
ís al iniciarse la colonización y que conservan sus
propias instituciones sociales, económicas, cultu-
rales y políticas, o parte de ellas.

La conciencia de su identidad indígena deberá
ser criterio fundamental para determinar a quié-
nes se aplican las disposiciones sobre pueblos in-
dígenas.

El propio artículo 2o., en la fracción IX de su Aparta-
do B señala (subrayado propio):

La federación, las entidades federativas y los
municipios, para promover la igualdad de oportu-
nidades de los indígenas y eliminar cualquier
práctica discriminatoria, establecerán las institu-
ciones y determinarán las políticas necesarias pa-
ra garantizar la vigencia de los derechos de los
indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos
y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y
operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a
los pueblos y comunidades indígenas, dichas auto-
ridades, tienen la obligación de:

…

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la ela-
boración del Plan Nacional de Desarrollo y de los
planes de las entidades federativas, de los muni-
cipios y, cuando proceda, de las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México y, en su caso,
incorporar las recomendaciones y propuestas
que realicen.

De la misma manera, el Apartado C del mismo artícu-
lo expresa que (énfasis añadido):

C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y co-
munidades afromexicanas, cualquiera que sea su
autodenominación, como parte de la composición
pluricultural de la nación. Tendrán en lo condu-
cente los derechos señalados en los apartados an-
teriores del presente artículo en los términos que
establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre
determinación, autonomía, desarrollo e inclu-
sión social.

Por su parte, dispone el inciso b) del numeral 1, así co-
mo el numeral 2 del artículo 1º del Convenio 169 So-
bre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes de la Organización Internacional del Trabajo4,
de 27 de junio de1989, ratificado por México el 5 de
noviembre de 1990 y con entrada en vigor el 5 de se-
tiembre de 1991, que dicho instrumento aplica (énfa-
sis nuestro):

b) a los pueblos en países independientes, conside-
rados indígena por el hecho de descender de po-
blaciones que habitaban en el país o en una región
geográfica a la que pertenece el país en la época de
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la conquista o la colonización o del establecimiento
de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera
que sea su situación jurídica, conservan todas sus
propias instituciones sociales, económicas, cultu-
rales y políticas, o parte de ellas.

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal
deberá considerarse un criterio fundamental pa-
ra determinar los grupos a los que se aplican las
disposiciones del presente convenio.

Adelante (y esta disposición es de importancia trans-
versal para efectos de la noción de consulta previa, li-
bre e informada), en su numeral 6.1 prevé que (énfasis
propio):

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio,
los gobiernos deberán:

a) consultar a los pueblos interesados, mediante
procedimientos apropiados y en particular a tra-
vés de sus instituciones representativas, cada vez
que se prevean medidas legislativas o adminis-
trativas susceptibles de afectarles directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los
pueblos interesados puedan participar libremen-
te, por lo menos en la misma medida que otros
sectores de la población, y a todos los niveles en
la adopción de decisiones en instituciones electi-
vas y organismos administrativos y de otra índo-
le responsables de políticas y programas que les
conciernan;

c) establecer los medios para el pleno desarrollo
de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y
en los casos apropiados proporcionar los recur-
sos necesarios para este fin.

De manera posterior, ordena en su 15.2 que (subraya-
do añadido):

En caso de que pertenezca al Estado la propiedad
de los minerales o de los recursos del subsuelo, o
tenga derechos sobre otros recursos existentes en
las tierras, los gobiernos deberán establecer o
mantener procedimientos con miras a consultar
a los pueblos interesados, a fin de determinar si
los intereses de esos pueblos serían perjudicados
y en qué medida, antes de emprender o autorizar

cualquier programa de prospección o explota-
ción de los recursos existentes en sus tierras. Los
pueblos interesados deberán participar siempre
que sea posible en los beneficios que reporten ta-
les actividades, y percibir una indemnización
equitativa por cualquier daño que puedan sufrir
como resultado de esas actividades.

En el mismo ámbito de los instrumentos declarati-
vos, es necesario hacer referencia a la Declaración
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas5 de 13 de septiembre de 2007, la
que dispone en su numeral 19 que los Estados cele-
brarán consultas y cooperarán de buena fe con los
pueblos indígenas interesados por medio de sus ins-
tituciones representativas antes de adoptar y apli-
car medidas legislativas o administrativas que
los afecten, a fin de obtener su consentimiento li-
bre, previo e informado.

Posteriormente, en el 30.2 expresa que los Estados
celebrarán consultas eficaces con los pueblos in-
dígenas interesados, por los procedimientos apro-
piados y en particular por medio de sus institu-
ciones representativas, antes de utilizar sus tierras
o territorios para actividades militares.

En su numeral 32.2 reitera que los Estados celebra-
rán consultas y cooperarán de buena fe con los pue-
blos indígenas interesados por conducto de sus pro-
pias instituciones representativas a fin de obtener su
consentimiento libre e informado antes de apro-
bar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o
territorios y otros recursos, particularmente en re-
lación con el desarrollo, la utilización o la explota-
ción de recursos minerales, hídricos o de otro ti-
po (el subrayado es nuestro).

A nivel normativo federal, de acuerdo con el artícu-
lo 2o. de la Ley del Instituto Nacional de los Pue-
blos Indígenas, dicho instituto es la autoridad del
Poder Ejecutivo federal en los asuntos relaciona-
dos con los pueblos indígenas y afromexicano,
que tiene como objeto definir, normar, diseñar, es-
tablecer, ejecutar, orientar, coordinar, promover, dar
seguimiento y evaluar las políticas, programas,
proyectos, estrategias y acciones públicas, para
garantizar el ejercicio y la implementación de los
derechos de los pueblos indígenas y afromexica-
no, así como su desarrollo integral y sostenible y el
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fortalecimiento de sus culturas e identidades, de
conformidad con lo dispuesto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los
instrumentos jurídicos internacionales de los que el
país es parte (el subrayado es nuestro).

Por su parte, dispone el primer párrafo de su artícu-
lo 3o. que se reconocen a los pueblos y comuni-
dades indígenas y afromexicanas como sujetos
de derecho público; utilizando la categoría jurídi-
ca de pueblos y comunidades indígenas en los
términos reconocidos por el artículo 2o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los instrumentos internacionales en la
materia (énfasis añadido).

A su vez, la fracción XXIII del artículo 4o., que se-
ñala las atribuciones y funciones del instituto lo re-
conoce como el órgano técnico en los procesos de
consulta previa, libre e informada, cada vez que
se prevean medidas legislativas y administrati-
vas en el ámbito federal, susceptibles de afectar
los derechos de los pueblos.

Más adelante, en su artículo 5o. se expresa, a través de
un reenvío a la precitada fracción del artículo 4o., que,
para dar cumplimiento a lo que su contenido dispone,
el instituto diseñará y operará un sistema de con-
sulta y participación indígenas, en el que se estable-
cerán las bases y los procedimientos metodológicos
para promover los derechos y la participación de
las autoridades, representantes e instituciones de los
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en
la formulación, ejecución y evaluación del Plan Na-
cional de Desarrollo y demás planes y programas de
desarrollo, así como para el reconocimiento e imple-
mentación de sus derechos.

En su segundo párrafo, ordena: De igual forma, po-
drá llevar a cabo los estudios técnicos necesarios
para la efectiva realización de los procesos de
consulta (el énfasis es nuestro).

A su vez, la Ley de Planeación, en el párrafo tercero de
su artículo 20 –que se adicionó en 2003– dispone
(nuestro resaltado):

Las comunidades indígenas deberán ser con-
sultadas y podrán participar en la definición de
los programas federales que afecten directa-

mente el desarrollo de sus pueblos y comunida-
des.

Por su parte, el párrafo inmediato siguiente y último
–de 2018– rescata de manera muy pulcra la noción de
la legislación general, abstracta e impersonal cuando
señala (subrayado añadido):

Para tal efecto, y conforme a la legislación aplica-
ble, en las disposiciones reglamentarias deberán
preverse la organización y funcionamiento, las
formalidades, periodicidad y términos a que se
sujetarán la participación y consulta para la pla-
neación nacional del desarrollo.

En la misma lógica, el artículo 20 Bis, también adi-
cionado en 2003, refleja el espíritu de la legislación
y los instrumentos internacionales cuando expresa
(énfasis propio):

En los asuntos relacionados con el ámbito indí-
gena, el Ejecutivo Federal consultará, en forma
previa, a las comunidades indígenas, para que és-
tas emitan la opinión correspondiente.

En el precitado informe de 2016 de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos se resume adecua-
damente (nuestro subrayado):

La consulta previa, como manifestación del derecho
de los pueblos indígenas a participar en las decisio-
nes que los puedan afectar, procede cuando deben
ser consultados en situaciones como las siguientes:

a) Antes de que el Estado adopte o aplique leyes
o medidas administrativas que los puedan afec-
tar directamente (Convenio 169 de la OIT, artícu-
lo 6.1; Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, artículo 19).

b) Antes de aprobar cualquier proyecto que afec-
te sus tierras o territorios y otros recursos, parti-
cularmente en relación con el desarrollo, la utili-
zación o la explotación de recursos minerales,
hídricos o de otro tipo (Declaración de las Nacio-
nes Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas, artículo 32.2).

c) Antes de autorizar o emprender cualquier
programa de prospección o explotación de los re-
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cursos naturales que se encuentren en las tierras
donde habitan (Convenio 169, artículo 15.2).

d) Antes de utilizar las tierras o territorios indí-
genas para actividades militares (Declaración de
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos Indígenas, artículo 30).

La inconmensurable trascendencia del Convenio 169
de la OIT, contrasta proporcionalmente con la omisión
legislativa en la que se encuentra el Estado mexicano,
pues a casi 3 décadas de su ratificación, resulta in-
comprensible que no exista una Ley de Consulta Li-
bre, Previa, de Buena Fe, Culturalmente Adecuada e
Informada, cualquiera que fuere su naturaleza.

Después de los acontecimientos sociales de 1994 y
con la publicación de los acuerdos de San Andrés
(Larráinzar) sobre derechos y cultura indígena de
1996, muy poco o nada ocurrió en el ámbito legisla-
tivo (además de contar con una Comisión Bicamaral
de Concordia y Pacificación) sino hasta el siglo
XXI.

En septiembre de 2008 un senador presentó una ini-
ciativa por la que se expediría la Ley General del Sis-
tema Nacional de Consulta Indígena y reforman diver-
sas disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas; posterior-
mente, para marzo de 2010, un diputado federal pro-
puso la expedición de la Ley Federal de Consulta a los
Pueblos y Comunidades Indígenas.

A partir de dichas iniciativas, las comisiones de asun-
tos indígenas de ambas cámaras decidieron trabajar en
conferencia para consensar un proyecto de Ley que re-
cogiera la letra y el espíritu del Convenio 169 de la
OIT, la Declaración de la ONU y los Acuerdos de San
Andrés Larráinzar, lo que se concretó en septiembre
de 2010.

Una vez contando con un documento base, el Congre-
so de la Unión convocó, junto con la otrora Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
(Cdi) a consulta nacional, vía 7 foros regionales infor-
mativos y de difusión y más de 70 talleres microregio-
nales, así como encuentros con académicos, autorida-
des administrativas e indigenistas locales y expertos
internacionales.

Después de concluir la consulta, la Cdi procesó los re-
sultados y los entregó el primero de junio del 2011,
con lo que se elaboró un documento final por parte de
las secretarías técnicas de las dos comisiones, aten-
diendo lo que tenían que decir los expertos investiga-
dores en el tema, así como las opiniones de la admi-
nistración pública federal y organizaciones no
gubernamentales.

Fue entonces que el 24 de noviembre de 2011, Sena-
doras y Senadores integrantes de la Comisión de
Asuntos Indígenas así como de diversos grupos parla-
mentarios, presentaron la iniciativa con proyecto de
decreto que crea la Ley General de Consulta a los Pue-
blos y Comunidades Indígenas6.

Si bien no concluyó su proceso legislativo dicha ini-
ciativa, cuyo mayor mérito era su alto nivel de con-
senso, tanto su versión final como sus anteproyectos7

han servido de ejemplo y, en diversas ocasiones, de
formato y guía para diversos proyectos legislativos
que, en mayor o menor medida, han calcado su conte-
nido. 

Incluso, gracias a los avances en las tecnologías de la
información y la comunicación, en la honorable Cá-
mara de Diputados de la nación, en Argentina, en 2016
se presentó un texto que guarda gran similitud con el
nuestro8.

Cabe destacar que durante los últimos 15 meses con la
creación del Instituto Nacional de los Pueblos Indíge-
nas y su Ley a nivel federal, así como la reciente ex-
pedición de la Ley de Consulta Previa, Libre e Infor-
mada de los Pueblos y Comunidades Indígenas y
Afromexicanas para el estado de Oaxaca9 a nivel lo-
cal, se pueden considerar avances que podrían favore-
cer que finalmente se subsane la omisión previamente
referida.

Resulta relevante la resolución judicial del 13 de di-
ciembre de 2019, dictada por el Segundo Tribunal Co-
legiado en Materias Civil y Administrativa del Deci-
motercer Circuito, con residencia en Oaxaca de
Juárez, Oaxaca, en el amparo en revisión en materia
administrativa 540/2019, notificado a esta Soberanía
en febrero de 2020, reprochó la omisión absoluta del
Poder Legislativo Federal de crear la Ley General de
la Consulta, Previa, Libre, Informada, adecuada cultu-
ralmente y de Buena Fe. La omisión legislativa abso-
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luta deriva del incumplimiento a lo ordenado en el se-
gundo transitorio de la reforma constitucional del 14
de agosto de 2001, dejando a salvo la jurisdicción de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto del
problema de constitucionalidad que subsiste en rela-
ción con la omisión legislativa.

El contenido de la sentencia de mérito contiene, junto
a términos de técnica jurídica jurisdiccional, elemen-
tos mínimos sobre el tema de la Consulta y Consenti-
miento Libre, Previo, de Buena Fe, Culturalmente
Adecuado e Informado de los Pueblos y Comunidades
Indígenas y Afromexicanas, objeto de la presente ini-
ciativa que, si bien básicos, resultan de gran provecho
para cualquiera análisis y propuesta legislativa en la
materia.

Destaca también la Recomendación General número
27/2016 sobre el derecho a la consulta previa de los
pueblos y comunidades indígenas de la República Me-
xicana10, emitida por la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos y publicada en el Diario Oficial de la
Federación de 12 de agosto de 2016 pues arroja indi-
cios de una investigación muy seria del Organismo
Público Autónomo que lo mismo abarca temas de de-
recho comparado que doméstico alrededor de la figu-
ra que nos ocupa y la disecciona con gran solvencia.

Por parte del Tribunal Electoral del Poder Judicial de
la Federación, existe el Protocolo para Defensoras y
Defensores de los Derechos Político-Electorales de los
Pueblos y Comunidades Indígenas11 que, entre otros
elementos, principios y características mínimas anali-
zadas, aporta dos referentes de alta interpretación, a
saber, las tesis 1a. CCXXXVI/2013. Comunidades y
pueblos indígenas. Todas las autoridades, en el ám-
bito de sus atribuciones, están obligadas a consul-
tarlos, antes de adoptar cualquier acción o medida
susceptible de afectar sus derechos e intereses.
(Amparo en Revisión 631/2012, Acueducto Indepen-
dencia Yaquis) y la LXXXVII/2015. Consulta previa
a comunidades indígenas. Requisitos de validez de
la realizada por autoridad administrativa electoral,
cuando emita actos susceptibles de afectar sus de-
rechos.

Además, refiere también la Jurisprudencia (del propio
Tribunal Electoral) 37/2015. Consulta previa a co-
munidades indígenas. Debe realizarse por autori-
dades administrativas electorales de cualquier or-

den de gobierno, cuando emitan actos susceptibles
de afectar sus derechos, lo cual abre de manera im-
portante el panorama de análisis.

También el Tribunal Electoral, en su sentencia recaída
al Juicio para la Protección de los Derechos Político-
Electorales del Ciudadano, expediente SUP-JDC-
61/2012, da claridad desde la experiencia del derecho
a la elección de sus propias autoridades de acuerdo
con sus usos y costumbres, sobre los principios que
animan a la consulta libre, previa, de buena fe, cultu-
ralmente adecuada e informada de los pueblos y co-
munidades indígenas y afromexicanas, los que se plas-
maron la presente propuesta.

De gran valor también resultan las Normas y Jurispru-
dencia del Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos,12 en este caso lo que corresponde a los De-
rechos de los Pueblos Indígenas y Tribales sobre sus
tierras ancestrales y recursos naturales, especialmente
respecto del emblemático Caso del Pueblo Saramaka
versus Surinam, lo que amplía el espectro de conoci-
miento y saber sobre el tema que ahora se aborda en el
presente proyecto de ley.

Mención aparte merece el documento de 2011 de la
Oficina en México del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos13 El dere-
cho a la consulta de los pueblos indígenas; la impor-
tancia de su implantación en el contexto de los
proyectos de desarrollo a gran escala.

En el documento, que abona a la discusión sobre las
bondades del progreso y el desarrollo, se hace men-
ción de los grandes proyectos de desarrollo que, para
efecto de la presente iniciativa, hemos denominado
como megaproyectos.

Finalmente, aunque no menos importante, se consultó
el Informe de la consulta a la libre determinación de
los pueblos, de enero de 2019, sobre la implantación
del derecho a la consulta y al consentimiento previo,
libre e informado en México14, de Rodrigo Gutiérrez
Rivas y Edmundo del Pozo Martínez, auspiciado por
Fundar junto con el Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas y la Fundación para el Debido Proceso, que ex-
plica, con gran detalle la relación entre consulta y con-
sentimiento libre, previo, de buena fe, culturalmente
adecuado e informado de los pueblos y comunidades
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indígenas y afromexicanas, mancuerna indispensable
en tratándose de actividades de gran escala.

Por lo expuesto, en nombre del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, me permito someter a con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General de
Consulta y Consentimiento Libre, Previo, de Buena
Fe, Culturalmente Adecuado e Informado de los
Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexica-
nas

Único. Se expide la, Ley General de Consulta y Con-
sentimiento Libre, Previo de Buena Fe, Culturalmente
Adecuado e Informado de los Pueblos y Comunidades
Indígenas y Afromexicanas para quedar como sigue:

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social, de observancia general en los Estados Uni-
dos Mexicanos y tiene por objeto regular el reconoci-
miento y protección, del derecho a la consulta y al
consentimiento libre, previo, de buena fe, culturalmen-
te adecuado e informado de los pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanas, cada vez que se promuevan
o prevean megaproyectos, reformas jurídicas y/o actos
administrativos, susceptibles de afectarles directamen-
te, bajo un contexto de respeto a sus derechos.

Artículo 2. La federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México, los municipios y las alcaldías, así
como el Congreso de la Unión y las legislaturas loca-
les, en el ámbito de sus respectivas competencias ex-
pedirán las normas legales y reglamentarias y tomarán
las medidas presupuestales y administrativas corres-
pondientes, para garantizar el derecho de los pueblos y
comunidades indígenas y afromexicanas a la consulta
y al consentimiento libre, previo, de buena fe, cultu-
ralmente adecuado e informado, de conformidad con
los Tratados Internacionales en la Materia, ratificados
por el Estado mexicano.

Artículo 3. De conformidad con lo dispuesto por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la composición pluricultural de la nación reside
en sus pueblos y comunidades indígenas y afromexi-

canas, por lo que la Federación, las entidades federati-
vas y los Municipios, a fin para promover su igualdad
de oportunidades y eliminar cualquier práctica discri-
minatoria, reconocerán y protegerán, en los ámbitos de
sus respectivas competencias, su derecho a la consulta
y al consentimiento libre, previo, de buena fe, cultu-
ralmente adecuado e informado.

Artículo 4. El derecho a la consulta y al consenti-
miento libre, previo, de buena fe, culturalmente ade-
cuado e informado es un derecho colectivo de los pue-
blos y comunidades indígenas y afromexicanas; en
consecuencia, deberá ser interpretado armónicamente,
de manera enunciativa, pero no limitativa, con rela-
ción a los derechos a la libre determinación, al des-
arrollo sustentable, a la propiedad, a la biodiversidad
cultural, y a la identidad cultural, de acuerdo con la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y los tratados internacionales de los que el Estado
Mexicano sea parte.

Capítulo II
De la competencia del Estado mexicano

Artículo 5. Corresponde al Estado mexicano en sus
distintos órdenes de gobierno:

I. Consultar a los pueblos y comunidades indígenas
y/o afromexicanas interesadas, mediante procedi-
mientos apropiados y en particular a través de sus
instituciones representativas, cada vez que se pro-
muevan o prevean megaproyectos, reformas jurídi-
cas y/o actos administrativos susceptibles de afec-
tarles directamente; dichas consultas deberán
efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a
las circunstancias, con la finalidad de llegar a un
acuerdo o lograr su consentimiento acerca de las
medidas propuestas;

II. Establecer los mecanismos a través de los cuales
los pueblos y comunidades indígenas y/o afromexi-
canas interesadas puedan participar libremente, por
lo menos en la misma medida que otros sectores de
la población, y a todos los niveles en la adopción de
decisiones en instituciones electivas y organismos
administrativos y de otra índole responsables de po-
líticas y programas que les conciernan;

III. Establecer los medios para el pleno desarrollo
de las instituciones e iniciativas de los pueblos y co-
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munidades indígenas y/o afromexicanas interesadas
y, en los casos apropiados, proporcionar los recur-
sos necesarios al efecto;

IV. Facilitar y coordinar los distintos derechos e in-
tereses involucrados, lo que implica la disposición
para modificar o incluso cancelar el megaproyecto,
reforma jurídica y/o acto administrativo con base en
los resultados de la consulta con los pueblos y co-
munidades indígenas y/o afromexicanas interesadas
o fundar y motivar su determinación para no haber-
lo hecho. Las determinaciones que no se encuentren
debidamente fundadas y motivadas podrán ser con-
sideradas contrarias a las garantías del debido pro-
ceso;

V. Adoptar decisiones que argumenten, de forma ra-
zonada, los motivos por los que no hubiera sido po-
sible el acomodo y que tomen en cuenta las preocu-
paciones, demandas y propuestas expresadas por
los pueblos y comunidades indígenas y/o afromexi-
canas afectadas, así como prestarles la debida con-
sideración en el diseño final del megaproyecto, re-
forma jurídica y/o acto administrativo consultado.
Las decisiones adoptadas, susceptibles de revisión
por parte de las instancias administrativas y judicia-
les de nivel superior, deberán ser formalmente co-
municadas al pueblo y/o comunidad indígena y/o
afromexicana respectiva, y;

VI. Respetar las decisiones tomadas por los pueblos
y comunidades indígenas y/o afromexicanas intere-
sadas.

La consulta previa debe ser sistemática y transparente,
con el objeto de dotar de certeza jurídica al proceso y
sus resultados.

Capítulo III
Principios y características

Artículo 6. Para los efectos de esta ley, las consultas a
los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas
se deberán realizar, de manera enunciativa pero no li-
mitativa, en observancia de los siguientes principios:

I. Endógeno. El resultado de dichas consultas debe
surgir de los propios pueblos y comunidades indí-
genas y afromexicanas para hacer frente a necesida-
des de la colectividad;

II. Libre. El desarrollo de la consulta debe realizar-
se con el consentimiento libre e informado de los
pueblos y comunidades indígenas, que deben parti-
cipar en todas las fases del desarrollo;

III. Pacífico. Deberá privilegiar las medidas condu-
centes y adecuadas, para que se establezcan todas
las condiciones de diálogo y consenso que sean ne-
cesarias para evitar la generación de violencia o la
comisión de cualquier tipo de desórdenes sociales
al seno de la comunidad;

IV. Informado. Se debe proporcionar a los pueblos
y comunidades indígenas y afromexicanas todos los
datos y la información necesaria respecto de la rea-
lización, contenidos y resultados de la consulta a
efecto de que puedan adoptar la mejor decisión. A
su vez dichos pueblos y comunidades deben pro-
porcionar a la autoridad la información relativa a
los usos, costumbres y prácticas tradicionales, para
que en un ejercicio constante de retroalimentación
se lleve a cabo la consulta correspondiente;

V. Democrático. En la consulta se deben establecer
los mecanismos correspondientes a efecto que pue-
dan participar el mayor número de integrantes de la
comunidad; que en la adopción de las resoluciones
se aplique el criterio de mayoría y se respeten en to-
do momento los derechos humanos;

VI. Equitativo. Debe beneficiar por igual a todos
los miembros, sin discriminación, y contribuir a re-
ducir desigualdades, garantizando la participación
de las mujeres en condiciones de equidad frente a
los varones;

VII. Socialmente responsable. Debe responder a
las necesidades identificadas por los propios los
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas,
y reforzar sus propias iniciativas de desarrollo; debe
promover el empoderamiento de los pueblos indíge-
nas y especialmente de las mujeres indígenas, y;

VIII. Autogestionado. Las medidas que se adopten
a partir de la consulta deben ser manejados por los
propios interesados a través de formas propias de
organización y participación.

Artículo 7. Para los efectos de esta Ley, en las con-
sultas a los pueblos y comunidades indígenas y afro-
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mexicanas deberán observarse, de manera enunciativa
pero no limitativa, las siguientes características:

I. Libre. Todo el proceso de consulta deberá des-
arrollarse sin corrupción, coacción, coerción, divi-
sión, manipulación, intimidación, criminalización,
hostigamiento, amenazas, división ni presiones o
interferencias externas de cualquier origen o espe-
cie, para obtener un resultado específico;

II. Previa. Todas las autoridades, en el ámbito de
sus atribuciones, están obligadas a consultar a los
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas
con suficiente antelación al comienzo de las activi-
dades de adopción, aplicación y/o ejecución de me-
gaproyectos, reformas jurídicas y/o actos adminis-
trativos, susceptibles de afectarles directamente,
respetando sus tiempos y procesos que les son pro-
pios para la toma de decisiones y permitiendo su
participación desde los primeros momentos.

III. De buena fe. Con el fin de alcanzar acuerdos jus-
tos que deriven en un consentimiento libre e infor-
mado, se requiere el establecimiento de un clima de
confianza mutua entre las partes, basado en el princi-
pio de respeto mutuo que permita desplegar esfuer-
zos de diálogo intercultural, conciliación y participa-
ción para intentar generar consensos, evitando climas
de tensión y desintegración social entre los sujetos de
la consulta, mediante la cooptación de los líderes co-
munales, el establecimiento de liderazgos paralelos o
actos similares. Asimismo, la consulta previa debe
ser sistemática y transparente, con el objeto de dotar
de certeza jurídica al proceso y sus resultados.

IV. Culturalmente adecuada. La consulta debe
respetar las costumbres y tradiciones de los pueblos
y comunidades indígenas y afromexicanas, tenien-
do en cuenta sus métodos para la toma de decisio-
nes; valores, concepciones, tiempos, sistemas de re-
ferencia e incluso formas de concebir la consulta
previa. Además, debe permitirles fijar sus propias
condiciones y requisitos, y exigir que el megapro-
yecto, reforma jurídica y/o acto administrativo se
ajuste a su concepción de desarrollo, modelos cul-
turales y sociales. El diálogo intercultural, implica
la observancia del principio de igualdad y no dis-
criminación, reconocer las especificidades de los
sujetos de consulta y evitar reproducir patrones de
desigualdad.

V. Informada. Se debe suministrar toda la informa-
ción necesaria que abarque por lo menos los si-
guientes la naturaleza, envergadura, ritmo, reversi-
bilidad, razones, objeto, duración y alcance del
megaproyecto, reforma jurídica y/o acto adminis-
trativo; una evaluación preliminar de los probables
impactos económicos, sociales, culturales y am-
bientales, incluso los posibles riesgos, y una distri-
bución de beneficios justa y equitativa en un con-
texto que respete el principio de precaución; el
personal que probablemente intervenga en su ejecu-
ción del proyecto propuesto, así como los procedi-
mientos que pudiera entrañar y la asistencia técnica
e independiente que pudieran necesitarse. En todo
caso, el Estado, en sus distintos órdenes de gobier-
no, adoptará medidas para asegurar que los miem-
bros de los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas puedan comprender y hacerse com-
prender, facilitándoles, si fuera necesario, intérpre-
tes y traducción de la información a su lengua.

Artículo 8. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. Megaproyecto. El proceso de inversión de capi-
tal público y/o privado, nacional o internacional pa-
ra la creación o la mejora de la infraestructura físi-
ca de una región determinada, la transformación a
largo plazo de las actividades productivas con los
correspondientes cambios en el uso de la tierra y los
derechos de propiedad de la misma, la explotación
en gran escala de los recursos naturales incluidos
los recursos del subsuelo, y la construcción de cen-
tros urbanos, fábricas, instalaciones mineras, cen-
trales energéticas, complejos turísticos, instalacio-
nes portuarias, bases militares y empresas similares;

II. Reforma jurídica. El acto de autoridad que ex-
pide, reforma, adiciona, deroga o abroga disposi-
ciones normativas de carácter general;

III. Acto administrativo. La manifestación exterior
de voluntad, externa, concreta y ejecutiva, emanada
de la Administración Pública, en el ejercicio de las
facultades que le son conferidas por los ordena-
mientos jurídicos, que tiene por objeto crear, trans-
mitir, modificar o extinguir derechos y obligaciones
que afecten la esfera individual y colectiva del ciu-
dadano y los grupos;
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IV. Protocolo. La disposición reglamentaria expe-
dida para normar la implementación de las consul-
tas libres, previas, de buena fe, culturalmente ade-
cuadas e informadas de los pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanas, de conformidad con los
estándares internacionales;

V. Instituto. El Instituto Nacional de los Pueblos
Indígenas;

VI. Ley del Instituto. La Ley del Instituto Nacio-
nal de los Pueblos Indígenas;

VII. Sistema. El Sistema de Consulta y Participa-
ción Indígenas previsto en la Ley del Instituto;

VIII. Consejo. El Consejo Nacional de Pueblos In-
dígenas previsto en la Ley del Instituto;

IX. Junta. La Junta de Gobierno prevista en la Ley
del Instituto;

X. Centros. Los Centros Coordinadores de Pueblos
Indígenas previstos en la Ley del Instituto;

XI. Institutos locales. Los entes públicos, en las
entidades federativas y/o los municipios y alcaldías,
encargados de los asuntos relacionados con los pue-
blos y comunidades indígenas y afromexicanas,
cualquiera que fuere su denominación;

XII. Leyes locales. Las disposiciones normativas
de carácter general relacionadas con la consulta li-
bre, previa, de buena fe, culturalmente adecuada e
informada expedidas por las legislaturas locales;

XIII. Reglamentos locales. Las disposiciones nor-
mativas de carácter particular relacionadas con la
consulta Libre, Previa, de Buena Fe, Culturalmente
Adecuada e Informada diversas de los protocolos y
expedidas por las administraciones públicas de las
entidades federativas, de los municipios y/o de las
alcaldías.

XIV. Convocatoria. La convocatoria de consulta
Libre, Previa, de Buena Fe, Culturalmente Adecua-
da e Informada expedida, según competencia, por el
Instituto o por los Institutos Locales, donde los hu-
biere y, en su defecto, por el Instituto en coordina-
ción con los centros que correspondan, en acuerdo

con los pueblos y comunidades indígenas y afrome-
xicanas interesadas;

Capítulo IV
Alcance de la ley

Artículo 9. Son objeto de consulta Libre, Previa, de
Buena Fe, Culturalmente Adecuada e Informada, los
megaproyectos, reformas jurídicas y/o actos adminis-
trativos, susceptibles de producir una afectación a los
Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas
actual, real o inminente.

Artículo 10. No podrán ser objeto de consulta Libre,
Previa, de Buena Fe, Culturalmente Adecuada e Infor-
mada:

I. La restricción de los derechos humanos reconoci-
dos por la Constitución;

II. Los principios consagrados en el artículo 40 de
la Constitución;

III. La materia electoral, salvo que se tratare de con-
troversias relacionadas con las formas de elección
de las autoridades de los Pueblos y Comunidades
Indígenas y Afromexicanas;

IV. Los ingresos y gastos del Estado;

V. La seguridad nacional, y;

VI. La organización, funcionamiento y disciplina
de la Fuerza Armada permanente.

Capítulo V
Ejecución de las consultas

Artículo 11. El Consejo expedirá, según competencia
y en acuerdo con la Junta y los Centros, escuchando a
los Institutos Locales, donde los hubiere, el Protocolo
que corresponda a cada Convocatoria, los que en todo
caso se difundirán respetando los derechos lingüísticos
de los pueblos y comunidades indígenas y afromexi-
canas interesadas.

Artículo 12. El instituto, para efectos del diseño y
operación del Sistema, deberá coordinarse con los Ins-
titutos Locales para promover la armonización de las
leyes locales y los reglamentos locales, donde los hu-

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria49



biere y, en su defecto, su creación, de acuerdo con lo
que dispone la presente Ley.

Artículo 13. En caso que existiere evidencia suficiente
de violaciones a lo dispuesto en la presente Ley o la Ley
del Instituto, la persona Titular del Instituto podrá pro-
mover, ante la Junta, las acciones necesarias para instar
a la suspensión o cancelación del megaproyecto, refor-
ma jurídica y/o acto administrativo de que se trate. Lo
mismo será aplicable para el caso que existiera acoso,
agresiones u homicidios contra activistas y opositores.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los Congresos de las entidades federativas
contarán con un plazo de 180 días para armonizar su
legislación de conformidad con el presente Decreto. 

Tercero. El Instituto Nacional de los Pueblos Indíge-
nas contará con un plazo de 180 días para expedir los
protocolos para normar la implementación de las con-
sultas libres, previas, de buena fe, culturalmente ade-
cuadas e informadas de los pueblos y comunidades in-
dígenas y afromexicanas, de conformidad con los
estándares internacionales. 
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14 http://fundar.org.mx/wp-content/uploads/2019/01/Documen-

to_consulta-web.pdf. Consultado el 20 de febrero de 2020.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputada Julieta Macías Rábago (rúbrica)

Gaceta Parlamentaria Jueves 27 de febrero de 202050



QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS

CON LA CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA, A CARGO

DEL DIPUTADO MANUEL DE JESÚS BALDENEBRO ARRE-
DONDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

El que suscribe, diputado Manuel de Jesús Baldenebro
Arredondo, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social en la LXIV Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77, 78 y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 3, fracciones V y XII; 5, primer párrafo; 6,
fracción IX; y 11, fracción I, de la Ley General para la
Atención y Protección a personas con la condición del
espectro autista, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Trastorno del Espectro Autista, también conocido
con las siglas TEA, es una enfermedad relacionada
con el desarrollo del cerebro, comienza en la niñez y
muy probablemente se manifieste dentro de los prime-
ros años de vida.

Puede llegar a permanecer durante todo el desarrollo
de la persona hacia la adolescencia y la edad adulta,
afectando la manera en que la persona percibe y so-
cializa con otras personas, provocando dentro de la
escuela o trabajo problemas en el lenguaje, en la
interacción y comportamiento social y en la comuni-
cación.

Por tal motivo, es importante la intervención desde la
etapa de la primera infancia, es decir, desde el emba-
razo hasta los tres años aproximadamente, debido a
que los niños con autismo necesitan una adecuada ali-
mentación, protección y estimulación para que su ce-
rebro se desarrolle de la mejor manera posible y poder
optimizar su bienestar. 

Datos de la Organización Mundial de la Salud de-
muestran que:

• “Uno de cada 160 niños tiene un trastorno del es-
pectro autista (TEA).

• Los TEA comienzan en la infancia y tienden a per-
sistir hasta la adolescencia y la edad adulta.

• Aunque algunas personas con TEA pueden vivir
de manera independiente, hay otras con discapaci-
dades graves que necesitan constante atención y
apoyo durante toda su vida.

• Las intervenciones psicosociales basadas en evi-
dencias, como la terapia conductual y los progra-
mas de capacitación para los padres, pueden reducir
las dificultades de comunicación y comportamiento
social, y tener un impacto positivo en el bienestar y
la calidad de vida de las personas con TEA y de sus
cuidadores.

• Las intervenciones dirigidas a las personas con
TEA deben acompañarse de medidas más generales
que hagan que los entornos físicos, sociales y acti-
tudinales sean más accesibles, inclusivos y compa-
sivos.”1

A nivel mundial, las personas con el trastorno del es-
pectro autista sufren estigmatización, discriminación y
violaciones de sus derechos humanos, además carecen
de apoyo suficiente en los servicios de salud, en edu-
cación y oportunidades para participar e integrarlos a
sus comunidades. Por lo que la persona con autismo
puede manifestar la presencia de más trastornos o te-
ner otras necesidades asistenciales especiales relacio-
nadas con dicho padecimiento.

Por esta razón, las personas con el trastorno del espec-
tro autista son vulnerables social y económicamente,
teniendo más probabilidad de sufrir violencia, lesiones
y abusos; también son más propensos a padecer enfer-
medades no trasmisibles crónicas debido a factores de
riesgo como inactividad física o malas elecciones en
su alimentación, así como a altos niveles de pobreza.

En este sentido, el trastorno del espectro autista es una
enfermedad que no se puede prevenir y la cual no tie-
ne cura, de tal manera que una temprana detección
puede hacer una gran diferencia en la vida de las niñas,
niños, adolescentes, jóvenes y adultos que lo padez-
can, logrando y mejorando el desarrollo del lenguaje,
las habilidades y la conducta.

Cabe señalar, que el autismo es muy diverso, de ahí
que se hable de espectro, cada persona con autismo
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es única, y cada una de ellas podría identificarse
con un color diferente. Sin embargo, muchas per-
sonas identifican una pieza de rompecabezas y el
color azul como la representación del autismo.2

En este contexto, en la resolución aprobada por la
Asamblea General de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU) el 18 de diciembre de 2007, se decidió
designar el 2 de abril como el Día Mundial de Con-
cienciación sobre el Autismo, que entró en vigor a par-
tir de 2008, con la finalidad de impulsar un diagnósti-
co precoz, una adecuada investigación y una oportuna
intervención para atender a las personas con dicho
trastorno.

Este día mundial, también busca concientizar a los es-
tados sobre la prevalencia y la elevada incidencia
del autismo en los niños de todas las regiones del
mundo y por los consiguientes problemas de des-
arrollo que afectan a los programas a largo plazo
de salud, educación, capacitación e intervención
emprendidos por los gobiernos, las organizaciones
no gubernamentales y el sector privado, así como
por sus terribles consecuencias en los niños, sus fa-
milias, las comunidades y la sociedad.3

En México, el Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad refiere que
no existen datos actuales sobre la incidencia del autis-
mo, sin embargo, se estima que aproximadamente más
de 6 mil personas nacen al año con autismo. Por su par-
te, la fundación Spectrum Theraphy Center México,
aseguró que en el país 1 de cada 115-120 personas pre-
sentan algún tipo de trastorno del espectro autista.

Cabe señalar que la misma institución señala que el
autismo tiene dos síntomas principales: deficiencias
persistentes en la comunicación y en la interacción so-
cial; patrones restrictivos y repetitivos de comporta-
miento, intereses o actividades.

Los indicios que pueden ser indicativo del Trastorno
del Espectro Autista en las y los niños son:

• En la escuela, hay falta de interés por los otros ni-
ños;

• No comparten intereses (no señalan con el dedo
aquello que les llama la atención para compartirlo
con los demás);

• Ausencia del juego simbólico (jugar con cosas co-
mo si fueran de verdad);

• Poco contacto visual;

• Su lenguaje, si existe, es literal (no entiende las
bromas, los chistes, los dobles sentidos ni las metá-
foras);

• Evita en contacto físico, acostumbran tener hiper-
sensibilidad táctil, olfativa, gustativa u auditiva; 

• Intereses inusuales;

• Comportamientos extraños, repetitivos y auto es-
timulantes como el balance, el movimiento en el
aleteo de manos o la forma de caminar; y

• Los que presentan más nivel intelectual, notan que
son diferentes y no entienden qué les pasa.4

En este sentido, el 30 de abril de 2015 se expidió la
Ley General para la Atención y Protección a personas
con la condición del espectro autista, con el objeto de
“impulsar la plena integración e inclusión a la socie-
dad de las personas con la condición del espectro au-
tista, mediante la protección de sus derechos y necesi-
dades fundamentales que les son reconocidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en los tratados internacionales, sin perjuicio de
los derechos tutelados por otras leyes u ordenamien-
tos.”

El artículo 4o. de este ordenamiento dispone que:
“…Corresponde al Estado asegurar el respeto y ejerci-
cio de los derechos que les asisten a las personas con
la condición del espectro autista.”

Por tal motivo, es necesario fortalecer a este sector
vulnerable de la población adecuando y armonizando
su marco jurídico. Si bien, existe una ley enfocada a
este grupo, la misma no ha sido actualizada ni refor-
mada desde el momento de su publicación.

Mencionar que armonizar y fortalecer la ley en men-
ción implica una necesidad legislativa y social, para
que su aplicación por parte de las autoridades dentro
de los tres órdenes de gobierno y para quienes postu-
lan, argumentan y fundamentan el derecho tenga la
mayor certeza.
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Otorgar certeza jurídica en el texto de la Ley General
para la Atención y Protección a Personas con la Con-
dición del Espectro Autista, es esencial toda vez que
es un tema transversal, en razón que, tiene un tras-
fondo social y económico que impacta en la educa-
ción, en la salud y en el bienestar de las personas con
autismo. 

Por estos motivos, se propone actualizar y fortalecer el
concepto de personas con la condición del espectro au-
tista, que dispone el artículo 3, fracción XII, modifi-
cando su contenido para fortalecer y complementarlo
con base en la resolución aprobada por la Asamblea
General de la ONU el 18 de diciembre de 2007 que de-
signó al 2 de abril como el Día Mundial de Concien-
ciación sobre el Autismo. 

Con esta modificación se garantiza a las y los niños
que padecen dicho trastorno a disfrutar una vida plena
y digna, con igualdad y en condiciones que aseguren
su dignidad, fomenten su autonomía y faciliten su par-
ticipación activa en la comunidad, así como su goce
pleno de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales.

Otra modificación que se propone, es cambiar el tér-
mino “fenómeno” por el de “trastorno”, ya que, el es-
pectro autista no es un fenómeno, sino un trastorno, tal
y como lo define la Organización Mundial de la Salud
(OMS) que refiere:

“Los trastornos del espectro autista (TEA) son
un grupo de complejos trastornos del desarrollo
cerebral. Este término genérico abarca afecciones
tales como el autismo, el trastorno desintegrador in-
fantil y el Síndrome de Asperger. Estos trastornos se
caracterizan por dificultades en la comunicación y
la interacción social y por un repertorio de intereses
y actividades restringido y repetitivo”.5

También esta iniciativa tiene como objeto atender lo
dispuesto en la reforma constitucional que transformó
al Distrito Federal en la Ciudad de México, la cual fue
publicada el pasado 29 de enero de 2016 en el Diario
Oficial de la Federación, donde la Ciudad de México
permanece como la capital de la República Mexicana
y sede de los Poderes de la Unión. Tema relevante y
que no se puede dejar de lado, en razón que, la Ciudad
de México ya es una entidad federativa.

Además, cuenta con las mismas prerrogativas y prohi-
biciones que tienen reconocidas las entidades federati-
vas de la República en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Con base en esta misma reforma constitucional, se de-
be reformar los términos “Demarcaciones Territoria-
les”, por los de “Alcaldías” toda vez que éstas gozan
de personalidad jurídica y patrimonio propio, además,
cuentan con mayores facultades, mayor capacidad pre-
supuestal y mayor transparencia.6 Dichas alcaldías,
además, se integran como gobiernos colegiados, pues
tendrán que compartir decisiones con un Consejo.

De esta manera, la armonización que se propone y el
fortalecimiento de la definición de personas con la
condición del espectro autista, no se trata simplemen-
te de una mera reforma estética, ni de forma, sino de
fondo, ya que adecuar el lenguaje jurídico es un ele-
mento esencial en la seguridad y certeza legal que el
legislador debe otorgar en la redacción y creación de
la normatividad.

Encuentro Social se pronuncia por dotar de certeza le-
gal a los grupos vulnerables o con alguna discapaci-
dad, ya que los derechos sociales como el acceso a la
salud, a la educación, así como la integración social de
las personas con autismo fortalecen la igualdad y el
bienestar social.

Asimismo, creemos firmemente que adecuar la legisla-
ción consolida el Estado de derecho y el principio de
certeza jurídica, buscando que la autoridad y el gober-
nado tengan plena garantía de los actos legales, a través
de reglas claras. Nuestro grupo parlamentario hace lo
socialmente correcto, facilitando y contribuyendo a que
las interpretaciones jurídicas tengan sustento en normas
actualizadas y acordes a la realidad social.

Por ello, buscaremos impulsar las reformas que se-
an necesarias a favor de la certeza jurídica y la le-
galidad, siendo la intención de esta propuesta, agilizar
la homologación de nuestro marco jurídico vigente a
la terminología derivada de instrumentos internaciona-
les y de la reforma constitucional en materia política
de la Ciudad de México.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado
someto a consideración de este honorable pleno la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria53



Decreto por el que se reforman los artículos 3, frac-
ciones V y XII; 5, primer párrafo; 6, fracción IX; y
11, fracción I, de la Ley General para la Atención y
Protección a personas con la Condición del Espec-
tro Autista

Único. Se reforman los artículos 3, fracciones V y XII;
5, primer párrafo; 6, fracción IX; y 11, fracción I, de la
Ley General para la Atención y Protección a personas
con la condición del espectro autista para quedar como
sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende
por:

(…)

(…)

(…)

(…)

V. Concurrencia: Participación conjunta de dos o
más dependencias o entidades de la administración
pública federal, o bien, de las entidades federati-
vas, de la Ciudad de México y los municipios que,
de acuerdo con los ámbitos de su competencia,
atienden la gestión y, en su caso, la resolución del
trastorno del espectro autista.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

XII. Personas con la condición del espectro autista:
Todas aquellas con discapacidad permanente deri-
vado de un trastorno neurológico, que afecta el
funcionamiento del cerebro y que presentan una
condición caracterizada en diferentes grados por difi-
cultades en la interacción social, en la comunicación
verbal y no verbal, y en comportamientos repetitivos;

Artículo 5. Las autoridades de la federación, de las
entidades federativas, de los municipios y de las alcal-
días de la Ciudad de México, con el objeto de dar
cumplimiento a la presente ley, deberán implementar
de manera progresiva las políticas y acciones corres-
pondientes conforme a los programas aplicables.

Artículo 6. Los principios fundamentales que deberán
contener las políticas públicas en materia del trastor-
no del espectro autista, son:

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

IX. Transparencia: El acceso objetivo, oportuno,
sistemático y veraz de la información sobre la mag-
nitud, políticas, programas y resultados de las ac-
ciones puestas en marcha por las autoridades parti-
cipantes en la gestión y resolución del trastorno
del espectro autista, y

Artículo 11. Son sujetos obligados a garantizar el ejer-
cicio de los derechos descritos en el artículo anterior,
los siguientes:

I. Las instituciones públicas de la federación, las en-
tidades federativas, los municipios y las alcaldías de
la Ciudad de México, para atender y garantizar los
derechos descritos en el artículo anterior en favor de
las personas con la condición del espectro autista, en
el ejercicio de sus respectivas competencias;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Segundo. En un plazo no mayor a 180 días posterio-
res a la entrada en vigor del presente decreto, se debe-
rán reformar las reglamentaciones correspondientes.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/autism-

spectrum-disorders

2 https://www.gob.mx/conadis/es/articulos/dia-mundial-de-con-

cienciacion-sobre-el-autismo-2019?idiom=es

3 https://undocs.org/es/A/RES/62/139

4 https://www.gob.mx/conadis/es/articulos/dia-mundial-de-con-

cienciacion-sobre-el-autismo-2019?idiom=es

5 https://www.who.int/features/qa/85/es/

6

http://www.dof.gob.mx/avisos/2480/SG_290116_vesp/SG_29011

6_vesp.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo
(rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA

POR LA DIPUTADA CLAUDIA REYES MONTIEL E INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Los suscritos, diputada Claudia Reyes Montiel e inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, frac-
ción I; y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, ponen a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 21 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, con base en el
siguiente

Planteamiento del problema

El 17 de julio de 1998 se celebró en Roma, Italia, la
Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las
Naciones Unidas con el fin de crear el Estatuto de la
Corte Penal Internacional o Estatuto de Roma como
generalmente se conoce. Con el Estatuto se daba vida
a la Corte Penal Internacional (CPI), la cual tendría co-
mo función garantizar que quienes cometieran actos
en contra de la humanidad no pudiesen evadir su res-
ponsabilidad.

México firmó el Estatuto el 7 de septiembre de 2000 y
entró en vigor el 21 de junio de 2005 mediante refor-
ma al artículo 21 constitucional al cual se adicionó un
párrafo quinto (ahora octavo). Este reconocimiento se
dio de manera condicionada pues se estableció que la
intervención de la CPI dependería de la aprobación del
Senado en cada caso. Esto, como han observado varios
especialistas, es una reserva encubierta que se encuen-
tra prohibida por diversos acuerdos internacionales fir-
mados por nuestro país y el mismo Estatuto.

Es por lo anterior que se vuelve necesario reformar el
párrafo octavo del artículo 21 de la Carta Magna, con
el objetivo de eliminar este condicionante que se esta-
bleció a la jurisdicción de la CPI y así cumplir de ma-
nera óptima con los compromisos internacionales que
como país hemos adquirido.

Argumentos

En su discurso de apertura de sesiones del Consejo de
Derechos Humanos, celebrado en Ginebra en junio de
2019, la Alta Comisionada de la ONU para los Dere-
chos Humanos, Michelle Bachelet, sentenciaba de
manera categórica que “las violaciones de los dere-
chos humanos se alimentan de la impunidad”,1 impu-
nidad que impide la persecución y el castigo a la vio-
lación de los derechos humanos y que en muchos
casos ocurre gracias al amparo de los gobiernos na-
cionales los cuales no sólo niegan las acusaciones de
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violación sino que, en algunos casos, aprueban leyes
destinadas a deshacer los avances logrados en la bús-
queda de justicia.

Con el fin de evitar esta situación es que se buscó por
parte de diversas naciones la creación de un tribunal
internacional que tuviera jurisdicción penal sobre indi-
viduos responsables de graves violaciones a los dere-
chos humanos. Un tribunal de este tipo no era novedo-
so, pues antes habían existido el tribunal de
Núremberg, creado para juzgar a los responsables de
crímenes de guerra después de la Segunda Guerra
Mundial, o los tribunales creados en 1993 y 1994 para
atender los crímenes de guerra y genocidio vividos en
la ex Yugoslavia y la República de Ruanda, respecti-
vamente. Lo novedoso en todo caso era la naturaleza
que se pretendía dar a la Corte.

En 1998 se crea el Estatuto de la Corte Penal Interna-
cional, con el cual se da vida a un tribunal de justicia
internacional, permanente e independiente de los paí-
ses y vinculado al sistema de las Naciones Unidas y
que tiene como fin juzgar crímenes contra la humani-
dad, de guerra, de agresión y de genocidio. La CPI
contempla también un mecanismo de cooperación in-
ternacional que permite garantizar que quien realice
estas acciones no pueda evadir su responsabilidad pe-
nal sin importar el lugar en que se encuentre o el tiem-
po transcurrido desde que los hechos fueron cometi-
dos. La Corte entró en vigor el primero de julio de
2002, una vez que su Estatuto fue aprobado por 60 pa-
íses. En 2018 el Estatuto de Roma cumplió 20 años y
ha sido ratificado por 124 países.

Algunos de los casos atendidos por la Corte son los
de los congoleses Thomas Lubanga Syilo y Germain
Katanga, quienes fueron enjuiciados por crímenes de
guerra y contra la humanidad. En 2009 y 2010 se
acusó ante la Corte a Omar al-Bashir, presidente de
Sudán, por crímenes de guerra y genocidio como re-
sultado de su participación en el conflicto de Darfur,
en el cual se calcula murieron más de 400 mil perso-
nas. En 2016 la Corte sentenció a nueve años de pri-
sión a Ahmad al-Faqi al-Mahdi acusado de destruir
diez tumbas sagradas y una mezquita, que habían si-
do declaradas patrimonio cultural mundial por la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), en
Tombuctú, Mali.

Nuestro país fue uno de principales impulsores de la
Conferencia de Roma, en donde se concibió la crea-
ción de la Corte, así como de su Estatuto el cual firmó
en el año 2000 en el marco de la Cumbre del Milenio,
bajo el argumento de que era necesario establecer una
institución que garantizara la protección de los dere-
chos humanos. La ratificación del Estatuto por parte
del Senado mexicano no ocurrió sino hasta el 21 de ju-
nio de 2005, convirtiéndose así en el centésimo país en
hacerlo.

La ratificación por parte del Estado mexicano del Es-
tatuto tomó tanto tiempo porque era necesario adecuar
el sistema jurídico nacional, lo que llevó a adicionar
un párrafo quinto (ahora octavo) al artículo 21 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

“Artículo 21.

...

El Ejecutivo federal podrá, con la aprobación del
Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la
Corte Penal Internacional.”

Los términos en que se planteó el reconocimiento de la
Corte en el artículo 21 constitucional generó diversas
opiniones contrarias por parte de la academia y la so-
ciedad civil, esto porque se consideraba que no se
aceptaba realmente el Estatuto y la jurisdicción de la
CPI al condicionarla a la aprobación del Senado en ca-
da caso. Al respecto Manuel Becerra Ramírez, investi-
gador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM),
ha dicho que desde la perspectiva de derecho interna-
cional esta cuestión puede definirse como una reserva
encubierta. Sobre esto menciona lo siguiente:

“¿Qué está haciendo el artículo 21 reformado de la
Constitución?, ni más ni menos que modificar los
efectos del estatuto que en sus artículos 12 y 13 es-
tablece el ejercicio de la competencia por parte de
la Corte, pero con el artículo 21 de la Constitución
esa competencia no se podrá ejercer si el Senado de
acuerdo a quién sabe qué consideraciones decide no
reconocer la competencia. Se puede calificar la re-
serva constitucional como: una reserva encubierta;
amplia y para colmo de males va en contra del ob-
jeto y fin del Estatuto de Roma.
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Es encubierta porque, recordemos, el Estatuto de la
Corte Penal Internacional no admite reservas, sin
embargo, la formula mexicana tiene efectos de re-
serva, como ya vimos. También es bastante amplia:
hasta el momento no existen limitaciones a la fa-
cultad que ahora la Constitución otorga al Senado
para determinar si hace procedente o no la compe-
tencia de la Corte Penal Internacional, lo que la ha-
ce incierta. Tanto las reservas encubiertas como las
amplias están rechazadas por la práctica de los Es-
tados”.2

Efectivamente el Estatuto plantea en su artículo 12 que
los países parte aceptarán de manera automática la ju-
risdicción de la Corte, mientras que en su artículo 120
se establece la prohibición a crear reservas al mismo.
Con lo señalado en la Constitución se permite al Esta-
do mexicano actuar de manera discrecional con res-
pecto a la jurisdicción de la Corte en nuestro país.

Además de lo anterior, la Convención de Viena sobre
Derecho de los Tratados de 1969, firmada por México
en ese mismo año y ratificada el 25 de septiembre de
1974, dispone en su artículo 26 que “todo tratado en
vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas
de buena fe”. Finalmente, la existencia de esta reserva
encubierta puede considerarse ilegal pues al permitir
al Senado decidir sobre la competencia y jurisdicción
en la investigación y persecución de los delitos le otor-
ga facultades que corresponden de manera exclusiva al
Ministerio Público. Al respecto Elisa Gutiérrez men-
ciona lo siguiente:

“El Senado propone ser él quien apruebe al Ejecuti-
vo para que éste reconozca la competencia de la
Corte Penal Internacional; y si llega a darse el caso
de que el Ejecutivo federal o el Senado de la Repú-
blica se nieguen a cooperar (por ejemplo, a no en-
tregar un ciudadano mexicano a la Corte, en un ca-
so determinado), podríamos pensar que se estaría
concediendo una “amnistía de hecho” a los respon-
sables de la comisión de los crímenes previstos en
el Estatuto de Roma, creando, con ello, espacios de
impunidad.”3

Con el fin de cambiar esta situación durante la LXIII
Legislatura se presentaron dos iniciativas que busca-
ban el reconocimiento sin limitaciones a la competen-
cia de la CPI, una de las cuales fue presentada por el
Grupo Parlamentario del PRD. Por otra parte, es im-

portante recordar que en la iniciativa original que se
presentó para crear a la guardia nacional el pasado 20
de noviembre de 2018, en la propuesta de modifica-
ción al artículo 21 constitucional se planteaba el reco-
nocimiento pleno a la Corte, sin embargo, en el dicta-
men final se eliminó esta propuesta.

Con esto último quiero destacar que en la actual legis-
latura existe un interés y deseo de permitir la plena ju-
risdicción de la Corte Penal Internacional en nuestro
país y, ante el actual contexto de violencia que se vive
y las acciones que se buscan emprender para contra-
rrestarlas, es necesario contar con los medios suficien-
tes para garantizar una defensa plena de los derechos
humanos, así como un castigo justo para quien los vio-
le.

Es por estas razones expuestas que se considera nece-
sario eliminar esta reserva encubierta que se tiene a la
jurisdicción de la Corte para así adecuar la Constitu-
ción a los principios y acuerdos internacionales que
como país hemos firmado, principios que, como se di-
jo al momento de firmar el Estatuto, no se contraponen
a los que defiende México, por lo cual no deberían
existir barreras a los mismos. Es por lo anteriormente
expuesto, que se somete a consideración del pleno de
la Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 21 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma el párrafo octavo del artículo 21 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 21. ...

...

...

...

...

...

...
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En el Estado mexicano se reconoce la jurisdicción
de la Corte Penal Internacional.

...

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://news.un.org/es/story/2019/06/1458311

2 Becerra Ramírez, Manuel, México ratifica el Estatuto de Roma

que crea la Corte Penal Internacional, después de reformar la

Constitución. Anuario Mexicano de Derecho Internacional. Dispo-

nible en: <https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-

internacional/article/view/186/309>

3 Gutiérrez Jiménez, Elisa, México ante la Corte Penal Internacio-

nal, p.41. Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas [en lí-

nea] 2006, 36 (Enero-Junio). Disponible en:<http://www.re-

dalyc.org/articulo.oa?id=151413538002> ISSN 0120-3886 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputados: Claudia Reyes Montiel (rúbrica), Verónica Beatriz

Juárez Piña (rúbrica), José Guadalupe Aguilera Rojas, Antonio Or-

tega Martínez, María Guadalupe Almaguer Pardo, Mónica Almei-

da López, Norma Azucena Rodríguez Zamora, Mónica Bautista

Rodríguez, Raymundo García Gutiérrez, Abril Alcalá Padilla, Fri-

da Alejandra Esparza Márquez.

DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA EL 22 DE JULIO

COMO DÍA NACIONAL DEL VOCEADOR, A CARGO DEL DI-
PUTADO ALEJANDRO MOJICA TOLEDO, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, diputado Alejandro Mojica Toledo, inte-
grante de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como el numeral 1, fracción I, del artí-
culo 6 y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración del pleno de esta asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se declara el 22 de julio de cada año como el
Día Nacional del Voceador, al tenor de lo siguiente

¡Extra! ¡Extra!

Esta es la voz de miles de voceadores que aun resue-
nan en las grandes ciudades de nuestro México.

La libertad de prensa es un derecho fundamental que
enmarca la máxima figura del derecho a la libertad de
expresión. Este es un derecho que engloba dos grandes
caras, por un lado, la obligación impuesta al Estado
para evitar la censura y permitir la expresión de ideas,
así como, por otra parte, implica también un derecho
de la generalidad para acceder a la información que
atañe a todos.

Para materializar dicha prerrogativa, es necesario un
gran proceso de generación y distribución de la infor-
mación; este es un largo camino que va desde el pe-
riodista que atestigua los hechos hasta el ciudadano re-
ceptor de la noticia.

En el último eslabón de la larga cadena de producción
informativa se encuentran los voceadores, quienes en-
tregan, en mano, el papel impreso con las noticias.

La labor de los voceadores en México data desde tiem-
pos virreinales; se les llamaba Pregoneros de acuerdo
con distintas fuentes, desde 1541, a través de un im-
preso se voceó la información de un terremoto de Gua-
temala.

De igual modo, han sido objeto de persecución, cri-
men y castigo. En 1823 y 1828 se prohibió su actua-
ción debido a que el pregonar por las calles y lugares
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públicos podía considerarse como actos de agitación,
y posteriormente les fue prohibido gritar las noticias,
para sólo atenerse a anunciar los títulos de los periódi-
cos o las publicaciones.

Vocear las noticias y vender los impresos era una tarea
de alto riesgo en el México de la Independencia, los
castigos de los infractores (distinguidos en razón de
género) eran para los hombres: trabajos durante tres
meses en los canales que se construían para la comu-
nicación entre ciudades; y para las mujeres: las envia-
ban al servicio de hospitales y de las presas de la cár-
cel nacional. 

Los entonces llamados “papeleros” siempre han sido
férreos defensores de la libertad de expresión, consig-
nando las atrocidades e informando a la gente. Esto les
ha dado “la imagen de un luchador por las libertades
públicas”.

No son simples vendedores de periódicos, por el con-
trario, el riesgo y la responsabilidad que asumen, los
hace ser “el correo ambulante de informaciones y opi-
niones sobre el que recae la persecución y la censura”.

En tiempos de la Revolución Mexicana, los voceado-
res se encontraron íntimamente ligados a las publica-
ciones de la prensa mexicana, asumieron un papel vi-
tal a la par de editores y periodistas, y se encargaron de
propagar las ideas o noticias a la ciudadanía.

“Los voceadores han caminado por el mismo rum-
bo que los periodistas, con condiciones similares de
represión y censura”. 

La labor del voceador, en determinados contextos, ha
sido crucial para la consolidación del derecho a la in-
formación y a lo largo de los años, estos han seguido
participando activamente en la distribución de infor-
mación y noticias.

Las nuevas tecnologías, la distribución digital y la era
informática han golpeado fuertemente la labor de los
voceadores; siguen vigentes las arengas que se escu-
chan en puesto de periódicos, semáforos o esquinas
concurridas.

La función de los voceadores no se termina con la en-
trada de redes sociales y medios electrónicos, por el
contrario, esta noble labor debe reconfigurarse. El

papel de las fuentes fidedignas y la contabilidad de
agencias serias de noticias, en las afueras de los de
los periódicos mantiene vigente la labor del voceador
quien fiel a la liturgia noticiosa se congrega cada ma-
drugada en las afueras de los periódicos y distribui-
dores de revistas, listo para llevar en mano las noti-
cias del día.

El trabajo del voceador no sabe de días de descanso y
tampoco se detiene ante las inclemencias del clima, se
mantiene firme a la par del acontecer nacional refrien-
do las distintas publicaciones y papeles de circulación.

Aunque conocidos por todos, los voceadores han sido
relegados como trabajadores, muchos de ellos no
cuentan con seguridad social, acceso a la vivienda o
prerrogativas propias de la relación laboral.

Estos son derechos a que es acreedor cualquier traba-
jador, por la propia naturaleza de la profesión, difícil-
mente se materializan, lo cual redunda en un perjuicio
para los voceadores.

Para la defensa de sus derechos, los voceadores se han
congregado en distintos gremios y asociaciones, con
especial énfasis en los grupos regionales o estatales
que los reúnen.

Luego de las asociaciones de obreros, linotipistas, re-
dactores y empleados de periódicos, los papeleros se
agremiaron para formar una asociación nacional que
los arropara y protegiera de editores y autoridades.

Así nacen los gremios en todo el país, como en la ciu-
dad de Cuernavaca, Morelos; Guadalajara, Jalisco y la
Ciudad de México, siendo la más antigua esta última,
con data del año 1923.

El crecimiento y la evolución de estos gremios se ha
expandido a la mayor parte del país, llegando a agluti-
nar cientos de voceadores en sus respectivas ciudades,
rigiéndose bajo principios apegados a la paridad de gé-
nero.

Desde 1953, a instancias del presidente Adolfo Ruiz
Cortines se celebra el Día del Voceador, sin embargo,
no existe registro oficial de una fecha específica y es-
te día es celebrado con disparidad en las diferentes re-
giones del país.
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Es necesario establecer una fecha uniforme, decretada
formalmente, que sirva como referente para celebrar y
reafirmar la vocación de servicio de los voceadores.

Por lo anterior, se pretende declarar el 22 de julio de
cada año como Día Nacional del Voceador, esto como
una medida que reconozca la gran labor que realiza es-
te gremio para favorecer la comunicación y difusión
de ideas en nuestro país.

Asimismo, permitirá discutir y analizar las condicio-
nes de trabajo de los voceadores a nivel nacional. Es
imperante reivindicar el papel de los voceadores y
buscar en específico acciones que favorezcan a la se-
guridad jurídica y social de su empleo.

Expuesto lo anterior es que se somete a consideración
de esta soberanía el siguiente

Decreto por el que se declara el 22 de julio como el
Día Nacional del Voceador

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión
declara el 22 de julio de cada año Día Nacional del Vo-
ceador. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor un día des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Alejandro Mojica Toledo (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA LEY ORGÁNICA

DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ERNESTO ALFONSO

ROBLEDO LEAL E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PAN

Diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión; en ejercicio de la fa-
cultad que le confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, frac-
ción II; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por la que se reforma el artículo 4, numeral 1, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos a efecto de establecer la obligato-
riedad de celebrar sesión ordinaria el día de la instala-
ción de cada uno de los periodos ordinarios del año le-
gislativo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Desde la LVII Legislatura del Congreso de la Unión
(1997-2000), la Cámara de Diputados no contó con
mayoría absoluta de ninguno de los partidos que se en-
contraban representados en ella.

Gracias a ello, los mecanismos para la toma de deci-
siones en la Cámara de Diputados exigen tanto el des-
pliegue de poderosas habilidades de negociación como
de los tiempos y los espacios necesarios para alcanzar
acuerdos.

La composición de la LXIV Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados provoca que la coalición de partidos
que obtuvo el mayor número de escaños alcance la
mayoría absoluta y calificada para la toma de deci-
siones al interior de este cuerpo legislativo. Sin em-
bargo, aun en su seno, ninguno de los partidos polí-
ticos que la integran alcanza, por sí mismo, esas
mayorías.

Por lo tanto, los procesos de negociación y construc-
ción de acuerdos en la Cámara de Diputados siguen
siendo la tarea fundamental de los legisladores para al-
canzar las mayorías necesarias para la toma de deci-
siones, aun cuando al interior de la coalición gober-

Gaceta Parlamentaria Jueves 27 de febrero de 202060



nante esos procesos se faciliten gracias a haber postu-
lado una plataforma electoral conjunta.

Cuando las decisiones involucran reformas constitu-
cionales o designaciones que requieren de mayoría ca-
lificada, o cuando la coalición gobernante aspira a do-
tar de legitimidad el sentido de sus decisiones con la
participación de otras fuerzas políticas representadas
en el Congreso, entonces se hace indispensable el ejer-
cicio de las capacidades de diálogo y negociación.

Por ello, consideramos que es de la mayor relevancia
que los periodos de sesiones ordinarios de la Cámara
puedan aprovechar cada uno de los días que compren-
de conforme al mandato del primer párrafo del artícu-
lo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Para ello, proponemos una reforma al nu-
meral 1 del artículo 4 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto
de que sea obligatorio que la primera sesión ordinaria
de la Cámara de Diputados se celebre el primer día de
cada uno de los periodos ordinarios del año legislati-
vo.

Esta propuesta tiene, además, el propósito de evitar el
despilfarro de tiempo, recursos y oportunidades de ne-
gociación que significa que los integrantes de este
cuerpo legislativo se reúnan dos veces al año sin más
propósito que decretar la apertura del periodo de se-
siones.

Como sabemos, las comisiones legislativas y los órga-
nos de gobierno de esta Cámara son órganos de carác-
ter permanente que no interrumpen sus trabajos por la
conclusión de cada periodo ordinario. Por ello, tanto la
Mesa Directiva tiene asuntos pendientes de desahogo
en el pleno de la Cámara, como las comisiones legis-
lativas tienen dictámenes listos para la discusión. Por
ello se propone que aprovechemos desde el primer día
del cada periodo ordinario para desahogar esos temas.

Por otra parte, cada uno de los integrantes de este cuer-
po colegiado tiene la obligación de mantenerse en sus
distritos durante los tiempos en que no se realizan tra-
bajos en la Cámara para atender las necesidades de sus
representados. Eso significa que asistir al recinto le-
gislativo con el único propósito de que se decrete el
inicio del periodo legislativo implica un gasto enorme
e injustificado en transportación, estancia y retorno.

Por ello, considero que es apropiado que esta sobera-
nía acompañe esta propuesta y modifiquemos nuestra
ley orgánica para el propósito de que aprovechemos el
primer día de cada periodo ordinario de sesiones en
trabajos legislativos propiamente dichos y con el des-
ahogo de una sesión ordinaria.

Por todo lo anterior someto a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el numeral 1 del ar-
tículo 4 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el artículo 4, numeral 1,
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 4o.

1. De conformidad con los artículos 65 y 66 de la
Constitución, el Congreso se reunirá a partir del 1o. de
septiembre de cada año, para celebrar un primer perio-
do de sesiones ordinarias y a partir del 1o. de febrero
de cada año, para celebrar un segundo periodo de se-
siones ordinarias. En esas mismas fechas se celebra-
rá la primera sesión ordinaria del periodo para el
desahogo de los asuntos en cartera que determinen
las Mesas Directivas.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrara? en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FE-
DERAL, EN MATERIA DE GÉNERO, A CARGO DE LA DIPUTA-
DA ANA LILIA HERRERA ANZALDO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI

La que suscribe, diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo,
en nombre propio y de las y los integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política, los ar-
tículos 6, fracción I; 66, 68, 71, 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan los artí-
culos 18, 19, 27, fracción VII Bis, y 32, fracción I in-
ciso c), se adiciona al artículo 32, la fracción X Bis, de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
en materia de género, con el siguiente

Planteamiento

La transformación de la administración pública federal
en lo que llevamos en este sexenio ha implicado una
reasignación a las políticas y objetivos sociales. Hoy
enfrentamos una creciente demanda hacia al Estado
para el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres,
y que como Poder Legislativo no debemos ignorar. 

Las unidades de género, que fueron mandatadas en el
artículo vigésimo primero del decreto publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de
2018 por el cual se reformaron, adicionaron y deroga-
ron diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, representan un com-
promiso en pro de la igualdad y equidad, su instaura-
ción en la estructura administrativa federal, es vital pa-
ra el seguimiento de las obligaciones en materia de
salud, laboral, bienestar, educación, entre otras, por lo
que se propone elevar el mandato de su creación al
texto legal y que su instauración no dependa de un
artículo transitorio.

Esta intención, que se ha traducido en la presenta-
ción de esta iniciativa por tercera vez, hasta en tan-
to pueda ser considerada para dictamen, y obedece
a los compromisos nacionales e internacionales para
proporcionar un trato más equilibrado entre hombres y
mujeres de acuerdo con sus capacidades y no a su
condición de género. La presente iniciativa impulsa

el restablecimiento por Ley de las Unidades de Gé-
nero en la Administración Pública Federal y pro-
pone que en cada una de las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal, se
establezca un sistema de paridad de género cuando
se trate de escalafones, estímulos y recompensas
para las y los trabajadores.

Es de recordar que esta Cámara, por su composición y
resultado de la reforma política de 2014 en la cual se
estableció a nivel constitucional la paridad de género
en las elecciones, la LXIV Legislatura logró confor-
marse por primera vez en equidad, consecuencia de
ello se ha autodenominado como la Legislatura de la
Paridad de Género, por lo que en congruencia debe-
mos hacer frente al compromiso legislativo de garan-
tizar el Estado la igualdad sustantiva de mujeres y
hombres, así como el mismo trato y acceso a oportu-
nidades en el ejercicio de los derechos establecidos en
el marco jurídico mexicano.

En este sentido la iniciativa propone establecer en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
la instauración y permanencia de las unidades de gé-
nero, con el firme propósito de que el Poder Ejecuti-
vo y la administración que lo conforma garanticen el
derecho de igualdad y no discriminación y a su vez
impulsen las acciones afirmativas que beneficien la
institucionalización de la perspectiva de género en
las entidades y dependencias de la administración pú-
blica federal. 

Argumentación

Las unidades de género son vitales para el combate a
la violencia de género, la discriminación y el trato des-
igual a las mujeres; se requiere establecer mecanismos
de acción que lleven a reducir la desigualdad y discri-
minación, más aún cuando se trata de la administra-
ción pública federal, pues es ésta la que lleva mando y
la que tiene en su ejercicio la posibilidad de construir
un México más paritario.

En nuestro sistema constitucional, el órgano rector de
las políticas públicas es el Poder Ejecutivo, por lo que
es primordial que las dependencias a su cargo cuenten
con los mecanismos y autoridades competentes para
conducir la política nacional en materia de igualdad
entre mujeres y hombres.1
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La Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer2 establece que
“Los estados parte condenan la discriminación contra
la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por
todos los medios apropiados y sin dilaciones, una po-
lítica encaminada a eliminar la discriminación contra
la mujer y, con tal objeto, se comprometen”:

En el inciso a:

“a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus cons-
tituciones nacionales y en cualquier otra legislación
apropiada el principio de la igualdad del hombre y
de la mujer y asegurar por ley u otros medios
apropiados la realización práctica de ese princi-
pio;”

En el inicio d:

“d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de
discriminación contra la mujer y velar porque las
autoridades e instituciones públicas actúen de
conformidad con esta obligación;”

En el inciso e) 

“e) Tomar todas las medidas apropiadas para
eliminar la discriminación contra la mujer prac-
ticada por cualesquiera personas, organizacio-
nes o empresas;”

Aunado a lo anterior en el año 2000 en la Declaración
del Milenio se estableció el objetivo 3 del Desarrollo
del Milenio “Promover la igualdad de género y empo-
deramiento de la mujer”,3 incluyendo el compromiso
se establecer acciones para lograr la igualdad de hom-
bres y mujeres, reconociendo que es un tema cuya
transversalidad requiere estar presente en otros objeti-
vos y metas; por ejemplo la meta 5.5 de los Objetivos
de Desarrollo Sostenible señala como obligación del
Estado “asegurar la participación plena y efectiva
de las mujeres y la igualdad de oportunidades de li-
derazgo a todos los niveles de decisiones en la vida
política, económica y política”.4

En el ámbito nacional, la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 1o. párrafo
tercero establece que “Todas las autoridades, en el ám-
bito de sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos hu-

manos de conformidad con los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresivi-
dad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, in-
vestigar, sancionar y reparar las violaciones a los
derechos humanos, en los términos que establezca la
ley”. 

La Ley de Planeación en el artículo 2o., fracción VII,
señala que para el eficaz desempeño de la responsabi-
lidad del Estado sobre el desarrollo equitativo, inclu-
yente, integral, sustentable y sostenible, debe basarse,
entre otros, en el principio de “perspectiva de género,
para garantizar la igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres, y promover el adelanto de las
mujeres mediante el acceso equitativo a los bienes,
recursos y beneficios del desarrollo”.

En materia presupuestal, es preciso recordar a esta so-
beranía que el decreto para el Presupuesto de Egresos
de la Federación para el ejercicio fiscal de 2018, esta-
blece en el capítulo IV De la Igualdad entre Mujeres y
Hombres, artículo 22, la obligación del Ejecutivo fe-
deral para impulsar la igualdad sustantiva a través
de la incorporación de la perspectiva de género en
el diseño, elaboración, aplicación, seguimiento y
evaluación de los resultados de los programas de la
administración pública federal”. 

Como es también del conocimiento del Congreso de la
Unión, durante la LXII y LXIII Legislaturas a partir de
las reformas a la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, se crearon las uni-
dades de género, las cuales obedecieron al propósito
de institucionalizar la perspectiva de género en la cul-
tura organizacional tanto de la Cámara de Diputados,
como la correspondiente en la Cámara de Senadores.

Para 2017 el Instituto Nacional de las Mujeres recono-
cía la coordinación de los Poderes de la Unión y de los
gobiernos estatales en el establecimiento de las unida-
des, enlaces y/o comisiones que en la materia se crea-
ron para impulsar la política de igualdad.5

Sin embargo y pese al compromiso desarrollado en las
diferentes esferas gubernamentales, persiste el reto de
la igualdad en la “arquitectura institucional”,6 pues
aún se encuentra en proceso de consolidación y armo-
nización para dar cumplimiento a la agenda nacional
de género y a los objetivos de desarrollo sostenible.
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En este sentido el papel de la administración pública
es de vital importancia pues son sus dependencias las
responsables de garantizar la homogeneidad de crite-
rios y objetivos en el sector público y además repli-
carlos hacia los demás órdenes de gobierno.

La existencia de las unidades de género, parte del re-
conocimiento a la problemática de igualdad sustantiva
que existe en México y en específico como un com-
promiso para actuar en favor de la inclusión y dismi-
nución de la brecha diferencial entre hombres y muje-
res, siendo el ámbito de la administración pública uno
de los principales centros de trabajo en el que se tenía
que erradicar el trato desigual y garantizar la partici-
pación equilibrada de mujeres y hombres en todos los
ámbitos de decisiones del sector público.

Para lo anterior, se establecieron mecanismos que be-
neficiarán la institucionalización de la perspectiva de
género, no solo en el Poder Ejecutivo sino también en
el Legislativo y en el Poder Judicial. Estos mecanis-
mos implicaron generar una cultura organizacional en
la que la construcción de la igualdad sustantiva fuera
transexenal.

Las unidades de género “son acciones afirmativas pa-
ra desarrollar y guiar los trabajos en torno a la incor-
poración de la perspectiva de género al interior de las
dependencias y entidades de la administración pública
estatal”7 y tienen un propósito doble. El Centro de Do-
cumentación del Instituto Nacional de las Mujeres lo
ha ubicado en el ámbito interno y ámbito externo.

El interno, refiere las relaciones laborales de las muje-
res y hombres en su entorno de trabajo y tiene como
principal objetivo introducir a partir del orden legal la
perspectiva de género en los reglamentos y leyes que
rigen a la organización. Además de abonar a la forma-
ción, capacitación y profesionalización del personal de
cada ente público.

El ámbito externo, corresponde a las relaciones esta-
blecidas por cada dependencia de la administración
pública hacia la población, así como dar seguimiento
y cuenta de los acuerdos y compromisos que se han
hecho para actuar en la materia y que derivan de lo es-
tablecido en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, los tratados y convenios interna-
cionales o bien las obligaciones en las leyes federales
o nacionales. También se busca generar una adecuada

comunicación hacia la sociedad y otros entes públicos
y privados para aportar a la promoción de la igualdad
sustantiva.

Para que las unidades de género logren la plena insti-
tucionalización deben contar con el reconocimiento je-
rárquico dentro de la administración pública federal,
pues con ello se reforzará la relación y exigencia de
cumplimiento de las obligaciones dentro del servicio
público, pero además impulsará el desarrollo y empo-
deramiento social, tanto de mujeres como de hombres,
en igualdad y equidad. 

Debemos incidir en la cultura organizacional y ser co-
rresponsables en el quehacer de los enfoques y ejecu-
ción de las políticas de género. Sabemos que la insti-
tucionalización de la perspectiva de género ha sido
paulatina; en 2005 se daba cuenta sobre el Programa
de Institucionalización de la Perspectiva de Género en
la Administración Pública Federal8 y en sus recomen-
daciones se establecía que para lograr una cultura ins-
titucional con equidad de género, se dependía de la ac-
tuación de cada una de las dependencias de gobierno;
a noviembre de 2018 contamos con 17 unidades de
género9 en la administración pública federal. 

Sin embargo, aún faltan criterios que armonicen su ac-
tuación por lo que además de establecer la obligación
de contar con unidades de género se propone que sea
la Secretaría de Gobernación la que coordine el traba-
jo y rendición de cuentas de las misma, en acompaña-
miento y ejecución de las diferentes acciones que tie-
nen a su cargo el Instituto Nacional de las Mujeres y
cuyas funciones ya se encuentran definidas.

La presente iniciativa pretende dar certeza y continui-
dad al trabajo que realizan las unidades de género, po-
niendo en marcha una de la recomendaciones que en
2017 hiciera la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE) a México en materia
de políticas y buena gobernanza para la igualdad de
género, mediante el establecimiento de medidas y me-
tas para promover la igualdad en el servicio público,
impulsando el trabajo y reformas necesarias para el
equilibrio de género en todos los niveles y grupos
ocupacionales.10

Hoy debemos hacer frente al compromiso de garanti-
zar la igualdad, contamos con instrumentos y con la
voluntad política para lograr acciones que abonen a to-
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dos los programas y proyectos de gobierno. Generar y
fortalecer estas instancias en la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal favorecerá el ejercicio
del Poder Ejecutivo y sin duda será un reflejo a favor
del desarrollo de quienes vivimos y deseamos cons-
truir un México en equidad e igualdad.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta honorable Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 18, 19, 27, fracción VII Bis, y 32 fracción I
inciso C); se adiciona al artículo 32, la fracción X
Bis, todos de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal en materia de género

Único. Se reforman y adicionan los artículos 18, 19,
27, fracción VII Bis, y 32, fracción I Inciso c), se adi-
ciona al artículo 32, la fracción X Bis, de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal para quedar
como sigue: 

Artículo 18. En el reglamento interior de cada una de
las secretarías de estado que será expedido por el Pre-
sidente de la República, se determinarán las atribucio-
nes de sus unidades administrativas y de las unidades
de género, así como la forma en que los titulares po-
drán ser suplidos en sus ausencias.

Artículo 19. El titular de cada secretaría de estado ex-
pedirá los manuales de organización, de procedimien-
tos y de servicios al público necesarios para su funcio-
namiento, los que deberán contener información sobre
la estructura orgánica de la dependencia y las funcio-
nes de sus unidades administrativas, de las unidades
de género, así como sobre los sistemas de comunica-
ción y coordinación y los principales procedimientos
administrativos que se establezcan. Los manuales y
demás instrumentos de apoyo administrativo interno,
deberán mantenerse permanentemente actualizados.
Los manuales de organización general deberán publi-
carse en el Diario Oficial de la Federación, mientras
que los manuales de procedimientos y de servicios al
público deberán estar disponibles para consulta de los
usuarios y de los propios servidores públicos, a través
del registro electrónico que opera la Secretaría de la
Función Pública. En cada una de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, se
mantendrán al corriente los escalafones de las y los

trabajadores, y se establecerán los sistemas de pari-
dad de género, estímulos y recompensas que determi-
nen la ley y las condiciones generales de trabajo res-
pectivas.

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a la VII. (…)

VII Bis. Formular y coordinar la política de pre-
vención social del delito, cultura de paz y de legali-
dad, mediante programas que refuercen la inclusión
social y la igualdad, estrategias y acciones que con-
tribuyan a prevenir y eliminar la discriminación o
vulnerabilidad de grupos sociales, así como diseñar
e instrumentar programas para la atención integral a
víctimas y coadyuvar en la celebración de acuerdos
de colaboración con otras instituciones del sector
público y privado. Coordinará y dará seguimien-
to al cumplimiento de la promoción, trabajo e
impulso de las unidades de género en cada una
de las dependencias que conforman la adminis-
tración pública federal, centralizada y paraesta-
tal.

VII Ter. a la XXIV. (…)

Artículo 32. A la Secretaría de Bienestar corresponde
el despacho de los siguientes asuntos:

I. Fortalecer el bienestar, el desarrollo, la inclusión
y la cohesión social en el país mediante la instru-
mentación, coordinación, supervisión y seguimien-
to, en términos de ley y con los organismos respec-
tivos, de las políticas siguientes:

a) (…)

b) (…)

c) Atención preponderante a los derechos de la
niñez, de la juventud, de los adultos mayores, de
los pueblos indígenas, de las personas con dis-
capacidad y de las mujeres;

II. a la X (…)

X Bis. Fomentar las políticas públicas y dar se-
guimiento a los programas que garanticen el ple-
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no ejercicio de los derechos de las mujeres, en
coordinación con las dependencias y entidades
de la administración pública federal, así como de
los diferentes niveles de gobierno;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, deberá, en
acuerdo a sus atribuciones, instruir a las dependencias
a su cargo, la creación y establecimiento de la unidad
de género respectiva, de conformidad con el regla-
mento interior que sea expedido en términos de este
decreto.

Tercero. En un plazo no mayor a treinta días naturales
partir de la instauración de las unidades de género, el
titular de la Secretaría de Gobernación establecerá, de
conformidad con la Política Nacional en Materia de
Igualdad, la coordinación y alineación de objetivos en-
tre las unidades de género de la administración públi-
ca federal en conjunto con la Secretaría de Bienestar.

Notas

1 Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

2 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-

criminación contra la Mujer. 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cedaw.aspx 

3 Agenda 2030: México hacia la igualdad de género y el empode-

ramiento de todas las mujeres y las niñas. 

4 Ibídem, 2.

5 Agenda 2030: México hacia la igualdad de género y el empode-

ramiento de todas las mujeres y las niñas. 

6 Ibídem, 4.

7 Instituto Nacional de las Mujeres “Propuesta para la instauración

de Unidades de Género en la Administración Pública Federal”.

Enero 2014.

8 Documento disponible en: http://centro.paot.mx/documentos/in-

mujeres/prog_insti_genero_publi_federal.pdf 

9 El 19 de septiembre se publicó en el Diario Oficial de la Federa-

ción el Acuerdo por el que se crea la Unidad de Igualdad de Gé-

nero de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5526808&fe-

cha=19/06/2018 

10 Construir in México inclusivo. Políticas y Buena Gobernanza

para la igualdad de Género. OCDE 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 329, 330 Y 332 DEL CÓ-
DIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA

LAURA BERNAL CAMARENA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PT

La que suscribe, diputada Ana Laura Bernal Camare-
na, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; los artículos 3, numeral 1, fracción IX; 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y modifican los artículos 329, 330 y
332 del Código Penal Federal, con base en el plantea-
miento del problema, fundamentos legales y los si-
guientes argumentos:
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Planteamiento del problema

Actualmente, es inconcebible tener una postura ideo-
lógica que sostenga la prohibición a que la mujer de-
cida sobre su cuerpo; este derecho humano, no es com-
partido por algunas visiones retrógradas.

La decisión del aborto, es en sí, un problema delicado
al que se somete la mujer y conlleva el exponerse físi-
ca y mentalmente. Decidirlo es difícil porque los agen-
tes externos a su voluntad, tales como la cultura, la so-
ciedad, la religión, entre otros, la presionan a un nivel
traumático.

Cabe señalar que el desarrollo del embrión es de vital
importancia para explicar por qué un producto antes
de las 12 semanas no es considerado un ser humano,
puesto que un embrión tan pequeño aún no desarrolla
su corteza cerebral.

El embrión no tiene las condiciones que particularizan
al ser humano, en virtud de que carece de las estructu-
ras, las conexiones y las funciones nerviosas necesa-
rias para ello y, desde luego, es incapaz de sufrir o de
gozar. Biológicamente no puede considerársele un ser
humano.

La neurobiología ha determinado con cierta precisión
en que? etapa del embarazo el feto desarrolla la corte-
za cerebral. Para el objeto de este ensayo tal conoci-
miento no es trascendente; si? lo es que a las doce se-
manas del embarazo no la ha desarrollado, sino será
hasta varias semanas después.1

Para el doctor Jorge Carpizo quienes proponen que el
inicio de la vida humana corresponde al momento de
la fecundación, desconocen u olvidan los conocimien-
tos que en la actualidad ofrecen la biología de la re-
producción, la información genética y la inviabilidad
del embrión antes de su implantación.

En el mundo, más de 60 por ciento de la población vi-
ve en países con legislaciones que permiten la inte-
rrupción legal del embarazo, algunos con restricciones
de semanas y otros sin ningún tipo de restricción; sin
embargo, 26 por ciento vive en países donde el aborto
está prohibido.

En Europa, Asia y Estados Unidos de América (EUA),
la interrupción del embarazo es legal con independen-

cia de las causas; mientras que en México, Latinoamé-
rica y África se imponen mayores restricciones en sus
legislaciones, sobretodo, debido a temas morales y re-
ligiosos.

Preocupa en demasía que legisladores, sostengan que
el aborto es muerte y que permitan que el Estado con-
tinúe invadiendo la voluntad de la mujer, convirtién-
dose en dueño de la decisión de tener o no un hijo;
además, se suma que se le imponga prisión a la mujer
que por razones propias decida no tener el producto,
antes de las 12 semanas.

Recientemente, una senadora se atrevió a señalar con
juicio de valor, a las mujeres que diciendo que come-
ten feminicidio cuando deciden abortar a sus produc-
tos; lo que evidentemente es un señalamiento infunda-
do y revictimiza a las mujeres, haciendo uso de la
violencia contra las mujeres.

Las restricciones de semanas varían, en la mayoría es
hasta las 12 semanas, en otros son 16, en algunos 24 y por
último existen países que no tienen ninguna restricción y
el aborto es legal en cualquier etapa del embarazo.

Para el caso del producto que no cumple las 12 sema-
nas, no es posible hablar de que es titular de la capaci-
dad de goce, por lo que no es sujeto de derechos y
obligaciones; luego entonces, debe prevalecer la capa-
cidad de goce y ejercicio de la mujer.

En varios municipios del país, las mujeres siguen mu-
riendo por practicarse abortos en hospitales clandesti-
nos, por favor, salvemos la vida y voluntad de nuestras
mujeres, si estamos conscientes de sus derechos, de-
bemos dejar que decidan libremente.

Basta de hacer uso electorero de un derecho humano y
legítimo de las mujeres, el criminalizar no ayuda al fe-
nómeno social; México no puede tener distintos enfo-
ques, hoy se debe reconocer la libertad y fortaleza de
las mujeres en los estados de Oaxaca y la Ciudad de
México que lograron la interrupción legal del embara-
zo; pero las demás entidades federativas no pueden se-
guir teniendo causales de aborto en sus códigos pena-
les so pretexto de infundir temor de la norma jurídica
y limitar la voluntad de las mujeres.

Ante ello, queda la siguiente pregunta ¿Es factible sos-
tener la norma jurídica que limita la voluntad de las
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mujeres e impone castigo sobre su decisión de no te-
ner un producto? ¿Por qué países con fuerte arraigo re-
ligioso han aprobado la interrupción legal del embara-
zo sin mayor problema?

Fundamentos legales

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en los trata-
dos internacionales de los que el Estado Mexicano
sea parte, así como de las garantías para su protec-
ción, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspen-
derse, salvo en los casos y bajo las condiciones que
esta Constitución establece. 

(…)

Queda prohibida toda discriminación motivada
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de
las personas.”

En este sentido, existe un amplio debate sobre quién es
considerado persona, algunos señalan que es el indivi-
duo de la especie humana, otros dicen que es el ser hu-
mano. Para efectos del derecho, persona, es el sujeto
de derechos y obligaciones, lo que no deja duda sobre
quién es considerado constitucionalmente como perso-
na.

También que no está prohibida la discriminación que
tenga por objeto menoscabar libertades de las perso-
nas, entre las que se encuentra la libertad de decisión
de las mujeres sobre su cuerpo.

“Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales
ante la ley. Ésta protegerá la organización y el des-
arrollo de la familia. 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera li-
bre, responsable e informada sobre el número y el
espaciamiento de sus hijos. 

(…)”

El artículo 4o. constitucional señala en el caso especí-
fico, que la mujer puede decidir de forma libre sobre
el número de hijos que desea tener porque es su dere-
cho humano; por ende, no debe penalizarse su volun-
tad al decidir no tener un hijo.

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia

“Artículo 4. Los principios rectores para el acceso
de todas las mujeres a una vida libre de violencia
que deberán ser observados en la elaboración y eje-
cución de las políticas públicas federales y locales
son: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación, y 

IV. La libertad de las mujeres.”

Para la ley, es vital que las mujeres sean libres en sus
decisiones y el Estado elabore y ejecute políticas pú-
blicas federales y locales en apego a ello; lo que nos
debe llevar a la atención gratuita en hospitales públi-
cos para la interrupción legal del embarazo.

“Capítulo IV
De la Violencia Institucional

Artículo 18. Violencia Institucional: Son los actos
u omisiones de las y los servidores públicos de
cualquier orden de gobierno que discriminen o
tengan como fin dilatar, obstaculizar o impedir el
goce y ejercicio de los derechos humanos de las
mujeres así? como su acceso al disfrute de políti-
cas públicas destinadas a prevenir, atender, inves-
tigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de
violencia.”

En consecuencia, se debe considerar que el Estado me-
xicano, al penalizar el aborto antes de las 12 semanas,
genera violencia institucional, porque limita la volun-
tad personal de las mujeres sobre el número de hijos
de desea tener.
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Argumentos

• Un producto hasta las 12 semanas no desarrolla su
corteza cerebral.

• El embrión no es un ser humano.

• El producto hasta las 12 semanas, no es persona
jurídica.

• La ciencia indica que la vida humana no comien-
za en la fecundación.

• En el mundo, más de 60 por ciento de la población
vive en países con legislaciones que permiten la in-
terrupción legal del embarazo.

• En México, las mujeres continúan siendo encarce-
ladas por abortar y otras muriendo por practicarlo
en lugares clandestinos.

• Existen autoridades y legisladores, que lejos de
velar por los derechos de las mujeres, deciden cri-
minalizar y revictimizar su libre voluntad, discu-
tiendo el problema social solamente en afán electo-
rero y conservador.

• El artículo 1o. constitucional, define que toda per-
sona es sujeta de derechos humanos; para ello, la
capacidad se adquiere por nacimiento y termina con
la muerte, por lo que debe prevalecer la voluntad de
la mujer y no se debe menoscabar su derecho y li-
bertad.

• El artículo 4o. constitucional, señala que la mujer
puede decidir de forma libre sobre el número de hi-
jos que desea tener porque es su derecho humano;
por ende, no debe penalizarse su voluntad al decidir
no tener un hijo.

• Para la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, en su art. 4o. es de vi-
tal importancia porque establece que la libertad de
las mujeres, es un principio rector para el acceso de
las mujeres a una vida libre de violencia y deberá
ser observado en la elaboración y ejecución de po-
líticas públicas.

• Que el Estado comete violaciones a los derechos
humanos de las mujeres porque impide el goce y

ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, al
no permitir que decidan libremente sobre su cuerpo
y vida reproductiva, por lo que comete violencia
institucional.

Para mejor comprensión, se detalla el siguiente cuadro
comparativo, donde se resalta en negritas, la adición
propuesta:

En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, se
estima justificada y motivada jurídicamente la emisión
del siguiente

Decreto por el que se reforman y modifican los ar-
tículos 329, 330 y 332 del Código Penal Federal

Único. Se reforman y adicionan los artículos 329, 330
y 332 del Código Penal Federal, para quedar como si-
gue:

Código Penal Federal

Capítulo VI 
Aborto

Artículo 329. Aborto es la interrupción del embarazo
después de la décima segunda semana de gestación.
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El embarazo es la parte del proceso de la reproducción
humana que comienza con la implantación del em-
brión en el endometrio. 

Artículo 330. Al que hiciere abortar a una mujer, cuan-
do falte el consentimiento, se le impondrá prisión de
tres a seis años y si mediare violencia física o moral se
impondrán al delincuente de seis a ocho años de pri-
sión. 

Artículo 332. Se impondrán de seis meses a un año de
prisión, a la madre que voluntariamente procure su
aborto o consienta en que otro la haga abortar después
de las doce semanas de embarazo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Tomado de https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/li-

bros/6/2841/4.pdf el 25 de febrero del 2020.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputada Ana Laura Bernal Camarena (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 269 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, SUSCRITA POR LAS DIPUTADAS JULIETA MACÍAS

RÁBAGO E IRMA JUAN CARLOS, DE LOS GRUPOS PARLA-
MENTARIOS DE MOVIMIENTO CIUDADANO Y MORENA

Quienes suscriben, diputadas Julieta Macías Rábago e
Irma Juan Carlos, integrantes de los Grupos Parlamen-
tarios de Movimiento Ciudadano y Morena en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como de los artículos 6, nume-
ral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a consideración de esta soberanía, ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona
el artículo 269 de la Ley General de Salud, de acuerdo
con la siguiente

Exposición de motivos

“Necesitamos urgentemente más datos sobre los

efectos en la salud de los micro plásticos, que están

presentes en todas partes, incluso en el agua que

bebemos.”

Doctora María Neira, Directora del Departamento de
Salud Pública, Medio Ambiente y Determinantes So-
ciales de la Salud de la OMS.1

El plástico es uno de los materiales más utilizados en
la actualidad por los seres humanos como consecuen-
cia de su versatilidad, bajo costo de producción, baja
densidad e impermeabilidad, son excelentes aislantes
térmicos, eléctricos y acústicos, resistentes a la corro-
sión y con un alto grado de maleabilidad, característi-
cas gracias a las cuales “podemos encontrarlo en los
envases de los productos, incluso como ingrediente en
los cosméticos, en el textil de la ropa, en materiales de
construcción, juguetes y en multitud de utensilios y
objetos”.2

Sin embargo, su uso excesivo ha llevado al mundo en-
tero a enfrentar un grave problema de contaminación
del que apenas estamos conociendo la real magnitud,
algunas cifras3 respecto a la problemática son:

– Al año se producen 300 millones de toneladas de
residuos plásticos, lo que equivale al peso de toda la
población humana. (ONU Ambiente)
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– En 2017 por primera vez el plástico ocupó los 10
primeros lugares de objetos recolectados, dejando
afuera de la lista a las botellas de vidrio (Ocean
Conservancy)

– Entre el 60 y el 80 por ciento de los residuos ma-
rinos son plástico. En su mayoría son fragmentos
menores a los cinco milímetros, microplásticos
(Greenpeace).

– Se estima que hay entre cinco y 50 mil millones
de microplásticos en el mar.

– En promedio, se utilizan 200 bolsas de plástico
por persona al año y tardan alrededor de 400 años
en degradarse.

En particular, los residuos microplásticos se están con-
virtiendo en uno de los principales contaminantes de
los ecosistemas, estando ya presentes en el agua pota-
ble y los alimentos marinos que consumimos. 

“Los microplásticos o microesferas, son partículas
de plástico que miden menos de 5 milímetros, la
Administración Nacional Oceánica y Atmosférica
(NOAA) utiliza este parámetro para clasificarlos.
Estos fragmentos se encuentran presentes en una
multitud de productos de higiene como cremas ex-
foliantes, pasta dental, jabones, en las fibras sintéti-
cas de la ropa, entre otros.

Se sabe que el microplástico existe desde más de 20
años  -como parte de productos de limpieza- pero en
la actualidad se utilizan por su función exfoliante o
para dar color y textura a los productos.”4

Estos microplásticos pueden provenir de dos fuentes,
“algunos se fabrican de origen con ese tamaño, pues
forman parte de detergentes domésticos o productos
de belleza (bloqueadores y exfoliantes, etcétera),
mientras que otros resultan de la fragmentación de
plásticos de mayor tamaño.”5+ y “en muchos casos,
los plásticos no se vierten intencionadamente a las
aguas, pero llegan de forma indirecta, como es el ca-
so de […] los nurdles o lágrimas de sirena, pequeñas
bolitas de plástico que sirven como materia prima de
la industria del plástico. La falta de cuidado al trans-
portarla y manejarla puede hacer que millones de es-
tas microesferas acaben por error en la naturaleza y,
debido a su pequeño tamaño y diversos colores, los

animales pueden consumirlas al confundirlas con ali-
mento. 

Lo mismo ocurre con las microesferas que la industria
cosmética utiliza en cremas exfoliantes, pastas de
dientes y otros productos de belleza.”6 Estudios re-
cientes indican que algunos productos cosméticos
contienen aproximadamente la misma cantidad de
plástico que el contenedor en el que vienen envasa-
dos7 y su uso cotidiano introduce estas partículas di-
rectamente en las corrientes de aguas residuales y ha-
cia el drenaje. 

Estimaciones de la vida media de los microplásticos
rondan por los cientos de años, más tiempo que cual-
quier contaminante orgánico persistente y la remedia-
ción de estas particular microplásticas en el medio ma-
rino es inútil porque los materiales son muy pequeños
y se dispersan, por lo tanto, el daño ecológico es prác-
ticamente irreversible8

La gravedad de la problemática radica en que poco a
poco se están incorporando a la cadena alimentaria de
la vida marina en prácticamente todo el mundo. 

“Un nuevo estudio realizado por la Universidad de
Exeter y el Laboratorio Marino de Plymouth, apo-
yados por los Laboratorios de Investigación de Gre-
enpeace, ha encontrado plásticos en los estómagos
de todos los delfines, focas y ballenas que han
muerto en aguas británicas y que han varado en la
costa desde 2011 a 2017, aunque la mayoría se en-
contraron en 2016 o 2017.

Los 50 especímenes analizados tenían microplásti-
cos (menos de 5 mm) en su interior. Plásticos que
pueden provenir de nuestras lavadoras, ya que los
tejidos sintéticos de plástico liberan fibras al medio
ambiente en cada lavado, pero también de produc-
tos cosméticos y de todos los plásticos de un solo
uso que llegan al mar y acaban fragmentándose en
pequeños trozos.”9

Aunque aún no se tiene certeza sobre las consecuen-
cias a la salud de animales y humanos, el peligro es la-
tente debido a que “Los microplásticos contienen una
gran cantidad de químicos tóxicos, que se pueden li-
berar durante el proceso digestivo causando alteracio-
nes hormonales, daños a nivel reproductivo”.10
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Ese solo motivo es suficiente para regular su uso en
productos de consumo pues, por ejemplo, “Los Esta-
dos Unidos está a la cabeza de contaminación más al-
ta por microplásticos con un 94%, las muestras se to-
maron del agua de grifo de sitios tan emblemáticos
como el Congreso, la sede de la Agencia de Protección
Ambiental de los Estados Unidos y el edificio Trump
Tower en Nueva York. Líbano e India tuvieron las si-
guientes tasas más altas.”11

En el caso de nuestro país, la situación no es muy di-
ferente. “En la planta potabilizadora, conocida como
Los Berros, ubicada en Valle de Bravo, estado de Mé-
xico, se encontró la presencia de fibras de acrílico,
nylon, licra y óxido de titanio. En la planta, Miravalle
(lago de Chapala), localizada en Jalisco, se hallaron fi-
bras de celulosa no pláticas.”12

Además, “en el Pacífico mexicano, en playas de Sina-
loa, investigaciones recientes de Naciones Unidas, el
Instituto de Ciencias del Mar y Limnología, así como
de universidades de Brasil y Estados Unidos encontra-
ron partículas de microplástico. Para 2020 harán
muestras en el Golfo de México y el pronóstico es re-
servado.”13

Para conocer con más precisión la gravedad de la pro-
blemática en las costas de nuestro país, Greenpeace y el
Centro para la Diversidad Biológica coordinaron la ela-
boración del Estudio sobre el impacto de la contamina-
ción por microplásticos en peces de México, en el cual
hicieron pruebas para determinar el contenido de micro-
plásticos en diversas especies de relevancia comercial. 

Las principales conclusiones del estudio son:

“En total se revisaron 755 peces, pertenecientes a
66 especies de las tres regiones, de los cuales 411
presentaron microplásticos, lo que representa el 54
%. En más de la mitad de los peces recolectados se
encontró al menos una pieza plástica; sin embargo,
este porcentaje es intermedio al compararlo con es-
tudios realizados en otras partes del mundo que va-
rían entre 3 por ciento y 77 por ciento.

La región que mostró más afectación por micro-
plásticos fue Veracruz, que presentó tanto un mayor
porcentaje de peces contaminados (96 % inicial, 36
% con la proporción de ajuste), como el mayor nú-
mero de piezas (1,865 identificadas visualmente,

690 calculadas con la proporción de ajuste). Por el
contrario, la que tuvo menor impacto fue La Paz (21
% de peces identificados inicialmente con plástico,
8% con la proporción de ajuste). 

Esta diferencia puede estar dada por la urbanización
de los lugares: el impacto urbano en Veracruz es
mucho mayor en comparación con las otras dos re-
giones, mientras que por el contrario en La Paz es
relativamente bajo.”14

En consideración a lo anterior, resulta indispensable
contar con una regulación respecto del uso innecesario
de microplásticos en diversos productos, como ya
otros países lo han hecho, entre los cuales se cita el si-
guiente comparativo que forma parte de un artículo de
Alexandra Farbiarz, publicado en marzo de 2018 en el
sitio web Residuos profesional:

Legislación a nivel internacional que prohíbe los
microplásticos:15
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México debe seguir el ejemplo de las legislaciones ci-
tadas y sumarse entre los países que ya son referente
internacional en la regulación sobre microplásticos, lo
cual resultará en beneficios para el medio ambiente y
para la salud de la población, reconociendo que la con-
taminación por plásticos es una problemática comple-
ja y que requiere diversas acciones para su atención,
siendo la propuesta presente una de ellas. 

En ese sentido, la presente iniciativa propone adicio-
nar el artículo 269 de la Ley General de Salud para ha-
cer explícita la prohibición de importar, comercializar
y/o elaborar productos cosméticos que contengan mi-
croplásticos. 

Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos some-
ter a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente Iniciativa con Proyecto de

Decreto 

Por el que se adiciona el artículo 269 de la Ley Ge-
neral de Salud

Único. Se adiciona un párrafo tercero artículo 269 de
la Ley General de Salud y se recorren los subsecuen-
tes, para quedar como sigue:

Artículo 269. […]

[…]

Queda prohibida la elaboración, importación y co-
mercialización de productos cosméticos que con-
tengan microplásticos. Se considerará microplásti-
co a las partículas de plástico de hasta 5 milímetros
de diámetro. 

[…]

[…]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor en un pla-
zo de un año contado a partir de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/detail/22-08-2019-who-

calls-for-more-research-into-microplastics-and-a-crackdown-on-

plastic-pollution

2 Estévez, R. (28 de agosto, 2019). Datos sobre la contaminación

que causa el plástico. Ambientum. Ver más en: https://www.am-

bientum.com/ambientum/residuos/contaminacion-plastico.asp

3 SEMARNAT. (22 de octubre, 2018) Contaminación por plásti-

cos en el océano. Ver más en: https://www.gob.mx/semarnat/es/ar-

ticulos/contaminacion-por-plasticos-en-el-oceano-cifras-alarman-

tes?idiom=es

4 Mohar, E. (14 de enero, 2019) ¿Qué son los microplásticos y có-

mo contaminan? Muy Interesante. Ver más en: https://www.mu-

yinteresante.com.mx/preguntas-y-respuestas/que-son-los-micro-

plasticos/

5 Greenpeace México A.C. Estudio Sobre el Impacto de la Conta-

minación por Microplásticos en Peces de México, 2019. 

6 García-Astillero, A. (10 de julio, 2019) Contaminación por plás-

ticos: causas, consecuencias y soluciones. Ver más en: 
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https://www.ecologiaverde.com/contaminacion-por-plasticos-cau-

sas-consecuencias-y- soluciones-2114.html

7 UNEP, 2015. Plastic in cosmetics: are we polluting the environ-

ment through out personal care? Plastic ingredients that contribute

to marine microplastic litter. Obtenido de: 

http://wedocs.unep.org/bitstream/handle/20.500.11822/9664/-

Plastic_in_cosmetics_Are_we_polluting_the_environment_throug

h_our_personal_care_-2015Plas.pdf?sequence=3&isAllowed=y

8 Ídem.

9 García, A. (13 de febrero, 2019) ¿Cuántos animales más deben

morir para acabar con los plásticos? Ver más en: https://es.green-

peace.org/es/noticias/cuantos-animales-mas-deben-morir-para-

acabar-con-los-plasticos/

10 García, A. (13 de febrero, 2019) ¿Cuántos animales más deben

morir para acabar con los plásticos? Ver más en: https://es.green-

peace.org/es/noticias/cuantos-animales-mas-deben-morir-para-

acabar-con-los-plasticos/

11 Julio. (6 de septiembre, 2019) Una reciente investigación indi-

ca que miles de millones de personas en todo el mundo están be-

biendo agua contaminada con partículas de plástico. Ver más en:

https://www.concienciaeco.com/2017/09/06/particulas-plastico-

encontradas-agua-del-grifo-mundo-revela-estudio/

12 Instituto Mexicano de Tecnología del Agua. (08 de julio de

2019) Contaminación por microplásticos: estudio en dos fuentes

de agua potable. Ver más en: 

https://www.gob.mx/imta/articulos/contaminacion-por-microplas-

ticos-estudio-en-dos-fuentes-de-agua-potable

13 Rodmun, L. (16 de julio, 2019) El microplástico está casi en to-

dos lados. Ver más en: 

https://www.animalpolitico.com/atarraya/el-microplastico-esta-

casi-en-todos-lados/

14 Greenpeace México A.C. Estudio Sobre el Impacto de la Con-

taminación por Microplásticos en Peces de México, 2019.

15 Farbiarz, A. (2018). Estados Unidos, Canadá, el Reino Unido,

Francia, Suecia: países que prohíben los microplásticos en los cos-

méticos. Ver más en: https://www.residuosprofesional.com/paises-

prohiben-microplasticos-cosmeticos/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputadas: Julieta Macías Rábago, Irma Juan Carlos (rúbricas)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 469 BIS 1 A LA LEY GENE-
RAL DE LA SALUD, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA

BÁEZ RUIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Claudia Báez Ruiz, integrante de la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión por el Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 4o. y 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno la presente iniciativa
con proyecto de decreto, que adiciona el artículo 469
Bis 1 a la Ley General de Salud, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Sociedad Internacional de Cirugía
Plástica Estética, México es el quinto lugar mundial en
tratamientos estéticos, sólo detrás de Estados Unidos,
Brasil, Japón e Italia. Entre los cinco representan 41
por ciento de los procedimientos totales en el mundo.1

El objeto de la cirugía plástica estética es corregir al-
teraciones de la norma estética a fin de obtener mayor
armonía facial y corporal o de las secuelas producidas
por el envejecimiento,2 pero también, por motivos de
salud, a consecuencia de daños, percances, accidentes
o cualquier vulneración corporal.
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Según la SICPE, el aumento mamario y la liposucción
son los procedimientos quirúrgicos más frecuentes,
mientras que los procedimientos no quirúrgicos son la
aplicación de toxina botulínica y aplicación de relle-
nos o sustancias reabsorbibles.

Desafortunadamente, en el país hay personas que ejer-
cen la cirugía plástica y estética sin contar con la de-
bida certificación de estudios, poniendo en riesgo la
salud de las personas. Lo más grave es que los trata-
mientos estéticos pueden dañar de manera irremedia-
ble la apariencia, dejar discapacidades e incluso aten-
tar contra la vida de los pacientes convirtiéndolos en
víctimas.

Conforme a la Asociación Mexicana de Cirugía Plás-
tica, Estética y Reconstructiva, AC, la formación de un
cirujano plástico inicia con la carrera de Médico Ciru-
jano (6 años aproximadamente), seguida de tres o cua-
tro años de formación en cirugía general y finalmente
tres años en cirugía plástica (estética y reconstructiva).
El médico después de esos años, solicitará al término
de su especialización la certificación de su capacidad
profesional por el Consejo Mexicano de Cirugía Plás-
tica, Estética y Reconstructiva.

El artículo 272 Bis 1 de la Ley General de Salud dis-
pone que la cirugía plástica, estética y reconstructiva
relacionada con cambiar o corregir el contorno o for-
ma de diferentes zonas o regiones de la cara y del cuer-
po, deberá efectuarse en establecimientos o unidades
médicas con licencia sanitaria vigente, atendidos por
profesionales de la salud especializados en dichas ma-
terias, de conformidad con lo que establece el artículo
272 Bis.

El artículo 272 Bis dispone “que para la realización de
cualquier procedimiento médico quirúrgico de espe-
cialidad, los profesionales que lo ejerzan requieren

I. Cédula de especialista legalmente expedida por
las autoridades educativas competentes.

II. Certificado vigente de especialista que acredite
capacidad y experiencia en la práctica de los proce-
dimientos y técnicas correspondientes en la materia,
de acuerdo con la lex artis ad hoc de cada especia-
lidad, expedido por el consejo de la especialidad se-
gún corresponda, de conformidad con el artículo 81
de la presente Ley.

Los médicos especialistas podrán pertenecer a una
agrupación médica, cuyas bases de organización y
funcionamiento estarán a cargo de las asociaciones,
sociedades, colegios o federaciones de profesionales
de su especialidad; agrupaciones que se encargan de
garantizar el profesionalismo y ética de los expertos en
esta práctica de la medicina.

Pese a las disposiciones anteriores, en el país hay mé-
dicos que ejercen la cirugía plástica y estética sin con-
tar con la debida certificación requerida. Hay quienes
con sólo haber hecho un curso en línea, obtienen un di-
ploma de Medicina Estética3 a fin de realizar prácticas
quirúrgicas, para lo cual no están capacitados.

Cuando las cirugías estéticas son realizadas por médi-
cos debidamente certificados, los riesgos para la salud
son mínimos, pero cuando las cirugías las realizan per-
sonas o médicos no calificados, se pone en riesgo la sa-
lud y la vida de los pacientes. En la medida en que se
han incrementado los servicios de cirugía estética han
aumentado las quejas por tratamientos mal realizados.

Según el Análisis de la queja médica en el servicio de

cirugía plástica, estética y reconstructiva, en México
las quejas involucradas en el servicio de cirugía plás-
tica ascienden a 654 y representan 2.4 por ciento de las
quejas concluidas en la Conamed (26 mil 773) duran-
te el periodo 2002-2017. Su tendencia, igual que el pe-
so relativo que representa, es creciente a lo largo de los
años. De estas 654 quejas la especialidad de cirugía
plástica y estética se involucra en 69.9 por ciento y ci-
rugía reconstructiva en 30.1.4

La Comisión Federal para la Protección contra Ries-
gos Sanitarios (Cofepris) y el Sistema Federal Sanita-
rio han verificado un total de 4,322 clínicas con pres-
tación de servicios de cirugía estética, identificando
con anomalías a 510 y suspensión de actividades en
264 de ellas.5

La Cofepris ha encontrado que los establecimientos
que prestan servicios de cirugía y tratamiento estético,
no cuentan con autorización sanitaria para prestar los
servicios que promocionan; que el personal no es pro-
fesional de la salud (carecen de estudios con validez
oficial y de cédula profesional); o bien, que los ciruja-
nos plásticos no cuentan con certificados o recertifica-
ciones de especialidad para realizar este tipo de ciru-
gías.
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Aun cuando conforme al artículo 17 bis de la Ley Ge-
neral de Salud, la Cofepris está facultada a revocar las
autorizaciones que en las materias de su competencia
se requieran, así como aquellos actos de autoridad que
para la regulación, el control y el fomento sanitario se
establecen o deriven de esta ley, sus reglamentos, las
normas oficiales mexicanas y los demás ordenamien-
tos aplicables, lo anterior no es suficiente, pues con las
visitas de verificación sanitaria en todo el territorio na-
cional, la Cofepris sólo suspende actividades de los es-
tablecimientos que ofrecen servicios de cirugía estéti-
ca e impone multas por incumplimiento a la
regulación sanitaria.

Las cirugías o los tratamientos practicados por perso-
nas no especializadas que no cumplen con la legisla-
ción y normatividad sanitaria vigente, pueden provo-
car un grave riesgo a la salud de la población y en
consecuencia un daño que puede ser permanente o fa-
tal como la muerte.

En virtud de que las sanciones administrativas no han
sido suficientes para inhibir la proliferación de médi-
cos que prestan servicios de cirugía estética y que no
cuentan con las certificaciones necesarias para hacer-
lo, es necesario adoptar medidas penales.

Con objeto de proteger el derecho a la protección de la
salud que tiene toda persona conforme al artículo 4o.
constitucional, con la presente iniciativa se propone
establecer un tipo penal para sancionar a quienes no
cumplan los requisitos establecidos en el artículo 272
bis de la Ley General de Salud.

Con la reforma propuesta se incentivaría a los profe-
sionales médicos a abstenerse de realizar alguna inter-
vención o procedimiento que no sea propio de su es-
pecialidad.

Denominación del proyecto

Decreto por el que se adiciona el artículo 469 Bis 1
a la Ley General de Salud.

Único. Se adiciona el artículo 469 Bis 1 a la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 469 Bis 1. Al profesional médico que reali-
ce un procedimiento quirúrgico de especialidad y
que no cumpla con lo previsto en el artículo 272 Bis

de esta ley, se le impondrá prisión de uno a ocho
años, suspensión en el ejercicio profesional de uno
a tres años y multa de trescientas a quinientas uni-
dades de medida de actualización.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 La cirugía estética se transforma, 

https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/La-cirugia-esteti-

ca-se-transforma-20180220-0108.html

2 Sociedad Española de Cirugía Plástica Reparadora y Estética.

¿Qué es la cirugía plástica? En 

h t t p s : / / s e c p r e . o r g / p a c i e n t e s / q u e - e s - l a -

cirug%C3%ADapl%C3%A1stica?jjj=1528920282721

3 https://www.milenio.com/cultura/expertos-alertan-cursos-patito-

cirugia-estetica

4 http://www.conamed.gob.mx/gobmx/monografias/pdf/10_Ciru-

gia_plastica.pdf

5 https://www.gob.mx/cofepris/es/articulos/alerta-sanitaria-clini-

cas-de-cirugia-estetica-irregulares?idiom=es

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputada Claudia Báez Ruiz (rúbrica)

Gaceta Parlamentaria Jueves 27 de febrero de 202076



QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ES-
TADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Quienes suscriben, diputadas y diputados federales a
la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, e inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PRD, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el ar-
tículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a consideración del Congreso
de la Unión iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversos artículos de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Planteamiento del problema

La presente iniciativa fue presentada el 22 de sep-
tiembre del año 2015 por la diputada Hortensia Ara-
gón Castillo y pese a los continuos requerimientos
que se realizaron tanto a las comisiones dictaminado-
ras como a los integrantes de la Mesa Directiva de es-
te órgano legislativo, nunca fue objeto de una vota-
ción. Sin embargo, la diputada Aragón Castillo,
debido a la omisión legislativa de los órganos de go-
bierno la Cámara de Diputados acudió al Poder Judi-
cial de la Federación para obligarlos a cumplir con el
procedimiento establecido en el artículo 82 numeral 2
del propio Reglamento de la Cámara de Diputados.
Dada la evidente falta de cumplimiento de la norma-
tividad, la justicia federal concedió amparo a la dipu-
tada Aragón, con la sentencia 1291/2017, misma que
fue recurrida por esta Cámara y se encuentra en espe-
ra de que un tribunal unitario dicte la sentencia defi-
nitiva en este caso.

México sigue estancado en la desigualdad y en la in-
capacidad para eliminar las violencias contra las mu-
jeres. La lucha de colectivos y organizaciones femi-
nistas ha tenido grandes logros que ahora se ven
amenazados por el nuevo gobierno que ha mostrado
un total desinterés por las mujeres.

Como lo hemos señalado, estamos convencidos de que
toda mujer debe ser escrupulosamente respetada. Con-
sideramos que la prevención, atención, sanción y erra-
dicación de todas las modalidades y tipos de violencia

de género contra las mujeres es responsabilidad del
Estado, por lo que se deben implementar desde sus
instituciones y desde la sociedad, todas las acciones
pertinentes e indispensables para garantizar el pleno
respeto a sus derechos humanos y a una vida libre de
violencia.

Es por ello que las diputadas y diputados del Grupo
Parlamentario del PRD hemos considerado que debido
a la nueva conformación de esta legislatura en la que
las mujeres representan el 48.8 por ciento de quienes
integramos esta Cámara, nos encontramos obligados a
presentar esta iniciativa en los términos en que fue
presentada en 2015 por este grupo parlamentario, para
que sea examinada por esta soberanía y podamos aspi-
rar a establecer nuevos paradigmas de paridad hori-
zontal y vertical, a nivel internacional, para el trabajo
legislativo. En consecuencia, proponemos: 

“Los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos disponen que en
nuestro país las personas gozarán de los derechos
humanos reconocidos en ella y en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, así como la prohibición de todo tipo de dis-
criminación, aunado al establecimiento de la garan-
tía de igualdad entre hombres y mujeres.

“Por lo que este Poder Legislativo congruente con
la norma suprema del país y en armonía a los de-
rechos humanos reconocidos constitucional y
convencionalmente, está obligado, inexcusable-
mente, a garantizar la paridad de género no sólo
de forma vertical sino también horizontal o trans-
versal, atendiendo al contexto de la conformación
de sus Cámaras, tanto en la de senadores como de
diputados, en la integración de la totalidad en los
órganos de gobierno, así como en la integración
de las comisiones y comités en términos de pro-
gresión de los derechos, con miras a una integra-
ción final equilibrada en términos de presencia de
ambos géneros, en la formulación y ejercicio de
las funciones públicas, políticas y gubernamenta-
les en todos los planos de la vida pública y políti-
ca del país. De la misma manera, la paridad de
género deberá ser garantizada en los servicios
profesionales de carrera de tal manera que las y
los aspirantes a éste gocen de las mismas oportu-
nidades.
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Argumentación

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en nuestro país, las personas gozarán de
los derechos humanos reconocidos en ella y en los
tratados internacionales de los que el Estado mexi-
cano sea parte. Las normas relativas a los derechos
humanos se interpretarán de conformidad con la
Constitución y con los tratados internacionales de la
materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas
la protección más amplia. Asimismo, queda prohi-
bida toda discriminación motivada por origen étni-
co o nacional, el género, la edad, las discapacida-
des, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el
estado civil o cualquier otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o me-
noscabar los derechos y libertades de las personas.

“El artículo 4o., párrafo primero, de la Constitución
establece la garantía de igualdad entre hombres y
mujeres.

“En efecto, la finalidad de la paridad es el adecua-
do equilibrio en la participación política de hom-
bres y mujeres, en el caso, en la integración de los
órganos de gobierno, así como en la integración de
las comisiones y comités de las cámaras del Con-
greso de la Unión y con ello lograr la participación
política efectiva en la toma de decisiones del Poder
Legislativo, en un plano de igualdad sustancial, con
el objetivo de consolidar dicha paridad de género
como práctica política de los Poderes del Estado.

“La paridad implica un aspecto cuantitativo y cua-
litativo, pues lo que busca es la participación políti-
ca efectiva en la vida política del país de hombres y
mujeres, en un plano de igualdad sustancial, sin fa-
vorecer a un género u otro en particular; es decir, lo
que procura es un equilibrio razonable entre ellos,
incluso para alcanzarla, se exige la adopción de me-
didas temporales, es decir, de acciones positivas a
favor de la igualdad de género.

“La paridad es una exigencia de la democracia repre-
sentativa y una meta para erradicar la exclusión es-
tructural de las mujeres en la sociedad, por tanto, bus-
ca lograr una situación permanente en la que el poder
político sea compartido por hombres y mujeres.

“Lo anterior resulta acorde con la obligación del Es-
tado de promover las condiciones para que la igual-
dad de las personas sea real y efectiva, y de elimi-
nar los obstáculos que impidan su pleno desarrollo
y la verdadera participación de forma equilibrada
de hombres y mujeres en la vida política, mandatos
que suponen directivas de interpretación para los
órganos jurisdiccionales.

“De tal manera que hoy por hoy el establecimiento
de la paridad de género se ha traducido en una me-
dida estratégica e indispensable frente a la evidente
y abrumadora sub-representación de las mujeres en
los órganos de decisión política, así como para
cumplir con la obligación estatal de generar las con-
diciones para que el ejercicio de los derechos polí-
ticos-electorales de las mujeres, sean una realidad.

“Cabe precisar que a diferencia de las cuotas, la pa-
ridad es una medida permanente que tiene como fi-
nalidad lograr la representación descriptiva y sim-
bólica de las mujeres en los órganos de decisión de
los rumbos que debe tomar el país. Parte de un en-
tendimiento inclusivo de la democracia y de un en-
foque integral de la igualdad. Por ello estimamos el
objetivo de la paridad –reflejar en los órganos de-
mocráticos y de toma de decisiones la composición
de la población– debe cumplirse dentro de todas
aquellas instituciones públicas en las que se toman
decisiones y la presente iniciativa abona a su cum-
plimiento.1

“Por otra parte, en el marco jurídico nacional y
convencional se reconocen como derechos huma-
nos de las personas, la igualdad para acceder a un
cargo público y participar en la vida política del pa-
ís –entre hombres y mujeres–, y la no discrimina-
ción –por razón de sexo–.

“En complemento al derecho fundamental a la
igualdad formal, se ha advertido que en los sistemas
jurídicos existe una tendencia orientada a garantizar
una igualdad material entre hombres y mujeres, ten-
dencia que también regula a los partidos políticos
en tanto entidades de interés público.

“En este orden de ideas, el artículo 6o. de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres,
establece que la igualdad entre mujeres y hombres
implica la eliminación de toda forma de discrimina-
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ción en cualquiera de los ámbitos de la vida que se
genere por pertenecer a cualquier sexo. En sus artí-
culos 35 y 36, fracción IV, se señala que la política
nacional propondrá los mecanismos de operación
adecuados para la participación equitativa entre
mujeres y hombres en la toma de decisiones políti-
cas y socioeconómicas, para lo cual, las autoridades
correspondientes desarrollarán entre sus acciones,
promover la participación y representación equili-
brada entre mujeres y hombres dentro de las estruc-
turas de los partidos políticos.

“A nivel internacional existen diversos instrumen-
tos de los cuales el Estado mexicano es parte, y que
buscan proteger y garantizar la igualdad entre el
hombre y la mujer, así como de lograr su participa-
ción en condiciones de igualdad en la vida política
del país, que sirven como parámetro necesario de
interpretación y aplicación de la normativa interna
legal y reglamentaria.

“Así, por ejemplo, en los artículos 1o., 2o., 3o., 4o.,
5o., 7o. y 15 de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de discriminación Con-
tra la Mujer (CEDAW) se establece que los Esta-
dos parte convienen en seguir, por todos los medios
apropiados y sin dilaciones, una política encamina-
da a eliminar la discriminación contra la mujer y,
con tal objeto, consagraran el principio de la igual-
dad del hombre y de la mujer en las esferas políti-
ca, social, económica y cultural, para asegurar el
pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el ob-
jeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales en
igualdad de condiciones con el hombre.

“Asimismo se señala que la adopción de medidas
especiales de carácter temporal encaminadas a ace-
lerar la igualdad de facto entre el hombre y la mu-
jer no se considerará discriminación en la forma de-
finida en la referida Convención, pero de ningún
modo entrañará, como consecuencia, el manteni-
miento de normas desiguales o separadas; estas me-
didas cesarán cuando se hayan alcanzado los obje-
tivos de igualdad de oportunidad y trato. De igual
forma se tomarán todas las medidas apropiadas
para eliminar la discriminación contra la mujer
en la vida política y pública del país y, en parti-
cular, garantizarán, en igualdad de condiciones
con los hombres, el derecho a votar en todas las

elecciones y referéndum públicos y ser elegible pa-
ra todos los organismos cuyos miembros sean obje-
to de elecciones públicas; participar en la formula-
ción de las políticas gubernamentales y en la
ejecución de éstas, ocupar cargos públicos y ejercer
todas las funciones públicas en todos los planos gu-
bernamentales, y participar en organizaciones y
asociaciones no gubernamentales que se ocupen
de la vida pública y política del país.

En la recomendación número CEDAW/C/MEX/
CO/7-8,3 realizada en 2012, el referido Comité se-
ñaló que se debían llenar las lagunas existentes en
los marcos jurídicos electorales en el sistema jurídi-
co mexicano que ocasionan el incumplimiento de
las acciones afirmativas para propiciar la inscrip-
ción de candidaturas de manera paritaria. Además,
en la recomendación hecha al Estado mexicano,
aprobada en el 36o. periodo de sesiones, señaló la
necesidad de fortalecer las medidas para aumentar
el número de mujeres en puestos directivos a todos
los niveles y ámbitos.5

“Por otra parte en los artículos 1o., 23 y 24 de la
Convención Americana sobre derechos Huma-
nos (Pacto se San José de Costa Rica), los Esta-
dos parte en la convención se comprometen a res-
petar los derechos y libertades reconocidos en ella y
a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda perso-
na que esté sujeta a su jurisdicción, sin discrimina-
ción alguna por motivos de raza, color, sexo, idio-
ma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra
índole, origen nacional o social, posición económi-
ca, nacimiento o cualquier otra condición social.
Asimismo se establece que todas las personas son
iguales ante la ley y que todos los ciudadanos deben
gozar, entre otros derechos y oportunidades, el de
tener acceso, en condiciones generales de igual-
dad, a las funciones públicas de su país.

“En los artículos 4, 5, 13 y 14 de la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Con-
vención de Belém do Pará), se establece que toda
mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejer-
cicio y protección de todos los derechos humanos y
a las libertades consagradas por los instrumentos re-
gionales e internacionales sobre derechos humanos.
Estos derechos comprenden, entre otros, el derecho
a tener igualdad de acceso a las funciones públi-
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cas de su país y a participar en los asuntos pú-
blicos, incluyendo la toma de decisiones. Toda
mujer podrá ejercer libre y plenamente sus de-
rechos civiles, políticos, económicos, sociales y
culturales y contará con la total protección de esos
derechos consagrados en los instrumentos regiona-
les e internacionales sobre derechos humanos.

“También se establece que nada de lo dispuesto en
la citada Convención podrá ser interpretado como
restricción o limitación a la legislación interna de
los Estados Partes que prevea iguales o mayores
protecciones y garantías de los derechos de la mu-
jer y salvaguardias adecuadas para prevenir y erra-
dicar la violencia contra la mujer.

“Por otra parte, sirve como criterio orientador lo se-
ñalado en la décima Conferencia Regional sobre la
Mujer de América Latina y el Caribe, celebrada del
seis al nueve de agosto de dos mil siete, en Quito,
Ecuador, identificada como el Consenso de Quito,
en cuyo considerando 17 se reconoce que la pari-
dad es uno de los propulsores determinantes de la
democracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el
ejercicio del poder, en la toma de decisiones, en
los mecanismos de participación y representa-
ción social y política, y en las relaciones familiares
al interior de los diversos tipos de familias, las rela-
ciones sociales, económicas, políticas y culturales,
y que constituye una meta para erradicar la ex-
clusión estructural de las mujeres.

Asimismo en sus puntos ii), viii) y ix) del referido
Consenso de Quito se acordó:

ii) Adoptar todas las medidas de acción positiva y
todos los mecanismos necesarios, incluidas las re-
formas legislativas necesarias y las asignaciones
presupuestarias, para garantizar la plena participa-
ción de las mujeres en cargos públicos y de repre-
sentación política con la finalidad de alcanzar la pa-
ridad en la institucionalidad estatal (poderes
ejecutivo, legislativo, judicial y regímenes especia-
les y autónomos) y en los ámbitos nacional y local
como objetivo de las democracias latinoamericanas
y caribeñas;

viii) Desarrollar políticas electorales de carácter
permanente que conduzcan a los partidos políti-
cos a incorporar agendas de las mujeres en su di-

versidad, el enfoque de género en sus contenidos,
acciones y estatutos y la participación igualita-
ria, el empoderamiento y el liderazgo de las mu-
jeres con el fin de consolidar la paridad de géne-
ro como política de Estado; y

ix) Buscar el compromiso de los partidos políti-
cos para implementar acciones positivas y estra-
tegias de comunicación, financiación, capacita-
ción, formación política, control y reformas
organizacionales internas de manera de alcanzar
la inclusión paritaria de las mujeres, tomando en
cuenta su diversidad en su interior y en los espa-
cios de toma de decisiones.

“Acorde con la normativa nacional e internacional
antes citada, la paridad de género en el ámbito polí-
tico busca lograr la igualdad sustantiva entre hom-
bres y mujeres en el ejercicio del poder, en la toma
de decisiones, en los mecanismos de participación y
representación social y política, para lo cual se po-
drán implementar acciones conducentes a lograr la
participación equilibrada entre mujeres y hombres
en los cargos de elección popular y dentro de los ór-
ganos de gobierno, comisiones y comités de las cá-
maras del Congreso de la Unión.

En la Cámara de Diputados, la integración final de la
LXIV Legislatura ha resultado histórica en términos
de representación política de las mujeres. Aunque te-
nemos 244 diputadas de 500, mismas que fueron con-
sideradas en la integración de las comisiones, comités
y órganos de gobierno; en dicha integración no se lo-
gró la paridad, pues las comisiones quedaron distribui-
das en 43 por ciento encabezadas por mujeres y 57 por
ciento por hombres. 

Por lo anterior y en aras de ampliar y hacer efectiva la
paridad de género en este órgano legislativo, propon-
go que se reforme nuestra Ley Orgánica.

“En este orden de ideas, es pertinente tener en cuenta
lo que para tal efecto prescribe el artículo 21 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, que establece:

Artículo 21.

1. Los grupos promoverán la equidad de género en
los órganos que constituyan en su interior, así como
en la integración de las comisiones y comités.”
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“Asimismo el párrafo 2 del artículo 8, y párrafo 2
del artículo 122 del Reglamento de la Cámara de
Senadores dispone:

Artículo 8.

(...)

2. En términos del artículo 4o. de la Constitución,
las senadoras y los senadores participan en la inte-
gración de los órganos del Senado bajo el principio
de igualdad. Al efecto, los órganos responsables y
los grupos parlamentarios cuidan que las propuestas
para la integración de las instancias de trabajo le-
gislativo y parlamentario reflejen, en la medida de
lo posible, la proporcionalidad de género en la com-
posición del Senado, además de la representatividad
de los grupos parlamentarios.”

Artículo 122.

(...)

2. En sus propuestas los grupos parlamentarios pri-
vilegian la experiencia y la idoneidad de cada uno
de sus integrantes para el mejor aprovechamiento
de sus capacidades en el trabajo legislativo. En tér-
minos de sus respectivas integraciones y documen-
tos reglamentarios, cumplen con el principio de
igualdad entre hombres y mujeres.

(...)

“Por lo anteriormente expuesto y fundado, con-
gruente y asegurando siempre la alternancia equita-
tiva y proporcional del principio de paridad de gé-
nero en su aspecto vertical y horizontal o trasversal
en los órganos de gobierno, así como en la inte-
gración de las comisiones y comités del Congre-
so de la Unión, a fin de hacer realidad el derecho
a la igualdad como mandato que deriva de la
Constitución Federal y de los instrumentos in-
ternacionales cuyo acatamiento corresponde a
todas las autoridades, desde las creadoras del de-
recho (Poder Legislativo) hasta aquellas que lo
aplican (Poder Judicial), someto a consideración
del Congreso de la Unión la siguiente iniciativa.”

La hipótesis anterior se actualiza además por la refor-
ma constitucional en materia de paridad entre género,

publicada en el Diario Oficial de la Federación del 6
de junio de 2019.

El segundo párrafo del actual artículo 41 de nuestra
Carta Magna establece que:

La ley determinará las formas y modalidades que
correspondan, para observar el principio de pari-
dad de género en los nombramientos de las per-
sonas titulares de las secretarías de despacho del
Poder Ejecutivo federal y sus equivalentes en las
entidades federativas. En la integración de los or-
ganismos autónomos se observará el mismo prin-
cipio.

Y en el segundo transitorio del decreto reza lo si-
guiente:

El Congreso de la Unión deberá, en un plazo im-
prorrogable de un año a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, realizar las adecuaciones nor-
mativas correspondientes a efecto de observar el
principio de paridad de género establecido en esta
Constitución, en los términos del segundo párrafo
del artículo 41.

Esto nos conduce al mandato ineludible de armonizar
la legislación del Congreso con el mandato constitu-
cional. Resulta fundamental que el propio Poder Le-
gislativo reconozca, como se ha hecho en la Constitu-
ción, la paridad en todos los cargos de toma de
decisiones públicas como un reflejo del reconocimien-
to a los derechos ciudadanos y políticos de las mexi-
canas.

Fundamento legal

Quienes suscribimos, diputadas y diputados federales
de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72, inciso H, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y, en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, sometemos a consideración
del Congreso de la Unión iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de paridad de
género.
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Decreto por el que se reforman diversos artículos
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el numeral 2 del artículo
15; numeral 1 del artículo 17; numerales 3 y 4 del ar-
tículo 43; numeral 1 del artículo 46; numeral 1 del ar-
tículo 57; numeral 2 del artículo 60; numeral 1 del ar-
tículo 62; inciso b) del numeral 2 del artículo 72;
numeral 1 del artículo 81; numeral 1 del artículo 101;
numeral 2 y 3 del artículo 104; numeral 2 del artículo
114; numeral 1, del artículo 117; inciso c), del nume-
ral 2, del artículo 118, todos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 15.

(...)

2. La Mesa de Decanos se integra por los diputados
electos presentes que hayan desempeñado con mayor
antigüedad la responsabilidad de legislador federal. En
caso de presentarse antigüedades iguales, la preceden-
cia se establecerá en favor de quienes hayan pertene-
cido al mayor número de legislaturas y, en su caso, a
los de mayor edad. El diputado electo que cuente con
mayor antigüedad será el presidente de la Mesa de De-
canos. Serán vicepresidentes los diputados electos que
cuenten con las tres siguientes mayores antigüedades,
procurando reflejar la pluralidad de la conformación
de la Cámara. En calidad de secretarios les asistirán
los siguientes tres diputados electos que cuenten con
las sucesivas mayores antigüedades. En todos los ca-
sos deberá respetarse el principio de paridad de gé-
nero.

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

Artículo 17.

1. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados será
electa por el pleno; se integrará con un presidente, tres
vicepresidentes y un secretario propuestos atendien-
do al principio de paridad de género, en sus dimen-
siones vertical y horizontal, por cada grupo parla-
mentario, pudiendo optar este último por no ejercer
dicho derecho. Los integrantes de la Mesa Directiva
durarán en sus funciones un año y podrán ser reelec-
tos.

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

Artículo 43.

(...)

(...)

3. Para la integración de las comisiones, la Junta de
Coordinación Política tomará en cuenta la pluralidad
representada en la Cámara y formulará las propuestas
correspondientes, con base en el criterio de proporcio-
nalidad entre la integración del pleno y la conforma-
ción de las comisiones. En todos los casos se deberá
atender al principio de paridad de género, en sus
dimensiones vertical y horizontal.

4. Al proponer la integración de las comisiones, la Jun-
ta postulará también a los diputados que deban presi-
dirlas y fungir como secretarios. Al hacerlo, cuidará
que su propuesta incorpore a los diputados pertene-
cientes a los distintos grupos parlamentarios, de tal
suerte que se refleje la proporción que representen en
el pleno, atienda al principio de paridad de género
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y tome en cuenta los antecedentes y la experiencia le-
gislativa de los diputados.

(...)

(...)

(...)

Artículo 46.

1. Los comités son órganos para auxiliar en activida-
des de la Cámara que se constituyen por disposición
del pleno, para realizar tareas diferentes a las de las co-
misiones. Tendrán la duración que señale el acuerdo
de su creación, mismo que deberá atender el princi-
pio de paridad de género en su integración.

(...)

(...)

(...)

(...)

Artículo 57.

1. Las normas y los procedimientos para la confor-
mación de los servicios parlamentario y administra-
tivo y financiero de carrera, atenderán al principio
de paridad de género y se ajustarán a las siguientes
bases:

(...)

(...)

(...)

(...)

2. (...)

3. (...)

Artículo 60.

(...)

2. La Mesa de Decanos se integra por los senadores
electos presentes que, en orden decreciente, hayan
desempeñado con mayor antigüedad el cargo de sena-
dor y deberá atender al principio de paridad de gé-
nero. En caso de presentarse antigüedades iguales, la
precedencia se establecerá a favor de los de mayor
edad.

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

Artículo 62.

1. La Mesa Directiva de la Cámara de Senadores se in-
tegra con un presidente, tres vicepresidentes y cuatro
secretarios, deberá atender al principio de paridad
de género, en sus dimensiones vertical como hori-
zontal, y serán electos por mayoría absoluta de los se-
nadores presentes, en votación por cédula.

(...)

(...)

Artículo 72.

1. (...)

2. (...)

a) (...)

b) Nombre del coordinador y relación de los inte-
grantes del grupo parlamentario con funciones direc-
tivas. En los procesos de elección o designación,
deberá atenderse el principio de paridad de géne-
ro, en sus dimensiones vertical y horizontal; y

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria83



c) (...)

Artículo 81.

1. Al inicio del periodo constitucional de cada legisla-
tura, se conformará la Junta de Coordinación Política,
la cual se integra por los coordinadores de los grupos
parlamentarios representados en la legislatura. Adicio-
nalmente a los anteriores, serán integrantes de la Jun-
ta de Coordinación Política: dos senadores por el gru-
po parlamentario mayoritario y uno por el grupo
parlamentario que, por sí mismo, constituya la prime-
ra minoría de la legislatura, nombramientos que de-
berán atender el principio de paridad de género. En
su ausencia el coordinador de cada grupo parlamenta-
rio podrá nombrar un senador que lo represente.

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

(...)

Artículo 101.

1. La Comisión Jurisdiccional se integrará por un mí-
nimo de 8 senadores y un máximo de 12, atendiendo
al principio de paridad de género, con la finalidad
de que entre ellos se designe a los que habrán de con-
formar, cuando así se requiera, la sección de enjuicia-
miento encargada de las funciones a que se refiere la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos; en dicha sección deberán estar representados
los grupos parlamentarios.

Artículo 104.

(...)

2. Para la integración de las comisiones, la Junta de
Coordinación Política tomará en cuenta la pluralidad
representada en la Cámara y formulará las propuestas
correspondientes, con base en el criterio de proporcio-
nalidad entre la integración del pleno y la conforma-

ción de las comisiones, atendiendo al principio de
paridad de género. Al efecto, los grupos parlamenta-
rios formularán los planteamientos que estimen perti-
nentes.

3. Al plantear la integración de las comisiones, la Jun-
ta de Coordinación Política propondrá también a quie-
nes deban integrar sus juntas directivas. Al hacerlo,
cuidará que su propuesta incorpore a los senadores
pertenecientes a los distintos grupos parlamentarios,
de forma tal que se refleje la proporción que represen-
ten en el pleno y se atienda el principio de paridad
de género.

(...)

Artículo 114.

(...)

2. La Comisión de Estudios Legislativos elaborará el
proyecto de Estatuto del Servicio Civil de Carrera del
Senado, que será aprobado por el pleno, mismo que
deberá contener disposiciones que garanticen la
paridad de género.

Artículo 117.

1. La Comisión Permanente se compone de treinta y
siete miembros, de los que diecinueve serán diputados
y dieciocho senadores, quienes serán designados me-
diante voto secreto por las respectivas Cámaras, du-
rante la última sesión de cada periodo ordinario. Para
suplir en sus ausencias a los titulares, las Cámaras
nombrarán de entre sus miembros en ejercicio el mis-
mo número de sustitutos. Las Cámaras deberán ga-
rantizar que, en los procedimientos de designación
de los integrantes de la Comisión Permanente, se
deberá atender el principio de paridad de género,
en sus dimensiones vertical y horizontal.

(...)

Artículo 118.

1. (...)

2. (...)

(...)

Gaceta Parlamentaria Jueves 27 de febrero de 202084



(...)

c) Los diputados y senadores elegirán por mayoría,
en votación por cédula un presidente, un vicepresi-
dente y cuatro secretarios; de estos últimos, dos de-
berán ser diputados y dos senadores, dos serán mu-
jeres y dos hombres.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las Cámaras contarán con un plazo no ma-
yor de treinta días, contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, para realizar las reformas
correspondientes a sus reglamentos.

Tercero. Las Cámaras contarán con el plazo improrro-
gable de sesenta días para realizar las modificaciones
correspondientes en la integración de sus órganos de
gobierno, comisiones y comités.

Cuarto. En lo que se refiere a los Servicios Profesio-
nales de Carrera, las Cámaras contarán con el plazo
improrrogable de seis meses para realizar las modifi-
caciones correspondientes a la normatividad interna y
emitir las convocatorias correspondientes para dar
cumplimiento al presente decreto.

Notas

1 Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diver-

sos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos para ampliar el reconocimiento de la paridad de género, a

cargo de las diputadas Amalia Dolores García Medina (PRD) Mar-

tha Lucía Mícher Camarena (PRD), María Beatriz Zavala Peniche

(PAN) y Eufrosina Cruz Mendoza (PAN).

2 Por ejemplo, en la sentencia dictada en el juicio para la protec-

ción de los derechos político electorales del ciudadano SUP-JDC-

61/2103 y en el recurso de reconsideración SUP-REC-36/2013, así

como las dictadas en el proceso electoral 2014-2015 en las si-

guientes entidades federativas (Baja California Sur, Durango, Gue-

rrero, México -ST-JDC-278/2015, ST-JDC-241/2015, ST-JDC-

279/2015 y ST-JDC-280/2015-, Morelos -SUP.REC-0046-2015-,

Nuevo León, Querétaro - SM-JDC-0285-2015-, SM-JDC-

287/2015 y acumulados, Tabasco- SX-JRC-79/2015, Chiapas

SUP-REC-294/2015).

3http://www.inmujeres.gob.mx/inmujeres/images/stories/cedaw/c

edaw_7_y_8_ informe.pdf

4 García Medina, Amalia, et. al., iniciativa...

5 DSC/1, 9 de agosto de 2007, CEPAL y Naciones Unidas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputados: José Guadalupe Aguilera Rojas, Abril Alcalá Padilla,

María Guadalupe Almaguer Pardo, Mónica Almeida López, Móni-

ca Bautista Rodríguez, Frida Alejandra Esparza Márquez, Ray-

mundo García Gutiérrez, Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica),

Antonio Ortega Martínez, Claudia Reyes Montiel, Norma Azuce-

na Rodríguez Zamora.

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 44 A 46 DE LA LEY DE

FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDE-
RACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO DANIEL GUTIÉRREZ

GUTIÉRREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Daniel Gutiérrez Gutié-
rrez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a
la consideración de esta honorable Cámara de Diputa-
dos, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por la que se reforman los artículos 44, 45 y 46 de
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de
la Federación, de conformidad con la siguiente: 
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Planteamiento del Problema que la Iniciativa Pre-
tende Resolver y Argumentos que la Sustentan

La Constitución faculta de manera exclusiva a la Cá-
mara de Diputados para que los recursos públicos fe-
derales puedan ser fiscalizados de acuerdo al uso y
destino para el que fueron asignados, una vez que el
gasto público ha sido ejercido. Para tal efecto se auxi-
lia de la Auditoría Superior de la Federación (ASF)
que es el órgano encargado de la revisión de la Cuen-
ta Pública, con el objeto de evaluar los resultados de la
gestión financiera y comprobar el cumplimiento de lo
dispuesto en la Ley de Ingresos y el Presupuesto de
Egresos de la Federación. 

En este sentido el órgano fiscalizador revisa los recur-
sos federales que fueron destinados y fueron ejercidos
por cualquier entidad, persona física o moral, pública
o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y
mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura
jurídica. 

La fiscalización de la Cuenta Pública tiene por objeto: 

1) evaluar los resultados de la gestión financiera o
sea, que la ejecución de la Ley de Ingresos y el ejer-
cicio del Presupuesto de Egresos se llevó conforme
a derecho, si se cumplió con las disposiciones jurí-
dicas aplicables en materia de sistemas de registro y
contabilidad gubernamental, contratación de servi-
cios, obra pública, adquisiciones, arrendamientos,
conservación, uso, destino, afectación, enajenación
y baja de bienes muebles e inmuebles y si no han
causado daños o perjuicios en contra de la Hacien-
da Pública Federal, etcétera; 

2) verificar el cumplimiento de los objetivos conte-
nidos en los programas, si se cumplieron las metas
de los indicadores aprobados en el Presupuesto de
Egresos de la Federación y las metas de gasto; y, 

3) promover las acciones o denuncias correspon-
dientes para la imposición de las sanciones admi-
nistrativas y penales por las faltas graves que se
adviertan derivado de sus auditorías e investiga-
ciones.

El artículo 74 de la Constitución otorga a la Cámara de
Diputados federal las facultades de coordinar y eva-
luar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de ges-

tión, el desempeño de las funciones de la Auditoría
Superior de la Federación; asimismo, de revisar la
Cuenta Pública del año anterior, con el objeto de eva-
luar los resultados de la gestión financiera, comprobar
si se ha ajustado a los criterios señalados por el Presu-
puesto y verificar el cumplimiento de los objetivos
contenidos en los programas.

Dentro del artículo 79, la Auditoría Superior de la Fe-
deración de la Cámara de Diputados tendrá autonomía
técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones
y para decidir sobre su organización interna, funciona-
miento y resoluciones, la función de fiscalización será
ejercida conforme a los principios de legalidad, defini-
tividad, imparcialidad y confiabilidad eliminando el
principio de anualidad, por lo que la Auditoría podrá
iniciar el proceso de fiscalización a partir del primer
día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de
que las observaciones o recomendaciones, también
podrá fiscalizar en forma posterior los ingresos, egre-
sos y deuda; las garantías que, en su caso, otorgue el
gobierno federal respecto a empréstitos de los estados
y municipios; el manejo, la custodia y la aplicación de
fondos y recursos de los Poderes de la Unión, entre
otras.

Por otro lado, la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación prevé en su artículo 81, las
siguientes facultades de la Comisión de Vigilancia que
a la letra señala:

-Ser el conducto de comunicación entre la Cámara
de Diputados y la Auditoría Superior de la Federa-
ción;

-Recibir de la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados o de la Comisión Permanente del Congreso
de la Unión, la Cuenta Pública y turnarla a la Audi-
toría Superior de la Federación;

-Presentar a la Comisión de Presupuesto, los infor-
mes individuales, los informes específicos y el In-
forme General, su análisis respectivo y conclusio-
nes tomando en cuenta las opiniones que en su caso
hagan las comisiones ordinarias de la Cámara;

-Analizar el programa anual de fiscalización de la
Cuenta Pública y conocer los programas estratégico
y anual de actividades que, para el debido cumpli-
miento de sus funciones y atribuciones, elabore la
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Auditoría Superior de la Federación, así como sus
modificaciones, y evaluar su cumplimiento;

-Citar, por conducto de su Junta Directiva, al titular
de la Auditoría Superior de la Federación para co-
nocer en lo específico de los informes individuales
y del Informe General;

-Conocer y opinar sobre el proyecto de presupuesto
anual de la Auditoría Superior de la Federación y
turnarlo a la Junta de Coordinación Política de la
Cámara de Diputados para su inclusión en el Pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el siguiente ejercicio fiscal, así como analizar
el informe anual de su ejercicio;

-Evaluar el desempeño de la Auditoría Superior de
la Federación respecto al cumplimiento de su man-
dato, atribuciones y ejecución de las auditorías; pro-
veer lo necesario para garantizar su autonomía téc-
nica y de gestión y requerir informes sobre la
evolución de los trabajos de fiscalización;

-Analizar la información, en materia de fiscaliza-
ción superior de la federación, de contabilidad y au-
ditoría gubernamentales y de rendición de cuentas,
y podrá solicitar la comparecencia de servidores pú-
blicos vinculados con los resultados de la fiscaliza-
ción;

-Las demás que establezcan la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación y demás
disposiciones legales aplicables.

Exposición de Motivos

Las comisiones ordinarias en un parlamento tienen la
facultad de emitir opiniones sobre asuntos de su mate-
ria en diferentes temas de interés del quehacer parla-
mentario, tanto de acción normativa directa y como
también de no normativa como por ejemplo sobre el
desempeño del gobierno; en las opiniones de las co-
misiones ordinarias se refleja la pluralidad de la repre-
sentación democrática de la Cámara lo que se traduce
en que los resultados y productos tengan la mayor le-
gitimidad, profundidad y calidad técnica. 

Ello a su vez resulta en que el órgano legislativo
pueda ejercer como un contrapeso necesario en
nuestro sistema constitucional de división de pode-

res y en una de las formas de manifestación del con-
trol parlamentario, pues presupone que las activida-
des de los titulares de los poderes ejecutivos, fede-
ral, locales y municipales pueden y deben ser
revisadas y examinadas y, que las actividades públi-
cas no pueden sustraerse a la evaluación y control
público e institucionalizado que ejerce el parlamen-
to sobre temas de fiscalización. 

El espíritu de las opiniones de las comisiones expresan
la voluntad y compromiso del Congreso con el forta-
lecimiento de la vida democrática a través de acciones
republicanas a partir de la libertad, la crítica, el debate
e incluso la oposición parlamentaria en relación con el
ejercicio de fiscalización como mecanismo de control,
supervisión, vigilancia de gasto de los recursos públi-
cos, por ello, esta forma de acción parlamentaria ha si-
do de gran relevancia para la transparencia y rendición
de cuentas de las entidades públicas que utilizan, re-
caudan y ejercen el gasto, pero también como un ejer-
cicio eficaz para contribuir a la legitimidad y el buen
gobierno. 

La integración de las comisiones se realiza principal-
mente conforme a los principios de proporcionalidad,
dependiendo del número total de parlamentarios por
cada fracción parlamentaria, y de pluralidad o “cui-
dando de que se encuentren debidamente representa-
dos los diferentes grupos parlamentarios”.

Por tanto, las comisiones son órganos colegiados y di-
versos de representación política constituidos por el
pleno, que se integran a partir de un grupo reducido de
integrantes pertenecientes a las cámaras quienes, se or-
ganizan al interior de la misma, a fin de atender los
asuntos de la competencia constitucional y legal que
les corresponden, las cuales elaboran dictámenes, in-
formes, opiniones o resoluciones con alta calidad téc-
nica, contribuyendo a que el pleno de la cámara pueda
tomar las decisiones apoyado en el trabajo especiali-
zado de las mismas. 

En ese sentido, las comisiones son órganos internos
establecidos por las cámaras de un Congreso, ya sea de
forma individual (unicameral) o colegiada (bicamera-
les, mixtas o conjuntas), de carácter permanente o
transitorio, cuyo objeto es coadyuvar en el cumpli-
miento de sus funciones, ya sea legislativas, adminis-
trativas, fiscalizadoras, de investigación, entre otras. 
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Actualmente la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, (LFRCF), en su capítulo V,
“De la conclusión de la revisión de la Cuenta Pública”,
en sus artículos 44,45 y 46, establece que la Comisión
de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación
(CVASF) analizará, los Informes Individuales y el In-
forme General presentados por la ASF, para lo cual po-
drá solicitar opinión, de las demás Comisiones Ordi-
narias de la Cámara, las cuales podrán dar opinión
respecto del contenido de los Informes General e Indi-
vidual en relación a la materia de su competencia, es-
tas opiniones son tomadas por la CVASF e integradas
en el análisis general y su informe que es enviado a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, que a su
vez revisa el informe general y el análisis de la CVASF
con respecto de la Cuenta Pública y somete a la vota-
ción del Pleno el dictamen correspondiente.

El objetivo de la presente iniciativa es fortalecer el al-
cance de las opiniones de las comisiones con la finali-
dad de dotar de mayor contenido a las revisiones y
valoraciones sobre los principales hallazgos detec-
tados por la ASF respecto de las revisiones realiza-
das, al modificar el alcance de la LFRCF; se busca for-
talecer la vinculación de las opiniones emitidas por
las diferentes comisiones ordinarias. El análisis de
las opiniones y sus comentarios son un insumo nece-
sario y útil para mejorar la gestión financiera y el des-
empeño de las entidades fiscalizadas, el análisis y opi-
niones de las comisiones complementan y profundizan
los hallazgos y recomendaciones encontrados por la
ASF, entre las que se encuentran la revisión de los en-
tes auditados, en referencia a las metas alcanzadas en
materia de contabilidad, finanzas presupuesto, deuda,
beneficios económicos y sociales, adecuaciones pro-
gramáticas entre otros, en correlación a los objetivos
planteados en la LEF.

Actualmente las participaciones de las comisiones or-
dinarias en su área de competencia en que se refiere a
emitir las opiniones de las observaciones más relevan-
tes contenidas en los Informes Individuales y General
que realiza la ASF es optativa. 

En tal sentido la presente iniciativa pretende que las
comisiones adquieran una mayor participación y forta-
lezcan el proceso de fiscalización, al tener la obliga-
ción de realizar una opinión fundada del informe so-
metido a su consideración.

Las opiniones contribuyen al fortalecimiento de los
trabajos legislativos y de las instituciones involucra-
das. 

-Como control de tipo político no deriva de un ca-
non fijo y predeterminado de valoración sino de la
libre apreciación que realiza el Poder Legislativo y
que puede ser sucesivo o previo; es decir, puede re-
caer sobre actividades del gobierno en sus diferen-
tes órdenes, ya consumadas o sobre proyectos futu-
ros; la fiscalización se robustece al realizar
opiniones, análisis sobre las posibles faltas u omi-
siones que deriven sobre los acciones preventivas
y/o correctivas que presenta la ASF a través de sus
informes.

-Las comisiones ordinarias se reunirán para dar
contestaciones a los hallazgos resultantes de la re-
visión de los informes Individuales y General de la
Cuenta Pública emitiendo acuerdo o sugerencia por
escrito que se dará entrega a la Comisión de Vigi-
lancia de la Auditoria Superior de la Federación
contribuyendo al análisis de esta última y para la
construcción del dictamen de la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Publica

-La opinión emitida puede dar una observación o
acuerdo respecto de un juicio valorativo de algún
hecho respecto a la acción de fiscalización, necesa-
rio, para medir el impacto de los programas o polí-
tica pública sobre la población objetivo a través de
los resultados del bien o servicio que proporciona el
gobierno, ponderar y valorar el grado de satisfac-
ción ciudadana, es de suma importancia para anali-
zar el comportamiento de los que participan en ello,
tanto de las instituciones responsables del diseño de
la política pública como de las instituciones opera-
doras de la misma. Todo ello, sirve para promover
una gestión responsable y productiva; fomenta la
rendición de cuentas; adoptando mejores prácticas
gubernamentales. 

-Esta opinión genera una influencia política en el
sentido de dar seguimiento preventivo y correctivo
de las políticas públicas y por ende las decisiones
del gobierno tomadas; en este sentido, también
responde a las demandas de la sociedad civil al
transparentar y rendir cuentas de sus actos sobre
los entes auditados , a efecto de contribuir a que la
cámara sea más dinámica y funcional al atender
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las observaciones presentadas por la ASF, el traba-
jo parlamentario se fortifica al solicitar que las co-
misiones emitan opinión sobre los asuntos de ac-
ciones, informes, sugerencias que ha elaborado la
ASF; es insoslayable que la cámara, a través de
sus comisiones ordinarias, para quienes, por espe-
cial encargo atienden los asuntos de la competen-
cia constitucional y legal de éstas, para el mejor y
más expedito desempeño de sus funciones de la
misma estudian con amplitud y detalle los asuntos
para preparar los trabajos, informes o dictámenes
que servirán de base al pleno para resolver en de-
finitiva 

Contenido de la iniciativa

Se somete a la consideración de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión la siguiente
iniciativa de decreto por el que se reforma los artícu-
los 44, 45 y 46 Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, a efecto de dotar a las co-
misiones ordinarias mayor representación, alcance e
involucramiento a través de la vinculación y obliga-
ción de emitir opiniones derivadas de los Informes In-
dividuales y General que emite el órgano fiscalizador
con la finalidad de incidir, enriquecer y fortalecer la
fiscalización en sus tres etapas en la prevención, di-
suasión, sanción y seguimiento a los hechos de co-
rrupción.

Por lo que es de suma importancia acompañar en ac-
ciones legislativas que consoliden estas reformas: Con
la finalidad primordial de identificar áreas de mejora
para consolidar las fortalezas y superar las debilidades
de las entidades fiscalizadas

Propuesta

Capítulo IV
De las Acciones y Recomendaciones 
derivadas de la Fiscalización de la 

Conclusión de la Revisión de la Cuenta Pública
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II. Fundamento legal de la iniciativa

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las faculta-
des que, al suscrito, en su calidad de diputado federal
de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, le confiere los artículos 70, párrafos segundo y
cuarto, y 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como artículo 6,
numeral 1, fracción I, 77 numeral 1, y 78, numeral 1,
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

III. Denominación del proyecto de ley

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma los artículos 44, 45 y 46, Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación

IV. Ordenamientos a modificar

Los artículos 44, 45 y 46 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación

V. Texto normativo propuesto

Conforme a lo anteriormente expuesto y con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
de la república, someto a la consideración de esta Cá-
mara de Diputados la siguiente iniciativa con proyec-
to de:

Decreto que reforma los artículos 44, 45 y 46 de la
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación 

Único. Se reforman los artículos 44, 45 y 46 de la Ley
de Fiscalización y Rendición de cuentas de la Federa-
ción, para quedar como sigue:

Artículo 44. La Comisión realizará un análisis de los
informes individuales, en su caso, de los informes es-
pecíficos, y del Informe General y lo enviará a la Co-
misión de Presupuesto. A efecto de fortalecer y co-
adyuvar con la fiscalización, se solicitará a las
comisiones ordinarias de la Cámara opinión por es-
crito sobre aspectos o contenidos específicos de di-
chos informes en relación con su asunto o tema de
competencia, en términos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
el Reglamento Interior de la Cámara de Diputados.

…

Artículo 45. En aquellos casos en que la Comisión, o
en las opiniones de las comisiones se detecte errores
en el Informe General, la Comisión podrá considerar
necesario aclarar o profundizar el contenido del mis-
mo, podrá solicitar a la Auditoría Superior de la Fede-
ración la entrega por escrito de las explicaciones per-
tinentes, así como la comparecencia del Titular de la
Auditoría Superior de la Federación o de otros servi-
dores públicos de la misma, las ocasiones que consi-
dere necesarias, a fin de realizar las aclaraciones co-
rrespondientes, sin que ello implique la reapertura del
Informe General. 

La Comisión tomará en cuenta la opinión de las de-
más comisiones respecto de su área de competen-
cia, en tal sentido la Comisión podrá formular reco-
mendaciones a la Auditoría Superior de la Federación,
las cuales serán incluidas en las conclusiones sobre el
Informe General. 

Artículo 46. …

El dictamen deberá contar con el análisis pormenori-
zado de su contenido y estar sustentado en conclusio-
nes técnicas del Informe General y recuperando las
discusiones técnicas realizadas en la Comisión y las
comisiones que para tal efecto emitieron opinión
respecto de su competencia, para ello acompañará a
su Dictamen, en un apartado de antecedentes, el análi-
sis realizado por la Comisión y las Comisiones que
emitieron opinión respecto de su competencia.

…

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan las disposiciones legales y re-
glamentarias que se opongan al presente decreto.

Referencias
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Daniel Gutiérrez Gutiérrez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 9 Y 97 DE LA

LEY DE LA GUARDIA NACIONAL, SUSCRITA POR EL DIPU-
TADO ERNESTO ALFONSO ROBLEDO LEAL E INTEGRAN-
TES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión; en ejercicio de la fa-
cultad que me confieren los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, frac-
ción II; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta
soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma y adiciona la Ley de la
Guardia Nacional, con el propósito de establecer
mecanismos que permitan justificar la intervención
de la Guardia Nacional en materia migratoria, al
tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos

A. Guardia Nacional y Fuerzas Armadas. Las corpora-
ciones destinadas a la seguridad pública por mandato
constitucional.

En un análisis sobre el diseño institucional de la Guar-
dia Nacional, se puede observar que ese cuerpo de se-
guridad, que es la institución insignia del actual go-
bierno de la república para atender el reto de seguridad
pública, se conformó con un ingrediente de origen mi-
litar que generaba preocupaciones importantes en di-
versos segmentos de la población.

Asimismo, resultó evidente que en la discusión de la
reforma constitucional que creó la nueva institución,
se alertó sobre el riesgo consistente en otorgar al pre-
sidente de la república potestades suficientes para
utilizar a las fuerzas armadas (sin necesidad de in-
corporarlas a la Guardia Nacional) para tareas de se-
guridad pública durante los cinco años siguientes a la
aprobación de la reforma, es decir, prácticamente,
durante el resto del periodo constitucional de este go-
bierno.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha re-
conocido que las fuerzas armadas pueden intervenir en
tareas de seguridad pública, siempre y cuando dicha
intervención respete una serie de principios mínimos
que garanticen que la intervención militar en tareas
policiacas -de naturaleza original y preponderante-
mente civil-, estén sujetas a límites que garanticen la
vigencia de los derechos humanos y que, además, ga-
ranticen que existan mecanismos capaces de controlar
excesos y encauzar la actuación militar de forma tal
que se impidan violaciones generalizadas de tales de-
rechos.

Los criterios definidos por la Corte Interamericana
exigen que la intervención militar sea: a) extraordina-
ria; b) subordinada y complementaria; c) regulada y d)
fiscalizada.

En relación al proceso de negociación de la iniciativa
que crearía la Guardia Nacional, particularmente la
que se suscitó en el Senado de la República, donde la
coalición de partidos políticos que postularon al presi-
dente de la república en la elección de 2018 no cuenta
con mayoría calificada, llamó poderosamente la aten-
ción la forma en que fue aprobado el artículo Quinto
Transitorio que generó un sinnúmero de protestas de
las organizaciones de la sociedad civil, porque, según
sus análisis, abría la puerta a la utilización indiscrimi-
nada y sin controles de las fuerzas armadas en tareas
de seguridad pública.
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La redacción final del referido artículo Quinto Transi-
torio, publicado en el Diario Oficial de la Federación
del 26 de marzo de 2019, otorgó al presidente de la re-
pública la facultad expresa de disponer de la fuerza
armada permanente durante los cinco años posteriores
a la entrada en vigor del decreto respectivo, es decir, la
reforma constitucional otorgó por primera vez en la
historia de México esa facultad de manera expresa al
presidente para poder ser utilizada hasta el 26 de mar-
zo de 2024, prácticamente unos meses antes de con-
cluir el periodo constitucional de esta administración.

La facultad referida fue otorgada al presidente de la re-
pública con la condición de que, al utilizarse se cum-
plieran los principios emanados de la Corte Interame-
ricana y que, por lo tanto, se realizara de manera
extraordinaria, regulada, fiscalizada, subordinada y
complementaria, amén de que su utilización fuera in-
cluida en el informe a que se refiere el artículo 76,
fracción V, del artículo 76 de la propia Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Cuando nos planteamos la pregunta de los impactos
que el Quinto Transitorio puede tener en el esquema
institucional y regulatorio de la seguridad pública en
México nos sentimos obligados a recordar el intenso
debate que se generó con motivo de la Ley de Seguri-
dad Interior y recordamos uno de los argumentos que
llevaron a la Suprema Corte de Justicia de la Nación
para decretar la invalidez de dicha norma, a saber, el
hecho de que la intervención del ejército en esas tare-
as sólo puede ser legal si se emplea en situaciones ex-
traordinarias.

Conforme a lo anterior, el diseño institucional que se
derivó de la reforma constitucional de 2019 por la que
se crea la Guardia Nacional nos informa que el go-
bierno mexicano puede echar mano de distintas corpo-
raciones para atender el fenómeno de la seguridad pú-
blica. Para las situaciones de regularidad y
normalidad, la Guardia Nacional. Para las situaciones
excepcionales –y sólo durante los próximos cinco
años- las Fuerzas Armadas.

B. La Seguridad Pública.

El artículo 21 de la Constitución define la seguridad
como una función del Estado, cuyos fines son salva-
guardar la vida, las libertades, la integridad, y el patri-
monio de las personas, así como contribuir a la gene-

ración y preservación del orden público y la paz social,
de conformidad con lo previsto en esta Constitución y
las leyes en la materia.

Así, el precepto constitucional referido, en su párrafo
noveno, señala:

“Artículo 21. …

…

…

…

…

…

…

…

La seguridad pública es una función del Estado a
cargo de la Federación, las entidades federativas y
los municipios, cuyos fines son salvaguardar la vi-
da, las libertades, la integridad y el patrimonio de
las personas, así como contribuir a la generación y
preservación del orden público y la paz social, de
conformidad con lo previsto en esta Constitución y
las leyes en la materia. La seguridad pública com-
prende la prevención, investigación y persecución
de los delitos, así como la sanción de las infraccio-
nes administrativas, en los términos de la ley, en las
respectivas competencias que esta Constitución se-
ñala. La actuación de las instituciones de seguridad
pública se regirá por los principios de legalidad, ob-
jetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y
respeto a los derechos humanos reconocidos en es-
ta Constitución.” 

En el texto analizado, se entiende que la seguridad pú-
blica comprende las acciones de prevención, investi-
gación y persecución de los delitos, así como la san-
ción de las infracciones administrativas, en los
términos de la ley, en las respectivas competencias que
la misma Constitución señala y a la luz de los princi-
pios que rigen esa materia y consistentes en los de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, hon-
radez y respeto a los derechos humanos.
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Así, la Constitución es clara al señalar que la seguri-
dad pública atiende a las siguientes tareas:

a) Salvaguardar la integridad y los derechos de las
personas;

b) Preservar las libertades, el orden y la paz públi-
cos;

c) La prevención especial y general de los delitos;

d) La sanción de las infracciones administrativas;

e) La investigación y la persecución de los delitos;
y

f) La reinserción social del sentenciado.

Estos bienes jurídicos son los que se encuentran des-
critos en el artículo 2o. de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, por lo que queda cla-
ro que tanto a nivel constitucional como de legislación
secundaria, tenemos perfectamente acotadas las tareas
del Estado mexicano en el desempeño de la función
estatal de seguridad pública.

El primer párrafo del artículo 2o. de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública dispone:

“Artículo 2. La seguridad pública es una función a
cargo de la federación, las entidades federativas y
municipios, que tiene como fines salvaguardar la
integridad y derechos de las personas, así como pre-
servar las libertades, el orden y la paz públicos y
comprende la prevención especial y general de los
delitos, la sanción de las infracciones administrati-
vas, así como la investigación y la persecución de
los delitos y la reinserción social del sentenciado,
en términos de esta Ley, en las respectivas compe-
tencias establecidas en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. 

C. Las tareas de la Guardia Nacional (o excepcional-
mente, de las Fuerzas Armadas) en la función estatal
de seguridad pública.

El propio artículo 21 de la Constitución traza los fines
de la Guardia Nacional en los siguientes términos:

“Artículo 21. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

La Federación contará con una institución policial
de carácter civil denominada Guardia Nacional, cu-
yos fines son los señalados en el párrafo noveno de
este artículo, la coordinación y colaboración con las
entidades federativas y Municipios, así como la sal-
vaguarda de los bienes y recursos de la nación. 

Como hemos visto, los fines de la función estatal de
seguridad pública son salvaguardar la integridad y de-
rechos de las personas, preservar las libertades, el or-
den y la paz públicos según el párrafo noveno del artí-
culo 21 constitucional. El párrafo undécimo de ese
mismo artículo suma a los fines de la Guardia Nacio-
nal, la coordinación y colaboración con las entidades
federativas y municipios y la salvaguarda de los bien-
es y recursos de la nación.

Como sabemos, conforme a lo establecido en el artí-
culo 89, fracción VII, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, el presidente de la repú-
blica está facultado para disponer de la Guardia Na-
cional y, conforme al Transitorio Quinto de la reforma
constitucional de 2019, para disponer de las fuerzas ar-
madas en tareas de seguridad pública cuando la ex-
cepcionalidad del problema lo demande.

Por lo anterior, es fundamental tener claras las faculta-
des, competencias y responsabilidades de la Guardia
Nacional, en tanto que institución policial de carácter
civil de la Federación, para comprender con claridad
los límites de la actuación que la ley autoriza a esa cor-
poración policiaca y, a partir de ello, poder determinar
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si dicha corporación está facultada para actuar en ma-
teria de control migratorio.

El artículo 9 de la Ley de la Guardia Nacional estable-
ce las facultades de esa corporación:

“Artículo 9. La Guardia Nacional tendrá las atribu-
ciones y obligaciones siguientes: 

I. Prevenir la comisión de delitos y las faltas ad-
ministrativas que determine la legislación aplica-
ble; 

II. Salvaguardar la integridad de las personas y de
su patrimonio; garantizar, mantener y restablecer el
orden y la paz social, así como prevenir la comisión
de delitos en:

a) Las zonas fronterizas y en la tierra firme de los li-
torales, la parte perteneciente al país de los pasos y
puentes limítrofes, aduanas, recintos fiscales, con
excepción de los marítimos, secciones aduaneras,
garitas, puntos de revisión aduaneros, los centros
de supervisión y control migratorio, las carreteras
federales, las vías férreas, los aeropuertos, el espa-
cio aéreo y los medios de transporte que operen en
las vías generales de comunicación, así como sus
servicios auxiliares;

b) La Guardia Nacional actuará en aduanas, recin-
tos fiscales, secciones aduaneras, garitas o puntos
de revisión aduaneros, en auxilio y coordinación
con las autoridades responsables en materia fiscal,
naval o de migración, en los términos de la presen-
te Ley y las demás disposiciones aplicables;

c) Los parques nacionales, las instalaciones hidráu-
licas y vasos de las presas, los embalses de los lagos
y los cauces de los ríos;

d) Los espacios urbanos considerados como zonas
federales, así como en los inmuebles, instalaciones
y servicios de las dependencias y entidades de la
Federación;

e) Todos aquellos lugares, zonas o espacios del te-
rritorio nacional sujetos a la jurisdicción federal, así
como las instalaciones estratégicas, conforme a lo
establecido por las leyes respectivas, y

f) En todo el territorio nacional, en el ámbito de su
competencia; en las zonas turísticas deberán esta-
blecerse protocolos especializados para su actua-
ción;

III. Realizar investigación para la prevención de los
delitos; 

IV. Efectuar tareas de verificación, en el ámbito de
su competencia, para la prevención de infracciones
administrativas; 

V. Recabar información en lugares públicos para
evitar el fenómeno delictivo, mediante la utilización
de medios e instrumentos y cualquier herramienta
que resulten necesarios para la generación de inteli-
gencia preventiva. En el ejercicio de esta atribución
se deberá? respetar el derecho a la vida privada de
las personas. Los datos obtenidos con afectación a
los derechos humanos carecerán de todo valor pro-
batorio; 

VI. Llevar a cabo operaciones encubiertas y de
usuarios simulados, en la investigación para la pre-
vención de delitos, en términos de las disposiciones
aplicables; 

VII. Realizar análisis técnico, táctico o estratégico
de la información obtenida para la generación de in-
teligencia; 

VIII. Realizar, bajo la conducción y mando del Mi-
nisterio Público, las investigaciones de los delitos
cometidos, así como las actuaciones que les instru-
ya aquel o la autoridad jurisdiccional, conforme a
las normas aplicables; 

IX. Informar a la persona, al momento de su deten-
ción, sobre los derechos que en su favor establece la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 

X. Poner a disposición de las autoridades compe-
tentes, sin demora, a personas y bienes en los casos
en que, por motivo de sus funciones, practique al-
guna detención o lleve a cabo algún aseguramiento
de bienes, observando en todo momento el cumpli-
miento de los plazos establecidos en las disposicio-
nes constitucionales y legales que resulten aplica-
bles; 
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XI. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan
ser constitutivos de delitos, en términos de lo dis-
puesto en el Código Nacional de Procedimientos
Penales y las demás disposiciones aplicables; 

XII. Verificar la información que reciba sobre he-
chos que puedan ser constitutivos de delito y, en su
caso, hacerla del conocimiento del Ministerio Pú-
blico; 

XIII. Realizar la detención de personas y el asegu-
ramiento de bienes relacionados con hechos delicti-
vos; 

XIV. Efectuar las detenciones conforme a lo dis-
puesto en el artículo 16 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y el Código Na-
cional de Procedimientos Penales; 

XV. Realizar el registro inmediato de la detención
de las personas, en los términos señalados en la ley
de la materia; 

XVI. Preservar el lugar de los hechos o del hallaz-
go, la integridad de los indicios, huellas o vestigios,
así como los instrumentos, objetos o productos del
delito, dando aviso de inmediato al Ministerio Pú-
blico. Al efecto, la Guardia Nacional contará con
unidades facultadas para el procesamiento del lugar
de los hechos, de conformidad con el Código Na-
cional de Procedimientos Penales y los protocolos
correspondientes;

XVII. Recolectar y resguardar objetos relacionados
con la investigación de los delitos;

XVIII. Requerir a las autoridades competentes y so-
licitar a las personas físicas o morales informes y
documentos para fines de investigación. En caso de
negativa, informara? al Ministerio Público para que
determine lo conducente;

XIX. Realizar los registros de los actos de investi-
gación que lleve a cabo, conforme al Código Na-
cional de Procedimientos Penales;

XX. Emitir los informes, partes policiales y demás
documentos relativos a sus investigaciones y, en su
caso, remitirlos al Ministerio Público;

XXI. Proporcionar atención a víctimas, ofendidos o
testigos del delito; para tal efecto deberá:

a. Prestar protección y auxilio inmediato, de con-
formidad con las disposiciones legales aplicables;

b. Procurar que reciban atención médica o psicoló-
gica, cuando sea necesaria;

c. Adoptar las medidas que se consideren necesarias
tendientes a evitar que se ponga en riesgo su inte-
gridad física o psicológica, en el ámbito de su com-
petencia;

d. Preservar los indicios y elementos de prueba que
la víctima u ofendido aporten en el momento de la
intervención policial, y remitirlos sin demora al Mi-
nisterio Público encargado del asunto, para que és-
te acuerde lo conducente, y

e. Asegurar que puedan llevar a cabo la identifica-
ción del indiciado sin riesgo para ellos;

XXII. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehen-
sión y demás mandatos ministeriales y jurisdiccio-
nales de que tengan conocimiento con motivo de
sus funciones;

XXIII. Entrevistar a las personas que puedan apor-
tar algún dato o elemento para la investigación en
caso de flagrancia o por mandato del Ministerio Pú-
blico, en términos de las disposiciones aplicables.
De las entrevistas que se practiquen se dejará cons-
tancia;

XXIV. Incorporar a las Bases de Datos del Sistema
Nacional de Información en Seguridad Pública la
información que pueda ser útil en la investigación
de los delitos y utilizar su contenido para el desem-
peño de sus atribuciones, sin afectar el derecho de
las personas a la protección de sus datos personales;

XXV. Colaborar con otras autoridades federales en
funciones de vigilancia, verificación e inspección
que tengan conferidas por disposición de otras le-
yes;

XXVI. Solicitar por escrito, previa autorización del
Juez de control, en los términos del artículo 16
constitucional, a los concesionarios, permisiona-
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rios, operadoras telefónicas y todas aquellas comer-
cializadoras de servicios en materia de telecomuni-
caciones o de sistemas de comunicación vía satéli-
te, la información con que cuenten, así como la
georreferenciación de los equipos de comunicación
móvil en tiempo real, para el cumplimiento de sus
fines de prevención de los delitos. La autoridad ju-
dicial competente deberá resolver la solicitud en un
plazo no mayor de doce horas a partir de su presen-
tación; 

XXVII. Colaborar, cuando sea formalmente reque-
rida, de conformidad con los ordenamientos consti-
tucionales, legales y convenios aplicables, con las
autoridades locales y municipales competentes, en
la protección de la integridad física de las personas
y en la preservación de sus bienes, en situaciones de
peligro, cuando se vean amenazadas por situaciones
que impliquen violencia o riesgo inminente; preve-
nir la comisión de delitos, así como garantizar,
mantener y restablecer la paz y el orden públicos; 

XXVIII. Participar con otras autoridades federales,
locales o municipales en operativos conjuntos que
se lleven a cabo conforme a lo dispuesto en la le-
gislación relativa al Sistema Nacional de Seguridad
Pública; 

XXIX. Obtener, analizar y procesar información,
así como realizar las acciones que, conforme a las
disposiciones aplicables, resulten necesarias para la
prevención de delitos, sea directamente o mediante
los mecanismos de coordinación previstos en otras
leyes federales; 

XXX. Vigilar e inspeccionar, para fines de seguri-
dad pública, la zona terrestre de las vías generales
de comunicación y los medios de transporte que
operen en ellas; 

XXXI. Vigilar, supervisar, asegurar y custodiar, a
solicitud de la autoridad competente, las instalacio-
nes de los centros federales de detención, reclusión
y reinserción social, con apego a los derechos hu-
manos reconocidos en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 

XXXII. Determinar las infracciones e imponer las
sanciones por violaciones a las disposiciones lega-
les y reglamentarias relativas al tránsito en los ca-

minos y puentes federales, así como a la operación
de los servicios de autotransporte federal, sus servi-
cios auxiliares y transporte privado cuando circulen
en la zona terrestre de las vías generales de comu-
nicación; 

XXXIII. Ejercer, para fines de seguridad pública, la
vigilancia e inspección sobre la entrada y salida de
mercancías y personas en los aeropuertos, aduanas,
recintos fiscales, secciones aduaneras, garitas y
puntos de revisión aduaneros; así como para los
mismos fines sobre el manejo, transporte o tenencia
de mercancías en cualquier parte del territorio na-
cional; 

XXXIV. Colaborar, a solicitud de las autoridades
competentes, con los servicios de protección civil
en casos de calamidades, situaciones de alto riesgo
o desastres por causas naturales; 

XXXV. Realizar, en coordinación con el Instituto
Nacional de Migración, la inspección de los docu-
mentos migratorios de personas extranjeras, a fin
de verificar su estancia regular, con excepción de
las instalaciones destinadas al tránsito internacio-
nal de personas y, en su caso, proceder a presen-
tar a quienes se encuentren en situación irregular
para los efectos previstos en la ley de la materia; 

XXXVI. Apoyar el aseguramiento que realice el
Instituto Nacional de Migración y a petición del
mismo, resguardar las estaciones migratorias y a
los extranjeros que en ellas se encuentren; 

XXXVII. Estudiar, planificar y ejecutar los méto-
dos y técnicas de combate a la delincuencia;

XXXVIII. Realizar acciones de vigilancia, identifi-
cación, monitoreo y rastreo en la red pública de In-
ternet sobre sitios web, con el fin de prevenir con-
ductas delictivas; 

XXXIX. Desarrollar, mantener y supervisar fuentes
de información en la sociedad que le permitan ob-
tener datos sobre actividades relacionadas con fe-
nómenos delictivos; 

XL. Integrar al Sistema Nacional de Información en
Seguridad Pública los datos que se recaben para
identificar a las personas; 
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XLI. Suscribir convenios o instrumentos jurídicos
con otras instituciones policiales de los tres órdenes
de gobierno y organizaciones no gubernamentales
para el desempeño de sus atribuciones, en el marco
de la ley; 

XLII. Colaborar y prestar auxilio a las policías de
otros países, en el ámbito de su competencia; 

XLIII. Ejecutar las previsiones que, por motivos de
seguridad o de policía, se dicten con base en el
pa?rrafo primero del artículo 131 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de circulación de bienes en el territorio de la Re-
pública, y 

XLIV. Las demás que le confieran ésta y otras le-
yes.”

Como se puede observar, las fracciones II, inciso b),
XXXV y XXXVI del precepto apenas referido, con-
fieren a la Guardia Nacional facultades para actuar en
recintos de migración, con el propósito de salvaguar-
dar la integridad de las personas y de su patrimonio;
garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz so-
cial, así como prevenir la comisión de delitos. Ade-
más, se faculta a la Guardia Nacional para realizar la
inspección de los documentos migratorios de personas
extranjeras, a fin de verificar su estancia regular y, en
su caso, proceder a presentar a quienes se encuentren
en situación irregular para los efectos previstos en la
ley de la materia. 

También se faculta a la Guardia Nacional para apoyar
el aseguramiento que realice el Instituto Nacional de
Migración y a petición del mismo, resguardar las esta-
ciones migratorias y a los extranjeros que en ellas se
encuentren.

D. La política migratoria del Estado mexicano.

Sin embargo, debemos señalar que en términos de lo es-
tablecido en el artículo 11 de la Constitución General de
la República el Estado mexicano reconoce el derecho
humano de libre tránsito en el territorio del país, mismo
que sólo puede ser limitado por determinaciones del po-
der judicial y por las limitaciones que impongan las le-
yes sobre emigración, inmigración, salubridad general
de la República y extranjeros perniciosos.

“Artículo 11. Toda persona tiene derecho para en-
trar en la República, salir de ella, viajar por su terri-
torio y mudar de residencia, sin necesidad de carta
de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros re-
quisitos semejantes. El ejercicio de este derecho es-
tará subordinado a las facultades de la autoridad ju-
dicial, en los casos de responsabilidad criminal o
civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo
que toca a las limitaciones que impongan las leyes
sobre emigración, inmigración y salubridad general
de la República, o sobre extranjeros perniciosos re-
sidentes en el país.” 

En esas condiciones es indispensable que analicemos
detenidamente si las facultades que se otorgan a la
Guardia Nacional en materia migratoria están relacio-
nadas con temas de seguridad pública o si, como pu-
diera interpretarse de la redacción de las fracciones
XXXV y XXXVI del artículo 9 de su ley, se le faculta
para que actúe como coadyuvante en las tareas admi-
nistrativas propias de la autoridad migratoria.

En una primera aproximación a esta cuestión nos in-
clinamos a opinar que las facultades conferidas a la
Guardia Nacional en tareas migratorias están condi-
cionadas a ejercerse sólo en aquéllos casos en que se
justifique que esa corporación –o las fuerzas arma-
das en el caso de que el Presidente decidiera ejercer
la facultad que le confiere el artículo Quinto Tran-
sitorio del decreto de reformas constitucionales- ac-
tuará en materia migratoria para cumplir sus fines
de seguridad pública.

Para llegar a esta conclusión nos apoyamos funda-
mentalmente en la interpretación sistemática y ar-
mónica de la norma constitucional que le da origen a
la corporación, así como todas las leyes secundarias
que regulan su función. Dichos ordenamientos dejan
claro que la Guardia Nacional nació como la res-
puesta del Gobierno mexicano para enfrentar las ta-
reas y los retos de seguridad pública que enfrenta el
país.

El párrafo décimo del artículo 21 de la Constitución
federal es tajante al señalar que la Guardia Nacional es
una institución de seguridad pública, que en al párrafo
once del mismo precepto constitucional se caracteriza
como la institución policial de carácter civil con que
cuenta la Federación.
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Por su parte, el artículo 11 de la propia Constitución
General de la República deja claro que las tareas de
control migratorio son responsabilidad de las autorida-
des administrativas competentes del gobierno federal.

El artículo 1o. de la Ley de Migración establece con
precisión que su objeto es regular lo relativo al ingre-
so y salida de mexicanos y extranjeros al territorio de
los Estados Unidos Mexicanos y el tránsito y estancia
de los extranjeros en el mismo.

El artículo 2o. del mismo ordenamiento contiene una
previsión clave para nuestro análisis, al establecer los
principios en los que se sustenta la política migratoria
del Estado mexicano: 

“1. Respeto irrestricto de los derechos humanos de
los migrantes, nacionales y extranjeros, sea cual
fuere su origen, nacionalidad, género, etnia, edad y
situación migratoria, con especial atención a grupos
vulnerables como menores de edad, mujeres, indí-
genas, adolescentes y personas de la tercera edad,
así como a víctimas del delito.

2. En ningún caso una situación migratoria irre-
gular preconfigurará por sí misma la comisión
de un delito ni se prejuzgará la comisión de ilíci-
tos por parte de un migrante por el hecho de en-
contrarse en condición no documentada. 

3. Congruencia de manera que el Estado mexicano
garantice la vigencia de los derechos que reclama
para sus connacionales en el exterior, en la admi-
sión, ingreso, permanencia, tránsito, deportación y
retorno asistido de extranjeros en su territorio.

4. Enfoque integral acorde con la complejidad de la
movilidad internacional de personas, que atienda
las diversas manifestaciones de migración en Méxi-
co como país de origen, tránsito, destino y retorno
de migrantes, considerando sus causas estructurales
y sus consecuencias inmediatas y futuras.

5. Responsabilidad compartida con los gobiernos de
los diversos países y entre las instituciones nacio-
nales y extranjeras involucradas en el tema migra-
torio.

6. Hospitalidad y solidaridad internacional con las
personas que necesitan un nuevo lugar de residen-

cia temporal o permanente debido a condiciones ex-
tremas en su país de origen que ponen en riesgo su
vida o su convivencia, de acuerdo con la tradición
mexicana en este sentido, los tratados y el derecho
internacional.

7. Facilitación de la movilidad internacional de per-
sonas, salvaguardando el orden y la seguridad. Este
principio reconoce el aporte de los migrantes a las
sociedades de origen y destino. Al mismo tiempo,
pugna por fortalecer la contribución de la autoridad
migratoria a la seguridad pública y fronteriza, a la
seguridad regional y al combate contra el crimen or-
ganizado, especialmente en el combate al tráfico o
secuestro de migrantes, y a la trata de personas en
todas sus modalidades.

8. Complementariedad de los mercados laborales
con los países de la región, como fundamento para
una gestión adecuada de la migración laboral acor-
de a las necesidades nacionales.

9. Equidad entre nacionales y extranjeros, como in-
dica la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, especialmente en lo que respecta a la
plena observancia de las garantías individuales, tan-
to para nacionales como para extranjeros.

10. Reconocimiento a los derechos adquiridos de
los inmigrantes, en tanto que los extranjeros con
arraigo o vínculos familiares, laborales o de nego-
cios en México han generado una serie de derechos
y compromisos a partir de su convivencia cotidiana
en el país, aun cuando puedan haber incurrido en
una situación migratoria irregular por aspectos ad-
ministrativos y siempre que el extranjero haya cum-
plido con las leyes aplicables.

11. Unidad familiar e interés superior de la niña, ni-
ño y adolescente, como criterio prioritario de inter-
nación y estancia de extranjeros para la residencia
temporal o permanente en México, junto con las ne-
cesidades laborales y las causas humanitarias, en
tanto que la unidad familiar es un elemento sustan-
tivo para la conformación de un sano y productivo
tejido social de las comunidades de extranjeros en
el país.

12. Integración social y cultural entre nacionales y
extranjeros residentes en el país con base en el mul-
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ticulturalismo y la libertad de elección y el pleno
respeto de las culturas y costumbres de sus comuni-
dades de origen, siempre que no contravengan las
leyes del país.

13. Facilitar el retorno al territorio nacional y la
reinserción social de los emigrantes mexicanos y
sus familias, a través de programas interinstitucio-
nales y de reforzar los vínculos entre las comunida-
des de origen y destino de la emigración mexicana,
en provecho del bienestar familiar y del desarrollo
regional y nacional.

14. El Poder Ejecutivo determinará la política
migratoria del país en su parte operativa, para lo
cual deberá recoger las demandas y posiciona-
mientos de los otros Poderes de la Unión, de los
gobiernos de las entidades federativas y de la so-
ciedad civil organizada, tomando en considera-
ción la tradición humanitaria de México y su
compromiso indeclinable con los derechos hu-
manos, el desarrollo y la seguridad nacional, pú-
blica y fronteriza.” 

Como se observa, los principios que rigen la política
migratoria del Estado mexicano excluyen que el fenó-
meno sea atendido desde una perspectiva de política
criminal o delictiva pues, con precisión se dispone que
la migración, incluso la indocumentada o irregular, no
será considerada, por si misma, como un hecho de-
lictivo ni permitirá que se prejuzgue sobre la comi-
sión de hechos ilícitos.

Por lo tanto, en un primer momento, queda claro que
las acciones del gobierno de la república para la aten-
ción de fenómeno migratorio que proviene del sur del
continente no pueden considerarse acciones de segu-
ridad pública.

Sin embargo, el titular del Ejecutivo está facultado pa-
ra determinar la política migratoria del país, con base
en los principios contenidos en la Ley de Migración y
considerando, en su caso, aspectos o elementos de se-
guridad pública en ese diseño.

Conforme a lo anterior, es de entenderse que cuando el
presidente de la república, en el ejercicio de sus facul-
tades de diseño de la política pública específica mi-
gratoria decida que utilizará a elementos de la Guardia
Nacional para actuar en la frontera sur del país, como

sucede en este momento, dicha política debe estar de-
bidamente sustentada en los elementos y consideracio-
nes de seguridad pública que el mismo presidente
identifique que hacen necesaria la intervención de ese
cuerpo policiaco.

Lo anterior es evidente cuando observamos que las au-
toridades competentes en materia migratoria son la
Secretaría de Gobernación, el Instituto Nacional de
Migración y la Secretaría de Relaciones Exteriores y
que, para el caso específico de vigilancia del tránsito y
detención de migrantes la facultad recae exclusiva-
mente en el Instituto Nacional de Migración.

Como se observa, la política migratoria y su ejecución
y operación están encargadas a autoridades distintas a
las de seguridad pública lo que es plenamente com-
prensible si atendemos al principio conforme al cual el
Estado mexicano no criminaliza la migración, ni
aun la irregular o la indocumentada.

E. México y el Pacto de Marrakech.

A principio de marzo del año pasado, el gobierno me-
xicano suscribió el Pacto de Marrakech.

A través de un comunicado de la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores se resaltaba que México era el primer
país en adoptar el Pacto Mundial para la Migración
promovido por la ONU. Además, enfatizaba que la po-
lítica migratoria mexicana es soberana, lo cual signifi-
ca que no es decidida por ningún estado extranjero.

Por su parte, en un comunicado del centro de informa-
ción de la ONU–CINU México para México, Cuba y
República Dominicana de diciembre de 2018, se cele-
braba el anuncio hecho por el canciller mexicano en el
marco de la Cumbre Intergubernamental para la Adop-
ción del Pacto Mundial para una Migración Segura,
Ordenada y Regular.

El canciller Ebrard proclamó, según ese comunicado,
la determinación del nuevo gobierno [de México] de
modificar toda la política migratoria que ha predomi-
nado hasta ahora…, “hecho para frenar los flujos mi-
gratorios”.

El Pacto de Marrakech es, en efecto, un cambio tras-
cendental del paradigma de atención a la migración y,
por ello, el Estado mexicano debe mantener las políti-
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cas y acciones de gobierno que sustentaron su suscrip-
ción, fundamentalmente, en dos vertientes: a) no cri-
minalizar la migración, y b) proteger y garantizar los
derechos humanos de los migrantes independiente-
mente de su calidad migratoria.

Conforme a lo expuesto, consideramos que es indis-
pensable reformar los artículos 9, fracciones II, inciso
b), XXXV y XXXVI y 97, fracción XIII de la Ley de
la Guardia Nacional para dejar claro que los casos de
colaboración de ese cuerpo policiaco con las autorida-
des migratorias sólo será procedente cuando el presi-
dente de la república, en el ejercicio de su facultad de
diseñar las políticas específicas en materia de migra-
ción, justifique la intervención de ese cuerpo policial
por razones de seguridad pública y para cumplir los fi-
nes de la Guardia Nacional.

Lo anterior, permitirá dejar claro que la Guardia Na-
cional no es, ni debe usarse como herramienta en la
ejecución de políticas migratorias y que sólo excep-
cionalmente puede intervenir en esas tareas cuando
se justifique plenamente por razones de seguridad
pública.

Con lo anterior, se logra el objetivo de que los com-
promisos del Pacto de Marrakech y los principios de la
política migratoria contenidos en el artículo 11 de la
Constitución y en el artículo 2º de la Ley de Migración
sigan siendo el eje que conduzca las acciones del Go-
bierno Mexicano.

Lo anterior es relevante pues no podemos olvidar
que para la ONU, y conforme al Pacto de Marra-
kech, el tratamiento como criminales de manera in-
justificada puede generar la comisión de delitos in-
ternacionales a los que el Estado mexicano tendría
que hacer frente.

Por ello, se propone modificar también la fracción
XIII del artículo 97 de la Ley de la Guardia Nacional
para que el informe anual del Presidente al Senado in-
cluya la justificación que sea necesaria en los casos en
que se utilice a la Guardia Nacional para colaborar con
las instituciones migratorias del país.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta Soberanía la presente iniciativa con
proyecto de: 

Decreto por el que se reforman los artículos de la
Ley de la Guardia Nacional, en los siguientes térmi-
nos:

Artículo Primero. Se reforman los artículos 9o., frac-
ciones II, inciso b), XXXV y XXXVI y el artículo 97,
fracción XIII de la Ley de la Guardia para quedar co-
mo sigue:

Artículo 9. …

…

II. …

b) La Guardia Nacional actuará en aduanas, re-
cintos fiscales, secciones aduaneras, garitas o
puntos de revisión aduaneros, en auxilio y coor-
dinación con las autoridades responsables en
materia fiscal, naval o de migración, cuando se
requiera por razones de seguridad pública y
en los términos de la presente Ley y las demás
disposiciones aplicables;

III a XXXIV. …

XXXV. Cuando por razones de seguridad pública
sea necesario, coordinarse con el Instituto Nacio-
nal de Migración, para realizar la inspección de los
documentos migratorios de personas extranjeras, a
fin de verificar su estancia regular, con excepción de
las instalaciones destinadas al tránsito internacional
de personas y, en su caso, proceder a presentar a
quienes se encuentren en situación irregular para los
efectos previstos en la ley de la materia respetando,
en todo caso, los derechos consagrados a favor de
los migrantes en la Constitución, en las leyes y en
los instrumentos internacionales aplicables;

XXXVI. Cuando por razones de seguridad públi-
ca sea necesario apoyar el aseguramiento que rea-
lice el Instituto Nacional de Migración y a petición
del mismo, debidamente fundada, resguardar las
estaciones migratorias y a los extranjeros que en
ellas se encuentren, respetando, en todo caso, los
derechos consagrados a favor de los migrantes
en la Constitución, en las leyes y en los instru-
mentos internacionales aplicables;

…
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Artículo 97. …

I. a XII. …

XIII. La estrategia desplegada para el cumplimien-
to de los fines de la Guardia Nacional, sus objetivos
generales y específicos, las razones de seguridad
pública que hubieran determinado su interven-
ción en tareas de migración, así como los resulta-
dos obtenidos con base en indicadores de evalua-
ción del desempeño. 

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al siguien-
te día de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a
27 de febrero de 2020.

Diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 294 Y 300 DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTA-
DA MARÍA ESTER ALONZO MORALES, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PRI

La diputada María Ester Alonzo Morales integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; artículos 77 , 78 y demás rela-
tivos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-

ma el artículo 294 y se adiciona una fracción II al ar-
tículo 300 de la Ley Federal del Trabajo, en materia de
igualdad salarial en el deporte profesional, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La brecha de género, muestra la distancia existente en-
tre mujeres y hombres con respecto a las oportunida-
des de acceso y control de recursos económicos, so-
ciales, culturales y políticos, entre otros. El Centro de
Desarrollo de la OCDE, realiza el reporte Global del
Índice de Instituciones Sociales y Género (SIGI), el
cual, muestra la discriminación hacia las mujeres en
relación con normas sociales, prácticas cotidianas, el
acceso a recursos productivos y financieros y sus de-
rechos civiles. 

El SIGI analiza 180 países, aportando información de-
tallada de las brechas que la legislación y actitudes
crean entre mujeres y hombres en términos de dere-
chos y oportunidades. Este informe muestra, que nues-
tro país ha logrado avances en el acceso al trato igua-
litario, sin embargo, al compararlo solo con los países
miembros de la OCDE, México presenta la mayor bre-
cha de género en diversos sectores.1

En este sentido, la OCDE señala que la brecha salarial
entre hombres y mujeres, es uno de los tres aspectos
más importantes de la desigualdad de género, junto
con el reparto desigual del trabajo no remunerado y la
violencia contra las mujeres.

En cuanto a la brecha salarial, es la diferencia entre los
ingresos de hombres y mujeres con relación a la media
de ingresos de los hombres, respecto al mismo trabajo
o profesión.2 En relación a esto, México tiene una ba-
ja participación económica de la mujer en el mercado
laboral, aunado a una alarmante brecha salarial del 32
por ciento, de acuerdo a la CEDAW.3 Asimismo, el In-
egi dio a conocer los resultados de la encuesta nacio-
nal de ingresos y gastos de los hogares, donde se ob-
serva, la diferencia sustancial entre el promedio de
ingresos de hombres y mujeres en todos los rangos de
edad y nivel de escolaridad.
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Fuente: Inegi. Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Ho-

gares 2018

Actualizada al 31 de julio de 2019

Estos datos muestran, que la menor brecha salarial se
da entre los 12 y 19 años, donde las mujeres perciben
ingresos de hasta 31 por ciento menos que los hom-
bres. En el otro extremo, se observa la brecha salarial
más marcada, ya que cuando ambos tienen 60 años o
más, los hombres llegan a ganar hasta 47 por ciento
más que la mujer.4

Aunado a estas cifras, existe un sector en el ámbito la-
boral que ha permanecido con los números más altos
en brecha salarial entre hombres y mujeres, este es, el
deporte profesional. Hoy en día las mujeres deportis-
tas profesionales, sufren desigualdades económicas,
de reconocimiento y legislativas, que las mantiene ale-
jadas de las condiciones laborales de los hombres.

Uno de los deportes en donde se puede observar esta
alarmante brecha salarial, es en el futbol profesional.
Cifras basadas en el estudio Global Sports Salaries
Survey 2019,5 muestran que las futbolistas profesiona-
les de la Liga MX Femenil percibe un salario prome-
dio mensual de 3 mil 800 pesos, es decir, un salario
promedio de 126 pesos diarios, solo 3 pesos más que
el salario mínimo en nuestro país; en comparación, el
promedio de la Liga Varonil es de 21 mil pesos dia-
rios. 

Esto muestra que el salario promedio mensual de
una futbolista representa apenas el 0.55 por ciento de
lo que ganan los hombres. A pesar de hacer el mismo
trabajo, a una jugadora de futbol profesional, le to-
maría 13 años para ganar el monto promedio que
gana un hombre en un año, en cambio a esté, le to-

ma solo 4 horas ganar el salario mensual de una mu-
jer futbolista.

Asimismo, este estudio señala, que el salario más bajo
de los clubes más pequeños en la rama varonil es de 25
mil pesos mensuales, mientras que el de las mujeres es
de dos mil 500 pesos. Esto refleja que los hombres que
reciben el salario más bajo por jugar en primera divi-
sión en México ganan en promedio 10 veces más que
las mujeres en la misma división. 

Por otra parte, al comparar el salario máximo que
pueden perciben las jugadoras profesionales de fut-
bol en México, el cual llega a ser de 19 mil pesos
mensuales, con el de los hombres en la misma situa-
ción, los cuales llegan a ganar hasta 980 mil pesos
mensuales; se observa que, las jugadoras profesiona-
les de futbol que perciben el salario más alto, ganan
menos que los hombres que perciben el salario míni-
mo: un hombre con el salario más bajo ganaría 25 mil
pesos, mientras que una mujer con el salario más al-
to no llegaría a los 20 mil. Esto muestra que la bre-
cha salarial en el futbol mexicano es equivalente al
205 por ciento.

Como consecuencia de la brecha salarial en el deporte
profesional, muchas mujeres abandonan su carrera por
el precario salario o “ayuda económica” como la han
llamado muchos empleadores, muchas otras, se ven
obligadas a trabajar en sus horas libres para tener un
ingreso extra que les permita tener una buena calidad
de vida. De acuerdo a datos de FIFPro (Federación In-
ternacional de Futbolistas Profesionales), el 49 por
ciento de las futbolistas no cobra por jugar y el 87 por
ciento finalizará su carrera deportiva antes de cumplir
25 años por la poca o nula remuneración económica
que perciben.

Hoy en día las “recompensas” y salarios que las de-
portistas profesionales reciben por su trabajo llegan a
ser insultantes. Dicho salario, no les alcanza para sus
necesidades básicas, como comidas, pasajes o aten-
ción médica. 

La brecha salarial en el deporte permea en muchos
ámbitos, hago referencia a las jugadoras de futbol pa-
ra ejemplificar esta propuesta, sin embargo, este tipo
de discriminación está presente en muchos campos
deportivos como el box, las luchas, el fútbol, el base-
ball, entre otros. Las mujeres deportistas profesiona-
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les deben recibir un salario justo que les retribuya sus
capacidades deportivas y excelentes resultados obte-
nidos.

En ese contexto, diversos instrumentos internacionales
han emitido normas de protección a la defensa de los
derechos de las mujeres, es así que, la Declaración
Universal de los Derechos Humanos, menciona que
todas las personas gozan de todos los derechos y li-
bertades proclamados sin distinción alguna. Derivado
de ello, los gobiernos tienen la obligación de garanti-
zar la igualdad de derechos entre hombres y mujeres,
tomando las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación de la mujer, tanto en la esfera social, eco-
nómica política y cultural.

Así mismo, debo mencionar que el Comité de la Con-
vención para la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), remarco
como una de las esferas de preocupación principal, la
brecha salarial por cuestión de género y reitera la re-
comendación al Estado para que: “Aplique el princi-
pio de la igualdad de remuneración por un trabajo
de igual valor, de conformidad con el Convenio sobre
Igualdad de Remuneración, 1951 (núm. 100) de la
OIT e intensifique sus esfuerzos para reducir y ce-
rrar la brecha salarial por razón de género... y san-
cionar las prácticas discriminatorias contra la mujer en
el ámbito del empleo...”6 De este modo, el Comité ins-
ta al gobierno mexicano, armonizar plenamente su le-
gislación laboral con el artículo 11 del Convenio, pen-
diente desde hace varios años.

En este contexto debo mencionar que el artículo 1 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos señala, “Queda prohibida toda discriminación
motivada por origen étnico o nacional, el género, la
edad, las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.” 

Por otra parte, el artículo 4o. menciona que, “el varón
y la mujer son iguales ante la ley”. Como observamos,
nuestra Constitución garantista privilegia los derechos
humanos y consagra el principio de igualdad y la no
discriminación en los artículos 1o. y 4o., asimismo di-
versos instrumentos internacionales reconocen la

igualdad entre mujeres y hombres como principio jurí-
dico universal. 

Como legisladores, estamos obligados a eliminar las
barreras que impiden que las mujeres accedan al li-
bre ejercicio de sus derechos, erradicando cualquie-
ra práctica discriminatoria; impulsando leyes que
abonen a la igualdad sustantiva en todos los ámbitos
de la vida y que mejoren el acceso a las oportunida-
des contribuyendo a la eliminación de la multiplici-
dad de desigualdades existentes entre hombres y
mujeres.

Si bien existe un marco jurídico garante de los dere-
chos laborales, este incluye excepciones para la
igualdad salarial entre hombres y mujeres deportis-
tas profesionales. Por ello, es necesario que el mar-
co normativo laboral, este enfocado en eliminar esas
brechas salariales, las mujeres deportistas profe-
sionales deben recibir un salario justo y acorde
con la realidad económica que se vive en los de-
portes.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta Soberanía la presente iniciativa, de con-
formidad con el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 294 y se
adiciona una fracción III al artículo 300 de la Ley
Federal del Trabajo

Único. Se reforma el artículo 294 y se adiciona una
fracción III al artículo 300 de la Ley Federal del Tra-
bajo para quedar como sigue:

Artículo 294. Las y los deportistas profesionales de-
berán recibir un salario justo y acorde con la reali-
dad económica que se vive en los deportes.

El salario podrá estipularse por unidad de tiempo, pa-
ra uno o varios eventos o funciones, o para una o va-
rias temporadas. 

Artículo 300. Son obligaciones especiales de los pa-
trones: 

I. …

II. …

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria103



III. Respetar el principio de la igualdad sustanti-
va entre las mujeres y hombres deportistas pro-
fesionales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 https://www.oecd-ilibrary.org/development/sigi-2019-global-re-

port_bc56d212-en?itemId=/content/publication/bc56d212-

en&_csp_=3c7e048c80fc5e8e6616e1289a989dd3&itemIGO=oec

d&itemContentType=book

2 https://lac.unwomen.org/es/que-hacemos/empoderamiento-eco-

nomico/epic/que-es-la-brecha-salarial

3 https://www.genderindex.org/wp-content/uploads/files/datashe-

ets/2019/MX.pdf

4 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2019/EstSociodemo/enigh2019_07.pdf

5 https://www.globalsportssalaries.com/

6 http://www.onu.org.mx/wp-content/uploads/2019/04/MEXICO-

ANTE-LA-CEDAW-2018-web.pdf

Cámara de Diputados del honorable 
Congreso de la Unión, a 25 de febrero de 2020.

Diputada María Ester Alonzo Morales (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO REGINALDO SANDOVAL FLORES, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, Reginaldo Sandoval Flores, coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1,
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona
una fracción III, corriéndose en su orden la actual frac-
ción III para pasar a ser IV y así sucesivamente, del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la historia constitucional mexicana, particularmen-
te en el siglo XIX, en la tercera ley constitucional del
29 de diciembre de 1836, en su artículo 26 Fracción II
se dotó a la Suprema Corte de Justicia de la facultad de
iniciar leyes en lo referente a la administración de su
ramo.

Esta disposición fue retomada en el proyecto de refor-
mas de 1840 y en la de 1842, sin embargo, en las
Constituciones de 1857 y la vigente de 1917, dicha
disposición fue eliminada.

El Poder Judicial de la Federación es uno de los tres
poderes públicos del Estado mexicano, pero el cual ca-
rece de facultad de iniciativa como si la tienen el Po-
der Ejecutivo, los diputados y los senadores del Con-
greso de la Unión.

Al carecer de facultad de iniciativa el Poder Judicial,
tienen que ser los integrantes de los otros dos poderes
públicos quienes, con el conocimiento o no del propio
Poder Judicial, presentan iniciativas en los temas que
atañen a dicho poder y en particular a la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación que es donde se es-
tablecen después de disposiciones constitucionales, la
organización y funcionamiento del Poder Judicial.

En la gran mayoría de las entidades federativas, en las
constituciones locales, se otorga facultad de iniciativa
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a los tribunales superiores de justicia de dichos esta-
dos, la que es ejercida en casos excepcionales y en los
que se acota solo a lo que tiene que ver con el funcio-
namiento de dichos poderes, esto es, la facultad de ini-
ciativa no es absoluta y para todos los temas.

En el caso particular de la presente iniciativa, el Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo propone adi-
cionar la actual Fracción III del Artículo 71 Constitu-
cional, para dotar de facultad de iniciativa al Poder
Judicial de la Federación, por medio de quien legal-
mente lo representa que es su presidente y sólo en los
asuntos propios de la organización y funcionamiento
previstos en la ley orgánica de dicho poder.

Todos hemos conocido que el presidente de la Repú-
blica, formalmente presentó el 18 de febrero del año
en curso en el Senado una iniciativa de reformas de di-
versos artículos de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. Aclaramos que no es nuestra
intención otorgar al Poder Judicial la oportunidad de
crear iniciativas de reformas constitucionales, por eso
se acota sólo a su ley orgánica.

Se destaca que la presente iniciativa no genera impac-
to presupuestal alguno ya que los estudios técnicos pa-
ra preparar una iniciativa de ley, correrá a cargo del te-
cho presupuestal aprobado por la Cámara de
Diputados para dicho poder público.

Estimamos que esta iniciativa es transitable para per-
mitir una adecuada colaboración entre el Poder Legis-
lativo federal y el Poder Judicial, manteniendo siem-
pre al Poder Legislativo la facultad de aprobación de
leyes.

En la hipótesis de que el Poder Judicial ejerza facultad
de iniciativa serán las comisiones dictaminadoras de
cada Cámara las que valoren en sus respectivos dictá-
menes, la conveniencia de aprobar o de rechazar di-
chas modificaciones.

Por las consideraciones expuestas y con fundamento
en lo que se dispone en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción III, co-
rriéndose en su orden la actual fracción III para
pasar a ser IV y así sucesivamente, del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único. Se adiciona una fracción III, corriéndose en su
orden la actual fracción III para pasar a ser IV y así su-
cesivamente, del artículo 71 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos
compete

I. y II. …

III. A la Suprema Corte de Justicia de la Nación
en lo relativo a su régimen interior, previsto en la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción.

IV. A las legislaturas de los estados y de la Ciudad
de México; y

V. A los ciudadanos en un número equivalente, por
lo menos, a cero punto trece por ciento de la lista
nominal de electores, en los términos que señalen
las leyes.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día de su
aprobación por ambas Cámaras del Congreso.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputado Reginaldo Sandoval Flores (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 16 Y 17 DE LA

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA

LIBRE DE VIOLENCIA, Y ADICIONA EL 259 TER AL CÓDI-
GO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA PILAR

LOZANO MAC DONALD, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, Pilar Lozano Mac Donald, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, Con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, some-
to a consideración de esta asamblea la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se adicionan
dos párrafos al artículo 16, tres fracciones al artículo
17, ambos de la Ley General de Acceso a una Vida Li-
bre de Violencia, asimismo se crea el artículo 259 Ter
al Código Penal Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Diariamente en todo el mundo, las mujeres y niñas son
víctimas de violencia física, verbal y acoso sexual en
los espacios públicos, tanto en la calle, el transporte,
centros comerciales, o mercados, hasta en parques y
muchos más. El acoso sexual tiene una prevalencia ge-
neralizada a nivel mundial, conforme a la ONU, en-
cuestas a nivel internacional arrojan algunas de las si-
guientes cifras:

• Ecuador (2011), el 68 por ciento de las mujeres
padeció algún tipo de acoso sexual en espacios pú-
blicos.

• Londres, Inglaterra (2012), el 43 por ciento de las
mujeres jóvenes sufrió algún tipo de acoso calleje-
ro durante el año anterior.

• Puerto Moresby, Papúa Nueva Guinea (2014), el
90 por ciento de mujeres y niñas habían experimen-
tado algún tipo de violencia sexual al usar el trans-
porte público; mientras que (2011), el 55 por ciento
sufrió acoso sexual en espacios públicos.

• Nueva Delhi, India (2016), 92 por ciento de las
mujeres han sufrido algún tipo de violencia sexual
en espacios públicos a lo largo de su vida.

• Ciudad de México (2018), 9 de cada 10 mujeres
ha sido víctima de algún tipo de violencia sexual en
sus recorridos cotidianos.

De conformidad con la investigación realizada por la
Universidad Cornell y Hollaback (2015), a partir de
16,600 entrevistas a mujeres de 22 países, sobre acoso
sexual en espacios públicos, entre 80 por ciento y 90
por ciento de las entrevistadas han sufrido acoso se-
xual en espacios públicos; asimismo:

• 84 por ciento de mujeres en todo el mundo expe-
rimentaron acoso callejero por primera vez antes de
los 17 años.

• 82 por ciento de las encuestadas informó tomar
una ruta diferente a casa o a su destino.

• 71 por ciento de las encuestadas reportan que las
han seguido.

• Más de 50 por ciento de las encuestadas reporta-
ron haber sido acariciadas o tocadas sin su consen-
timiento.

• La mitad de las mujeres que fueron acosadas in-
formaron sentir ansiedad después de haber experi-
mentado el acoso

La violencia contra las mujeres y las niñas en general
puede ser física, sexual o psicológica, puede estar pre-
sente en la vida cotidiana: en el hogar, en sus barrios,
el transporte, el trabajo, la escuela, en instituciones pú-
blicas o privadas, incluso en redes sociales y otros.

Las mujeres y niñas se encuentran expuestas y vulne-
rables particularmente en el espacio público, por lo
que temen a la posibilidad de ser objeto de violencia
sexual, desde comentarios obscenos, tocamientos, has-
ta persecuciones, violaciones, trata de mujeres y femi-
nicidios. De manera tal que se ven obligadas a modifi-
car sus comportamientos para protegerse, por ejemplo:
al limitar sus horarios de desplazamiento o activida-

des, viajar siempre acompañadas, cuidados en el com-

portamiento y la forma de vestir, evitar ciertos luga-

res, cambiar sus rutas de desplazamiento o la

modalidad de transporte, entre otros. 

Esta realidad tiene como consecuencia, limitantes en
su libertad de desplazamiento y formas de vida, que se
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ve reflejado en su capacidad de desarrollo educativo,
laboral, de recreación y en la participación de la vida
pública, teniendo efectos negativos en la salud, el
bienestar y oportunidades de desarrollo integral.

Lo cual trae consigo costos a corto y largo plazo: en

primer lugar, el costo directo de los servicios relacio-

nados con la violencia contra la mujer; en segundo lu-

gar, el costo indirecto de las pérdidas de empleos y

productividad, y, en tercer lugar, el valor asignado al

dolor y el sufrimiento humanos. Los costos de la vio-

lencia contra la mujer son enormes. No solo empobre-

cen a las personas, las familias, las comunidades y los

gobiernos, sino que también reducen el desarrollo

económico de cada nación.

Nuestro país necesita cerrar las brechas de género pa-
ra mejorar el estado de bienestar de sus habitantes. De
acuerdo con el Informe sobre Desarrollo Humano del
PNUD, la desigualdad de género es un factor que obs-

taculiza el desarrollo humano; por ejemplo, los países

con altos niveles de desigualdad entre mujeres y hom-

bres también se caracterizan por tener bajos índices

de desarrollo humano. Y viceversa: cuanto más alto es

el nivel de igualdad de género mayor es el PIB per cá-

pita (UNESCO, 2014). 

En este sentido, persistir en esquemas de desigualdad
e inequidad, implicaría un claro retroceso hacia una
sociedad incluyente, fortaleciendo viejos esquemas de
división, impunidad y violencia, que se ven directa-
mente reflejados en el espacio público.

Es por ello que, para abatir las desigualdades entre
hombres y mujeres, frenar la violencia de género, así
como para proteger la dignidad humana, la Agenda
2030 para el Desarrollo Sostenible se ha propuesto en
su meta 5.2 “… la eliminación de todas las formas de

violencia contra las mujeres y las niñas en las esferas

pública y privada”. Asimismo, en febrero de 2017, se
establece el “Compromiso Global para la Acción: Ciu-
dades y Espacios Públicos Inclusivos, Sostenibles y
Seguros para las Mujeres y Niñas”, donde se reconoce
que el acoso sexual y otras formas de violencia sexual
contra las mujeres y niñas en espacios públicos y pri-
vados limitan sus libertades, decisiones y derechos;
por lo que se advierte la necesidad y el derecho de las
mujeres a una vida libre de violencia, discriminación y
miedo; para lo cual se establece como objetivo crear
ciudades y espacios públicos seguros para las mujeres. 

No obstante, pese a que actualmente la violencia
contra las mujeres, particularmente el acoso sexual
en el espacio público, se reconoce como una viola-
ción a los derechos humanos, sigue siendo un pro-
blema poco atendido por las leyes y políticas públi-
cas; pues existen vacíos legales en cuanto a su
reconocimiento y hay poca información sistematiza-
da sobre la respuesta jurídica en cuanto a normas pe-
nales y administrativas; por lo que sigue siendo una
conducta violenta de gran magnitud, pero tolerada
por la sociedad.

El acoso sexual en el espacio público, no es sólo un
problema de seguridad, se trata también de un proble-
ma de discriminación y violencia de género que se en-
cuentra arraigada en la sociedad; sin embargo, tiene
implicaciones en la integridad, desarrollo y vida de
mujeres y niñas; pues limita su libertad de desplaza-
miento, su capacidad de participar en la vida pública,
su accesibilidad a la ciudad y el ejercicio pleno de sus
derechos. Por lo que es tarea del Estado formular le-
yes, estrategias y políticas que contribuya a generar
una cultura de cero tolerancia para erradicar estas con-
ductas.

De las víctimas de delitos sexuales en México, 72 por

ciento son mujeres y 28 por ciento hombres. Más de

la mitad de las agresiones registradas por la En-

cuesta de Cohesión Social para la Prevención de la

Violencia y la Delincuencia (ECOPRED), 51.9 por

ciento, ocurren en el espacio público. Aunque en

2014, según esta encuesta, hubo 625,070 personas

de entre 12 y 29 años de edad víctimas de agresión

sexual –460 mil 904 de acoso y 164 mil 166 de vio-

lación, se denunciaron tan sólo 32,148 delitos (vio-

lación, violación equiparada—antes estupro—y

otros) por ese concepto.

Conforme a datos más recientes, la Encuesta Nacional

sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares

2016 (ENDIREH, 2016), a nivel nacional casi una de

cada tres mujeres (27.4 por ciento) a lo largo de su vi-

da ha sido objeto de piropos o frases de carácter se-

xual que la molestan o incomodan y 12.6 por ciento

han sufrido tocamientos o han sido manoseadas sin su

consentimiento, asimismo:

• La calle y el transporte público son los lugares
donde las mujeres son violentadas:
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– 66.8 por ciento de las mujeres indicaron haber
sufrido violencia sexual en la calle y en el par-
que.

– Entre 1.4 por ciento y 14.8 por ciento refirie-
ron alguna modalidad de transporte público co-
mo lugar donde vivieron violencia.

• 8.9 por ciento ha sido obligada a ver escenas o ac-
tos sexuales tales como actos exhibicionistas.

• Ocho de cada diez mujeres indicaron que la per-
sona responsable de estas agresiones había sido un
desconocido.

• A nueve de cada diez mujeres alguna vez les han
hecho sentir miedo de ser atacadas o abusadas se-
xualmente.

• 93.4 por ciento de las mujeres no denunciaron ni
solicitaron ayuda.

Asimismo, en las ciudades mexicanas hay un alto por-
centaje de acoso y violencia sexual contra las mujeres
en el transporte público. Según datos de ONU Mujeres
México, en Monterrey, Nuevo León y Ciudad de Mé-
xico, al menos el 90 por ciento de mujeres usuarias ha
vivido alguna agresión de este tipo.

En Monterrey, la encuesta arrojó que el 91.6 por cien-
to de las mujeres usuarias del transporte público ha su-
frido hostigamiento sexual (ONU Mujeres México);
sin embargo, el 90.4 por ciento de las víctimas no acu-
dieron con ninguna autoridad para pedir apoyo o de-
nunciar. Entre los motivos para no dar parte a la auto-
ridad se encuentra el desconocimiento de poder
hacerlo y los sitios a donde realizar la denuncia, por
considerar que no tiene importancia, por falta de tiem-
po, por miedo y por desconfianza en las autoridades.

En el caso de la Ciudad de México, 96.3 por ciento de
las usuarias señaló haber sido víctima de acoso sexual;
no obstante, el 84.5 por ciento no denunció debido a la
desconfianza en las autoridades,1 no sabía que podían
hacerlo, consideraba que no tenía importancia, o por
falta de tiempo. El lugar en donde el acoso sexual se
presentan con mayor frecuencia es en el metro (72.9
por ciento), la calle (70.4 por ciento), microbuses
(57.9 por ciento) y paraderos (36.7 por ciento).

Es de destacar que los lugares más comunes para el
acoso sexual son la calle y el transporte público, por lo
que es preponderante atender la problemática en estos
espacios, pues son espacios vitales para la vida en so-
ciedad, la movilidad, y el quehacer cotidiano de las
mujeres.

La violencia de género forma parte del conjunto de
manifestaciones violentas de la sociedad, que sin em-
bargo tiene un cierto grado de aceptación o consenti-
miento por parte de sus integrantes, pues permite re-
producir y mantener los papeles diferenciados entre
hombres y mujeres, como parte de un sistema social
injusto que vive en la cotidianeidad pudiendo llegar a
normalizarse; por lo que resulta importante visibilizar
y penalizar todas las formas de violencia contra la
mujer, a fin de frenar la intimidación y los crímenes
de género, para dar paso hacia la mejora de oportuni-
dades y el desarrollo integral de las mujeres y niñas en
el país.

El acoso sexual en espacios públicos forma parte de
la violencia comunitaria, que es aquella ejercida por
una o más personas, que atenta contra la seguridad e
integridad de las mujeres propiciando su discrimina-
ción, marginación o exclusión social en el ámbito
público.

La violencia comunitaria, puede ser perpetrada por
cualquier persona, particularmente desconocidas, por
lo que es un acto de abuso que daña la autoestima, la
integridad, la salud, la libertad y seguridad de la vícti-
ma. Es el espacio público donde se reproducen con
fuerza estas conductas sociales, por lo que es necesa-
rio frenar y castigar el hostigamiento sexual en el es-
pacio público, a fin de promover el libre tránsito y el
derecho a la ciudad de las mujeres.

En este sentido debemos crear un país donde las mu-
jeres puedan ejercer libremente y sin miedo su derecho
a la ciudad, desarrollar su pleno potencial, participan-
do activamente en los procesos sociales, económicos y
políticos, influyendo en la toma de decisiones. Por lo
cual el espacio público es el territorio desde donde
construir una nueva cultura de igualdad y seguridad
para las mujeres y niñas.

En la legislación federal mexicana, no se contempla
de manera específica el acoso sexual en espacios pú-
blicos dentro de la Ley General de Acceso de las Mu-
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jeres a una Vida Libre de Violencia, por lo que no
existen sanciones al respecto en el Código Penal Fe-
deral; sin embargo, de manera general el acoso sexual
se reconoce en el artículo 13 de la Ley y se sanciona
el hostigamiento sexual dentro del Código en el artí-
culo 259 bis.

“Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia

Artículo 13. El hostigamiento sexual es el ejercicio
del poder, en una relación de subordinación real de
la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral
y/o escolar. Se expresa en conductas verbales, físi-
cas o ambas, relacionadas con la sexualidad de con-
notación lasciva.

El acoso sexual es una forma de violencia en la que,
si bien no existe la subordinación, hay un ejercicio
abusivo de poder que conlleva a un estado de inde-
fensión y de riesgo para la víctima, independiente-
mente de que se realice en uno o varios eventos.”
(sic.)

Código Penal Federal

“Artículo 259 Bis. Al que con fines lascivos asedie
reiteradamente a persona de cualquier sexo, valién-
dose de su posición jerárquica derivada de sus rela-
ciones laborales, docentes, domésticas o cualquiera
otra que implique subordinación, se le impondrá
sanción hasta de ochocientos días multa. Si el hos-
tigador fuese servidor público y utilizare los medios
o circunstancias que el encargo le proporcione, ade-
más de las penas señaladas, se le destituirá del car-
go y se le podrá inhabilitar para ocupar cualquier
otro cargo público hasta por un año.

Solamente será punible el hostigamiento sexual,
cuando se cause un perjuicio o daño.

Sólo se procederá contra el hostigador, a petición de
parte ofendida.” (sic.)

De esta manera, la normativa mexicana no considera
ni sanciona de manera específica el acoso sexual en el
espacio público, a pesar de que como se ha menciona-
do a lo largo del documento, es una conducta violenta
y común a la que están expuestas las mujeres y niñas
de manera cotidiana. Por lo cual, la falta de este reco-

nocimiento destaca vacíos legales que provocan la im-
posibilidad de acceder a la justicia, puesto que no hay
una tipificación ni procedimiento para el delito en es-
pecífico, por lo que la conducta no puede ser sancio-
nada ni reparada, además de que la víctima no posee
ninguna garantía de no repetición.

Por lo anterior, se propone reformar y hacer adicio-
nes a los artículos 16 y 17 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,
así como adicionar el Artículo 259 Ter dentro del Có-
digo Penal Federal, como se observa en los siguien-
tes cuadros:
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La presente iniciativa busca contribuir a que la mujer
recupere la libertad de moverse con seguridad en los
espacios públicos y que toda aquella conducta que
atente contra esa libertad en vías públicas se convierta
en una agravante al momento de sancionarse.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de este honorable Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adicionan un segundo y tercer
párrafo al artículo 16, se reforman las fracciones II
y III y se adicionan las fracciones IV, V y VI al ar-
tículo 17, de la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia y se adiciona el
artículo 259 Ter al Código Penal Federal

Primero. Se adicionan un segundo y tercer párrafo al
Artículo 16, se reforman las fracciones II y III y se adi-
cionan las fracciones IV, V y VI al Artículo 17, de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, para quedar como sigue:

“Artículo 16. …

Se considerará también, aquella ejercida en lu-
gares y espacios públicos o de acceso público, co-
mo medios de transporte, calles, parques, centros
comerciales, entre otros, a través de contacto fí-
sico conductas y expresiones verbales o no ver-
bales de naturaleza o connotación sexual, que
afecten o dañen la dignidad, integridad, libertad,
libre circulación o permanencia y/o generen un
ambiente intimidatorio, hostil u ofensivo hacia la
mujer.

La violencia en la comunidad se sancionará en tér-
minos de lo establecido por el artículo 259 Ter del
Código Penal Federal.

Artículo 17. El Estado mexicano debe garantizar a las
mujeres la erradicación de la violencia en la comuni-
dad, a través de:

I. …

II. El diseño de un sistema de monitoreo del com-
portamiento violento de los individuos y de la so-
ciedad contra las mujeres;

III. El establecimiento de un banco de datos sobre
las órdenes de protección y de las personas sujetas
a ellas, para realizar las acciones de política crimi-
nal que correspondan y faciliten el intercambio de
información entre las instancias;
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IV. Instituir los medios para la atención inme-
diata de este tipo de violencia, particularmente
en lugares públicos o de acceso público, confor-
me a lo establecido en el artículo 51 de esta Ley;

V. Establecer políticas públicas para el libre
tránsito y la seguridad de las mujeres en los es-
pacios públicos y en el transporte, a través de
mecanismos de vigilancia y de inversiones en in-
fraestructura; y

VI. Diseñar e implementar campañas para pre-
venir, atender, sancionar y erradicar la violencia
en contra de las mujeres en lugares y espacios
públicos y de acceso público.”

Segundo. Se adiciona el Artículo 259 Ter al Código
Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 259 Bis. …

Artículo 259 Ter. A quien, con fines lascivos, asedie
o acose sexualmente a una persona, aprovechándo-
se de cualquier circunstancia que produzca desven-
taja, indefensión o riesgo inminente para la víctima
en lugares públicos, en espacios públicos, en luga-
res de acceso público y en transporte público o pri-
vado, que exprese de manera física, verbal o no ver-
bal la realización de actos de naturaleza o
connotación sexual no consentida, se le impondrán
las siguientes sanciones:

I. Por realizar comentarios o insinuaciones de
carácter sexual, muestre imágenes explicitas,
gestos o señas de connotación sexual, se le im-
pondrá multa de ochocientas hasta mil seiscien-
tas unidades de medida y actualización. 

II Por la captación de material audiovisual con
fines de significación sexual, asechar, perseguir,
realizar tocamientos o roces corporales obsce-
nos, masturbación y exhibicionismo, se le im-
pondrá pena de tres meses hasta un año de pri-
sión y una multa de ochocientas unidades de
medida y actualización.

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se deroga toda aquella disposición que con-
travenga el presente decreto.

Nota 

1 Ejemplo de ello es que muchas de las víctimas de este tipo de

agresión argumentan que al acudir con los elementos de seguridad

para reportar la situación de violencia que habían vivido en las

instalaciones del metro, las cuales van desde tocamientos, toma de

fotografías o vídeo sin autorización, insinuaciones sexuales y de-

más, la policía desestimaba el interés de las denunciantes para no

acudir a levantar un acta, pues “sería difícil que procediera”.

https://gatopardo.com/noticias-actuales/volencia-contra-las-muje-

res-mexico-emergencia-nacional/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 27 días del mes de febrero de 2020.

Diputada Pilar Lozano Mac Donald (rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 308 Y 467 DEL CÓDIGO

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DE

LA DIPUTADA ESMERALDA DE LOS ÁNGELES MORENO

MEDINA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina, diputa-
da integrante de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 16, 20, apartado C, y 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I; 77, 78 y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
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mete a consideración del pleno la presente iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo al
artículo 308 y una fracción V al artículo 467 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, con base
en la siguiente:

Exposición de Motivos

En el sistema jurídico mexicano, las restricciones a la
libertad de los individuos sólo pueden tener lugar en
los casos y condiciones previstas por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; es decir, a
partir del estricto cumplimiento de determinados re-
quisitos y garantías, pues en caso contrario, se estará
ante una medida arbitraria o ilegal -detención o priva-
ción ilegal de la libertad-; principio que se observa en
el artículo 16, párrafo cuarto, constitucional.

El artículo 16 constitucional prevé taxativamente los
supuestos en los que está autorizada la afectación a la
libertad personal, en torno a la detención de una per-
sona, los cuales se reducen a la orden de aprehensión,
flagrancia y caso urgente. Por regla general, las deten-
ciones deben estar precedidas por una orden de apre-
hensión; mientras que las detenciones en los casos de
flagrancia y urgencia, son excepcionales.

Lo expuesto coincide con los artículos 9, numeral 1,
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos,1 y 7, numerales 2 y 3, de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos.2

El párrafo quinto del artículo 16 constitucional dispo-
ne que “cualquier persona puede detener al indiciado
en el momento en que esté cometiendo un delito o in-
mediatamente después de haberlo cometido, ponién-
dolo sin demora a disposición de la autoridad civil más
cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Minis-
terio Público. Existirá un registro inmediato de la de-
tención.”

El artículo 146 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales señala los supuestos de flagrancia, estable-
ciendo que “se podrá detener a una persona sin orden
judicial en caso de flagrancia y que se entiende que
hay flagrancia cuando: 

I. La persona es detenida en el momento de estar
cometiendo un delito, o 

II. Inmediatamente después de cometerlo es deteni-
da, en virtud de que: 

a) Es sorprendida cometiendo el delito y es perse-
guida material e ininterrumpidamente, o 

b) Cuando la persona sea señalada por la víctima u
ofendido, algún testigo presencial de los hechos o
quien hubiere intervenido con ella en la comisión
del delito y cuando tenga en su poder instrumentos,
objetos, productos del delito o se cuente con infor-
mación o indicios que hagan presumir fundadamen-
te que intervino en el mismo. 

Para los efectos de la fracción II, inciso b), de este pre-
cepto, se considera que la persona ha sido detenida en
flagrancia por señalamiento, siempre y cuando, inme-
diatamente después de cometer el delito no se haya in-
terrumpido su búsqueda o localización.”

El párrafo sexto del artículo 16 constitucional estatuye
que “sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito
grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado
de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la
justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la
autoridad judicial por razón de la hora, lugar o cir-
cunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su res-
ponsabilidad, ordenar su detención, fundando y expre-
sando los indicios que motiven su proceder.”

A este respecto, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha establecido jurisprudencia, señalando que
de las características ontológicas de la detención por
caso urgente, destaca que: a) es una restricción al de-
recho a la libertad personal; b) es extraordinaria, pues
deriva de condiciones no ordinarias, como el riesgo
fundado de que la persona acusada de cometer un de-
lito grave se sustraiga a la acción de la justicia y que
por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Minis-
terio Público no pueda ocurrir ante la autoridad judi-
cial a solicitar una orden de aprehensión; y, c) es ex-
cepcional, pues se aparta de la regla general sobre el
control judicial previo dentro del régimen de deten-
ciones.

“Detención por Caso Urgente. Requisitos para
su Validez3

El artículo 16, párrafo sexto, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos prevé que
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sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito
grave así calificado por la ley y ante el riesgo fun-
dado de que el indiciado pueda sustraerse a la ac-
ción de la justicia, siempre que no se pueda ocurrir
ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar
o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su
responsabilidad, ordenar su detención, fundando y
expresando los indicios que motiven su proceder.
Ahora bien, de las características ontológicas de la
detención por caso urgente, destaca que: a) es una
restricción al derecho a la libertad personal; b) es
extraordinaria, pues deriva de condiciones no ordi-
narias, como el riesgo fundado de que la persona
acusada de cometer un delito grave se sustraiga a la
acción de la justicia y que por razón de la hora, lu-
gar o circunstancia, el Ministerio Público no pueda
ocurrir ante la autoridad judicial a solicitar una or-
den de aprehensión; y, c) es excepcional, pues se
aparta de la regla general sobre el control judicial
previo dentro del régimen de detenciones. En ese
sentido, para que sea válida o legal la detención
por caso urgente, debe estar precedida de una
orden del Ministerio Público, una vez que se han
acreditado los tres requisitos que la autorizan: i)
que se trate de un delito grave; ii) que exista ries-
go fundado de que el inculpado se fugue; y, iii)
que por razones extraordinarias no sea posible el
control judicial previo. Así, estos requisitos cons-
titucionales a los que está sujeta la detención por
caso urgente configuran un control normativo
intenso dispuesto por el legislador, que eleva el
estándar justificativo para que el Ministerio Pú-
blico decida ordenar la detención de una perso-
na sin control previo por parte de un juez. Por
ello, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación considera razonable que el Cons-
tituyente determinara que el Ministerio Público de-
ba demostrar que los tres requisitos establecidos en
el artículo 16 constitucional se actualizan concu-
rrentemente. Además, deben existir motivos objeti-
vos y razonables que el Ministerio Público tiene la
carga de aportar para que la existencia de dichos
elementos pueda corroborarse posteriormente por
un juez, cuando éste realice el control posterior de
la detención, como lo dispone el artículo constitu-
cional referido.”

El párrafo séptimo del artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé “que
en los casos de detención de una persona, el juez que

reciba la consignación del detenido deberá inmediata-
mente ratificar la detención o decretar la libertad con
las reservas de ley.”

Bajo el proceso penal acusatorio, el control de la de-
tención deberá realizarse a través de una audiencia ini-
cial con el acto procesal denominado control de le-
galidad de la detención, en la que el Ministerio
Público deberá justificar ante el juez los motivos de la
detención y éste procederá a calificarla.

En cumplimiento al mandato constitucional, el artícu-
lo 308 del Código Nacional de Procedimientos Pena-
les dispone:

“Inmediatamente después de que el imputado dete-
nido en flagrancia o caso urgente sea puesto a dis-
posición del Juez de control, se citará a la audiencia
inicial en la que se realizará el control de la deten-
ción antes de que se proceda a la formulación de la
imputación. El Juez le preguntará al detenido si
cuenta con Defensor y en caso negativo, ordenará
que se le nombre un Defensor público y le hará sa-
ber que tiene derecho a ofrecer datos de prueba, así
como acceso a los registros. 

El Ministerio Público deberá justificar las razones
de la detención y el Juez de control procederá a ca-
lificarla, examinará el cumplimiento del plazo cons-
titucional de retención y los requisitos de procedi-
bilidad, ratificándola en caso de encontrarse
ajustada a derecho o decretando la libertad en los
términos previstos en este Código.”

En consecuencia, si el Ministerio Público tiene reteni-
do al imputado, dentro de las 48 horas siguientes, de-
berá ponerlo a disposición del juez de control, para
efectos de que en la audiencia inicial se califique la de-
tención. En el caso de detención en flagrancia o en ca-
so urgente de la persona el juez calificará el control de
legalidad de la misma, pudiendo resolver:

a) Ratificar la detención, por considerar que no se
violentaron los derechos fundamentales del deteni-
do contenidos en la Carta Magna y en las leyes pro-
cesales, lo que trae como consecuencia que conti-
nuará en calidad de detenido en prisión preventiva
si lo solicita el Ministerio Público y así lo decreta el
juez.
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b) Decretar ilegal la detención, por no satisfacerse
los presupuestos del artículo 16 constitucional y de
las leyes adjetivas penales y, en consecuencia, orde-
nar la inmediata libertad del imputable con las re-
servas de ley. 

Para efectos de la presente iniciativa, resulta relevante
el segundo supuesto, cuando el juez de control no rati-
fica la detención, pues se estima que el auto que se dic-
te afecta a las víctimas, si se parte de la base de que el
sistema de justicia penal debe garantizarle la condena
para el responsable y la reparación del daño sufrido.

En este sentido, se estima que debe haber un equilibrio
procesal no sólo entre quien incrimina y quien es im-
putado de delito, sino también entre éste y la víctima,
pues el Estado, está obligado a garantizar el derecho
de acceso a la justicia a las víctimas de los delitos y, en
consecuencia, se debe garantizar, el ejercicio de dere-
chos procesales.

El artículo 20, apartado C, de la Carta Magna estable-
ce los derechos de la víctima o del ofendido, entre
ellos, coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le
reciban todos los datos o elementos de prueba con los
que cuente, tanto en la investigación como en el pro-
ceso, a que se desahoguen las diligencias correspon-
dientes, y a intervenir en el juicio e interponer los re-
cursos en los términos que prevea la ley.

En este tenor, con la presente iniciativa se propone re-
formar los artículos 308 y 467 del Código Nacional de
Procedimientos Penales para establecer que será ape-
lable la resolución del Juez de control que decrete ile-
gal la detención.

La reforma propuesta se hace con el propósito de que
la situación de vulnerabilidad en la que se encuentra la
víctima por el daño sufrido y la violación a sus dere-
chos humanos, no trascienda en su perjuicio ni en la
investigación ni en el proceso, para evitarlo, se propo-
ne un recurso procesal que compense los desequili-
brios, para garantizarle un pleno y efectivo acceso a la
justicia, pues esto cierta que los derechos sustantivos
que le otorga el artículo 20 constitucional deben com-
plementarse con los procesales con el fin de dar mayor
participación a la víctima en el procedimiento penal. 

Con la reforma que se propone no se busca otorgar un
derecho especial a la víctima, pues se reconoce el prin-

cipio de presunción de inocencia que tiene todo go-
bernado, por tanto víctimas o no, delincuentes o no,
ambos son susceptibles de los mismos derechos. En
consecuencia, lo que se pretende es que a través de los
derechos procesales se garantice la consagración de
los derechos constitucionales.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta so-
beranía el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un último párrafo al
artículo 308 y una fracción V al artículo 467 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al ar-
tículo 308 y una fracción V al artículo 467, reco-
rriéndose las demás en su orden, del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, para quedar como
sigue: 

Artículo 308. …

…

…

…

…

La resolución del juez de control que determine la
ilegalidad de la detención será apelable. Dicha re-
solución podrá ser apelada de manera verbal por el
Ministerio Público, por la víctima u ofendido o su
asesor jurídico. En la misma audiencia inicial el
juez se tendrá que manifestar respecto de la apela-
ción.

Artículo 467. 

…

I. a IV. …

V. El auto que resuelve la ilegalidad de la deten-
ción.

VI. Las que se pronuncien sobre las providencias
precautorias o medidas cautelares; 
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VII. Las que pongan término al procedimiento o lo
suspendan; 

VIII. El auto que resuelve la vinculación del impu-
tado a proceso; 

IX. Las que concedan, nieguen o revoquen la sus-
pensión condicional del proceso; 

X. La negativa de abrir el procedimiento abreviado; 

XI. La sentencia definitiva dictada en el procedi-
miento abreviado, o 

XII. Las que excluyan algún medio de prueba.”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la

Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-

ciembre de 1966. Entró en vigor: 23 de marzo de 1976. Adhesión

de México: 24 de marzo de 1981

-Artículo 9

—1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad

personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbi-

trarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas

fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.

2 Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal

—1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad per-

sonales.

—2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las

causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constitu-

ciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas con-

forme a ellas.

3 Décima Época, Núm. de Registro: 2012714, Instancia: Primera

Sala Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación, Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I Materia(s): Cons-

titucional, Penal, Tesis: 1a./J. 51/2016 (10a.), Página: 320.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputada Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina
(rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINIS-
TRATIVAS, Y FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA,
SUSCRITA POR EL DIPUTADO ANTONIO ORTEGA MARTÍNEZ

E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Quien suscribe, diputado Antonio Ortega Martínez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, correspondiente a la LXIV
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a la consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículo 56 y 72; se adiciona un ar-
tículo 72 Bis a la Ley General de Responsabilidades
Administrativas; y se adiciona un párrafo tercero
al artículo 24 de la Ley Federal de Austeridad Re-
publicana, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

La administración pública y la política son una dicoto-
mía que resulta muy difícil separar. Cualquier rumbo
que se tome en la política impactará directamente a la
administración pública, cualquier comportamiento de
la administración pública impactará directamente a la
política del país. Manuel Alcántara Sáez destaca que
un político es aquella persona que imperativamente se
ubica en alguna de las cuatro arenas siguiente: cargos
de elección popular; altos cargos de libre designación
o de confianza de la administración del Estado o enti-
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dades dependientes o autónomas del Estado; puestos
de responsabilidad orgánica y de asesoría en el seno de
los partidos políticos o formaciones políticas de repre-
sentación similares; y, por último, quienes habiendo
estado en una de las tres situaciones anteriores conti-
núan ejerciendo influencia mediante un “efecto som-
bra” por su prestigio pretérito.1 En esta misma tesitu-
ra, pondremos atención en la segunda arena, que está
constituida por quienes son designados para ejercer un
cargo de confianza en el seno de la administración del
Estado. Se trata de altos cargos dentro del Poder Eje-
cutivo, designados habitualmente por el presidente y
que ejercen en la vida pública debido a tal designación
que podría considerarse de cercanía al centro del po-
der.

Estos servidores tienen una característica de discrecio-
nalidad de nombramiento, de alta concentración de in-
formación del quehacer cotidiano del aparato del Esta-
do y de funciones altamente enlazadas con el quehacer
partidario. Es decir, servidores públicos que se profe-
sionalizan para el desempeño de sus funciones pero se
encuentran supeditados al presidente debido a la natu-
raleza del nombramiento. 

Max Weber hace una división más sencilla de funcio-
narios públicos; funcionarios profesionales y funcio-
narios políticos; los segundos podían ser trasladados y
destituidos libremente. En ambos casos podemos dis-
tinguir con cierta facilidad a los profesionales de la ad-
ministración pública que debido a su alto nivel dentro
de la estructura, deben responder a las exigencias pro-
pias de su encargo o comisión y a las exigencias del
presidente quién arbitrariamente les puede contratar y
despedir sin mediación alguna.

La profesionalización del servicio público en México
es una tarea inacabada, la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos (OCDE), en su
estudio “Los Retos de la Profesionalización de los Ser-
vidores Públicos en México”2 resalta que “los emple-
ados del gobierno federal están divididos en dos cate-
gorías: de base y de confianza. Los empleados de base
—por lo general personal administrativo y técnico con
menor profesionalización— gozan de un importante
grado de estabilidad, mientras que los empleados de
confianza, que ocupan posiciones más altas, tienen
contratos a corto plazo. Hay además diferencias signi-
ficativas en el nivel de profesionalización, desempeño
y cultura burocrática entre las dos categorías”.

En el mismo documento se destaca que la fuerza labo-
ral contratada en el sector público de México es del 8
por ciento del total de la fuerza laboral activa; sin em-
bargo, la media de los países miembros del organismo
es del 15 por ciento. Enuncia que el esfuerzo llevado a
cabo en años anteriores para la creación del servicio
profesional de carrera fue un rumbo correcto tomado
por el país; no obstante, los retos son mayores debido
a que aún tiene debilidades marcadas como la alta cen-
tralización de la decisión sobre los recursos humanos
y un factor débil de ponderación en la gestión basada
en resultados.

Es decir, vamos en el rumbo correcto pero apenas ini-
ciamos el camino. Tomando en consideración esto, re-
sulta obvio que existe una alta rotación de servidores
públicos con mando medio y alto; debido, principal-
mente, a la gran rotación de grupos de gobierno que
existe en nuestro sistema democrático.

Este problema de alta rotación con tintes políticos, se
une a uno que ha sido rescatado por el actual presi-
dente de la república, mismo que quizá no ha sido
abordado de una forma correcta. La dicotomía entre
economía y política se traduce en el ámbito laboral en
una división entre el servicio público y la iniciativa
privada. A inicios de la actual gestión se calculó una
migración del sector público al privado de al menos
200 mil funcionarios, quienes tenían puestos de con-
fianza de medio y alto mando; quiénes, por la natura-
leza de sus puestos y responsabilidades, conocen de
mucha información estratégica para el desarrollo y es-
tabilidad del país.

Esta migración puso alertas en la iniciativa privada,
principalmente por el origen de la fuerza laboral. En
México, país con alta percepción de corrupción, es
mal visto el servidor público y su ingreso a la iniciati-
va privada es más vigilada; aplicando exámenes más
estrictos a los comúnmente utilizados para contrata-
ción.3

El conflicto de interés que se genera en la alta rotación
de mandos entre el servicio público y la iniciativa pri-
vada es un tema medular que debe ser observado, es-
tudiado y regulado en el marco jurídico de todo país
democrático. Siguiendo la línea propuesta por la OC-
DE, Ana Castellani nos habla de la “puerta giratoria”
expresión que toma relevancia a partir de la crisis eco-
nómica de 2008 y la elección de Donald Trump, un
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perfil de alta esfera económica, como presidente de los
Estados Unidos. 

“Esta expresión, que tiene su origen en la legisla-
ción estadounidense, alude al paso de algunas per-
sonas por altos cargos en el sector público y priva-
do en diversos momentos de sus trayectorias
laborales. Ese flujo puede darse en varias direccio-
nes: a) altos directivos del sector privado que acce-
den a puestos relevantes en el sector público (puer-
ta giratoria de entrada); b) funcionarios que al dejar
su cargo público son contratados en el sector priva-
do para ocupar puestos directivos (puerta giratoria
de salida); o c) individuos que van ocupando altos
cargos en el sector privado y el sector público alter-
nativamente (puerta giratoria recurrente)”.4

La autora marca una tipología de puerta giratoria:5

En esta arena es que tiene origen el conflicto de inte-
rés; la autora arriba citada, menciona tres tipos de con-
flicto de interés:

En México y Estados Unidos actualmente ocurre el
mismo fenómeno pero en direcciones inversas. Con el
gobierno de Donald Trump existen un sin número de
nuevos funcionarios públicos cuyo origen es la alta es-
fera de la iniciativa privada; este personal podría incu-
rrir en conflicto de interés debido al origen que tiene. En
este caso, la legislación estadounidense prevé que un ex
servidor público no podrá desempeñarse en un puesto
de su sector de origen o ejercer actividades de lobby du-
rante un periodo de 5 años;6 sin embargo, no existen
mecanismos para que personas con origen en la inicia-
tiva privada no puedan ocupar cargos de alta dirección
de su sector dentro de la administración pública.

Japón, Reino Unido y los Países Bajos tienen esperas
de dos años; en Canadá, el periodo de espera es de cin-
co años y existe un código estricto con 20 recomenda-
ciones muy específicas para evitar los conflictos de in-
terés; Francia tiene una Comisión de Ética Pública que
analiza la trayectoria posterior a la ocupación de un
cargo público de los funcionarios y hay normas que es-
tablecen un periodo de enfriamiento de hasta dos años
luego de dejar el cargo público.

La OCDE, en “La gestión de los conflictos de intere-
ses en el servicio público”, establece diversos paráme-
tros para medir, generar medidas y avanzar en la pro-
tección; estas se pueden agrupar en cinco:

a) regular el ingreso, tránsito y egreso de los fun-
cionarios públicos mediante leyes y códigos preci-
sos;

b) establecer “periodos de enfriamiento” previos y
posteriores a ocupar los cargos públicos, si se viene
de o se va hacia el sector privado;

c) promulgar códigos estrictos que regulen la con-
ducta en el ejercicio de la función pública para mi-
nimizar los riesgos que generan las situaciones abs-
tractas de conflicto de intereses;

d) fortalecer los organismos de control y garantizar
su autonomía;

e) establecer sanciones ante incumplimientos detec-
tados en el ejercicio de la función pública.

Como se puede observar, durante los últimos 15 años,
México ha generado mecanismos de cada uno de los 5
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ejes. La Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas, de reciente creación, establece una serie de
responsabilidades en las que puede incurrir un servi-
dor público. El conflicto de interés se tipifica en el ar-
tículo 3, fracción VI de la Ley en comento como; Con-
flicto de Interés: La posible afectación del
desempeño imparcial y objetivo de las funciones de
los Servidores Públicos en razón de intereses persona-
les, familiares o de negocios;7

Además se establece una lista de faltas administrativas
graves en las que puede incurrir el servidor público;
siendo objeto de la presente iniciativa la de utilización
indebida de información; siendo sujeta a este supuesto
solo la información privilegiada; que se encuentra de-
finida en el artículo 56 de la ley. 

La contratación y el uso indebido de información son
temas que deben ser revisados a conciencia, obser-
vando en todo momento los derechos humanos del
servidor público, principalmente el consagrado en el
artículo 5o. de nuestra carta magna. El derecho al
ejercicio libre de profesión debe ser observado. En es-
te sentido, existen ya diversos fallos a controversias
constitucionales promovidas por magistrados y servi-
dores públicos, donde la Suprema Corte de Justicia de
la Nación establece que la limitación de ejercicio es-
tablecida en los artículos 56 y 72 de la Ley y en otras
leyes, principalmente de regulación del poder judi-
cial, queda supeditada al interés superior de la Na-
ción; además que la limitante solo se enfoca al ejerci-
cio en la iniciativa privada en actividades
empresariales del mismo sector.

En la mayoría de los casos desglosados por la OCDE,
la limitación va de los 6 meses a los 5 años (EUA tie-
ne limitación de 5 años como se mencionó anterior-
mente); siendo una media 3 años. El goce de sueldo
durante el periodo de enfriamiento no se establece, só-
lo en la legislación brasileña que establece un periodo
de 6 meses con goce de sueldo.

El sistema judicial mexicano anterior, con las pensio-
nes vitalicias de magistrados, observaba una limita-
ción de ejercicio de por vida por lo que la pensión se
establecía en ese sentido. El decreto por el que se ini-
ció la pensión vitalicia de presidentes de la república,
observaba dicho principio, mismo que se desvirtúo al
dejar de observar el origen del decreto.

En esta iniciativa planteamos elevar los estándares a la
media de la OCDE; establecer un mecanismo de res-
ponsabilidad administrativa vigente hasta por 10 años,
en caso de que el ex servidor público pretenda hacer
uso de la información privilegiada que obtuvo por su
empleo, cargo o comisión. Además de establecer la
obligatoriedad de que el ex servidor público informe a
la Secretaría de la Función Pública del lugar donde se
desempeñará profesionalmente terminado su empleo,
cargo o comisión, durante los próximos 10 años.

Finalmente, y atendiendo al inciso b) de acciones para
mejorar la gestión de conflictos de la OCDE, se plan-
tea un artículo 72 Bis, para tipificar como responsabi-
lidad grave la contratación indebida de personal; sien-
do esta la que se dé por la contratación de personal
vinculado con empresas del sector de contratación pú-
blica y que pueda incurrir en conflicto de interés por el
desempeño de sus funciones.

En sintonía con estas modificaciones, se propone la adi-
ción del modelo de “puerta giratoria inversa” en el artí-
culo 24 de la Ley Federal de Austeridad Republicana.

La propuesta es la siguiente:
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La medida de tres años se explica directamente con la
duración promedio en el sector público de los servido-
res públicos dentro de su empleo, cargo o comisión, de
acuerdo a la alta rotación del servicio público deriva-
do de las normas democráticas que existen en el país.
La necesidad de reportar durante diez años el desem-
peño en la iniciativa privada responde a la necesidad
de brindar seguridad frente a la posible existencia de
conflicto de interés.

Cabe mencionar que en el proceso de integración de la
presente iniciativa se pidió el apoyo técnico al Centro
de Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamenta-
rias y envío opinión técnica-jurídica el pasado 13 de
marzo, de la cual se toman las opiniones para fortale-
cer a la presente iniciativa; incluyendo un elemento
adicional a considerar para el establecimiento de un
periodo de enfriamiento de tres años; se incorpora in-
tegra la opinión del CEDIP:
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Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta honorable Cámara de Diputados, la
siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman los artículos 56 y 72,
y se adiciona un artículo 72 Bis a la Ley General de
Responsabilidades Administrativas

Artículo Primero. Se reforma el segundo párrafo y se
adiciona un tercer párrafo al artículo 56; se reforma el
primer párrafo y se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 72; se adiciona un artículo 72 Bis a la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, para que-
dar como sigue:

Artículo 56. …

La restricción prevista en el artículo anterior será apli-
cable inclusive cuando el servidor público se haya re-
tirado del empleo, cargo o comisión, hasta por un pla-
zo de tres años.

Durante un periodo de diez años, después de reti-
rado del empleo, no se podrá utilizar la informa-
ción privilegiada y se deberá informar a la Secreta-
ría de la Función Pública cualquier acción que
pueda significar utilización indebida de informa-
ción, pudiendo esta establecer las medidas necesa-
rias para que se desempeñe el ex servidor.

Artículo 72. Será responsable de contratación indebi-
da de ex Servidores Públicos el particular que contra-
te a quien haya sido servidor público durante los tres
años previos, que posea información privilegiada que
directamente haya adquirido con motivo de su empleo,
cargo o comisión en el servicio público, y directamen-
te permita que el contratante se beneficie en el merca-
do o se coloque en situación ventajosa frente a sus
competidores. En este supuesto también será sancio-
nado el ex servidor público contratado.

El ex servidor público, desde director de área has-
ta secretario de Estado, deberá informar a la Se-
cretaría de la Función Pública el lugar de la inicia-
tiva privada donde se desempeñará, y la relación
que guarde su empleo con el área en que se desem-
peñó en el sector público, lo anterior durante diez
años posteriores al término de su empleo, cargo o
comisión.

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria123



Artículo 72 Bis. Será responsable de contratación
indebida de personal, el servidor público que con-
trate a quien se haya desempeñado, durante los úl-
timos tres años, en la iniciativa privada en empre-
sas que deba supervisar, regular o respecto de las
cuales hayan tenido puestos de decisión que afecten
su desarrollo como servidor público.

En este supuesto también será sancionado el servi-
dor público que se haga contratar.

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo tercero al
artículo 24 de la Ley Federal de Austeridad Republi-
cana.

Artículo 24. …

…

No podrá desempeñarse como servidor público en
grupos jerárquicos de mando superior quienes se
hayan desempeñado, durante los últimos tres años,
en la iniciativa privada en empresas que deba su-
pervisar, regular o respecto de las cuales hayan te-
nido puestos de decisión que afecten su desarrollo
como servidor público.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Alcántara Sáez, Manuel (2012). El oficio de político, 92-94.

2 http://www.oecd.org/gov/regulatory-policy/48808023.pdf

3 https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Llegada-ma-

siva-de-empleados-publicos-al-sector-privado-desafio-para-HR-

compliance-20181205-0036.html

4 Castellani Ana, Lobbies y Puertas Giratorias: los riesgos de la

captura de la decisión pública, en Revista Nueva Sociedad, 276,

julio-agosto 2018.

5 Ibidem

6 El plazo se modificó de 2 a 5 años, sin goce de sueldo en el tiem-

po de inactividad; debido a que se limita solo al sector de origen y

no a la iniciativa privada en su totalidad.

7 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGRA.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero del 2020.

Diputados: Antonio Ortega Martínez (rúbrica), Verónica Beatriz

Juárez Piña (rúbrica), José Guadalupe Aguilera Rojas, Abril Alca-

lá Padilla, Ma. Guadalupe Almaguer Pardo, Mónica Almeida Ló-

pez, Mónica Bautista Rodríguez, Frida Alejandra Esparza Már-

quez, Raymundo García Gutiérrez, Claudia Reyes Montiel y

Norma Azucena Rodríguez Zamora.

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 332 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA JANNET TÉLLEZ IN-
FANTE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada federal Jannet Téllez Infante, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXIV Legislatura de la honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 3, numeral 1, fracción IX;
6, numeral 1, fracción I; y 77 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la iniciativa con proyecto decreto que reforma
el Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es importante tener presente la obligación que el Esta-
do mexicano tiene por hacer respetar los derechos del
ser humano y, en su caso, por sancionar a aquellos que
atenten en contra de estos.
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Atendiendo a la propuesta de reforma que sometemos
a su consideración, resulta necesario apuntar que solo
nos abocaremos al tipo penal previsto para el delito de
aborto.

Aspectos generales

La ley establece que la muerte causada al ser humano
mientras se encuentra en su etapa inicial de desarrollo
es motivo para ser sujeto a una sanción.

En este orden de ideas, el Código Penal Federal en sus
artículos 330 al 334 establece las sanciones aplicables
a aquellos que participan en la comisión de un aborto.

Capítulo VI
Aborto

El artículo 330 establece que al que hiciere abortar a
una mujer, se le aplicarán de uno a tres años de prisión,
sea cual fuere el medio que empleare, siempre que lo
haga con consentimiento de ella. Cuando falte el con-
sentimiento, la prisión será de tres a seis años y si me-
diare violencia física o moral se impondrán al delin-
cuente de seis a ocho años de prisión.

El artículo 331 establece que si el aborto lo causare un
médico, cirujano, comadrón o partera, además de las
sanciones que le correspondan conforme al anterior ar-
tículo, se le suspenderá de dos a cinco años en el ejer-
cicio de su profesión.

El artículo 332 determina que se impondrán de seis
meses a un año de prisión, a la madre que voluntaria-
mente procure su aborto o consienta en que otro la ha-
ga abortar, si concurren estas tres circunstancias:

I. Que no tenga mala fama;

II. Que haya logrado ocultar su embarazo; y

III. Que éste sea fruto de una unión ilegítima.

Faltando alguna de las circunstancias mencionadas, se
le aplicarán de uno a cinco años de prisión.

El artículo 333 precisa que no es punible el aborto
causado sólo por imprudencia de la mujer embaraza-
da, o cuando el embarazo sea resultado de una viola-
ción.

El artículo 334 establece que no se aplicará sanción:
cuando de no provocarse el aborto, la mujer embara-
zada o el producto corran peligro de muerte, a juicio
del médico que la asista, oyendo éste el dictamen de
otro médico, siempre que esto fuera posible y no sea
peligrosa la demora.

La determinación de la mujer de abortar debe ser, sin
duda alguna, por sí misma algo doloroso y devastador
para ella, ya que el objeto o fin de su decisión es cau-
sarle la muerte a su propio hijo. Ante tal aconteci-
miento no debemos mostrarnos indiferentes a su dolor.
Convencidos estamos que ninguna mujer merece en-
frentar una decisión de la más grande trascendencia en
su vida. 

Es necesario promover cambios educativos de impac-
to social que permitan una adecuada valoración de la
condición femenina y las responsabilidades del varón
en el campo de la sexualidad, así como de su papel co-
mo progenitor. 

Además, el Estado mexicano debe avocarse a paliar si-
tuaciones de vulnerabilidad real de la mujer que ha su-
frido un abuso sexual, como es la sustentación de ca-
sas de resguardo femenino contra la violencia de
género, establecer guarderías que le permitan el traba-
jo y la independencia económica. Penas eficientes no
solamente para el violador, sino también para aquellos
que hayan propiciado o encubierto estos delitos. Sen-
sibilización y formación adecuada de los ministerios
públicos. 

Afectaciones

Ahora bien, es indispensable tener en cuenta que un
aborto puede causar graves consecuencias en la salud
de la mujer; y no solo nos referimos a las cuestiones fí-
sicas sino también a las emocionales, provocando da-
ños a su integridad personal.

El impacto traumático –puede ser inmediato para estas
personas– como de largo alcance psicodinámico, in-
cluyendo múltiples consecuencias físicas, sexuales,
psicológicas e, incluso, mortales, afectando negativa-
mente el bienestar de las mujeres, impidiendo su ple-
na participación en la sociedad, además de tener con-
secuencias negativas para ellas, la violencia también
impacta a su familia, comunidad y país. Los altos cos-
tos de “valores” “éticos” y “morales” asociados, se

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria125



comprenden desde un aumento en gastos de atención
de salud y servicios jurídicos a pérdidas de productivi-
dad, impactan en presupuestos públicos nacionales e
internacionales y representan un obstáculo al desarro-
llo personal y colectivo.

Además, el aborto inducido sí tiene graves conse-
cuencias sobre la salud de la mujer: 

a) Las mujeres que abortan tienen 50 por ciento más
posibilidad de tener depresión y ansiedad que aque-
llas que tuvieron a sus bebés1, 2, 3

b) Las mujeres que abortan son 30 por ciento más
propensas de usar drogas4, 5 y alcohol en embarazos
futuros.6, 7, 8

c) Las mujeres que han abortado tienen más riesgo
de morir por problemas vasculares y cerebrovascu-
lares.9

En el año 2011, la reconocida doctora Priscilla Cole-
man publicó un estudio10 sobre las consecuencias del
aborto en la salud de la mujer. Dicha investigación
analizó varios estudios científicos publicados entre
1995 y 2009, abarcando 877 mil 181 participantes, de
las cuales 163 mil 831 tuvieron un aborto; y concluyó
que las madres que han abortado tienen 155 veces más
riesgo de un suicidio y 81 veces más riesgo de sufrir
alguna enfermedad mental. También demostró que di-
chas mujeres tienen 220 veces más riesgo de consumir
marihuana y 110 veces más de consumir alcohol que
aquellas que no han abortado. 

El doctor Reardon y colaboradores11 concluyeron en
2011, al estudiar a toda la población de mujeres de Di-
namarca, que las mujeres que abortaron en su primer
embarazo antes de las 12 semanas de gestación, se
asocia con un 80 por ciento mayor riesgo de muerte
durante el primer año y un 40 por ciento más riesgo de
muerte en 10 años. Resultados similares se reportan en
el estudio en población danesa en 2012,12 en el cual se
concluye que existe un aumento de muerte de 45 por
ciento, 114 por ciento y191 por ciento por 1, 2 y 3
abortos respectivamente, al compararlo con las muje-
res que no han tenido un aborto; y se destaca que la
mortalidad materna disminuye en aquellas mujeres
que han tenido dos o tres nacimientos, contra las que
no los han tenido. 

Asimismo, en Southern Medical Journal se vincularon
los certificados de defunción por concepto de partos y
abortos de 173 mil mujeres de California, donde re-
portaron que las mujeres que se habían practicado
abortos fueron casi el doble de propensas a morir en
los siguientes 2 años y que el elevado índice de mor-
talidad en éstas persistió durante 8 años,13 reportándo-
se especialmente por problemas vasculares.14

Se tienen bien establecidas graves consecuencias físi-
cas y fisiológicas que pueden afectar la salud de las
mujeres para toda la vida, como perforaciones uteri-
nas; infección y sepsis; síndrome de shock tóxico, en-
dometriosis, ataques asmáticos severos, embarazo ec-
tópico subsecuente y estrés emocional.15

También existen consecuencias del aborto inducido en
futuros embarazos;16 por ejemplo, éste aumenta la po-
sibilidad de tener futuros hijos con bajo peso al nacer
y pre-término;17 y tienen más riesgo de tener abortos
naturales en los siguientes embarazos, incompetencia
cervical y subsecuente aborto espontáneo, parto pre-
término, hemorragia postparto.18 Estudios recientes,
han relacionado la presencia de un aborto con el cán-
cer de mama.19

Estudios recientes de la experiencia en Cuba indican
que aunque conceptualmente el aborto no es un méto-
do anticonceptivo, la realidad indica que su práctica se
ha instalado entre las mujeres cubanas como un méto-
do que alterna con los demás métodos anticonceptivos
e incluso, en mujeres muy jóvenes, antecede a la utili-
zación de estos en no pocos casos, indicaban que el
primer embarazo es en el que más se ejecuta el aborto;
a veces se acude al aborto más de una vez al año; al-
gunas mujeres acumulan cuatro o más abortos antes
del primer parto; y el conocimiento universal de los
métodos anticonceptivos por parte de las mujeres no
significa que se usen con regularidad. 

Aún en las mejores condiciones de seguridad no exo-
neran al aborto de complicaciones sobre la salud ni de
los riesgos físicos y psicológicos que tiene implícito,
fundamentalmente, cuando se realiza en la etapa de la
adolescencia y la juventud temprana. En palabras del
doctor Alejandro J. Velasco Boza, profesor auxiliar de
la Universidad Médica de La Habana, más del 70 por
ciento de las mujeres que acuden a una consulta de in-
fertilidad tienen como antecedente uno o más abortos
durante la adolescencia o en su etapa de adulta joven.
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Ello explica por qué las tasas de aborto constituyen
motivo de preocupación entre las autoridades sanita-
rias de Cuba, y su uso excesivo es centro de reflexión
y análisis profundo de numerosos especialistas.20

Por su parte, la Conferencia Internacional de Naciones
Unidas sobre Población y Desarrollo (Cairo, 1994), re-
comendó a los gobiernos dar la mayor prioridad a pre-
venir el embarazo no deseado y hacer todo lo posible
para evitar la necesidad del aborto, agregando que las
medidas a este respecto debían ser tomadas por cada
país de acuerdo con su proceso legislativo (artículo
8.25 del Plan de Acción).

En el libro Y después del aborto ¿Qué?, de María del
Carmen Alva López, se señala que “los seres humanos
cuentan con el libre albedrío, que los hace vivir y to-
mar decisiones con plena libertad. No obstante, una
gran cantidad de circunstancias influyen en las deci-
siones de cada ser humano. La vida en sociedad, de
acuerdo con ciertas normas y empapada de variedad
de criterios, suele influir en las decisiones personales.”

Especial mención merece lo sucedido el 13 de junio de
2008, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
el médico ginecobstetra Eduardo Gayón Vera entre
otras cosas señaló que un grupo de la Universidad de
Harvard publicó en 2004 los resultados obtenidos al
comparar a 332 mujeres con sintomatología depresiva,
contra 644 sin dicha sintomatología. Encontraron que
aquellas con antecedentes de aborto obtuvieron tres
veces mayor riesgo de desarrollar depresión a lo largo
de su vida que el grupo control. Asimismo, señaló que
existen evidencias preocupantes de que las repercusio-
nes del aborto provocado son altamente significativas
en contra de la salud y la vida de las mujeres que abor-
tan.

El Instituto para la Rehabilitación de la Mujer y la Fa-
milia, AC, ante la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, en una participación que tuvo con motivo de ac-
ciones de inconstitucionalidad, expuso que el aborto
genera un trastorno, este cuadro puede surgir inmedia-
tamente después o permanecer latente durante largo
tiempo –incluso por años–, manifestando sus síntomas
en forma directa. El concepto de síndrome postaborto,
psiquiatras y especialistas profesionales lo utilizan
desde hace dieciséis años para describir la incapacidad
de procesar la angustia, medio, coraje, tristeza y ver-
güenza de la experiencia de aborto; sobrellevar el due-

lo causado por ausencia del hijo, para estar en paz con
ella misma y quienes estuvieron involucrados en la de-
cisión.

La Asociación Civil en comento también señaló que
“según el psiquiatra Philip Ney y el médico David Re-
ardon, las mujeres que se someten a un aborto tienen
cinco veces más probabilidad de vivir alcoholismo y
adicción a las drogas que las mujeres que dan a luz”.

Cabe señalar que el doctor Philip Ney es psiquiatra de
British Columbia (Canadá) especializado en terapia
postaborto y el doctor David Reardor el director del
Instituto Elliot en Estados Unidos de América.

Es necesario asentar nuestras reflexiones en la realidad
de la vida. Por lo que nos gustaría referirnos a un caso
muy sonado en Reino Unido en 2007. Este es el caso
del suicidio de la actriz británica Emma Beck.21 Des-
pués de haberse suicidado hubo alegaciones de su fa-
milia diciendo que ella no tuvo claras las implicacio-
nes de su aborto. Al suicidarse ella dejó está nota:

“Vivir es un infierno para mí. Nunca debí haber te-
nido un aborto… Veo que podría haber sido una
buena madre. Yo les dije a todos que no quería ha-
cerlo, incluso en el hospital… Tenía miedo, ahora
es muy tarde. Morí cuando mis bebés murieron.
Quiero estar con mis bebés, ellos me necesitan más
que nadie.”

Curiosamente el año siguiente aparece un estudio im-
portante y un reporte de una institución renombrada en
Reino Unido. En 2008 el Colegio Real de Psiquiatras
de Inglaterra (Royal Collegue of Psichiatrist) publicó
un reporte advirtiendo que tener un aborto puede dañar
la salud mental de la mujer.22 Este escrito cambió mu-
cho la postura del Colegio establecida en 1994, por la
cual afirmaba que el riesgo de desarrollar problemas
mentales era menor en las mujeres que abortaban que
en las que continuaban con el embarazo (no deseado). 

“El asunto específico sobre si o no el aborto inducido
tiene efectos negativos en la salud mental de una mu-
jer permanece todavía sin estar completamente resuel-
to. La investigación basada en evidencia no es conclu-
yente – algunos estudios indican ninguna evidencia de
daño, mientras que otros identifican un rango de des-
órdenes mentales que siguen al aborto”.23
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El mismo colegio pidió en aquel año que se diera
orientación a las mujeres sobre los posibles riesgos
que el aborto podría provocar para su salud mental. Y
una consecuencia lógica de esto es que para que una
mujer pueda dar un verdadero consentimiento infor-
mado debería saber esta información, mientras no ten-
ga claro los riesgos, el consentimiento no es libre, por-
que no ha sido bien y claramente informado. 

“El consentimiento no puede ser informado sin la
provisión de adecuada y apropiada información en
relación a los posibles riesgos y beneficios para la
salud física y mental”.24

Por otro lado, este mismo año aparece el estudio de
Fergusson, Horwood y Boden,25 que es uno de los
más amplios estudios para mostrar la relación entre el
aborto y los problemas mentales de mujeres. Es de se-
ñalar que el mismo Fergusson se definió a sí mismo
como un “ateo, racionalista y pro-choice”.26 Inició sus
investigaciones con una hipótesis nula, pensando que
el aborto no tenía relación con los problemas de salud
reportados, que más bien se explicarían como factores
preexistentes al aborto. Sin embargo, sus propias in-
vestigaciones cambiaron su perspectiva. 

Dicho estudio Aborto y trastornos mentales: evidencia

de un estudio longitudinal de 30 años, como lo indica
su nombre es un estudio longitudinal de 534 mujeres
de las cuales nacieron mil 265 niños en Christchurch,
en Nueva Zelanda, que fueron estudiados al nacer, a
los 4 meses, 1 año y a intervalos de 1 año hasta la edad
de 16 años, y luego otra vez a los 18, 21, 25 y 30 años. 

Los resultados de las mediciones en salud mental in-
cluían medidas de depresión mayor, trastornos de an-
siedad, ideación suicida, dependencia al alcohol, lici-
tación a dependencia de sustancias, y otros varios
trastornos mentales.

La historia de embarazo dividió a la muestra en varios
grupos de experiencia:

I. Un aborto voluntario;

II. La pérdida involuntaria de un bebé;

III. El nacimiento de un bebé que era o no deseado
o había causado a la mujer una reacción adversa al
embarazo;

IV. El nacimiento de un bebé sin ninguna reacción
adversa al embarazo.

Del estudio se siguieron las siguientes conclusiones: 

a) los abortos inducidos se asocian con un aumento
de problemas mentales entre 1.86 y 7.08 veces su-
perior al de las mujeres que no han abortado; 

b) los abortos involuntarios también se asocian a un
modesto pero consistente aumento de riesgo de pro-
blemas mentales, incremento que se podría cifrar
entre 1.76 y 3.30 veces superior; 

c) los nacimientos ocurridos tras un embarazo no
deseado o tras reacciones adversas durante el em-
barazo se asocian con un pequeño incremento en el
riesgo de problemas mentales, excepto alcoholis-
mo; 

d) la asociación entre problemas mentales tras un
embarazo normal es débil e inconsistente; 

e) en las mujeres que han abortado, el riesgo de te-
ner problemas de salud mental aumenta un 30 por
ciento en relación con las que no lo han hecho; y 

f) los trastornos de salud mental atribuibles al abor-
to representan entre el 1,5 por ciento y 5,5 por cien-
to de la totalidad de los trastornos mentales de las
mujeres.

Las conclusiones de los autores son importantes de se-
ñalar:

1. Los resultados no apoyan la posición pro-vida
que afirma que los efectos del aborto son devasta-
dores en la salud mental de las mujeres.

2. Tampoco apoyan la posición pro-choice que dice
que el aborto no tiene ningún efecto en la salud
mental.

3. A pesar de que algunos estudios concluyen que el
aborto tiene un efecto neutral en la salud mental,
ningún estudio ha reportado que la exposición al
aborto reduzca los riesgos de salud mental. El mis-
mo estudio muestra que las mujeres que llevaron a
término embarazos no deseados tuvieran mejores
resultados que las que tuvieron un aborto.
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En otro estudio, Fergusson,27 se encuentra una mezcla
de efectos positivos y negativos inmediatos reportados
por las mujeres después de un aborto, y comentan que
casi el 90 por ciento de las participantes creían que el
aborto había sido la decisión correcta. El análisis mos-
tró que el número de respuestas negativas hacia el
aborto estaba asociado con un incremento en los nive-
les de trastornos mentales.

Aquí es importante señalar que a pesar de que las mu-
jeres estaban de acuerdo con el aborto, aunque creían
que habían hecho lo correcto, aun así, dieron muestras
de efectos negativos. Los efectos positivos en este ca-
so son más fáciles de explicar, les causó algún tipo de
alivio verse libradas de la responsabilidad del hijo y
además habían sido educadas para creer que era la
elección correcta. Sin embargo, a pesar de ello daban
muestras de efectos inmediatos negativos emocional-
mente hablando. 

Otro estudio de la Asociación Española de Bioética y
Ética Médica del 2009 llamado “Complicaciones psi-
quiátricas del aborto” menciona claramente que:

Ninguna investigación ha encontrado que el aborto in-
ducido se asocie a mejor evolución de la salud mental,
aunque los resultados de algunos estudios son inter-
pretados como «neutros» o «mezclados». Algunos es-
tudios de población general señalan asociaciones sig-
nificativas con dependencia de alcohol y de drogas
ilegales, con trastornos afectivos (incluida la depre-
sión) y algunos trastornos de ansiedad; y algunas de
esas asociaciones se han visto confirmadas, y matiza-
das, por estudios longitudinales prospectivos, que sos-
tienen que se trata de relaciones causales […].28

Por su parte, la investigadora Priscila K. Coleman29

(2011) haciendo un meta análisis de los resultados de
investigaciones desde 1995 hasta el 2009 concluye
que las mujeres que han atravesado por un aborto ex-
perimentan un 81 por ciento más de riesgo de presen-
tar problemas mentales, y cerca de 10 por ciento de las
incidencia de problemas mentales en mujeres han
mostrado ser atribuibles al aborto. Las estimaciones
más sólidas de subgrupos de mayor riesgo ocurrieron
cuando el aborto se comparó con el embarazo a térmi-
no y cuando los resultados se relacionaron con el uso
de sustancias y el comportamiento suicida. La conclu-
sión a la que lleva la revisión realizado por Coleman
es que ella “ofrece la mayor estimación cuantitativa de

los riesgos para la salud mental asociados con el abor-
to disponible en la literatura mundial. Al cuestionar las
conclusiones de las revisiones tradicionales, los resul-
tados revelaron un riesgo moderado a alto de proble-
mas de salud mental después del aborto. De acuerdo
con los principios de la medicina basada en la eviden-
cia, esta información debe proporcionarse en la presta-
ción de servicios de aborto”.30

Siguiendo la línea de los estudios, existe uno exhaus-
tivo del doctor Greg Pike31 de 2010, con su reciente
revisión y actualización en 2017, realizado por la So-
ciedad para la Protección del Niño por Nacer de Rei-
no Unido (Society for Protección of Unborn Children)
encontró interesantes conclusiones que vale la pena
enumerar y mencionar. El estudio se llama Abortion

and Women´s Health,32 una revisión basada en la evi-
dencia para profesionales médicos sobre el impacto
del aborto en mujeres.

Entre los resultados claves del estudio se encuentran:

1. Las mujeres tienen más probabilidades de morir
por cualquier causa después de un aborto en com-
paración a haber dado a luz.

2. El suicidio es seis veces más probable tras el
aborto que si se ha dado a luz.

3. El aborto está asociado a tasas mayores de muer-
te hasta por 10 años después del aborto, en compa-
ración con las mujeres que dieron a luz.

4. Las mujeres describen un grave dolor hasta tres
años después del aborto.

5. Un 30 por ciento mayor de riesgo de padecer de-
presión y un 25 por ciento de incremento de pade-
cer ansiedad después del aborto.

6. Las mujeres que han tenido abortos experimentan
una frecuencia 30 por ciento mayor de padecer tras-
tornos mentales comparadas con las mujeres que no
han tenido abortos.

7. La depresión, la ansiedad y el trastorno por estrés
postraumático también están asociados con los em-
barazos subsecuentes de las mujeres que han expe-
rimentado el aborto.
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8. Las mujeres que han tenido un aborto tienen ma-
yores riesgos de admisión psiquiátrica comparadas
a las que han tenido a sus hijos.

9. Las mujeres que han tenido abortos médicos pue-
den experimentar admisiones hospitalarias, transfu-
sión de sangre, tratamiento en sala de emergencias,
administración de antibióticos de IV generación e
infecciones.

Estos datos nos revelan con certeza que la mujer se ve-
rá siempre afectada por un aborto.

Como hemos expuesto, las mujeres que consienten su
aborto pueden llegar a sufrir afectaciones en su salud,
tanto en el plano físico como en el emocional. 

Considerando la premisa anterior, podemos darnos
cuenta de que las mujeres atendiendo a las afectacio-
nes que pueden tener que realmente no ponemos en
perspectiva, como lo puede ser las condiciones via-
bles para el nacimiento del feto, así como el trauma
que de por vida que podría ocasionar el someterse a
un tratamiento quirúrgico o incluso en condiciones
naturales que propicien a la mujer a llegar a esa si-
tuación, incluso llegando en dicho tratamiento a la
muerte de la misma. No queremos ser fatalistas pero
es una realidad, los riesgos existen y si bien la mujer
que aborta es considerada por la ley como sujeta de
sanción nosotros pugnamos por ofrecerle alternativas
a la mujer a través de las cuáles tanto ella como la so-
ciedad estemos en pro de mejorar su situación e in-
cluso de beneficiar a la sociedad, tal como lo señala-
mos a continuación.

En este sentido, consideramos que la mujer que pro-
cura su aborto debe contar con una opción para evitar
la pena corporal establecida en la ley penal, pues los
daños a los que se expone por la práctica de un abor-
to requieren de una adecuada atención, misma que
debe ser brindada por el Estado Mexicano, a través de
medidas alternativas, como lo puede ser un tratamien-
to médico integral, esto incluso basado en que sin du-
da alguna toda persona tiene derecho a la salud, esto
en términos de los previsto por la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 4,
párrafo tercero. 

Es importante recalcar nuestro interés de sustituir la
pena privativa de libertad por una medida alternati-

va, ya que ninguna mujer merece ser privada de su
libertad. 

Ahora bien, en caso de que la mujer no padezca algu-
na consecuencia que amerite el tratamiento médico in-
tegral, dependiendo el diagnóstico que emitan los es-
pecialistas, consideramos necesario ampliar a una
opción más para que, en caso de ejecutarse el aborto,
pueda sustituir la pena por trabajo en favor de la co-
munidad; no se trata de revictimizar a la mujer, sino de
que salga avante del enfrentamiento entre la prisión y
dejar de lado el reproche social plasmado en la ley me-
diante la privación de su libertad.

Bajo esta tesitura, debemos considerar lo establecido
en las reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las
medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio)
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14
de diciembre de 1990.

No podemos dar carta abierta para que el aborto se
practique sin que antes de ejecutarlo se tenga presente
lo valiosa que es una vida humana y lo que puede en-
frentarse a raíz de la ejecución de un aborto. 

Debe quedar claro que a través del aborto no se pro-
voca la interrupción de una vida sino la terminación de
ésta, lo cual es irreversible.

La vida del producto de la concepción o fecundación,
durante el embarazo es el bien jurídicamente tutelado
de un ser vivo no de una cosa, razón que nos lleva a re-
afirmar la necesidad de que el delito de aborto preva-
lezca vigente. 

Ahora bien, en forma conjunta a lo anterior dicho, pro-
ponemos aumentar las penas para los terceros que par-
ticipen en la práctica de un aborto con o sin consenti-
miento de la mujer. 

Lo anterior, con el objetivo de evitar que prolifere la
irresponsabilidad de los progenitores varones quienes
muchas de las veces son un factor determinante para
que la mujer provoque su aborto; así como inhibir en
lo máximo que gente sin respeto por la vida humana
haga del aborto un negocio.

La paternidad trae responsabilidades, mismas que de-
ben ser asumidas desde el momento mismo en que se
participa en el acto que puede traer consigo la procre-
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ación de un ser humano, la muerte de su hijo no debe
ser considerada como una forma de eludir obligacio-
nes. 

Aquellos que tengan la intención de hacer del aborto
una forma de vida, es decir, lucrar con causar la muer-
te del producto de la concepción (un ser humano), de-
ben ser conscientes de que participar en la comisión de
un aborto es un motivo para ser sujeto a una pena
ejemplar.

La participación de cualquier tercero en la práctica de
un aborto con o sin el consentimiento de la madre de-
be ser sancionada con mayor rigor, pues aparte de que
sea causa de la muerte de un ser humano se pone en
riesgo la salud de la progenitora.

Al respecto, dicha participación debe ser sancionada
considerando que el objeto material del delito no es
otro que el de la muerte de un ser vivo, pues obra con
pleno conocimiento y aceptación del resultado, y sin
una excusa absolutoria de por medio bajo la cual se es-
té actuando; y a diferencia de la mujer quien pudo ver-
se obligado a tomar la decisión de provocar su aborto
por diversas circunstancias, cualquier tercero que pre-
tenda participar en la comisión del delito debe pensar
muy bien que la ley protege la vida del ser humano
desde que éste se encuentra desarrollándose en el seno
materno y que cualquier intento de privarlo de la mis-
ma con o sin el consentimiento de la mujer embaraza-
da será sancionado, no con una pena benevolente co-
mo la que hasta hoy en día se encuentra vigente sino
con una sanción ejemplar que sin duda lo lleve a ser
privado de su libertad por violentar una vida humana
en pleno desarrollo.

En este orden de ideas, debemos aclarar que no hay
contradicción en la propuesta a la reforma penal ini-
cialmente señalada, ya que en el caso de la mujer su
conducta puede tener un origen diverso a la del terce-
ro que participe en la comisión del delito por lo que
debemos inhibir su participación estableciendo a una
sanción ejemplar. Aunado a que la mujer que aborta
merece ser atendida de los padecimientos tanto emo-
cionales como físicos ocasionados por causa del abor-
to.

Consideramos que el aumentar las penas previstas
para los terceros que participen en la comisión del
delito de aborto, servirá como medio “intimidatorio”

para coadyuvar en el respeto por la vida humana,
pues debe precisarse que la terminación violenta e
ilegítima de una vida que se encuentra en etapa ini-
cial de su desarrollo biológico será sancionado por el
Estado Mexicano con una mayor severidad compa-
rando las penas hoy en día vigentes, ya que no es da-
ble aprovecharse de la situación de la mujer que de-
cide abortar para escudarse tras un velo, alegando
que actúo bajo un consentimiento el cual pudo ser el
resultado de ciertas condiciones que condujeron u
obligaron a la mujer a consentir la muerte de su pro-
pio hijo o sin su consentimiento, lo cual es aún más
grave.

Por ende, proponemos que las penas aplicables a los
terceros que participen en la comisión del delito de
aborto con o sin el consentimiento de la mujer emba-
razada sean mayores.

Cabe agregar que esta propuesta no aumenta las
penas de prisión ya existentes para el caso de que la
mujer voluntariamente procure su aborto, pues an-
terior a la propuesta que sometemos en este mo-
mento a su consideración el Código Penal Federal,
artículo 332 en vigor ya contempla sanciones cor-
porales para la mujer que procure su aborto (seis
meses a un año de prisión); en este sentido nuestra
propuesta pretende precisamente evitar que la mu-
jer, a su elección, evite la aplicación de una pena de
prisión misma que ya se encuentra considerada en
la legislación penal vigente.

Finalmente, nuestra propuesta elimina las “tres cir-
cunstancias” que contempla el Artículo 332 del Có-
digo Penal Federal por el cual, se sanciona a la mujer
por la realización de un aborto sin darle opción de
conmutar la pena. Destacando que dichas “circuns-
tancias” no corresponden a la actualidad y atentan a
la dignidad de la mujer, etiquetándola y condicionán-
dola a situaciones que pudieran considerarse como
denigrantes. 
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción el siguiente proyecto de iniciativa.

Decreto por el que se reforma el artículo 332 del
Código Penal Federal

Único. Se reforma el artículo 332 del Código Penal
Federal.

Artículo 332.- Se impondrán de seis meses a un año de
prisión a la madre que voluntariamente procure su
aborto o consienta en que otro la haga abortar.

Tratándose de las sanciones a que se refiere este ar-
tículo, el juez queda facultado para sustituirlas por
un tratamiento médico integral o trabajo en favor
de la comunidad; bastará que lo solicite y ratifique
la mujer ante la autoridad judicial.

El tratamiento referido en este precepto será pro-
visto por las instituciones de salud federales y esta-
tales y tendrá como objeto la atención integral de
las consecuencias generadas con motivo de la prác-
tica del aborto procurado previa valoración del
personal médico correspondiente quien determina-
rá lo necesario para la atención.

En el caso de las poblaciones o comunidades indí-
genas, las autoridades sanitarias brindarán la ase-

soría y en su caso, la orientación en español y en la
lengua o lenguas en uso en la región o comunidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Fergusson DM, Horwood LJ, Ridder EM. Abortion in young wo-

men and subsequent mental health. J Child Psychol Psychiatry

2006; 47(1):16-24.

2 Cougle JR, Reardon DC, Coleman PK. Generalized anxiety fo-

llowing unintended pregnancies resolved through childbirth and

abortion: a cohort study of the 1995 National Survey of Family

Growth. Journal of anxiety disorders. 2005;19(1):137-42.

3 Fergusson DM, Horwood LJ, Boden JM. Does abortion reduce

the mental health risks of unwanted or unintended pregnancy? A

re-appraisal of the evidence. Aust N Z J Psychiatry. 2013, April 3.

4 Coleman PK, Reardon DC, Cougle JR. Substance use among preg-

nant women in the context of previous reproductive loss and desire

for current pregnancy. Br J Psychiatry 2005 May; 10 (Pt 2): 255-68.

5 Coleman PK, Reardon DC, Rue VM, Cougle J. A history of in-

duced abortion in relation to substance use during subsequent

pregnancies carried to term. Am J Obstetrics and Gynecology.

2002 Dec; 187(6):1673-8.

6 Gladstone J, Levy M, Nulman I, Koren G. Characteristics of

pregnant women who engage in binge alcohol consumption. Can

Med Assoc J 1997; 156(6):789–94.

7 Thomas T, Tori CD, Wile JR, Scheidt SD. Psychosocial charac-

teristics of psychiatric inpatients with reproductive losses. J Health

Care Poor Underserved 1996; 7(1):15–23.

8 Reardon DC. Maternal age and fetal loss. Missing abortion stra-

tification adds to confusion. BMJ 2001; 322(7283):429-30.

9 Reardon DC, Coleman P. Pregnancy-associated mortality after

birth. Am J Obstet Gynecol 2004; 191(4):1506-7.

10 Coleman PK. Abortion and mental health: quantitative synthe-

sis and analysis of research published 1995-2009. Br J Psychiatry.

2011 Sep;199(3):180-6.

Gaceta Parlamentaria Jueves 27 de febrero de 2020132



11 Readon DC, Coleman PK. Short and long term mortality rates

associated with first pregnancy outcome: population register based

study for Denmark 1980-2004. Med Sci Monit. 2012 September;

18 (9): PH71-6.

12 Coleman PK, Reardon DC, Calhoun BC. Reproductive history

patterns and long-term mortality rates: a Danish, population-based

record linkage study. Eur J Public Health. 2012, September 5. 

13 Reardon DC, Ney PG, Scheuren F, Cougle J, Coleman PK, Stra-

han TW. Deaths associated with pregnancy outcome: a record lin-

kage study of low income women. South Med J 2002; 95(8):834-

41.

14 Costescu D, Guilbert E, Bernardin J, Black A, Dunn S, et al.

Medical Abortion. J Obstet Gynaecol Can. 2016 April;38(4):366-

89. doi: 10.1016/j.jogc.2016.01.002.

15 Weitz TA, Taylor D, Desai S, et al. Safety of Aspiration Abor-

tion Performed by Nurse Practitioners, Certified Nurse Midwi-

ves, and Physician Assistants Under a California Legal Waiver.

American Journal of Public Health. 2013;103(3):454-461.

doi:10.2105/AJPH.2012.301159.

16 Klemmeti R, Gissler M, Niinimäki M, Hemminki E. Birth out-

comes after induced abortion: a nationwide register-based study of

first births in Finland. Hum Reprod. 2012 Nov;27(11): 3315-20.

17 Swingle HM, Colaizy TT, Zimmerman MB, Morris FH Jr.

Abortion and the risk of subsequent preterm birth: a systematic re-

view with meta-analyses. J Reprod Med 2009; 54(2):95-108.

18 Scholten BL, Page-Christiaens GCML, Franx A, Hukkelhoven

CWPM, Koster MPH. The influence of pregnancy termination on

the outcome of subsequent pregnancies: a retrospective cohort

study. BMJ Open. 2013;3(5):e002803. doi:10.1136/bmjopen-

2013-002803.

19 Hajian-Tilaki KO, Kaveh.-Ahangar T. Reproductive factors as-

sociated with breast cancer risk in northern Iran. Med Oncol 2011;

28(2):441-6.

20 Benítez Pérez, María Elena. (2014). La trayectoria del aborto

seguro en Cuba: evitar mejor que abortar. Revista Novedades en

Población, 10(20), 87-104. Recuperado el 1 de septiembre de

2019, de 

http://scielo.sld.cu/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S18174078

2014000200007&lng=es&tlng=es

21 Ver https://www.dailymail.co.uk/news/article-517346/Young-

artist-hanged-grief-aborting-twins.html

22 Royal College of Psychiatrists. (2008) Position statement on wome-

n’s mental health in relation to induced abortion. 14 March 2008. Royal

College of Psychiatrists. Disponible en http://www.rcpsych.ac.uk/mem-

bers/currentissues/mentalhealthandabortion.aspx)

23 Idem.

24 Ibídem.

25 Fergusson DM, Horwood, LJ, Boden JM. (2008) Abortion and

mental health disorders: evidence from a 30-year longitudinal

study. Br J Psychiatry; 193: 444–451.

26 Robotham, J. (2006). Abortion Linked to Mental Problems. The

Sydney Morning Herald. Accesado el 4 de diciembre 2018. Dis-

ponible en 

https://www.smh.com.au/national/abortion-linked-to-mental-pro-

blems-20060103-gdmpww.html

27 Ferguson DM, Horwood LJ, Boden JM. (2009) Reactions to

abortion and subsequent mental health. The Britisch Journal of

Psychiatry; 195: 420-426.

28 Gurpegui, M.; Jurado, D. (2009) Complicaciones psiquiátricas

del aborto. Cuadernos de Bioética, volumen XX, número 3, sep-

tiembre-diciembre, 2009, páginas 381-392. Asociación Española

de Bioética y Ética Médica: España. 

29 Coleman, P.K. (2011) Abortion and mental health: quantitative

synthesis and analysis of research published 1995–2009. Br J

Psychiatry 2011; 199: 180–186.

30 “This review offers the largest quantitative estimate of mental

health risks associated with abortion available in the world litera-

ture. Calling into question the conclusions from traditional re-

views, the results revealed a moderate to highly increased risk of

mental health problems after abortion. Consistent with the tenets

of evidence-based medicine, this information should inform the

delivery of abortion services”.

31 El doctor Greg Pike, fundador y director del Centro Adelaide

para la Bioética y la Cultura de Australia. Es especialista en inves-

tigación médica y es actualmente el director del área de Investiga-

ción Integral de la Universidad del Sur de Australia (University of

South Australia).

Jueves 27 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria133



32 Pike, G. (2017) Abortion and Women´s Mental Health: An evi-

dence-based review for medical professionals of the impact of

abortion on women’s physical and mental health. Londres: SPUC.

Disponible en http://www.spuc.org.uk/~/media/Files/Abortion-

and-Womens-Health_April-2017.ashx?la=en

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 27 de febrero de 2020.

Diputada Jannet Téllez Infante (rúbrica)

Gaceta Parlamentaria Jueves 27 de febrero de 2020134

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, LXIV Legislatura

Secretaría General

Secretaría de Servicios Parlamentarios

Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados
Director: Juan Luis Concheiro Bórquez, Edición: Casimiro Femat Saldívar, Ricardo Águila Sánchez, Antonio Mariscal Pioquinto.

Apoyo Documental: Dirección General de Proceso Legislativo. Domicilio: Avenida Congreso de la Unión, número 66, edificio E, cuarto nivel, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, colonia El Parque, CP 15969. Teléfono: 5036 0000, extensión 54046. Dirección electrónica: http://gaceta.diputados.gob.mx/

Mesa Directiva
Diputados: Laura Angélica Rojas Hernández, presidenta; vicepresidentes, María
de los Dolores Padierna Luna, MORENA; Marco Antonio Adame Castillo, PAN;
Dulce María Sauri Riancho, PRI; secretarios, Karla Yuritzi Almazán Burgos, MO-
RENA; Lizbeth Mata Lozano, PAN; Sara Rocha Medina, PRI; Héctor René Cruz
Aparicio, PES; Maribel Martínez Ruiz, PT; Carmen Julieta Macías Rábago, MO-
VIMIENTO CIUDADANO; Mónica Bautista Rodríguez, PRD; Jesús Carlos Vidal Peni-
che, PVEM.

Junta de Coordinación Política
Diputados: Mario Delgado Carrillo, presidente, MO-
RENA; Juan Carlos Romero Hicks, PAN; René Juárez
Cisneros, PRI; Reginaldo Sandoval Flores, PT; Izcóatl
Tonatiuh Bravo Padilla, MOVIMIENTO CIUDADANO;
Jorge Arturo Argüelles Victorero, PES;  Arturo Esco-
bar y Vega, PVEM; Verónica Beatriz Juárez Piña,
PRD.


